
LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Dictamen de la Comisión de Economía, con proyecto de
decreto que reforma la fracción XXI del artículo 24 y el ar-
tículo 25 Bis de la Ley Federal de Protección al Consumi-
dor

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión correspondiente a la LX
Legislatura fue turnada, para su estudio y dictamen, minu-
ta con proyecto de decreto por el que se reforma la fracción
XXI del artículo 24; se adicionan la fracción IV, recorrién-
dose las actuales IV y V, así como un último párrafo; y se
reforma el penúltimo párrafo del artículo 25 Bis de la Ley
Federal de Protección al Consumidor, enviada por el Sena-
do de la República el 1 de abril de 2009.

La Comisión de Economía de la LX Legislatura, con fun-
damento en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos d), e)
y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, así como en los artículos 58, 60,
87, 88 y 94, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
abocó al estudio y análisis de la minuta descrita, al tenor de
los siguientes

Antecedentes

Primero: El 2 de abril de 2009 los ciudadanos secretarios
de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, correspondiente a la LX Le-
gislatura, dieron cuenta de la minuta que remitió el Senado
de la República.

Segundo: El ciudadano presidente de la Mesa Directiva
acordó dar el siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión de
Economía”.

Tercero: La minuta en estudio, corresponde a una iniciati-
va promovida en la colegisladora por el Senador Tomás To-
rres Mercado, del Grupo Parlamentario del Partido de la

Revolución Democrática, el 6 de noviembre de 2007, en la
LX Legislatura, con fundamento en lo dispuesto por los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y 55, fracción II, del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Cuarto: El miércoles 1 de abril de 2009, el dictamen de la
minuta de referencia se discutió en el Senado de la Repú-
blica, con dispensa de su segunda lectura, aprobándose por
86 votos en pro, y fue remitida en carácter de minuta a es-
ta Cámara de Diputados para sus efectos constitucionales.

Consideraciones

Primera. Que con base en los antecedentes indicados y
con los elementos de información disponibles la Comisión
de Economía, con las atribuciones antes señaladas, se abo-
có a dictaminar la minuta de referencia.

Segunda. Que la minuta propone reformar los artículos 24
y 25 Bis de la Ley Federal de Protección al Consumidor
(LFPC) para dotar a la Procuraduría Federal del Consumi-
dor (Profeco) de facultades para

• Emitir alertas inmediatas a los consumidores sobre las
acciones u omisiones de los proveedores que afecten sus
intereses o derechos; 

• Ordenar a los proveedores el reembolso de la cantidad
pagada por productos vendidos a través de información
o publicidad engañosa y retirar bienes o productos del
mercado, cuando se afecte o pueda afectar la vida, la sa-
lud, la seguridad o la economía de una colectividad de
consumidores.

Tercera. Que en la exposición de motivos del legislador
promovente del proyecto aprobado por la colegisladora se
hizo mención que una de las principales intenciones del mis-
mo es fortalecer los mecanismos destinados a garantizar un
nivel de protección adecuado para los consumidores.

Cuarta. Que la exposición de motivos del proyecto recibi-
do en carácter de minuta del mismo modo planteó que de-
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be seguirse como ejemplo en la legislación nacional aque-
llas prácticas realizadas por la Unión Europea, basadas en
10 principios básicos:

• Compre lo que quiera, donde quiera.

• Si no funciona, ¡devuélvalo!

• Normas estrictas de seguridad alimentaria y relativas a
otros bienes de consumo.

• ¿Sabemos lo que comemos?

• Los consumidores merecen todo el respeto, también en
los contratos de venta.

• Cambiar de opinión, también está permitido.

• Busque y compare... el mejor precio.

• Practiquemos el juego limpio con los consumidores.

• Vacaciones y protección de derechos.

• Indemnizaciones efectivas en caso de litigios trans-
fronterizos.

Fuente: http://europa.eu.int/comm/consumers/cons_in-
fo/10principles_en.htm disponible en los 20 idiomas ofi-
ciales de la UE. 7 abril de 2009.

Los principios básicos en la protección de los consumido-
res en la Unión Europea, se encuentran a disposición del
público para su consulta o descarga electrónica, en el sitio
web de la Comisión Europea dedicado a los consumidores.

Al respecto, hay que tener presente que en el marco de la
Unión Europea, las Directivas en materia de Protección al
Consumidor han ido de la mano del tema de la Competen-
cia Económica, y si bien, dichas directivas frecuentemente
constituyen legislaciones plausibles, hay que ser cuidado-
sos y no adoptar sus criterios que puedan implicar una al-
teración del objeto de la LFPC. Sin mencionar que la le-
gislación de la Unión Europea refiere a normas legales de
aplicación multinacional a diferencia de la LFPC cuya ob-
servancia es para la República Mexicana.

Lo anterior fue plasmado así en la Carta de los Derechos
Fundamentales de la Unión Europea, en la cual se mani-
fiesta la voluntad de los pueblos de Europa para unirse

compartiendo un porvenir basado en valores comunes, en
pleno respeto de las competencias y misiones de la Comu-
nidad y de la Unión, así como el principio de subsidiarie-
dad, los derechos reconocidos especialmente por las tradi-
ciones constitucionales y las obligaciones internacionales
comunes de los Estados miembros. Dicho documento hace
referencia, en su artículo 38, a la protección de los consu-
midores de manera general como una política primordial
en esa unión.

Por citar otra muestra del derecho comparado, se encuentra
el caso del Buró de Protección al Consumidor de la Comi-
sión Federal de Comercio del Gobierno de los Estados Uni-
dos de América, quien es la Agencia Nacional de Protec-
ción del Consumidor de esa nación. El Buró de Protección
del Consumidor trabaja en favor del consumidor previ-
niendo prácticas comerciales fraudulentas, engañosas y
desleales, y la legislación que aplica, se encuentra en plena
armonía con su legislación de competencia económica, co-
mo consecuencia de la evolución de su marco legal e in-
tensa actividad económica, lo cual hace muy delicado tra-
tar de duplicar o replicar legislaciones, pues no privan las
mismas condiciones en la actividad económica de ambas
naciones, incluso aunque la economía estadounidense y la
mexicana se encuentren muy asociadas.

Sin embargo, es importante resaltar que la Profeco al igual
que el Buró de Protección al Consumidor, han venido emi-
tiendo Alertas al Consumidor como una medida preventi-
va de difusión masiva por todos los medios disponibles de
esa Procuraduría.

Quinta. Que en México la LFPC tiene por objeto promo-
ver y proteger los derechos y cultura del consumidor, así
como procurar la equidad, certeza y seguridad jurídica en
las relaciones entre proveedores y consumidores; de igual
forma, corresponde a la Profeco aplicar y ejecutar la aludi-
da ley, como un organismo público con el carácter de una
autoridad administrativa.

Sexta. Que dentro de los principios de la LFPC se encuen-
tra la educación y divulgación sobre el consumo adecuado
de los productos y servicios, el respeto a los derechos y
obligaciones derivados de las relaciones de consumo y las
medidas que garanticen su efectividad y cumplimiento.

El artículo 1 de la LFPC establece que dentro de los prin-
cipios básicos en las relaciones de consumo, se encuentran
la educación y divulgación sobre el consumo adecuado de
los productos y servicios, que garanticen la libertad para



escoger y la equidad en las contrataciones; la información
adecuada y clara sobre los diferentes productos y servicios,
con especificación correcta de cantidad, características,
composición, calidad y precio, así como sobre los riesgos
que representen.

El artículo 1 de la LFPC, contempla dentro de los princi-
pios básicos en las relaciones de consumo la protección de
la vida, salud y seguridad del consumidor contra los ries-
gos provocados por productos, prácticas en el abasteci-
miento de productos y servicios considerados peligrosos o
nocivos.

Es importante recalcar que el artículo 14 de la LFPC dis-
pone que el plazo de prescripción de los derechos y obli-
gaciones establecidos en la ley es de un año, salvo aquellos
otros términos previstos por ese ordenamiento.

Séptima. Que el artículo 13 de la LFPC faculta a la Profe-
co para verificar a través de visitas, requerimientos de in-
formación o documentación, monitoreos, o por cualquier
otro medio el cumplimiento de la LFPC, y obliga a los pro-
veedores, sus representantes o sus empleados a permitir al
personal acreditado de esa Procuraduría el acceso al lugar
o lugares objeto de la verificación, así como para sustan-
ciar los procedimientos establecidos por la Ley del Consu-
midor, a excepción de la información que se requiera y se
demuestre que sea de estricto uso interno o no tenga rela-
ción con el procedimiento de que se trate.

Octava. Que la Profeco está facultada para aplicar y hacer
cumplir las disposiciones de LFPC y de la Ley Federal so-
bre Metrología y Normalización (LFSMN) cuando no co-
rresponda a otra dependencia, practicará la vigilancia y ve-
rificación necesarias en los lugares donde se administren,
almacenen, transporten, distribuyan o expendan productos
o mercancías o en los que se presten servicios, incluyendo
aquéllos en tránsito.

Novena. Que coadyuvando en la seguridad de los consumi-
dores o usuarios se encuentran las Normas Oficiales Mexi-
canas, que son regulaciones técnicas de observancia obliga-
toria expedidas por las dependencias competentes, conforme
a las finalidades establecidas en el artículo 40 de la LFSMN,
establecen las reglas, especificaciones, atributos, directrices,
características o prescripciones aplicables a un producto,
proceso, instalación, sistema, actividad, servicio o método
de producción u operación, así como aquellas relativas a ter-
minología, simbología, embalaje, marcado o etiquetado y las
que se refieran a su cumplimiento o aplicación.

Décima. Que el artículo 40 de la LFSMN refiere a las ca-
racterísticas y/o especificaciones que deben reunir los pro-
ductos y procesos cuando éstos puedan constituir un ries-
go para la seguridad de las personas o dañar la salud
humana, animal, vegetal, el medio ambiente general y la-
boral, o para la preservación de recursos naturales.

Décima Primera. Que la Profeco actualmente difunde a
través de los medios de información disponibles alertas al
consumidor, para advertir a los consumidores sobre posi-
bles prácticas que puedan atentar contra los derechos y cul-
tura de los consumidores, o sobre aquellos productos que
puedan representar un riesgo para la seguridad de las per-
sonas o su salud.

Décima Segunda. Que el artículo 92 de la LFPC dispone
que los consumidores tienen derecho a su elección, a la re-
posición del producto o a la devolución de la cantidad pa-
gada, contra la entrega del producto adquirido, y en todo
caso, a una bonificación.

Guardando correlación con lo anterior, puede citarse al ar-
tículo 98 Bis que dispone cuando con motivo de una veri-
ficación la Profeco detecte violaciones a la ley y demás dis-
posiciones aplicables, puede ordenar que se informe a los
consumidores individual o colectivamente, inclusive a tra-
vés de medios de comunicación masiva, sobre las acciones
u omisiones de los proveedores que afecten sus intereses o
derechos, así como la forma en que los proveedores los bo-
nificarán, debiendo éstos acreditar el cumplimiento de di-
cha orden. En caso de no hacerlo, se aplicarán las sancio-
nes que correspondan.

Décima Tercera. Que el artículo 32 de la LFPC, dispone
que la publicidad relativa a bienes, productos o servicios
que se difundan por cualquier medio o forma, deberán ser
veraces, comprobables y exentos de textos, diálogos, soni-
dos, imágenes, marcas, denominaciones de origen y otras
descripciones que induzcan o puedan inducir a error o con-
fusión por engañosas o abusivas, sancionándolas con las
multas establecidas en el artículo 127 de dicho ordena-
miento.

Décima Cuarta. Que en cuanto a lo propuesto en la mi-
nuta para el artículo 24, fracción XXI, para facultar a la
Profeco a ordenar a los proveedores el reembolso de la can-
tidad pagada por productos vendidos a través de informa-
ción o publicidad engañosa e informar a los consumidores
individual o colectivamente, inclusive a través de medios
de comunicación masiva, sobre las acciones u omisiones
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de los proveedores que afecten sus intereses o derechos, así
como la forma en que los proveedores los bonificarán, se
encuentran contemplados en el artículo 92 y 98 Bis de la
LFPC.

Sin embargo, cabe decir que la LFPC vigente no contem-
pla la facultad expresa en la LFPC para que la Profeco pue-
da actuar de manera oportuna ante un riesgo grave, infor-
mando sobre las acciones u omisiones de los proveedores
que afecten sus intereses o derechos, así como la forma en
que los proveedores los retribuirán o compensarán y emitir
alertas inmediatas a los consumidores sobre aquellos pro-
ductos o prácticas en el abastecimiento de productos y ser-
vicios considerados nocivos o que pongan en riesgo la vi-
da, la salud o la seguridad del consumidor, cuando dicho
riesgo se haya acreditado fehacientemente por la autoridad
competente.

Lo anterior, relacionaría la propuesta con el principio pre-
visto en la fracción I del tercer párrafo del artículo 1 de la
LFPC, en donde se enuncia la protección de la vida, la sa-
lud y la seguridad del consumidor, contra riesgos provoca-
dos por productos y servicios riesgosos o nocivos, de tal
manera que la emisión de estas alertas y la difusión de la
mismas esté plenamente justificada y fundamentada y no
se preste en ningún caso a un ejercicio abusivo o discre-
cional por parte de la autoridad.

Décima Quinta. Que en cuanto a la propuesta de adi-
ción de una fracción IV al artículo 25 Bis para facultar a
la Profeco para retirar definitivamente aquellos bienes o
productos del mercado, cuando se afecte o pueda afectar la
vida, la salud, la seguridad o la economía de una colectivi-
dad de consumidores, armonizaría con la disposición con-
tenida en la Ley vigente, como es la prevista en el artícu-
lo 25 Bis Fracción I de la LFPC, en donde se contemplan
medidas precautorias como la inmovilización de bienes y
productos, su aseguramiento y suspensión de la comercia-
lización de los mismos, lo anterior en carácter temporal,
dado que la LFPC prevé que sólo pueden levantarse una
vez que se acredite que han concluido las causas que hu-
bieren originado la aplicación de dicha medida, garanti-
zando la protección eficaz de los derechos de los consumi-
dores mientras los riesgos para su vida, salud, seguridad y
economía no hubieren cesado.

Décima Sexta. Que la propuesta para adición de la frac-
ción IV del artículo 25 Bis ajusta con el tratamiento que da
a los proveedores el artículo 128 Quáter que dispone que
una vez que la Profeco suspenda la comercialización y de-

termine que no es posible su acondicionamiento, reproce-
so, reparación o sustitución, o bien cuando su comerciali-
zación no pueda realizarse conforme a las disposiciones de
la LFPC, se sancionará con la prohibición de comercializa-
ción de bienes o productos, e incluso esa Procuraduría
puede ordenar la destrucción de los bienes o productos que
correspondan. 

Para el caso de servicios, la prohibición de comercializa-
ción procederá cuando habiendo sido suspendida, no se ga-
rantice que su prestación pueda realizarse conforme a las
disposiciones de la LFPC.

Décima Séptima. Que en cuanto a la segunda parte de la
propuesta para adicionar un último párrafo al artículo
25 Bis referente a la obligación de los proveedores a infor-
mar a las autoridades si determinan que alguno de sus pro-
ductos puede implicar riesgos para los consumidores, resul-
ta loable dado que genera la obligación para los proveedores
a informar a las autoridades en el caso de que algunos de sus
productos impliquen riesgos para la vida o salud de sus con-
sumidores, eliminando el dolo por parte de los proveedores,
sin embargo, es importante mencionar que esta disposición
se encontraría relacionada y complementada con otras dis-
posiciones legales como las Normas Oficiales Mexicanas
que disponen que algunos productos deben indicar leyendas
para alertar al consumidor sobre los posibles riesgos en ca-
so de dar un destino diferente para el que fue diseñado ori-
ginalmente el bien o servicio o consumirlo en cantidades in-
adecuadas, salvaguardando la libertad para escoger por
parte del consumidor.

La omisión de lo anterior sería sancionada en términos de
las multas contenidas en el artículo 126 de la LFPC.

Décima Octava. Que los ciudadanos diputados integrantes
de la Comisión de Economía que dictamina, hacen suyos
los motivos expresados por la Colegisladora y se manifies-
tan por fortalecer las facultades de la Procuraduría Federal
del Consumidor, que contribuyan a enriquecer el marco ju-
rídico de la protección al consumidor, a promover y prote-
ger los derechos del consumidor, y procurar la equidad y
seguridad jurídica en las relaciones entre proveedores y
consumidores. 

Por lo expuesto, la Comisión de Economía presenta a esta
soberanía para los efectos de lo establecido en el artículo
72, fracción A, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, el siguiente



Proyecto de decreto por el que se reforma la fracción
XXI del artículo 24; y el artículo 25 Bis de la Ley Fede-
ral de Protección al Consumidor

Artículo Único. Se reforma la fracción XXI del artículo 24
y el artículo 25 Bis de la Ley Federal de Protección al Con-
sumidor, para quedar como sigue:

Artículo 24. La Procuraduría tiene las siguientes atribu-
ciones: 

I. a XX. … 

XXI. Ordenar que se informe a los consumidores sobre
las acciones u omisiones de los proveedores que afecten
sus intereses o derechos, así como la forma en que los
proveedores los retribuirán o compensarán y emitir aler-
tas inmediatas a los consumidores sobre aquellos pro-
ductos, prácticas en el abastecimiento de productos y
servicios considerados nocivos o que pongan en riesgo
la vida, la salud o la seguridad del consumidor, cuando
dicho riesgo se haya acreditado fehacientemente por la
autoridad competente, y 

XXII. …

Artículo 25 Bis. La Procuraduría podrá aplicar las si-
guientes medidas precautorias cuando se afecte o pueda
afectar la vida, la salud, la seguridad o la economía de una
colectividad de consumidores: 

I. Inmovilización de envases, bienes, productos y trans-
portes;

II. El aseguramiento de bienes o productos en términos
de lo dispuesto por el artículo 98 Ter de esta ley;

III. Suspensión de la comercialización de bienes, pro-
ductos o servicios;

IV. Ordenar el retiro de bienes o productos del mercado,
cuando se haya determinado fehacientemente por la au-
toridad competente que ponen en riesgo la vida o la sa-
lud de los consumidores; 

V. Colocación de sellos de advertencia, y 

VI. Ordenar la suspensión de información o publicidad
a que se refiere el artículo 35 de esta ley. 

Las medidas precautorias se dictarán conforme a los cri-
terios que al efecto expida la Procuraduría y dentro del
procedimiento correspondiente en términos de lo dis-
puesto en el artículo 57 y demás relativos de la Ley Fe-
deral sobre Metrología y Normalización; así como
cuando se advierta que se afecta o se puede afectar la
economía de una colectividad de consumidores en los
casos a que se refiere el artículo 128 Ter o cuando se vio-
len disposiciones de esta ley por diversas conductas o
prácticas comerciales abusivas, tales como: el incumpli-
miento de precios o tarifas exhibidos; el condicionamien-
to de la venta de bienes o de servicios; el incumplimien-
to de ofertas y promociones; por conductas
discriminatorias y por publicidad o información enga-
ñosa. En el caso de la medida precautoria a que se refie-
re la fracción V de este precepto, previo a la colocación
del sello respectivo, la Procuraduría aplicará la medida a
que se refiere el artículo 25, fracción I, de esta ley. Tales
medidas se levantarán una vez que se acredite el cese de
las causas que hubieren originado su aplicación. En su ca-
so, la Procuraduría hará del conocimiento de otras autori-
dades competentes la aplicación de la o las medidas a que
se refiere este precepto.

Los proveedores están obligados a informar de inmediato a
las autoridades si determinan que alguno de sus productos
puede implicar riesgos para la vida o la salud de los consu-
midores.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 15 días del mes de
abril de 2009.

La Comisión de Economía, diputados: Adriana Rodríguez Vizcarra
Velázquez (rúbrica), presidenta; Carlos Armando Reyes López (rúbri-
ca), Jorge Alejandro Salum del Palacio (rúbrica), Fausto Fluvio Men-
doza Maldonado (rúbrica), Arnulfo Elías Cordero Alfonzo (rúbrica),
Enrique Serrano Escobar (rúbrica), Jorge Godoy Cárdenas (rúbrica),
secretarios; Jericó Abramo Masso (rúbrica), Narciso Alberto Amador
Leal (rúbrica), Antonio Berber Martínez (rúbrica), Carlos Alberto Gar-
cía González (rúbrica), Miguel Ángel González Salum, Jesús Sesma
Suárez, Luis Xavier Maawad Robert (rúbrica), Martín Malagón Ríos
(rúbrica), Marco Heriberto Orozco Ruiz Velazco (rúbrica), Octavio
Martínez Vargas, Susana Monreal Ávila (rúbrica), Alicia Rodríguez
Martínez (rúbrica), Mauricio Ortiz Proal, Eduardo Ortiz Hernández
(rúbrica), Miguel Ángel Peña Sánchez, Raúl Ríos Gamboa, Ricardo
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Rodríguez Jiménez (rúbrica), Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica), Ernes-
to Ruiz Velasco de Lira (rúbrica), Alejandro Sánchez Camacho, Alber-
to Amaro Corona (rúbrica), Joaquín Humberto Vela González (rúbri-
ca), Javier Martín Zambrano Elizondo (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DE OBRAS PUBLICAS Y SERVICIOS 
RELACIONADOS CON LAS MISMAS - 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y
RESPONSABILIDAD HACENDARIA

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Dictamen de las Comisiones Unidas de la Función Pública,
y de Presupuesto y Cuenta Pública, con proyecto de decreto
que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de las
Leyes de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas, y Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria

Honorable Asamblea:

Las Comisiones Unidas de la Función Pública, y de Presu-
puesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados, con
base en lo dispuesto en los artículos 39, numerales 1 y 2,
fracciones XVIII y XXVIII, 45, numeral 6, incisos e) y f),
y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 87 y 88
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, someten a su con-
sideración el siguiente dictamen, en sentido positivo, sobre
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma, deroga y
adiciona diversas disposiciones de la Ley de Obras Públi-
cas y Servicios Relacionados con las Mismas y de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.

Antecedentes

I. La iniciativa que se dictamina fue publicada en la Ga-
ceta Parlamentaria número 2714, el martes 10 de marzo
de 2009, fecha en que se dio cuenta de la misma al Ple-
no de la Cámara de Diputados, y suscrita por los inte-
grantes de la Comisión de la Función Pública Benjamín
González Roaro, Enrique Cárdenas del Avellano, Ricar-
do Jesús Morales Manzo y Alan Notholt Guerrero.

II. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva de la Cámara de Diputados la turnó para estudio y

dictamen a las Comisiones Unidas de la Función Públi-
ca, y de Presupuesto y Cuenta Pública.

III. Recibida en estas comisiones, se sometió a estudio
y análisis, preparándose un proyecto de dictamen, en
sentido positivo, el cual fue sometido a consideración y
discusión de los integrantes de la Comisión de la Fun-
ción Pública, quienes lo aprobaron en sesión celebrada
el 24 de marzo de 2009, por 15 votos a favor, 4 votos en
contra y 0 abstenciones, así como a consideración y dis-
cusión de los integrantes de la Comisión de Presupues-
to y Cuenta Pública, quienes lo aprobaron en sesión ce-
lebrada el 16 de abril de 2009, por 29 votos a favor, 0
votos en contra y 0 abstenciones.

Análisis de la iniciativa

Los diputados proponentes expresan que uno de los ejes de
trabajo en la Comisión de la Función Pública durante la LX
Legislatura ha sido la reforma constante, cuando es nece-
sario, de las leyes que tienen que ver con la contratación
pública, como son la Ley de Obras Públicas y Servicios
Relacionados con las Mismas y la Ley de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Público, pues están
conscientes de los beneficios que dichos ordenamientos le-
gales implican en la economía mexicana.

La citada iniciativa obedece a que dicha comisión organi-
zó en febrero de 2008 un foro sobre normatividad relacio-
nada con la contratación pública de obra, bienes y servi-
cios, del que se editaron las memorias y fueron presentadas
el 9 de diciembre de 2008, en el marco del acto que orga-
nizó para conmemorar la Jornada contra la Corrupción.

Además, esta iniciativa obedece al momento que actual-
mente se vive, donde la economía mexicana resiente en
forma paulatina los efectos adversos de la crisis económi-
ca mundial, experimentado una desaceleración derivada de
los problemas en el sector hipotecario y financiero de Es-
tados Unidos y otras naciones industrializadas, lo que ha
incrementado en consecuencia las presiones inflacionarias,
incertidumbre y volatilidad en los mercados financieros,
fluctuaciones en el tipo de cambio y deterioro en las pers-
pectivas de crecimiento.

El fenómeno ha empezado a afectar directamente los bolsi-
llos de las familias mexicanas, toda vez que la inestabilidad
económica se refleja en la pérdida de empleos, e incre-
mentos en los precios de los alimentos, en las principales
materias primas y en los energéticos.



Ante tal escenario se ha implantado una política contrací-
clica basada en tres pilares fundamentales: el incremento
en el gasto público, la creación del Fondo Nacional de In-
fraestructura, e implantación del Programa de Apoyo a la
Economía.

Dicha estrategia se ha acompañado de una serie de medi-
das legislativas tendentes a impulsar la economía, la com-
petitividad y la inversión productiva en el país.

Dentro de esas medidas se tiene la reciente reforma de la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria,
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 13 de no-
viembre de 2008, la cual tiene por objeto, entre otras cues-
tiones, impulsar la generación de la infraestructura necesa-
ria para acelerar el crecimiento de la economía nacional en
beneficio de la sociedad.

Asimismo, se reformó el artículo 48 del citado ordena-
miento para prever que las dependencias y entidades fede-
rales puedan recibir del sector privado propuestas de estu-
dios para la realización de obras asociadas a proyectos de
infraestructura y, una vez que éstos hayan sido aprobados,
permitir que las personas que los formularon participen en
los procesos de contratación para la ejecución del proyecto
de obra respectivo, siendo necesario por la importancia que
dicha reforma reviste, adecuar por los mismos motivos las
disposiciones de la Ley de Obras Públicas y Servicios Re-
lacionados con las Mismas.

Por tanto, la Comisión de la Función Pública propone mo-
dificaciones del artículo 18 de dicha ley para ampliar la re-
gulación en materia de preparación de estudios, planes y
programas para la realización de obras asociadas a proyec-
tos de infraestructura no solicitados; es decir, de los que
cualquier persona, física o moral, las entidades federativas
y municipios presentan por iniciativa propia ante las de-
pendencias y entidades de la administración pública fede-
ral, por considerar que son factibles y existe interés en de-
sarrollar.

Se estima necesario prever en la Ley de Obras Públicas y
Servicios Relacionados con las Mismas que la presenta-
ción de estudios por parte de los interesados para la reali-
zación de obras asociadas a proyectos de infraestructura
pueda realizarse en cualquier sector y no sólo en los de co-
municaciones, transportes, hidráulico, medio ambiente y
turístico, como actualmente prevé la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, ya que si bien es
cierto que se ha puesto énfasis en esos sectores por consi-

derar que coadyuvarán mayormente a incentivar e incre-
mentar la inversión pública, también lo es que no son los
únicos que pueden generar beneficios económicos y socia-
les al país.

Adicionalmente, es fundamental modificar el artículo 42
de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con
las Mismas, para incentivar la presentación de estudios,
planes y programas para la realización de obras asociadas
a proyectos de infraestructura; para agregar como un su-
puesto de contratación mediante adjudicación directa los
servicios que tengan por objeto elaborar o concluir los es-
tudios, planes o programas necesarios que permitan reali-
zar la licitación pública para la ejecución de las obras aso-
ciadas a dichos proyectos, por lo cual personas físicas y
morales, entidades federativas y municipios tendrán la cer-
teza de que los gastos realizados en la elaboración y pre-
sentación de sus estudios, planes y programas, de ser acep-
tados por las dependencias y entidades de la administración
pública federal, les serán restituidos mediante el pago co-
rrespondiente.

Asimismo, plantean reformar el artículo 51, fracción VII,
de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con
las Mismas para establecer que las dependencias y entida-
des de la administración pública federal podrán recibir pro-
puestas y celebrar contratos en las materias a que se refie-
re dicho ordenamiento con las personas que, por sí o por
medio de las empresas de las que formen parte, haya reali-
zado y presentado, en virtud de otro contrato, estudios, pla-
nes y programas para la realización de obras asociadas a
proyectos de infraestructura, con lo cual se incentiva que
las personas que hayan tenido la iniciativa de presentar es-
tudios, planes y programas, asumiendo el riesgo en los gas-
tos iniciales y sujeto a la aprobación de las dependencias y
entidades de la administración pública federal, puedan par-
ticipar en la realización de las obras como tal, y no sola-
mente en el proyecto, etapa que representa la inversión
principal.

Se proponen diversas modificaciones de la Ley de Obras
Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas con el
propósito de eliminar ese riesgo y lograr un equilibrio en-
tre los participantes, tomando en consideración la posible
ventaja competitiva que pudiera generarse en favor de las
personas que presentaron los estudios, planes y programas,
que posteriormente participen en los procedimientos para
la adjudicación de las obras asociadas a los proyectos de
infraestructura, respecto de las que no llevaron a cabo di-
chos estudios, planes y programas.
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Se propone modificar el artículo 86 de la Ley de Obras Pú-
blicas y Servicios Relacionados con las Mismas, con el in-
terés de no inhibir los beneficios económicos y sociales
que se generen por la ejecución de proyectos de infraes-
tructura, y de que la suspensión de los procedimientos de
contratación de las obras que sean solicitadas por los inte-
resados en las inconformidades que interpongan sólo pro-
cedan en supuestos específicos y limitados, así como que
se solicite a éstos otorgar una garantía que se hará efectiva
en caso de que la inconformidad resulte infundada.

Con el propósito de reducir la incertidumbre jurídica que pu-
diera generarse por la existencia de dos ordenamientos jurí-
dicos regulando un mismo aspecto, proponen derogar, en su
parte conducente, el artículo 48 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, a efecto de que sea en
la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas, como ordenamiento especial en la materia, donde
se establezcan las reglas y procedimientos a seguir por las
personas que habiendo elaborado estudios para la realiza-
ción de proyectos de infraestructura pretendan participar en
los procedimientos de licitación pública respectivos.

Consideraciones

Primera. Estas comisiones son competentes para dictami-
nar la iniciativa materia del presente dictamen, la que es
producto de una serie de trabajos realizados por sus inte-
grantes conjuntamente, pues una de sus prioridades es que
los ordenamientos legales, como la Ley de Obras Públicas
y Servicios Relacionados con las Mismas, que permiten el
desarrollo de la economía mexicana a través de la inversión
en infraestructura sean acordes con los tiempos que actual-
mente se viven.

Segunda. Los días 13 y 14 de febrero de 2008, la Comisión
de la Función Pública organizó en las instalaciones de la
Cámara de Diputados el Foro sobre la normatividad rela-
cionada con la contratación pública de obra, bienes y ser-
vicios, el cual tuvo una gran afluencia y contó con partici-
pantes de primer nivel, quienes expusieron sus puntos de
vista respecto de las modificaciones o adecuaciones que se
deben hacer a las leyes que regulan estas materias.

Tercera. Con motivo de la realización de dicho foro, la Co-
misión de la Función Pública elaboró las memorias de és-
te, distribuyéndolas no sólo a los integrantes de ambas Cá-
maras del honorable Congreso de la Unión sino, también,
a los titulares de los Poderes Ejecutivo y Judicial, así como
a los sectores académico y social. La presentación de esta

memoria tuvo verificativo el 9 de diciembre de 2008, día
en que la comisión organizó la Jornada contra la Corrup-
ción.

Cuarta. Como se puede apreciar, el trabajo entre los inte-
grantes de la Comisión de la Función Pública siempre ha
sido institucional, con gran espíritu de colaboración, sien-
do uno de sus ejes que la Ley de Obras Públicas y Servi-
cios Relacionados con las Mismas sea clara y permita a los
particulares invertir en infraestructura, estableciendo dere-
chos y obligaciones para ambas partes, contratista y go-
bierno.

Quinta. De esta manera, se puede concluir que la realiza-
ción del foro ha dado frutos, y uno de ellos es la iniciativa
que se dictamina, sabiendo que muchas otras conclusiones
a las que en su momento se arribó serán propuestas legis-
lativas en un fututo no muy lejano.

Sexta. Además, cabe destacar que la iniciativa materia del
presente dictamen obedece a dos situaciones:

La primera es para complementar las reformas de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria pu-
blicadas en 2008, cuyo objeto, entre otros, es impulsar la
generación de la infraestructura necesaria que acelere el
crecimiento de la economía nacional en beneficio de la so-
ciedad; y la segunda es para dar marcha a una más de tan-
tas medidas legislativas que son necesarias para el avance
de las propuestas realizadas del gobierno federal con moti-
vo de la actual crisis mundial.

Séptima. Por tanto, a fin de hacer armónicas las actuales
disposiciones de la Ley de Obras Públicas y Servicios Re-
lacionados con las Mismas con las reformas realizadas al
artículo 48 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria, se aprueban las siguientes modifica-
ciones y adiciones de la Ley de Obras Públicas y Servicios
Relacionados con las Mismas.

Octava. Resulta procedente la reforma del artículo 18 de la
Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas para ampliar la regulación en materia de prepara-
ción de estudios, planes y programas para la realización de
obras asociadas a proyectos de infraestructura no solicita-
dos (de los que cualquier persona física o moral y las enti-
dades federativas y municipios presentan por iniciativa
propia ante las dependencias y entidades de la administra-
ción pública federal), por considerar que son factibles y
existe interés en desarrollar.



Asimismo, es adecuado prever en la Ley de Obras Públicas
y Servicios Relacionados con las Mismas que la presenta-
ción de estudios por parte de los interesados para la reali-
zación de obras asociadas a proyectos de infraestructura
pueda realizarse en los sectores de educación, eléctrico y
salud, y no sólo en los de comunicaciones, transportes, hi-
dráulico, medio ambiente y turístico, como actualmente
prevé la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria, ya que si bien es cierto que se ha puesto énfa-
sis en esos sectores por considerar que coadyuvarán ma-
yormente a incentivar e incrementar la inversión pública,
también lo es que no son los únicos que pueden generar be-
neficios económicos y sociales al país, tomando en consi-
deración el efecto que la ejecución de todo tipo de proyec-
tos de infraestructura tendría en el impulso de la economía
mexicana.

Novena. De igual forma, resulta procedente modificar el
artículo 42 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Rela-
cionados con las Mismas para agregar como un supuesto
de contratación mediante adjudicación directa los servicios
que tengan por objeto elaborar o concluir los estudios, pla-
nes o programas necesarios que permitan la realización de
la licitación pública para la ejecución de las obras asocia-
das a dichos proyectos. Con esta medida se pretende in-
centivar la presentación de estudios, planes y programas
para la realización de obras asociadas a proyectos de in-
fraestructura, con lo cual personas físicas y morales, enti-
dades federativas y municipios tendrán certeza de que los
gastos realizados en la elaboración y presentación de sus
estudios, planes y programas, de ser aceptados por las de-
pendencias y entidades de la administración pública fede-
ral, serán restituidos mediante el pago correspondiente.

Décima. Asimismo, estas comisiones dictaminadoras con-
sideran que es de aprobarse la reforma de la fracción VII
del artículo 51 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Re-
lacionados con las Mismas, para establecer que las depen-
dencias y entidades de la administración pública federal
podrán recibir propuestas y celebrar contratos en las mate-
rias a que se refiere dicho ordenamiento con las personas
que, por sí o por medio de las empresas de que formen par-
te, hayan realizado y presentado, en virtud de otro contra-
to, estudios, planes y programas para la realización de
obras asociadas a proyectos de infraestructura.

De esta manera, dichas personas podrán participar en los
procedimientos de ley para que les sea adjudicado el con-
trato respectivo y puedan llevar a cabo las obras propues-
tas en sus estudios, planes y programas. Con esto se incen-

tiva que las personas que hayan tenido la iniciativa de pre-
sentar estudios, planes y programas, asumiendo el riesgo
en los gastos iniciales y sujeto a la aprobación de las de-
pendencias y entidades de la administración pública fede-
ral, puedan participar en la realización de las obras, y no
solamente en el proyecto, etapa que representa la inversión
principal.

Por tanto, se coincide con los proponentes en el sentido de
que actualmente las disposiciones de esta ley desinhiben la
presentación de proyectos, pues quien elabora un proyecto
de infraestructura no puede participar en el procedimiento
de contratación respectivo.

Décima Primera. De igual manera, se aprueban diversas
modificaciones de la Ley de Obras Públicas y Servicios Re-
lacionados con las Mismas que tienen por objeto lograr un
equilibrio entre los participantes en un procedimiento admi-
nistrativo de contratación, sin perder de vista la posible ven-
taja competitiva que pudiera generarse a favor de las perso-
nas que presentaron los estudios, planes y programas, así
como su participación posterior en los procedimientos para
la adjudicación de las obras asociadas a los proyectos de in-
fraestructura respecto de las que no llevaron a cabo dichos
estudios, planes y programas, así como su participación
posterior en los procedimientos para la adjudicación de las
obras asociadas a los proyectos de infraestructura respecto
de las que no llevaron a cabo dichos estudios, planes y pro-
gramas, por lo cual se aprueban las siguientes propuestas
plantadas por los iniciantes:

a) Corresponderá a las propias dependencias y entidades
de la administración pública federal realizar el análisis
de los estudios, planes y programas para determinar su
viabilidad;

b) Contra la determinación de las dependencias y enti-
dades de la administración pública federal no procederá
recurso alguno;

c) Las propias dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal evaluarán la conveniencia de re-
alizar estudios complementarios;

d) En las bases de licitación se incluirá la mención: Las
personas que hayan elaborado y presentado estudios,
planes y programas que pretendan participar en el pro-
cedimiento de contratación de las obras asociadas a pro-
yectos de infraestructura manifestarán bajo protesta de
decir verdad que dichos estudios, planes y programas
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incluyen supuestos, especificaciones e información ve-
rídicos y se ajustan a los requerimientos reales de la
obra por ejecutar, así como también que se consideran
costos estimados ajustados a las condiciones de merca-
do;

e) Si la manifestación anterior se realiza con falsedad, se
sancionará al licitante conforme al Título Séptimo de la
Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas; y

f) La información que se genere con motivo de los estu-
dios, planes y programas deberá ser proporcionada a to-
dos los licitantes a efecto de que estén en las mismas
condiciones.

Décima Segunda. Por otra parte, también es de aprobarse
la modificación planteada respecto al artículo 86 de la Ley
de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mis-
mas, para la suspensión del procedimiento de contratación
de obras que sean solicitadas por los interesados en las in-
conformidades que interpongan, sólo procedan en supues-
tos específicos y limitados, así como que se solicite a éstos
otorgar una garantía efectiva en el caso de que la inconfor-
midad resulte infundada.

Décima Tercera. Las comisiones que suscriben estiman
que con el propósito de reducir la incertidumbre jurídica
que pudiera generarse por la existencia de dos ordena-
mientos jurídicos regulando un mismo aspecto, debe dero-
garse, en su parte conducente, el artículo 48 de la Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a
efecto de que en la Ley de Obras Públicas y Servicios Re-
lacionados con las Mismas (como ordenamiento especial
en la materia) se establezcan las reglas y procedimientos a
seguir por las personas que, habiendo elaborado estudios
para la realización de proyectos de infraestructura, preten-
dan participar en los procedimientos de licitación pública
respectivos.

Décima Cuarta. De esta manera, es de aprobarse la inicia-
tiva presentada por diversos integrantes de la Comisión de
la Función Pública, ya que son procedentes las modifica-
ciones planteadas desde el punto de vista jurídico, hacen
armónicas dos legislaciones entre sí, generará beneficios
económicos y sociales por la ejecución de proyectos de in-
fraestructura.

Por lo expuesto, los integrantes de las Comisiones Unidas
de la Función Pública, y de Presupuesto y Cuenta Pública

sometemos a consideración del Pleno de la Cámara de Di-
putados el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan
diversas disposiciones de la Ley de Obras Públicas y
Servicios Relacionados con las Mismas y de la Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria

Artículo Primero. Se reforman los artículos 18, párrafo
cuarto, 33, fracción XXIII, último párrafo, 42, fracciones
XI y XII, 51, fracción VII, párrafo primero, y 86, párrafo
quinto; y se adicionan los artículos 18, con cuatro nuevos
párrafos quinto, sexto, séptimo y octavo, 33, con una nue-
va fracción XXIV, pasando la actual XXIV a ser XXV, 42,
con una nueva fracción XIII, 51, fracción VII, con un pá-
rrafo segundo, y 86, con un nuevo párrafo quinto, pasando
el actual párrafo quinto a ser párrafo sexto, de la Ley de
Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas,
para quedar como sigue:

Artículo 18. …

…

…

Cualquier persona, las entidades federativas y los muni-
cipios, podrá promover y presentar a consideración de las
dependencias y entidades estudios, planes y programas pa-
ra el desarrollo de proyectos, debiendo proporcionar la in-
formación suficiente que permita su factibilidad, sin que
ello genere derechos u obligaciones a las mismas depen-
dencias y entidades.

Los estudios, planes y programas para la realización de
obras asociadas a proyectos de infraestructura de los
sectores comunicaciones, transportes, hidráulico, me-
dio ambiente, turístico, educación, eléctrico y salud de-
berán reunir los requisitos que establezcan, mediante
disposiciones de carácter general, las Secretarías de Co-
municaciones y Transportes, de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, de Turismo o la dependencia de que
se trate, en el ámbito de sus respectivas competencias.

Las dependencias y entidades realizarán el análisis de
los estudios, planes o programas asociados a proyectos
de infraestructura, con objeto de determinar su viabili-
dad conforme a las disposiciones referidas en el párra-
fo anterior, así como su congruencia con el Plan Nacio-
nal de Desarrollo y los programas correspondientes.



Asimismo, las dependencias y entidades notificarán al
promovente de los estudios, planes o programas a que
se refiere el párrafo anterior, su autorización, negativa
o, en su caso, las observaciones que formulen con rela-
ción a éstos, en un plazo que no excederá de seis meses,
contado a partir de la fecha de presentación del estudio,
plan o programa correspondiente, sin que contra esta
determinación proceda recurso alguno. En caso de que
las dependencias y entidades no respondan en el térmi-
no indicado, el estudio, plan o programa presentado se
tendrá por rechazado.

Respecto de las propuestas de estudios, planes o pro-
gramas autorizados, la dependencia o, en el caso de en-
tidades, la dependencia coordinadora del sector respec-
tivo evaluará, dentro de dicho plazo, las condiciones y
tiempos para el desarrollo de los estudios complemen-
tarios que se requieran, a fin de contar con el proyecto
de obra correspondiente.

Artículo 33. …

I. a XXII. …

XXIII. …

…

A) a C) …

…

…

En caso de omisión en la entrega del escrito a que se refie-
re esta fracción, o si de la información y documentación
con que cuente la Secretaría de la Función Pública se des-
prende que personas físicas o morales pretenden evadir los
efectos de la inhabilitación, las dependencias y entidades
se abstendrán de firmar los contratos correspondientes;

XXIV. La indicación de que las personas a que se refie-
re el segundo párrafo de la fracción VII del artículo 51
de esta ley, que pretendan participar en el procedi-
miento de contratación para la ejecución de una obra,
manifiesten bajo protesta de decir verdad que los estu-
dios, planes o programas que previamente hayan reali-
zado, incluyen supuestos, especificaciones e informa-
ción verídicos y se ajustan a los requerimientos reales
de la obra por ejecutar, así como que, en su caso, consi-

deran costos estimados apegados a las condiciones del
mercado.

En el caso de que la manifestación se haya realizado con
falsedad, se sancionará al licitante conforme al Título
Séptimo de esta ley; y

XXV. Los demás requisitos generales que, por las caracte-
rísticas, complejidad y magnitud de los trabajos, deberán
cumplir los interesados, precisando cómo serán utilizados
en la evaluación.

…

…

Artículo 42. …

I. a X. …

XI. Se trate de servicios de consultorías, asesorías, estu-
dios, investigaciones o capacitación relacionados con
obras públicas, debiendo aplicar el procedimiento de in-
vitación a cuando menos tres personas, entre las que se
incluirán las instituciones de educación superior y cen-
tros de investigación. Si la materia de los trabajos se re-
fiere a información reservada, en los términos estableci-
dos en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Gubernamental, podrá autorizarse
la contratación mediante adjudicación directa;

XII. Se acepte la ejecución de los trabajos a título de da-
ción en pago, en los términos de la Ley del Servicio de
Tesorería de la Federación; y

XIII. Se trate de servicios que tengan por objeto ela-
borar o concluir los estudios, planes o programas ne-
cesarios que permitan la realización de la licitación
pública para la ejecución de las obras asociadas a
proyectos de infraestructura, siempre y cuando el
precio de los mismos no sea mayor de cuatro por
ciento del monto total del proyecto cuya ejecución se
pretenda licitar, o bien, del monto de cuarenta millo-
nes de pesos, lo que resulte menor, debiéndose adju-
dicar directamente el contrato respectivo.

Para la determinación de los precios a que se refiere
el párrafo anterior, las dependencias y entidades ob-
servarán los lineamientos que al efecto emita la Se-
cretaría de la Función Pública.
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Artículo 51. …

I. a VI. …

VII. Las que pretendan participar en un procedimiento
de contratación y previamente, hayan realizado o se en-
cuentren realizando por sí o a través de empresas que
formen parte del mismo grupo empresarial, en virtud de
otro contrato, trabajos de dirección, coordinación y con-
trol de obra; preparación de especificaciones de cons-
trucción; presupuesto de los trabajos; selección o apro-
bación de materiales, equipos y procesos, así como la
preparación de cualquier documento relacionado di-
rectamente con las bases de licitación, o bien, aseso-
ren o intervengan en cualquier etapa del procedi-
miento de contratación.

Las personas que hayan realizado, por sí o a través
de empresas que formen parte del mismo grupo em-
presarial, en virtud de otro contrato, estudios, planes
o programas para la realización de obras asociadas a
proyectos de infraestructura, en los que se incluyan
trabajos de preparación de especificaciones de cons-
trucción, presupuesto, selección o aprobación de ma-
teriales, equipos o procesos, podrán participar en el
procedimiento de licitación pública para la ejecución
de los proyectos de infraestructura respectivos, siem-
pre y cuando la información utilizada por dichas
personas en los supuestos indicados sea proporciona-
da a los demás licitantes;

VIII. a XI. …

Artículo 86. …

…

…

…

I. y II. …

En los casos de inconformidades presentadas contra
actos de los procedimientos de contratación para eje-
cutar obras asociadas a proyectos de infraestructu-
ra, procederá la suspensión de dichos procedimien-
tos cuando lo solicite el inconforme y se acrediten los
supuestos señalados en las fracciones I y II anterio-
res, así como en los casos en que la Secretaría de la

Función Pública determine la suspensión de oficio
con motivo de las investigaciones que lleve a cabo,
conforme a los supuestos de excepción que establez-
ca el reglamento de esta ley.

El inconforme que solicite la suspensión deberá otor-
gar garantía por el monto que fije la Secretaría de la
Función Pública, de conformidad con los lineamientos
que al efecto expida, la cual se hará efectiva en el caso
de que la inconformidad resulte infundada. El tercero
perjudicado podrá otorgar contragarantía equivalente
a la que otorgue el inconforme, en cuyo caso quedará
sin efecto la suspensión.

Artículo Segundo. Se derogan los párrafos segundo, con
sus fracciones I, II, III y IV, tercero y quinto del artículo 48
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria, para quedar como sigue:

Artículo 48. …

Se deroga.

I. Se deroga.

II. Se deroga.

III. Se deroga.

IV. Se deroga.

Se deroga.

…

Se deroga.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

La Comisión de la Función Pública, diputados: Benjamín González
Roaro (rúbrica), presidente; Enrique Cárdenas del Avellano, Lariza
Montiel Luis (rúbrica), Jesús Ricardo Morales Manzo (rúbrica en con-



tra), José Guillermo Velázquez Gutiérrez (rúbrica), secretarios; Jesús
Sergio Alcántara Núñez, Alma Edwviges Alcaraz Hernández (rúbrica),
Carlos Altamirano Toledo, Jesús Arredondo Velázquez (rúbrica), Car-
los Armando Biebrich Torres, María Eugenia Campos Galván (rúbri-
ca), Andrés Carballo Bustamante (rúbrica), José de la Torre Sánchez
(rúbrica), Joaquín Conrado de los Santos Molina (rúbrica en contra),
Mario Enrique del Toro, Adriana Díaz Contreras (rúbrica en contra),
Arturo Flores Grande (rúbrica), María del Carmen Fernández Ugarte
(rúbrica), Apolonio Méndez Meneses (rúbrica), Carlos Orsoe Morales
Vázquez (rúbrica en contra), Alan Notholt Guerrero (rúbrica), Sagrario
María del Rosario Ortiz Montoro (rúbrica), Héctor Padilla Gutiérrez,
Rafael Plácido Ramos Becerril (rúbrica en contra), Marcos Salas Con-
treras (rúbrica), Ramón Valdés Chávez, Víctor Gabriel Varela López
(rúbrica en contra).

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, diputados: Raúl
Alejandro Padilla Orozco (rúbrica), presidente; Mario Alberto Salazar
Madera (rúbrica), Carlos Altamirano Toledo, Érick López Barriga (rú-
brica), Susana Monreal Ávila (rúbrica), Joel Ayala Almeida, Javier
Guerrero García (rúbrica), Francisco Elizondo Garrido, Alejandro
Chanona Burguete (rúbrica), Ricardo Cantú Garza, Mónica Arriola, El-
sa de Guadalupe Conde Rodríguez (rúbrica), secretarios; Francisco Ja-
vier Calzada Vázquez (rúbrica), Francisco Rueda Gómez (rúbrica), Je-
sús Arredondo Velázquez (rúbrica), Jesús Ramírez Stabros (rúbrica),
Charbel Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), Juan Adolfo Orcí Martínez
(rúbrica), Liliana Carbajal Méndez, María Eugenia Patiño Sánchez (rú-
brica), Martín Ramos Castellanos (rúbrica), Olivia Verónica Utrilla
Nieto (rúbrica), Pablo Trejo Pérez (rúbrica), Andrea Geraldine Ramí-
rez Zollino (rúbrica), Alejandro Enrique Delgado Oscoy (rúbrica),
Amador Campos Aburto (rúbrica), Andrés Marco Antonio Bernal Gu-
tiérrez (rúbrica), Artemio Torres Gómez (rúbrica), Bibiana Rodríguez
Montes (rúbrica), Carlos Rojas Gutiérrez (rúbrica), Celso David Puli-
do Santiago (rúbrica), Dolores del Socorro Rodríguez Sabido (rúbrica),
Enrique Serrano Escobar (rúbrica), Javier Ernesto Gómez Barrales
(rúbrica), Ernesto Ruiz Velasco de Lira (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL PARA LA IGUALDAD 
ENTRE MUJERES Y HOMBRES

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Dictamen de la Comisión de Equidad y Género, con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y
Hombres

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Equidad y Género fue turnada, para es-
tudio, análisis y dictamen, iniciativa que reforma y adicio-
na la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hom-
bres, presentada por la diputada Irene Aragón Castillo, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática.

La Comisión de Equidad y Género, con fundamento en los
artículos 39, 43, 44 y 45, numeral 6, incisos e), f) y g), de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como con 88 y 93 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta
honorable asamblea el presente dictamen, el cual se realiza
de acuerdo con la siguiente

Metodología

I. En el capítulo de antecedentes se da constancia del
trámite de inicio del proceso legislativo, del recibo de
turno para el dictamen de la iniciativa referida y de los
trabajos previos de la comisión.

II. En el capítulo correspondiente a contenido de la ini-
ciativa se exponen los motivos y el alcance de las pro-
puestas en estudio; asimismo, se hace una breve refe-
rencia de los temas que la componen.

III. En el capítulo de consideraciones, la comisión ex-
presa los argumentos de valoración de la propuesta y los
motivos que sustentan el resolutivo del dictamen de la
iniciativa en análisis.

I. Antecedentes

Con fecha 7 de octubre del año en curso, la Presidencia de
la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados turnó a la
Comisión de Equidad y Género de la Cámara de Diputados
la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
y adicionan diversas disposiciones de la Ley General para
la Igualdad entre Mujeres y Hombres, presentada por la di-
putada Irene Aragón Castillo, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática.

II. Contenido de la iniciativa

La iniciativa de la diputada Irene Aragón Castillo señala
que aun cuando en el artículo 4o. de la Ley General para la
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Igualdad entre Mujeres y Hombres se observa la facultad
para aplicar de manera supletoria los instrumentos interna-
cionales ratificados por el Estado mexicano, éste no indica
de manera categórica en el cuerpo de la ley la obligación
de la federación, estados y municipios de incorporar los
principios y objetivos del conjunto de tratados internacio-
nales ratificados por México en el diseño, desarrollo y apli-
cación de políticas públicas para lograr la igualdad entre
mujeres y hombres.

Adicionalmente, puntualiza que el artículo 38 de la ley es-
tablece que las autoridades correspondientes deberán ga-
rantizar el seguimiento y la evaluación de la legislación
existente, en armonización con instrumentos internaciona-
les; sin embargo, resalta que no existe referencia de algún
artículo que contenga la obligación del Estado de incorpo-
rar en la política nacional en materia de igualdad los pos-
tulados de los tratados internacionales vigentes en nuestro
país.

Por ello, la promovente manifiesta que la ley en comento
tiene carencias en cuanto a la armonización con los trata-
dos internacionales en materia de igualdad. De ahí que su
propuesta de reforma sea incorporar las políticas, acciones,
principios, objetivos y metas contenidos en los tratados in-
ternacionales a la Ley General para la Igualdad entre Mu-
jeres y Hombres, pues con la inclusión precisa de lo conte-
nido en los tratados internacionales a la ley general se
lograrán disminuir las desigualdades en México.

III. Consideraciones

La dictaminadora considera viable lo propuesto por la di-
putada Irene Aragón Castillo en el sentido de incorporar
que, para la aplicación de la ley, se deberán observar los
principios y objetivos del conjunto de instrumentos inter-
nacionales ratificados por México en el diseño, desarrollo
y aplicación de políticas públicas para lograr la igualdad
entre mujeres y hombres.

Además, se coincide con la incorporación del concepto de
igualdad sustantiva como la “ausencia de toda distinción,
exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por ob-
jeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimien-
to, goce o ejercicio de los derechos humanos y de las li-
bertades fundamentales de las personas en las esferas
política, económica, social, cultural y civil”.

Se pretende complementar los principios rectores de la ley
general, facilitando que nuestra legislación sea aplicable y

se erradique la desigualdad, mediante el señalamiento ex-
preso para que la federación tiene la obligación de que en
el diseño y aplicación de la política pública en materia de
igualdad se consideren los objetivos y metas de los tratados
internacionales.

De ahí que esta dictaminadora considere que con la pro-
puesta de reforma del artículo 2 y la adición de una fracción
VI al artículo 9 de la ley general se cubriría el propósito de
la iniciadora, ya que el alcance se estaría visibilizando en la
federación, estados y municipios, así como de los organis-
mos públicos y privados, todos los principios y lineamientos
establecidos en la Constitución y en los instrumentos inter-
nacionales ratificados por nuestro país.

De ahí que el texto de la ley quedaría como sigue:

Artículo 2. Son principios rectores de la presente ley la
igualdad, la no discriminación, la equidad y todos los con-
tenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como los establecidos en los tratados inter-
nacionales ratificados por el Estado mexicano.

Artículo 9. …

I. a IV. …

VI. Implantar las acciones y las tareas específicas es-
tablecidas en los tratados internacionales en materia
de igualdad entre mujeres y hombres ratificados por
el Estado mexicano que faciliten el cumplimiento de
sus objetivos y metas.

Por las consideraciones expuestas, los integrantes de la Co-
misión de Equidad y Género nos permitimos someter a
consideración de esta honorable asamblea el siguiente pro-
yecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General para la Igualdad entre
Mujeres y Hombres

Artículo Único. Se reforma el artículo 2 y se adiciona la
fracción VI al artículo 9 de la Ley General para la Igualdad
entre Mujeres y Hombres, para quedar como sigue:

Artículo 2. Son principios rectores de la presente ley la
igualdad, la no discriminación, la equidad y todos los con-
tenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como los establecidos en los instrumen-



tos internacionales ratificados por el Estado mexicano
en la materia.

Artículo 9. …

I. a III. …

IV. Coordinar las tareas en materia de igualdad median-
te acciones específicas y, en su caso, afirmativas que
contribuyan a una estrategia nacional;

V. Proponer iniciativas y políticas de cooperación para
el desarrollo de mecanismos de participación igualitaria
de mujeres y hombres, en los ámbitos de la economía,
toma de decisiones y en la vida social, cultural y civil;
y

VI. Implantar las acciones y las tareas específicas es-
tablecidas en los tratados internacionales en materia
de igualdad entre mujeres y hombres ratificados por
el Estado mexicano que faciliten el cumplimiento de
sus objetivos y metas.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de abril de 2009.

La Comisión de Equidad y Género, diputados: Maricela Contreras
Julián (rúbrica), presidenta; Nelly Asunción Hurtado Pérez, Mirna Ce-
cilia Rincón Vargas (rúbrica), Guadalupe Socorro Flores Salazar (rú-
brica), Bertha Yolanda Rodríguez Ramírez (rúbrica), Martha Angélica
Tagle Martínez (rúbrica), Ana María Ramírez Cerda (rúbrica), secreta-
rias; Alma Xóchil Cardona Benavidez, María Mercedes Corral Agui-
lar, Beatriz Eugenia García Reyes, Alma Hilda Medina Macías, Liz-
beth Evelia Medina Rodríguez (rúbrica), Rocío del Carmen Morgan
Franco, María Soledad Limas Frescas, Gerardo Priego Tapia, Ivette
Jacqueline Ramírez Corral, Laura Angélica Rojas Hernández (rúbrica),
Maribel Luisa Alva Olvera (rúbrica), Irene Aragón Castillo (rúbrica),
Aurora Cervantes Rodríguez (rúbrica), Claudia Lilia Cruz Santiago
(rúbrica), Holly Matus Toledo, David Sánchez Camacho (rúbrica),
Guillermina López Balbuena (rúbrica), Lilia Guadalupe Merodio Reza
(rúbrica), Mayra Gisela Peñuelas Acuña, Martha Rocío Partida Guz-
mán (rúbrica), Blanca Luna Becerril (rúbrica).»

Es de primera lectura.

CODIGO PENAL FEDERAL

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones del
Código Penal Federal

Honorable Asamblea:

La Comisión de Justicia, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45, numeral 6, inci-
sos f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; 55, 56, 60 y 88, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
los integrantes de esta honorable asamblea el presente dic-
tamen de las iniciativas con proyecto de decreto por las que
se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones
del Código Penal Federal.

Antecedentes

I. El 9 de septiembre de 2004, el diputado Francisco Barrio
Terrazas, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional, presentó iniciativa que reforma, adiciona y deroga-
da diversas disposiciones del Código Penal Federal, en ma-
teria de delitos cometidos contra la función pública.

II. Con fecha 20 de octubre de 2005, el diputado Pedro
Vázquez González, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo, presentó iniciativa que reforma, adiciona y de-
roga diversas disposiciones del Código Penal Federal. 

III. En fecha 5 de diciembre de 2006 se publicó en el Dia-
rio Oficial la reforma al artículo 39, fracción XX, de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, en la que se separan la Comisión de Justicia y la
Comisión de Derechos Humanos.

IV. Con fecha 21 de diciembre de 2006, el diputado Mario
Alberto Salazar Madera, del Grupo Parlamentario Acción
Nacional, presentó iniciativa, por la que se reforma el artí-
culo 221 del Código Penal Federal.

V. Los diputados Federales Esmeralda Cárdenas Sánchez y
Edgar Armando Olvera Higuera, integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, el 6 de marzo
de 2008, presentaron la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones
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del Código Penal Federal y de Código Federal de Procedi-
mientos Penales. 

VI. Las iniciativas antes señaladas, en razón de su conteni-
do serán analizadas de manera conjunta.

Contenido

A. Iniciativa del diputado Francisco Barrio Terrazas

Primera. El diputado Francisco Barrio propone la eficaz
sanción de quienes en ejercicio de un servicio público, rea-
lizan actividades ilícitas, de manera que los responsables
de delitos contra el Estado, paguen las consecuencias de
sus actos.

Para ello, plantea sanciones ejemplares con el propósito de
que éstas tengan efectos preventivos. 

Segunda. Dispone reformar los ordenamientos que tipifi-
can las conductas delictivas ampliando los supuestos que
las originan para evitar que las mismas queden sin castigo
por deficiencias técnicas o ausencias de fórmulas incrimi-
natorias.

Tercera. Plantea la eliminación de elementos normativos
que no forman parte del núcleo de la conducta ilícita, los
cuales al carecer de una definición legal dan margen a cri-
terios subjetivos o discrecionales de interpretación, que im-
piden o dificultan su acreditación entorpeciendo con ello la
procuración y administración de justicia.

Cuarta. Para facilitar la acreditación de la conducta típica,
elimina la remisión a otros ordenamientos de carácter ad-
ministrativo, al incluir la definición de los bienes que para
efectos del enriquecimiento ilícito se reputarán del servidor
público, salvo prueba en contrario.

B. Iniciativa del diputado Pedro Vázquez González.

Primera. De la exposición de motivos presentada por el
diputado Pedro Vázquez González en su iniciativa, se coin-
cide que el sistema de justicia en el país se encuentra atra-
vesando una crisis grave y profunda, sobre todo en materia
penal, conscientes de que el poder legislativo participa
hondamente en el engranaje del mismo, al constituirnos
como hacedores exclusivos de las normas jurídico penales
y de todas y cada una de las disposiciones legales para su
aplicación, es oportuno, ahora, proceder al análisis de al-
gunas normas que integran el Código Penal Federal, con el

ánimo de optimizarlo, y así contribuir en el avance y per-
feccionamiento de un sistema de justicia penal en México,
que sea diligente y eficiente, de tal manera que sirva como
un instrumento eficaz en la prevención del delito y de com-
bate a la delincuencia, respetando, en todo momento, los
derechos fundamentales consagrados en nuestra Carta
Magna.

Pero además, se encuentra latente una segunda ofensa: la
impunidad. Son muchos los casos en los que, a pesar de ad-
vertir la existencia de la conducta antijurídica de los servi-
dores públicos, éstos se sirven de tecnicismos “legaloides”
para evadir, de alguna forma, la consecuencia del delito: la
pena. Es por ello, que debemos proveer al respecto, y esta-
blecer mecanismos de control que, definitivamente, cierren
esas posibilidades de impunidad.

Asimismo, el diputado Federal señala que es oportuno re-
visar el marco legal que establece y rige los diferentes me-
canismos de control sobre la prestación del servicios públi-
co; en este caso en particular, la tutela penal sobre el
honrado y transparente ejercicio del servicio público que,
de manera general, constituye el bien jurídico protegido
por las diversas figuras penales que integran el Título Dé-
cimo del Libro Segundo del Código Penal Federal vigente.

Segunda. Una preocupación de la sociedad estriba en el
ilegal ejercicio del servicio público. 

Son del conocimiento público eventos vergonzosos y ofen-
sivos, en los que aparecen servidores públicos involucra-
dos en actos de corrupción, en los cuales o bien ejercen los
dineros públicos de manera ilegal, o bien, se aprovecha el
encargo público para obtener beneficios ilícitos, sobre todo
de índole económico, deshonrando con ello la función pú-
blica y debilitando nuestras instituciones.

Tercera. La propuesta del diputado iniciante consiste en
reformar no sólo la parte especial del Código Penal Fede-
ral sino también la parte general, en concreto el artículo 13,
del citado ordenamiento sustantivo, el cual no resuelve el
problema de la sanción a los partícipes del hecho principal,
sino que, por el contrario, lo acrecienta.

Lo anterior –señala el diputado– es así en razón de que el
juzgamiento penal en nuestro país se realiza siempre en
torno al hecho principal, pues éste representa en realidad,
la concreta materia de la prohibición. De tal manera que, a
la luz del principio de certeza en el procesamiento conteni-
do en el diverso numeral 19 constitucional, en el auto de



formal procesamiento, o bien, de vinculación a proceso de
conformidad con las reformas constitucionales, en ambos
casos, se deben señalar con exactitud las circunstancias de
tiempo, lugar y ejecución.

La precisión establecida en la responsabilidad de los partí-
cipes, respecto a que éstos solamente lo serán, si la con-
ducta del autor, alcanza al menos el grado de tentativa del
delito que quiso cometer, consideramos que ello refuerza
las reglas de punibilidad y el principio de la exacta aplica-
ción de la norma, que asegura el principio de seguridad ju-
rídica;

Así, ante la inquietud social de sancionar al “instigador” y
al “cómplice”, el legislador debe crear normas específicas
que vayan dirigidas a la concreta actuación de estos suje-
tos, de tal manera que su enjuiciamiento y punición se lle-
ve a cabo con un irrestricto respeto a la garantía de legali-
dad, sin que esto implique la indeseada generación de
impunidad. 

Cuarta. En el mismo libro primero del Código Penal Fe-
deral se establecen las figuras que regulan las formas que
extinguen la acción penal, entre las que destaca “la pres-
cripción” la cual mediante el simple transcurso del tiempo
extingue la acción penal.

C. Iniciativa del diputado Alberto Salazar Madera

Primera. Por lo que hace a la iniciativa del diputado Al-
berto Salazar Madera, se pretende reformar el artículo 221
del Código Penal Federal en relación al delito de tráfico de
influencias el cual se encuentra estrechamente vinculado
con el tema de la corrupción.

Segunda. El delito de tráfico de influencias muestra un
elevadísimo grado de impunidad lo cual se debe funda-
mentalmente a la inadecuada tipificación del delito y a la
corrupción existente entre las autoridades.

D. Iniciativa de los diputados Esmeralda Cárdenas
Sánchez y Edgar Armando Olvera Higuera

Primera. Pese a que esta iniciativa es diferente a la que
presentó el diputado Francisco Barrio Terrazas en la pasa-
da legislatura, apunta al mismo objetivo ya que busca evi-
tar que continúe prevaleciendo la impunidad de los servi-
dores públicos que utilizan su cargo en beneficio propio y
de terceros.

Segunda. Para ello propone precisar que el bien jurídico
tutelado es la función pública, sin distingo alguno sobre el
sujeto que lo cometa, ya sea un ciudadano o un servidor pú-
blico.

Tercera. Perfeccionar la legislación en materia de comba-
te a la corrupción, promoviendo reformas al Código Penal
Federal; reformar el Título Décimo, a fin de precisar que el
bien jurídico tutelado es la función pública, sin distingo al-
guno sobre el sujeto que lo cometa, ya sea un ciudadano o
un servidor público.

Cuarta. Plantea reformar el concepto de servidor público
previsto en el artículo 212 del Código Penal Federal a efec-
to de abarcar a los servidores o funcionarios públicos que
actualmente no estuvieren contemplados como funciona-
rios públicos. Se propone amplificar el elemento normati-
vo relativo al servidor público, a efecto de abarcar a los ser-
vidores o funcionarios que actualmente no estuvieren
contemplados en el Código Penal Federal, como pudieran
ser los que conforman la administración pública federal pa-
raestatal, de los tribunales administrativos, de la Procura-
duría General de la República, así como el jefe del Gobier-
no y los diputados integrantes de la Asamblea Legislativa
del Distrito federal, por los delitos que se cometan en con-
tra de la función pública.

Consideraciones

A. Iniciativa del diputado Francisco Barrio Terrazas

Primera. Esta dictaminadora comparte las premisas que
contiene la iniciativa, en el sentido de precisar los tipos pe-
nales, eliminando elementos innecesarios para la tipifica-
ción de conductas delictivas que obstaculizan su acredita-
ción objetiva y, en consecuencia, la aplicación de la
sanción; adicionar los tipos penales, ampliando los supues-
tos generadores de conductas sancionadas por el derecho
penal al proponerse la creación de nuevas figuras delicti-
vas; y sancionar las conductas penales, estableciendo pará-
metros uniformes para la aplicación de las penas, en tra-
tándose de delitos que admiten diversas formas de
consumación o modalidades de ejecución.

Segunda. Igualmente, acepta que se eliminen elementos
normativos que no forman parte del núcleo de la conducta
ilícita, tales como las expresiones “gravemente”, “indebi-
do”, “indebidamente”, “en el ejercicio de sus funciones”,
entre otras, los cuales dan margen a criterios de interpreta-
ción subjetiva o discrecionales que dificultan o impiden su
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acreditación entorpeciendo con ello la procuración y admi-
nistración de justicia.

Tercera. La iniciativa propone modificar la denominación
del Título Décimo del Código Penal Federal, “Delitos Co-
metidos por Servidores Públicos”, debido a que, bajo una
misma denominación, se introducen conductas que atien-
den a bienes jurídicamente tutelados distintos al de su no-
menclatura, sin embargo, esta dictaminadora se inclina por
la opción de distinguir los delitos cometidos por los servi-
dores públicos de los que cometen los particulares, a través
de la creación de un Título Décimo Bis “Delitos cometidos
por particulares en contra de la Función Pública” con un
Capítulo Único, lo anterior en razón de que doctrinaria-
mente, como socialmente, en los delitos cometidos por ser-
vidores públicos el bien jurídico tutelado por el Estado,
además de la función pública, lo es también la confianza
que el Estado otorga a dichos servidores públicos, de ahí
que sean delitos con calidad de sujeto activo específica, es-
to es, son delitos cualificados en cuanto al sujeto activo.

Cuarta. Respecto de la reforma propuesta al artículo 224,
cabe recordar que recientemente el Congreso de la Unión
aprobó sendas reformas a la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos a fin de “implantar un sistema
garantista, en el que se respeten los derechos tanto de la
víctima y ofendido, como del imputado, partiendo de la
presunción de inocencia para este último”. Por lo que, en
congruencia con la reforma al artículo 20 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en razón
de realizar reformas integrales y coherentes con la Carta
Magna, puesto que, en dicha reforma se establece ya de
manera explícita el principio general universal de derecho
penal, consistente en la presunción de inocencia, que mo-
difica la lógica de la acusación, en virtud de que el acusa-
do ya no estará obligado a demostrar su inocencia y tocará
al Ministerio Público y al juez el esclarecimiento de los he-
chos, no procede la modificación planteada por el diputado
Barrio Terrazas, por ser contraria a la reforma constitucio-
nal publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de
junio de 2008.

Quinta. La comisión considera que las reformas propues-
tas a los artículos 213; 213 Bis; 215 párrafo primero; 217;
219; 220 párrafo primero; 221 párrafo primero y 217 Bis,
son innecesarias habida cuenta que las actuales penas son
suficientes y actualmente el fin primordial de la pena, con
motivo de las reformas constitucionales más recientes lo
es la reinserción del reo a la sociedad, por ende, la pro-

puesta resulta ser también contraria a las reformas consti-
tucionales, y de ser consideradas las reformas propuestas,
se estaría lejos de una reforma congruente y sistemática
que es lo mínimo que se debe plantear en las actuales mo-
dificaciones a las legislaciones secundarias en materia pe-
nal.

B. Iniciativa del diputado Pedro Vázquez González

Primera. Es oportuno y necesario contar con una legisla-
ción moderna que permita llevar a cabo un combate eficaz
contra la corrupción pues recordemos que nuestro país ra-
tificó la Convención de las Naciones Unidas contra la Co-
rrupción aprobada en la Ciudad de Mérida, el 11 de di-
ciembre de 2006.

Asimismo, es innegable la necesidad de actualizar el mar-
co jurídico penal de las figuras que regulan la actuación del
servidor público y de los particulares que promueven con-
ductas ilícitas que afectan el servicio público, que, en la ac-
tualidad, dichos sujetos al no reunir la calidad específica de
servidor público queda impune su conducta.

Segunda. Esta Comisión de Justicia no coincide con la
propuesta del diputado Pedro Vázquez González de refor-
mar el artículo 13 del Código Penal Federal en el sentido
de contemplar únicamente las figuras de “autor material” y
“coautor” en la Parte General del Libro Primero, y las de-
más formas de autoría y participación introducirlas dentro
de la Parte Especial del Libro Segundo en el Capítulo Vi-
gésimo Tercero denominado “Delitos de Encubrimiento,
Operaciones con Recursos de Procedencia ilícita y por Par-
ticipación Delictiva”, en los artículos 400 Ter, 400 Ter 1,
400 Ter 2, 400 Ter 3, 400 Ter 4, 400 Ter 5 y 400 Ter 6.

La parte general del Código Penal Federal establece las re-
glas, principios y figuras aplicables a todos los tipos pena-
les previstos en la parte especial del mismo ordenamiento.
El incorporar todas estas reglas, principios y figuras en ca-
da tipo penal generaría que éstos fueran descripciones su-
mamente complicadas, en las que se tendría que describir
en cada uno todas las formas de autoría y participación, si
la comisión es dolosa o culposa, si es atentado o consuma-
do, si es instantáneo, continuo o permanente, así como ca-
da una de las causas que excluyen el delito, etc.; por tal
motivo el legislador decidió crear una parte general que sir-
ve como dispositivo amplificador, limitador o de interpre-
tación para todos los tipos penales descritos en la parte es-
pecial. 



El diputado iniciante señala que “la existencia y contenido
del artículo 13 del Código Penal Federal no resuelve el pro-
blema de la sanción a los partícipes del hecho principal, si-
no que, por el contrario, lo acrecienta”.

Sigue, diciendo que “lo anterior es así, en razón de que el
juzgamiento penal en nuestro país se realiza siempre en
torno al hecho principal, pues éste representa, en realidad,
la concreta materia de la prohibición. De tal manera que, a
la luz del principio de certeza en el procesamiento conteni-
do en el diverso numeral 19 constitucional, en el auto de
formal procesamiento se deben señalar con exactitud las
circunstancias de tiempo, lugar y ejecución del hecho apa-
rentemente delictivo, y éste no es otro que el hecho princi-
pal, es decir, el descrito en particular el tipo legal, razón
por la cual, el partícipe queda en un grave estado de inde-
fensión, puesto que tal proveído judicial no específica, ni
puede especificar, las circunstancias de su concreta actua-
ción, dado que ésta, por sí sola, no se encuentra prohibida
por la normatividad sino que siempre se halla en vincula-
ción estrecha con el hecho principal”.

Esta comisión refiere que, tratándose de las formas de in-
tervención –autoría y participación– previstas en el artícu-
lo 13 del Código Penal Federal, éstas sigan funcionando
como un dispositivo amplificador del tipo penal, pues éste
únicamente describe al autor material, al utilizar las expre-
siones “al que”, “a quien”, etcétera, sin contemplar en la
mayoría de los casos alguna otra forma de intervención dis-
tinta a la del autor material.

Consideramos que no se vulnera la garantía de legalidad,
concretamente el principio de certeza jurídica o garantía de
taxatividad de la norma, puesto que la parte especial única-
mente establece la conducta abstracta sin especificar las for-
mas de intervención, las cuales estarán reguladas en el artí-
culo 13 del Código Penal Federal como un dispositivo
amplificador del tipo penal, en las que se describirán las dis-
tintas formas de autoría y participación como la autoría ma-
terial, coautoría, autoría mediata, instigación, cómplice y
auxiliador.

Por otro lado, recordemos que las formas de participación
(instigador, cómplice y auxiliador se rigen bajo el principio
de la participación accesoria, es decir que para que exista
un partícipe debe existir un autor (material, coautor o me-
diato), siendo la conducta del partícipe meramente acceso-
ria a la del autor.

Sin embargo, y de conformidad con los artículo 13, 52,
fracción IV, y 54, del Código Penal Federal se propone la
creación del Título Décimo Bis, referente a los delitos co-
metidos por particulares, lo anterior, a efecto de que se re-
alice una diferencia del autor al partícipe, en razón de que
al ser delitos propios cualificados, no puede hablarse de au-
toría en relación con los sujetos activos no cualificados, es-
to es, los que no son sujetos activos calificados, como ser-
vidores públicos.

Luego, éstos no se pueden determinar como autores de di-
cho delito, dentro de los tipos penales actuales, puesto que
en correspondencia con la teoría del codominio funcional
del hecho, de Claus Roxin (Autoría y Dominio del Hecho
en derecho penal), al tener una calidad específica, como lo
es ser servidor público, a quien no tenga dicha calidad, al
realizar alguna conducta de manera conjunta con el servi-
dor público sólo podrá considerársele como partícipe, mas
no así como autor, coautor, autor mediato, etcétera; de ahí
que debe determinarse en dicho Título Décimo Bis, la tipi-
ficación de los delitos por particulares en contra de la fun-
ción pública, a efecto de poder integrar los diversos grados
de autoría y participación de éstos en las conductas penal-
mente relevantes relativas a las acciones u omisiones en
contra de la función pública.

Por lo tanto, esta comisión considera conveniente conservar
las figuras de la autoría y participación dentro de la parte ge-
neral que funcione como dispositivo amplificador de los ti-
pos penales; sin embargo, habrá que crear un nuevo Título
(Décimo Bis), relativo a los delitos cometidos contra la fun-
ción pública por particulares, en el que la bien jurídico no
sea exclusivamente el buen desempeño de la función públi-
ca, y sino también la confianza otorgada a los servidores pú-
blicos, como en el apartado que existe actualmente.

Asimismo, esta comisión considera que la punibilidad pro-
puesta a la instigación, no se reduzca a tres cuartas partes
como lo expone el diputado Pedro Vázquez en su iniciati-
va, ya que si bien es cierto se trata de una forma de parti-
cipación y no de autoría, también lo es que el que determi-
na a otro u otros a la comisión de un delito no sólo vulnera
la autodeterminación del sujeto, sino que es el hombre in-
telectual que concibe el delito desde su origen, ya sea para
beneficio propio o ajeno, por lo que se sugiere conservar la
punibilidad vigente.

Por último, no se puede soslayar que el Título Vigésimo
Quinto del Código Penal Federal propuesto el diputado ini-
ciante lo denomine “Delitos de Encubrimiento, Operaciones
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con Recursos de Procedencia Ilícita y por Participación De-
lictiva”, y que en el Capítulo III denominado “Comisión de
delito por medio de otra persona”, previsto en el artículo 400
Ter, no se trata de una forma de participación, sino de auto-
ría.

Tercera. En relación a la propuesta del diputado Pedro
Vázquez de reformar el artículo 100 del Código Penal Fe-
deral, esta comisión considera que las leyes sustantivas no
deben contener normas de carácter adjetivo o procedimen-
tal, máxime si ya están satisfechas en la ley procesal, como
es el caso de las causas de sobreseimiento tratándose de
causas que extinguen la responsabilidad penal.

“Artículo 298 CFPP El sobreseimiento procederá en los
casos siguientes:

I y II…

III. Cuando aparezca que la responsabilidad penal está
extinguida.

IV a VII…”

Asimismo, resulta innecesaria adicionar un último párrafo
al artículo 110 del Código Penal Federal, toda vez que la
prescripción se interrumpirá con cualquier actuación en
averiguación del delito y del delincuente.

Cuarta. En el Libro Segundo, Título Décimo, Capítulo V,
intitulado “Uso indebido de atribuciones y facultades”, el
diputado proponente sugiere que en la fracción I del nume-
ral 217 se cambie la redacción por una más clara utilizan-
do conceptos claros y precisos, pues actualmente se refiere
al servidor público que “indebidamente”, concepto que re-
sulta violatorio al principio de exacta aplicación de la ley
penal previsto en el párrafo tercero del artículo 14 consti-
tucional, puesto que con dicho elemento no se realiza una
descripción clara, precisa y exacta del tipo penal de que se
trata, sino por el contrario constituye un término impreci-
so, vago y ambiguo, se crea confusión al dejarse en manos
de la autoridad jurisdiccional su precisión y alcance con la
consecuente incertidumbre jurídica que impide la adecua-
da defensa de los particulares. 

El término “indebidamente” puede tener múltiples inter-
pretaciones pues lo indebido, puede tener una connotación
social, familiar, “jurídica”, comunitaria, histórica y, en to-
dos los casos, atiende a circunstancias temporales, pues lo
indebido en un momento no lo es en otro y viceversa

El legislador tiene la obligación de crear leyes con mayor
claridad y precisión en los conceptos y términos utilizados.
Al respecto se cita el siguiente criterio jurisprudencial:

“Exacta aplicación de la ley en materia penal, ga-
rantía de su contenido y alcance abarca también a la
ley misma. La interpretación del Tercer Párrafo del ar-
tículo 14 constitucional, que prevé como garantía la
exacta aplicación de la ley en Materia Penal, no se cir-
cunscribe a los meros actos de aplicación, sino que
abarca también a la propia ley que se aplica, la que
debe estar redactada de tal forma, que los términos
mediante los cuales especifique los elementos respec-
tivos sean claros, precisos y exactos. La autoridad le-
gislativa no puede sustraerse al deber de consignar
en las leyes penales que expida, expresiones y con-
cepto claros, precisos y exactos al prever las penas y
describir las conductas que señalen como típicas, in-
cluyendo todos sus elementos, características, condicio-
nes, términos y plazos, cuando ello sea necesario para
evitar confusiones en su aplicación o demérito en la de-
fensa del procesado. Por tanto, la ley que carezca de ta-
les requisitos de certeza, resulta violatoria de la garantía
indicada prevista en el artículo 14 de la Constitución
General de la República”.

El diputado proponente sugiere que la fracción I del artícu-
lo 217 sea redactado de la siguiente manera.

Artículo 217. …

I. El servidor público que en contravención a una dis-
posición legal expresa

…

Esta comisión concuerda en lo general con esta propuesta,
pues lo “indebido” debe limitarse a lo estrictamente “ile-
gal”, sin embargo, esta comisión propone una redacción
más clara, que no deje resquicio alguno para que se pueda
sancionar penalmente las antinomias del derecho, pues se
podría contravenir una disposición legal expresa, sin que
esto fuese ilegal, por la sola existencia de otra norma en
sentido contrario.

En ese orden de ideas, se sugiere modificar el nombre del
Capítulo V del Título Décimo, Libro Segundo, del Código
Penal Federal, así como el párrafo primero y la fracción I
del artículo 217, para quedar como sigue:



Capítulo V
Uso ilícito de atribuciones y facultades

Artículo 217.Comete el delito de uso ilícito de atribu-
ciones y facultades

I. El servidor público que ilícitamente.

Por otro lado, se sugiere derogar el contenido de la fracción
II del artículo en comento por tratarse de sujetos no cuali-
ficados, conductas que serán reubicadas en un Título Déci-
mo Bis.

La hipótesis prevista en la fracción III pasa a conformar la
fracción II y se deroga la fracción III.

En cuanto al inciso C) de la fracción I, se elimina en rela-
ción con la “administración pública del Distrito Federal”,
misma que por estar tipificada en el código sustantivo del
Distrito Federal, a efecto de evitar la doble sanción. 

Quinta. La Comisión de Justicia concuerda con el diputa-
do iniciante en la derogación de la fracción II del artículo
222 del Código Penal Federal, toda vez que es necesario
distinguir entre aquellas conductas delictivas cometidas
por servidores públicos y aquellas en que los particulares
promueven las conductas ilícitas de los servidores públi-
cos, para lo cual se propone la creación del Título Décimo
Bis del Código Penal Federal.

Sexta. Esta comisión no coincide con lo expuesto por el di-
putado Pedro Vázquez de reformar el tipo penal de enri-
quecimiento ilícito, pues la redacción vigente del tipo pe-
nal de enriquecimiento ilícito previsto en el artículo 224
deriva del precepto constitucional contenido en el artículo
109. 

Por último, el párrafo segundo del artículo en estudio se
deroga, y su contenido pasa a formar parte de las conduc-
tas previstas en el Título Décimo Bis propuesto, que con-
tiene los Delitos Cometidos contra la Función Pública por
Particulares. 

Séptima. Esta comisión coincide con el diputado propo-
nente en que las conductas cometidas por particulares en
contra del la función pública no deben estar contempladas
dentro del Capítulo Décimo, de los delitos cometidos por
“servidores públicos” (se realiza el cambio de servicio pú-
blico por función pública para ser congruentes y sistemáti-
cos en las reformas, puesto que, actualmente lo es la fun-

ción pública, más no así servicio público), puesto que ca-
recen de la calidad específica de “servidores públicos” y no
se trata de delitos especiales propios, sino que por el con-
trario, cualquier individuo podría cometerlo, por lo cual de-
ben estar contempladas en un capítulo distinto que esta-
blezca reglas específicas para dichos particulares.

Los delitos propuestos en la redacción de los artículos que
comprenden el nuevo Título Décimo Bis, se encuentran es-
trechamente vinculados con los delitos cometidos por ser-
vidores públicos que permiten la intervención de un sujeto
no calificado lo que resulta relevante para la consumación
del ilícito.

La propuesta de la creación de los tipos especiales en el
que se sancione la conducta desplegada por un particular
en conjunto con un servidor público, lo es con la finalidad
de realizar la separación de los tipos propios especiales, en
cuanto a la calificación del sujeto activo, como lo es la ca-
lificativa del que éste tenga el carácter de servidor público;
ya que el grado de participación (lato sensu), lo es como
partícipe, y con la actual creación del tipo especial se ob-
tendrá que la autoría conjunta con el servidor público, lo
que se aclara con las teorías actuales de autoría y partici-
pación, en especial se comparte la de Claus Roxin. 

En cuanto a las sanciones, recordemos que las mismas de-
berán ser acordes a la lesión al bien jurídico tutelado; por
tanto, el servidor público tendrá un grado mayor de culpa-
bilidad en la comisión del delito; dado a que a éste el Esta-
do le depositó confianza y en algunos casos de conformi-
dad con el artículo 128 constitucional protestaron guardar
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y las leyes que de ella emanan; por lo que se sancionará
con una penalidad acorde a la autoría de los particulares.

Octava. En el caso de los delitos cometidos por particula-
res en contra de la función pública y que actualmente se en-
cuentran tipificados dentro del título décimo, relativo a los
“Delitos Cometidos por Servidores Públicos” se proponen
crear en los artículos 224 Bis, 224 Bis 1, 224 Bis 2, 224 Bis
3, 224 Bis 4 y 224 Bis 5, las conductas que al realizar los
particulares contra la función pública se considerarán co-
mo delitos.

La creación de los nuevos tipos penales relativos a los de-
litos contra la función pública cometidos por particulares,
tiene como base el hecho de que en la legislación penal ac-
tual se encuentran las conductas típicas consideradas co-
mo penalmente relevantes, tanto a las realizadas por el ser-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 21 de abril de 2009167



Año III, Segundo Periodo, 21 de abril de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados168

vidor público, como las realizadas por particulares, por
ende, debe de separarse del título actual para estar en el
apartado especial de los delitos cometidos contra la fun-
ción pública por particulares.

Lo anterior, en razón de que existe diversidad de sujetos
activos, como lo es que sean servidores público, o bien, en
la fracción II, del artículo 217, fracción II, del diverso 221,
fracción II, del 222, fracción III, del 222 Bis, 223, fracción
III, y 224, párrafo segundo, todos del Código Penal Fede-
ral que determinan como sujeto activo a “cualquier perso-
na”, esto es, se elimina la calificación de servidor públicos,
quedando sin calidad específica el sujeto activo; por tanto,
y en atención a la doctrina actual referente al codominio
funcional del hecho, no puede ser autor del delito, quien no
tenga la calidad específica en el tipo penal (servidor públi-
co), puesto que sólo sería partícipe del mismo.

De ahí que, al trasladarse al título especial de delitos co-
metidos por particulares contra la función pública, resulta
coherente con la doctrina el imponer las penas correspon-
dientes a la participación de los particulares, en su aparta-
do especial, puesto que, de otro modo, se llegaba a la ati-
picidad, en razón de la falta de la calidad de sujeto activo
específico de servidor público; toda vez que se derogan la
fracción II, del artículo 217, fracción II, del diverso 221,
fracción II, del 222, fracción III, del 222 Bis, 223, fracción
III y 224, párrafo segundo, todos del Código Penal Federal,
en atención a que refieren conductas desplegadas por “to-
da persona” o “cualquier persona”; esto es, sujetos activos
sin calidad específica, lo anterior dentro del catálogo “de
delitos cometidos por servidores públicos”; y en atención a
la propuesta es que se proponen los tipos penales en espe-
cífico, como son:

Título Décimo Bis
Delitos Cometidos contra la 

Función Pública por Particulares

Capítulo Único

Artículo 224 Bis. Comete el delito de uso ilícito de atri-
buciones y facultades, el particular que:

I. Obtenga contratos o concesiones de prestación de
servicio público, de explotación, aprovechamiento o uso
de bienes del dominio de la Federación;

II. Obtenga permisos, licencias o autorizaciones de
contenido económico;

III. Obtenga franquicias, exenciones, deducciones o
subsidios sobre impuestos, derechos, productos, aprove-
chamientos o aportaciones y cuotas de seguridad so-
cial, en general sobre los ingresos fiscales, y sobre pre-
cios y tarifas de los bienes y servicios producidos o
prestados en cualquiera de las instituciones señaladas
en la fracción I del artículo 212 de este Código. 

IV. Obtenga contrato sobre obras públicas, deuda, ad-
quisiciones, arrendamientos, enajenaciones de bienes o
servicios, o colocaciones de fondos y valores con recur-
sos económicos públicos. 

A quien cometa el delito de uso ilícito de atribuciones y
facultades, se le impondrán las siguientes penas:

Cuando el monto a que asciendan las operaciones a que
se hace referencia en este artículo no exceda del equi-
valente de quinientas veces el salario mínimo diario vi-
gente en el Distrito Federal en el momento de cometer-
se el delito, se impondrán de un mes a un año seis meses
de prisión y de treinta a trescientos días multa, e inha-
bilitación de tres meses a dos años para desempeñar un
empleo cargo o comisión público.

Cuando el monto a que asciendan las operaciones a que
hace referencia este artículo, exceda del equivalente a
quinientas veces el salario mínimo diario vigente en el
Distrito Federal en el momento de cometerse el delito,
se impondrán de un año seis meses a ocho años de pri-
sión y de treinta a trescientos días multa, e inhabilita-
ción de dos a doce años para desempeñar un empleo
cargo o comisión público.

Artículo 224 Bis 1. A quien promueva o incite a la co-
misión del delito de ejercicio ilegal de servicio público
u obtenga un beneficio al que no tenga derecho con
conocimiento de esta circunstancia, se aplicarán las
penas siguientes:

De tres a un año de prisión, y de treinta a trescientos
días multa e inhabilitación de un mes a dos años para
desempeñar empleo, cargo o comisión públicos, cuan-
do se trate de alguno de los delitos tipificados en las
fracciones I y II del artículo 214, y

De dos a siete años de prisión, y de treinta a trescien-
tas días multa, en el momento de la comisión del deli-
to e inhabilitación de dos años a siete años para des-
empeñar empleo, cargo o comisión públicos, cuando



se trate de alguno de los delitos tipificados en las frac-
ciones III y VI del artículo 214.

Las mismas penas señaladas en el párrafo segundo de
este artículo se aplicarán a quien utilice, comparta o
difunda documentación o información reservada o
confidencial de cualquier tipo; la destruya o inutilice
cuando sea original y deba ser conservada, o la oculte
indebidamente, con el conocimiento de que fue obteni-
da ilegalmente de instituciones públicas.

Las penas previstas en este artículo se incrementarán
hasta en una mitad cuando se cause daño o perjuicio
a persona alguna, o cuando la documentación o infor-
mación a que hace referencia el párrafo anterior sea
objeto del delito y provenga de expediente de averi-
guación previa o proceso penal.

Artículo 224 Bis 2. A quien de manera espontánea dé
u ofrezca dinero o cualquier dádiva a persona alguna,
para que un servidor público haga u omita un acto a
que esté obligado en relación a sus funciones, se le im-
pondrán las sanciones siguientes:

I. Cuando la cantidad de dinero o el valor de la dádi-
va no excedan del equivalente de quinientas veces el
salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en
el momento de cometerse el delito, o no sea valuable,
se impondrán de tres meses a dos años de prisión, de
treinta a trescientos días multa e inhabilitación de tres
meses a dos años para desempeñar un empleo, cargo o
comisión públicos, y

II. Cuando la cantidad de dinero o el valor de la dádi-
va excedan del equivalente de quinientas veces el sala-
rio mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el
momento de cometerse el delito, se impondrán de dos
a catorce años de prisión, de trescientos a mil días
multa e inhabilitación de tres meses a dos años para
desempeñar un empleo, cargo o comisión públicos

Artículo 224 Bis 3. A quien acuda a un servidor público
extranjero y le requiera o le proponga llevar a cabo la
tramitación o resolución de cualquier asunto relaciona-
do con las funciones inherentes al empleo, cargo o co-
misión de este último, con el propósito de obtener o re-
tener para sí o para otra persona ventajas ilegales, en
el desarrollo o conducción de transacciones comercia-
les internacionales, ofrezca, prometa o dé dinero o

cualquiera otra dádiva, ya sea en bienes o servicios, se
le impondrán las sanciones siguientes:

I. Cuando la cantidad o el valor de la dádiva o prome-
sa no exceda del equivalente de quinientas veces el sa-
lario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el
momento de cometerse el delito, o no sea valuable, se
impondrán de un mes a un año cuatro meses de prisión
y de diez a doscientos días multa.

II. Cuando la cantidad o el valor de la dádiva, promesa
o prestación exceda de quinientas veces el salario míni-
mo diario vigente en el Distrito Federal en el momento
de cometerse el delito, se impondrán de un año cuatro
meses a nueve años tres meses de prisión y de trescien-
tos a mil días multa.

III. Cuando alguno de los delitos comprendidos en este
artículo se cometa en los supuestos a que se refiere el
artículo 11 de este Código, el juez impondrá a la perso-
na moral hasta mil días multa y podrá decretar su sus-
pensión o disolución, tomando en consideración el gra-
do de conocimiento de los órganos de administración
respecto del cohecho en la transacción internacional y
el daño causado o el beneficio obtenido por la persona
moral.

Artículo 224 Bis 4. A quien estando legalmente obliga-
do a la custodia, administración o aplicación de recur-
sos públicos federales, los distraiga de su objeto para
usos propios o ajenos o les dé una aplicación distinta a
la que se les destinó se le aplicará:

I. Cuando el monto de lo distraído o de los fondos utili-
zados ilegalmente no exceda del equivalente de qui-
nientas veces el salario mínimo diario vigente en el Dis-
trito Federal en el momento de cometerse el delito, o no
sea valuable, se impondrán de tres meses a dos años de
prisión, multa de treinta a trescientas veces el salario
mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el mo-
mento de cometerse el delito e inhabilitación de tres me-
ses a dos años para desempeñar empleo, cargo o comi-
sión públicos. 

II. Cuando el monto de lo distraído o de los fondos uti-
lizados ilegalmente exceda de quinientas veces el sala-
rio mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el
momento de cometerse el delito, se impondrán de dos
años a catorce años de prisión, multa de trescientas a
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quinientas veces el salario mínimo diario vigente en el
Distrito Federal en el momento de cometerse el delito e
inhabilitación de dos años a catorce años para desem-
peñar empleo, cargo o comisión públicos.

Las mismas sanciones se aplicarán a quien distraiga de
su objeto, reciba o utilice ilegalmente fondos o bienes
públicos, o se beneficie del desvío de los mismos para
promover la imagen política o social propia o de otro, o
para denigrar a cualquier persona. 

Artículo 224 Bis 5 A quien haga figurar como suyos
bienes que el servidor público adquiera o haya adquiri-
do en contravención de lo dispuesto en la Ley, a sa-
biendas de esta circunstancia.

I. Cuando el monto a que asciendan los bienes, no ex-
ceda del equivalente de cinco mil veces el salario míni-
mo diario vigente en el Distrito Federal, de un mes a un
año cuatro meses de prisión y de diez a doscientos días
multa.

II. Cuando el monto a que asciendan los bienes exceda
del equivalente de cinco mil veces el salario mínimo
diario vigente en el Distrito Federal, se impondrán de
un año tres meses a nueve años tres meses de prisión y
de doscientos a quinientos días multa.

Asimismo esta comisión considera que el bien jurídico tu-
telado que se busca proteger es el desempeño adecuado de
la función pública y la confianza otorgada por el Estado a
los servidores públicos, para la administración del mismo.

En relación con lo anterior, esta comisión dictaminadora
propone que para que la sanción sea proporcional a la del
delito cometido por el servidor público, se imponga al par-
ticular una pena proporción de dos terceras partes a la del
delito cometido por el servidor público o al que se hubiese
cometido.

Novena. El diputado proponente sugiere denominar al Tí-
tulo Vigésimo Tercero del Código Penal Federal como
“Delitos de Encubrimiento, Operaciones con Recursos de
Procedencia Ilícita y por Participación Delictiva”, en el que
se proponen como tipos penales “la comisión de delito por
medio de otra persona” previsto en el Capítulo III, artículo
400 Ter; “la instigación a cometer delito”, previsto en el
Capítulo IV, artículo 400 Ter 1; “ayuda en la comisión de
un delito”, previsto en el Capítulo V, artículo 400 Ter 2;

“ayuda al autor de un delito” previsto en el Capítulo VI del
artículo 400 Ter 3.

Por los razonamientos señalados en el segundo conside-
rando, esta comisión sugiere no adicionar estos artículos al
Código Penal Federal y contemplar las formas de interven-
ción –autoría y participación– como dispositivo amplifica-
dor del tipo previsto en la parte general del Código Penal
Federal.

Décima. El diputado iniciante propone adicionar un Capí-
tulo VII al Título Vigésimo Tercero del Código Penal Fe-
deral, en el cual propone como tipo penal el denominado
“acuerdo en la comisión de un delito” previsto en el artícu-
lo 400 Ter 4.

El análisis de este tipo penal nos lleva a la figura conocida
en el “argot jurídico” como “autoría intelectual”, cuya pre-
visión se encuentra en el artículo 13, fracción I, del Códi-
go Penal Federal, el cual señala:

Artículo 13. Son autores o partícipes del delito.

I. Los que acuerden o preparen su realización. 

Dicha figura contiene una redacción desafortunada e in-
completa, pues recordemos “el camino al delito” o “iter
criminis” el cual señala que para que una conducta pueda
cumplir con los mínimos actos para considerarla delictiva,
estos actos deben ser ejecutivos, tal como lo señala el artí-
culo 12 del Código Penal Federal.

“Artículo 12. Existe tentativa punible, cuando la resolu-
ción de cometer un delito se exterioriza realizando en
parte o totalmente los actos ejecutivos que deberían pro-
ducir el resultado, u omitiendo los que deberían evitar-
lo, si aquél no se consuma por causas ajenas a la volun-
tad del agente.”

Esto quiere decir que, los actos previos a los ejecutivos, co-
mo sería el acuerdo o la preparación no podrían ser puni-
bles, sin embargo, atendiendo al principio de accesoriedad
limitada, el cual tiene como premisa que para que pueda
existir un partícipe, primero debe haber un autor que co-
meta una conducta, típica y antijurídica y que por lo menos
llegue a la tentativa, es decir, a la realización de actos eje-
cutivos podría sancionarse a los que acordaron y prepara-
ron el delito y no lo hayan ejecutado.



Esta comisión considera que debe seguir conservándose las
formas de intervención en la parte general de la ley sustan-
tiva, por un lado, y por el otro para resolver la problemáti-
ca que contiene a “los que acuerden y preparen la realiza-
ción del delito”, así como las distintas formas de
participación, se sugiere agregar un segundo párrafo que
contenga el principio de accesoriedad limitada, por lo que
se propone la siguiente redacción:

Artículo 13. ...

I. a VIII. ...

Quienes únicamente acuerden o preparen, así como
quienes determinen a otro o le presten ayuda o auxilio,
sólo responderán si la conducta típica y antijurídica del
autor alcanza al menos el grado de tentativa del delito
que se quiso cometer.

Con este principio resolveríamos los problemas que se
puedan presentar en cuanto a la responsabilidad de los par-
tícipes.

Por último, la punibilidad propuesta por el diputado ini-
ciante para aquellos casos en que se acuerde un delito y no
se intervenga en la ejecución, consiste en reducirla a una
mitad de la sanción aplicable al delito acordado, esta co-
misión la considera bastante benévola y podría vulnerar el
principio de proporcionalidad, pues si bien es cierto, no se
interviene en la ejecución del tipo penal, sí se puede tener
el dominio del hecho, tal como sucede con los autores in-
telectuales que son los que planean y acuerdan la realiza-
ción de un delito determinado, pero no cometen la ejecu-
ción de propia mano.

Por lo anterior, consideramos conveniente que se conserve
la punibilidad vigente del que únicamente acuerda y no eje-
cuta, pues será a través de la individualización de la pena
en la que el juzgador gradúe de manera proporcional la in-
tervención de los sujetos que participan.

De igual forma, resulta innecesaria la segunda hipótesis del
artículo 400 Ter 4, consistente en que “…si dicho delito ha-
ce posible la comisión de otro delito distinto, en cuya eje-
cución sí interviene, se le aplicará la sanción del delito
acordado, sin perjuicio de la sanción que corresponda al
delito en el cual sí intervino”, pues con la regla del princi-
pio de accesoriedad limitada de la participación no queda-
ría impune ninguna conducta delictiva.

Décima Primera. El diputado proponente sugiere incluir
dentro del Título Vigésimo Tercero, en el Capítulo VIII, el
delito de “omisión de impedir la comisión de un delito”,
previsto y sancionado en el artículo 400 Ter 5, en la que se
describe la figura denominada por la ley y la doctrina co-
mo “delito emergente”.

Esta comisión considera, al igual que en las anteriores fi-
guras, la hipótesis del delito emergente, no debe estar con-
templada en la parte especial, pues en sí no se trata de un
tipo específico, sino de una figura que puede ser utilizada
para todos aquellos casos en que varios sujetos acuerden la
realización de un delito y uno de ellos estando en presen-
cia de los demás cometa un delito distinto al previamente
acordado.

La propuesta del diputado proponente consiste en que,
cuando un sujeto comete un delito distinto al acordado, pe-
ro que haga posible la comisión del previamente acordado
se les aplicará a todos los demás la sanción correspondien-
te al distinto delito cometido.

Asimismo, cuando el delito distinto no sirva para hacer po-
sible el delito principal o acordado, se les aplicará a los que
no lo cometieron la mitad de las sanciones correspondien-
tes al distinto delito cometido.

Estas hipótesis se encuentran contempladas en el artículo
14 del Código Penal Federal vigente.

Modificaciones a la iniciativa

Una vez analizada la iniciativa del diputado proponente,
esta comisión dictaminadora, considera la conveniencia de
proponer las siguientes modificaciones:

Primera. Toda vez que se propuso la creación de un nue-
vo Título Décimo Bis, denominado “Delitos Cometidos
contra la Función Pública por Particulares” y así poder su-
primir del Título Décimo “Delitos Cometidos por Servido-
res Públicos”, las conductas de aquellos que no son servi-
dores públicos, pero que intervienen en dichos ilícitos, se
propone la derogación del párrafo segundo del artículo 212
del Código Penal Federal, pues al existir ya el Título Déci-
mo Bis, el cual establece los tipos penales y la sanción apli-
cable a los particulares que participen en delitos cometidos
por servidores públicos, por lo que resulta innecesaria la
disposición del párrafo segundo del artículo 212 del códi-
go sustantivo.
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Segunda. Existen diversos tipos penales de los cometidos
por servidores públicos que contienen en su redacción típi-
ca la expresión “por interpósita persona”, elemento que es-
ta comisión dictaminadora considera innecesario y confu-
so pues si la interpósita persona es un simple instrumento
para la comisión del delito, podría ser un instrumento no
sancionado de acuerdo con las reglas de la autoría media-
ta; pero si la interpósita persona es un servidor público que
actúa con dolo, tendrían que aplicarse las reglas de la auto-
ría o participación, pero por otro lado si se trata de un par-
ticular que actúa dolosamente, se aplicarían las reglas del
Título Décimo Bis, pues de lo contrario podría surgir un
concurso de normas, al existir dos hipótesis posibles, cuan-
do la interpósita persona sea un particular, pues existirían
dos normas aplicables a un mismo hecho la del Título Dé-
cimo y la del Décimo Bis, ambas del Código Penal Fede-
ral.

Esta comisión, por tanto, propone derogar del artículo 214,
fracción IV, la expresión “o por interpósita persona” para
quedar como sigue:

Artículo 214. Comete el delito de ejercicio ilícito de
servicio público, el servidor público que:

I. al III.

IV. Sustraiga, destruya, oculte, utilice, o inutilice ilícita-
mente información o documentación que se encuentre
bajo su custodia o a la cual tenga acceso, o de las que
tenga conocimiento en virtud de su empleo, cargo o co-
misión.

Asimismo, esta comisión propone se suprima la expresión
“o por interpósita persona” de la fracción I del artículo 219,
de la fracción I y II del artículo 220, fracciones I y III del
artículo 221, 222 fracción I todos del Código Penal Fede-
ral.

Únicamente se sugiere conservar las fracciones I y II del
artículo 222 Bis, ya que el supuesto se refiere únicamente
al actuar de funcionarios públicos extranjeros que pudieran
muchas veces, no encontrarse físicamente en el lugar en
que se cometa el delito pero actuar por delegación a sus
subordinados.

Tercera. Esta comisión sugiere reformar la denominación
del Capítulo V del Título Décimo del Libro Segundo del
Código Penal Federal y denominarlo “Uso ilícito de atri-
buciones y facultades”, así como el párrafo primero del ar-

tículo 217 y derogar su fracción II, por los razonamientos
esgrimidos en el cuarto considerando.

Atendiendo a dicho considerando se sustituye la expresión
“indebido” por la de “ilícito” a la fracción III y V del artí-
culo 215, párrafo segundo del artículo 217, fracción I y II
del artículo 220, fracción II y párrafo segundo y tercero del
artículo 223 todos del Código Penal Federal.

C. Iniciativa del diputado Alberto Salazar Madera

Consideraciones.

Primera. Esta comisión coincide con el diputado iniciante
al señalar que la descripción típica actual del delito de trá-
fico de influencias, en la modalidad prevista en la fracción
III del artículo 221, únicamente señala como sujeto activo
del delito al servidor público, sin embargo, existen casos en
que el sujeto activo es un particular, pues es evidente que
muchos particulares gozan de gran influencia ante autori-
dades o disponen de los medios para influir en ellas.

Al respecto esta comisión dictaminadora coincidió con la
propuesta realizada por el diputado Pedro Vázquez Gon-
zález, en agregar un Título Décimo Bis del Libro Segundo
del Código Penal Federal incluyendo las conductas reali-
zadas por particulares en delitos cometidos por servidores
públicos, por lo que la propuesta del diputado Salazar Ma-
dera ya se encuentra satisfecha.

Segunda. El diputado proponente describe un defecto en la
descripción típica del delito, pues la conducta delictiva
consiste en “promover o solicitar una resolución o un acto
materia del empleo, cargo o comisión de otro servidor pú-
blico”, no contemplando las conductas de omisión. 

Esta comisión considera oportuno adicionar las conductas
de “omisión” como hipótesis al tipo de tráfico de influen-
cias, lo cual evitaría que los inculpados por este delito eva-
dieran la aplicación de la justicia

Tercera. Por otro lado, el Código Sustantivo Penal señala
que se comete el delito de tráfico de influencias cuando el
resultado producido se traduce en un beneficio económico,
situación que genera problemas probatorios, pues en mu-
chos casos resulta difícil cuantificar el beneficio económi-
co producido. Ahora bien, el tráfico de influencias, no
siempre debe traer consigo un beneficio económico, por lo
que el diputado iniciante considera más apropiado sustituir



el término “beneficio económico” por el de “beneficio in-
debido”.

Esta comisión ha señalado la falta de certeza jurídica que
contiene el término “indebido”, sin embargo, también es
coincidente en el señalamiento hecho por el proponente al
referir que no siempre se trata de un beneficio económico
el producto de este delito, es más, no siempre debe existir
el beneficio económico o algún beneficio, pues es un tipo
penal que bastaría la mera conducta para la producción del
resultado, es decir un delito de resultado formal o de mera
actividad, pues si bien es cierto, el bien jurídico tutelado es
pluriofensivo, también lo es que bastaría la mera conducta
del servidor público para la producción del resultado, sin
necesidad de la obtención de un beneficio económico o
cualquiera que sea.

Por lo que esta comisión propone que no se exija ningún
beneficio para la consumación del delito, pues bastara la
realización de la conducta para ello.

Cuarta. Finalmente, conforme a la descripción vigente de
la fracción III del artículo 221 del Código Penal Federal,
sólo se considera que existe tráfico de influencias, cuando
el beneficio económico lo obtiene el sujeto activo o cual-
quiera de las personas a que se refiere la primera fracción
del artículo 220 del ordenamiento en estudio, es decir, só-
lo cuando el beneficio sea para el sujeto activo, su cónyu-
ge, descendientes o ascendientes, parientes por consangui-
nidad o afinidad hasta el cuarto grado, a cualquier tercero
con el que tenga vínculos afectivos, económicos o de de-
pendencia administrativa directa, socio o sociedades de las
que el servidor público o las personas antes referidas for-
men parte.

La comisión dictaminadora coincide con el diputado pro-
ponente al señalar que el beneficio no se debe restringir
únicamente para aquéllas personas señaladas en el numeral
220 fracción I del Código Sustantivo de la Materia, sino
cuando el beneficio sea para cualquier persona, sin embar-
go, atendiendo a lo señalado por el considerando anterior,
ya no se requerirá la acreditación del beneficio para la con-
figuración del tipo, pues el bien jurídico no se transgrede
con la obtención del beneficio, sino con la realización de la
conducta.

Modificaciones a la iniciativa

Única. La comisión dictaminadora sugiere derogar la frac-
ción II del artículo 221, toda vez que, dicha conducta ya se

encuentra contenida en el Título Décimo Bis de los Delitos
Cometidos por Particulares en contra del Servicio Público,
por lo que la actual fracción III se recorrería para formal la
nueva fracción II del numeral en comento. 

Esta comisión considera relevante adicionar un segundo
transitorio, a efecto de señalar que las conductas descritas
en los artículos que se hayan reformado o derogado, no
implican una supresión del tipo penal, sino un traslado de
la conducta delictiva al Título Décimo Bis del Libro Se-
gundo del Código Penal Federal, por lo que los asuntos que
se encuentren en proceso, pendientes de sentencia o ya sen-
tenciados deberán realizar la traslación del tipo correspon-
diente.

D. Iniciativa de los diputados Esmeralda Cárdenas
Sánchez y Edgar Armando Olvera Higuera

Primera. Esta dictaminadora coincide plenamente en el
principio de garantizar el cumplimiento de las convencio-
nes internacionales en materia de corrupción de las que
México es signatario. 

Segunda. Asimismo, está de acuerdo en reformar el artículo
212 del Código Penal y proponer un concepto más claro de
servidor público, con el propósito de abarcar a los servidores
públicos que actualmente no están contemplados en el Códi-
go Penal Federal, pero también toda persona que maneje re-
cursos públicos federales sin ocupar un cargo en la función
pública. De tal manera que no quede impune una conducta re-
alizada por servidores públicos que estén dentro de la admi-
nistración pública federal centralizada, organismos descentra-
lizados, empresas de participación estatal mayoritaria; los
órganos de los Poderes Legislativo y Judicial federal; los tri-
bunales administrativos en materia federal; la Procuraduría
General de la República; los organismos a los que la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos otorga auto-
nomía; y, los Gobernadores de los Estados, el Jefe del Go-
bierno del Distrito Federal, los diputados de las legislaturas
locales y de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, los
magistrados de los tribunales de Justicia de los estados y del
Distrito Federal, por la comisión de delitos previstos en este tí-
tulo en materia federal.

Así como toda persona que maneje recursos públicos fede-
rales. 

A efecto de clarificar el tipo penal y evitar que el mismo
sea oscuro o impreciso se enuncia de manera limitativa lo
que penalmente se entenderá por servidor público, distin-
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guiéndolo del particular que maneje recursos públicos fe-
derales, en fracciones e incisos.

En ese sentido, la comisión considera adherir en correla-
ción con la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y demás reglamentación de la Administración
Pública Federal, a los servidores público como lo son a los
poderes federales, a la Administración Pública Federal, a
los Tribunales Administrativos, a la Procuraduría General
de la República, a los organismos a los que la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, otorgue autono-
mía.

Tercera. Esta dictaminadora está de acuerdo en precisar en
la fracción II del artículo 214 otros elementos que definen
las modalidades de separación del servidor público de sus
funciones y responsabilidades. Ya que “cesado” significa
dejar de desempeñar algún empleo o cargo, en tanto que
“inhabilitado” es aquel que es declarado inhábil o incapaz
de obtener o ejercer cargos públicos. En cuanto a introdu-
cir la condición “de que se hubiere comunicado oficial-
mente” al servidor público, se está de acuerdo en su inclu-
sión, ya que brinda seguridad jurídica a éste y limita la
actuación discrecional de su superior jerárquico.

Cuarto. No se considera necesario modificar la fracción I
del artículo 214 del Código Penal Federal porque habría
que definir en el texto de la ley qué es el servicio público
federal.

Sobre la propuesta de modificar la fracción VI, se trata de
una de las hipótesis más frecuentes y sólo aborda la forma
más no el fondo, por lo que no amerita reforma alguna.

En cuanto a la adición de un párrafo a la fracción II del ar-
tículo 222, la propuesta se encuentra satisfecha parcial-
mente en este mismo dictamen en el artículo 224 Bis. 

Por último, esta comisión dictaminadora considera necesa-
rio incluir en el catálogo de delitos que admiten la comi-
sión culposa, el de ejercicio ilícito del servicio público,
previsto en el artículo 214, en sus fracciones IV y VI, ya
que la tipicidad de dichas hipótesis hacen posible no sólo
la comisión dolosa, sino también la culposa.

Por lo anteriormente expuesto la Comisión de Justicia so-
mete a la consideración de la honorable asamblea, el si-
guiente: 

Proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones del Código Penal Federal

Artículo Único. Se reforman los artículos 60, párrafo se-
gundo; 212; 214, párrafo primero y las fracciones II, III, IV
y V; 215, fracciones III y V; 217; párrafo primero, la frac-
ción I, el inciso C) de la fracción I y el segundo párra-
fo;219, fracción I;220, fracciones I y II;221, fracciones l y
III; 222, fracción I;222 Bis párrafo primero y las fracciones
I y II; 223, fracciones I y II y los dos últimos párrafos y la
denominación del Título Décimo, “Delitos Cometidos con-
tra la Función Pública por servidores públicos”;la denomi-
nación del Capítulo II, del Título Décimo, “Ejercicio Ilíci-
to del Servicio Público”, y la denominación del Capítulo V,
del Título Décimo, “Uso Ilícito de Atribuciones y Faculta-
des”; se adicionan los artículos 13, con un párrafo segun-
do, recorriéndose en su orden los subsecuentes; un Título
Décimo Bis, “Delitos Cometidos contra la Función Públi-
ca por Particulares”, con un Capítulo Único, que compren-
de los artículos 224 Bis, 224 Bis 1, 224 Bis 2, 224 Bis 3,
224 Bis 4 y 224 Bis 5; y se derogan la fracción I del artí-
culo 214; la fracción II del artículo 217; la fracción II del
artículo 221; la fracción II del artículo 222; la fracción III
del artículo 222 Bis; las fracciones III y IV del artículo 223
y el párrafo segundo del artículo 224; todos del Código Pe-
nal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 13. Son autores y partícipes del delito:

I. a VIII. …

Quienes únicamente acuerden o preparen, así como
quienes determinen a otro o le presten ayuda o auxi-
lio, sólo responderán si la conducta típica y antijurí-
dica del autor alcanza al menos el grado de tentativa
del delito que se quiso cometer.

…

…

Artículo 60. …

Las sanciones por delitos culposos sólo se impondrán en
relación con los delitos previstos en los siguientes artícu-
los: 150, 167, fracción VI, 169, 199 Bis, 214, fracciones
IV y VI, 289, parte segunda, 290, 291, 292, 293, 302, 307,
323, 397, 399, 414, primer párrafo y tercero en su hipóte-
sis de resultado, 415, fracciones I y II y último párrafo en



su hipótesis de resultado, 416, 420, fracciones I, II, III y V,
y 420 Bis, fracciones I, II y IV de este Código.

…

…

Título Décimo
Delitos Cometidos contra la 

Función Pública por Servidores Públicos

Capítulo I

Artículo 212. Para los efectos de este código y demás le-
yes penales, es servidor público:

I. Toda persona que desempeñe un empleo, cargo o
comisión de cualquier naturaleza, con independencia
del régimen contractual a que estén sujetos:

a) La Administración pública federal centraliza-
da, organismos descentralizados, empresas de
participación estatal mayoritaria, organizaciones
y sociedades asimiladas a éstas, fideicomisos pú-
blicos, en el Congreso de la Unión o en los poderes
Judicial Federal y Judicial del Distrito Federal.

b) Los órganos de los poderes Legislativo y Judi-
cial federal; 

c) Los tribunales administrativos en materia fede-
ral; 

d) La Procuraduría General de la República;

e) Los organismos a los que la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos otorga auto-
nomía.

II. Los gobernadores de los estados, el jefe del Go-
bierno del Distrito Federal, los diputados de las le-
gislaturas locales y de la Asamblea Legislativa del
Distrito Federal, los magistrados de los tribunales de
Justicia de los estados y del Distrito Federal, por la
comisión de delitos previstos en este título en materia
federal, y 

III. Toda persona que maneje recursos públicos fe-
derales. 

Capítulo II
Ejercicio Ilícito del Servicio Público

Artículo 214. Comete el delito de ejercicio ilícito de servi-
cio público, el servidor público que:

I. (Se deroga).

ll. Continúe ejerciendo las funciones de un empleo, cargo
o comisión después de que se le hubiere comunicado
oficialmente que ha sido suspendido, destituido, inhabi-
litado, cesado o que le ha sido revocado temporal o de-
finitivamente su nombramiento.

III. Teniendo conocimiento por razón de su empleo, car-
go o comisión de que puedan resultar gravemente afec-
tados el patrimonio o los intereses de alguna dependen-
cia o entidad de la administración pública federal
centralizada o paraestatal, organizaciones y socieda-
des asimiladas a éstas, fideicomisos públicos, en el
Congreso de la Unión o en los poderes Judicial Fede-
ral y Judicial del Distrito Federal, de los Tribunales
Administrativos, de la Procuraduría General de la
República o de los organismos a los que la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos otor-
gue autonomía, por cualquier acto u omisión y no in-
forme por escrito a sus superior jerárquico o lo evite si
está dentro de sus facultades.

IV. Sustraiga, destruya, oculte, utilice, o inutilice ilí-
citamente información o documentación que se en-
cuentre bajo su custodia o a la cual tenga acceso, o de
la que tenga conocimiento en virtud de su empleo,
cargo o comisión. 

V Cuando legalmente le sean requeridos, rinda infor-
mes en los que manifieste hechos o circunstancias fal-
sos o niegue la verdad en todo o en parte sobre los mis-
mos, y

VI…
…
…

Capítulo III
Abuso de Autoridad

Artículo 215. Cometen el delito de abuso de autoridad los
servidores públicos que incurran en alguna de las conduc-
tas siguientes: 
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I. y II. ... 

III. Cuando ilícitamente retarde o niegue a los particu-
lares la protección o servicio que tenga obligación de
otorgarles o impida la presentación o el curso de una so-
licitud; 

IV. … 

V. Cuando el encargado de una fuerza pública, requeri-
da legalmente por una autoridad competente para que le
preste auxilio, se niegue ilícitamente a dárselo; 

VI. a XV. …

…

…

Capítulo V
Uso Ilícito de Atribuciones y Facultades

Artículo 217. Comete el delito de uso ilícito de atribucio-
nes y facultades: 

I. El servidor público que ilícitamente: 

A) y B) ...

C) Otorgue franquicias, exenciones, deducciones o
subsidios sobre impuestos, derechos, productos,
aprovechamientos o aportaciones y cuotas de seguri-
dad social, en general sobre los ingresos fiscales, y
sobre precios y tarifas de los bienes y servicios pro-
ducidos o prestados en la Administración Pública Fe-
deral;

D)… 

II. (Se deroga)

III. …

Al que cometa el delito de uso ilícito de atribuciones y
facultades se le impondrán las siguientes sanciones: 

…

…

Capítulo VII
Intimidación

Artículo 219. Comete el delito de intimidación: 

I. El servidor público que utilizando la violencia física o
moral, inhiba o intimide a cualquier persona para evitar
que ésta o un tercero denuncie, formule querella o apor-
te información relativa a la presunta comisión de una
conducta sancionada por la Legislación Penal o por la
Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de
los Servidores Públicos, y 

II.…

…

Capítulo VIII
Ejercicio Abusivo de Funciones

Artículo 220. Comete el delito de ejercicio abusivo de fun-
ciones: 

I. El servidor público que en el desempeño, de su em-
pleo, cargo o comisión, ilícitamente otorgue contratos,
concesiones, permisos, licencias, autorizaciones, fran-
quicias, exenciones, efectúe compras o ventas o realice
cualquier acto jurídico que produzca beneficios econó-
micos al propio servidor público, a su cónyuge, descen-
dientes o ascendientes, parientes por consanguinidad o
afinidad hasta el cuarto grado, a cualquier tercero con el
que tenga vínculos afectivos, económicos o de depen-
dencia administrativa directa, socios o sociedades de las
que el servidor público o las personas antes referidas
formen parte; 

II. El servidor público que valiéndose de la información
que posea por razón de su empleo, cargo o comisión, sea
o no materia de sus funciones, y que no sea del conoci-
miento público, haga inversiones, enajenaciones o ad-
quisiciones, o cualquier otro acto que le produzca algún
beneficio económico ilícito al servidor público o a algu-
na de las personas mencionadas en la primera fracción. 

…

…

… 



Capítulo IX
Tráfico de Influencia

Artículo 221. Comete el delito de tráfico de influencia: 

I. El servidor público que promueva o gestione la trami-
tación o resolución ilícita de negocios públicos ajenos a
las responsabilidades inherentes a su empleo, cargo o
comisión, y

II. (Se deroga).

III. El servidor público que ilícitamente, solicite o pro-
mueva cualquier resolución o la realización de cualquier
acto u omisión materia del empleo, cargo o comisión de
otro servidor público. 

…

Capítulo X
Cohecho

Artículo 222. Comete el delito de cohecho:

I. El servidor público que solicite o reciba ilícitamente
para sí o para otro, dinero o cualquiera otra dádiva, o
acepte una promesa, para hacer o dejar de hacer algo
justo o injusto relacionado con sus funciones, y 

II. Derogada.

…

…

…

…

Capítulo XI
Cohecho a servidores públicos extranjeros.

Artículo 222 Bis. Se impondrán las penas previstas en el
artículo anterior al que con el propósito de obtener o rete-
ner para sí o para otra persona ventajas ilícitas en el desa-
rrollo o conducción de transacciones comerciales interna-
cionales, ofrezca, prometa o dé dinero o cualquiera otra
dádiva, ya sea en bienes o servicios:

I. A un servidor público extranjero para que dicho servi-
dor público gestione o se abstenga de gestionar la tra-
mitación o resolución de asuntos relacionados con las
funciones inherentes a su empleo, cargo o comisión; 

II. A un servidor público extranjero, para que dicho ser-
vidor público lleve a cabo la tramitación o resolución de
cualquier asunto que se encuentre fuera del ámbito de
las funciones inherentes a su empleo, cargo o comisión.

III. (Se deroga).

…

…

Capítulo XII
Peculado

Artículo 223. Comete el delito de peculado: 

I. Todo servidor público que para usos propios o ajenos
distraiga de su objeto, dinero, valores, fincas o cualquier
otra cosa perteneciente a la Administración Pública
Federal Centralizada o Paraestatal, organizaciones y
sociedades asimiladas a éstas, fideicomisos públicos,
al Congreso de la Unión o a los poderes Judicial Fe-
deral y Judicial del Distrito Federal, a los Tribunales
Administrativos, a la Procuraduría General de la
República, a los organismos a los que la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos otorgue
autonomía o a un particular, si por razón de su cargo
los hubiere recibido en administración, en depósito o
por otra causa.

II. El servidor público que ilícitamente utilice fondos
públicos u otorgue alguno de los actos a que se refiere
el artículo de uso indebido de atribuciones y facultades
con el objeto de promover la imagen política o social de
su persona, la de su superior jerárquico o la de un terce-
ro, o a fin de denigrar a cualquier persona. 

III. (Se deroga).

IV. (Se deroga).

…
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Cuando el monto de lo distraído o de los fondos utilizados
ilícitamente no exceda del equivalente de quinientas veces
el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el
momento de cometerse el delito, o no sea valuable, se im-
pondrán de tres meses a dos años de prisión, multa de trein-
ta a trescientas veces el salario mínimo diario vigente en el
Distrito Federal en el momento de cometerse el delito y
destitución e inhabilitación de tres meses a dos años para
desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos. 

Cuando el monto de lo distraído o de los fondos utilizados ilí-
citamente exceda de quinientas veces el salario mínimo dia-
rio vigente en el Distrito Federal en el momento de cometer-
se el delito, se impondrán de dos años a catorce años de
prisión, multa de trescientas a quinientas veces el salario mí-
nimo diario vigente en el Distrito Federal en el momento de
cometerse el delito y destitución e inhabilitación de dos años
a catorce años para desempeñar otro empleo, cargo o comi-
sión públicos. 

Capítulo XIII
Enriquecimiento Ilícito

Artículo 224. …

Segundo párrafo (Se deroga).

…

…

…

…

Título Décimo Bis
Delitos Cometidos contra la 

Función Pública por Particulares

Capítulo Único

Artículo 224 Bis. Comete el delito de uso ilícito de atri-
buciones y facultades, el particular que:

I. Obtenga contratos o concesiones de prestación de
servicio público, de explotación, aprovechamiento o
uso de bienes del dominio de la federación;

II. Obtenga permisos, licencias o autorizaciones de
contenido económico;

III. Obtenga franquicias, exenciones, deducciones o
subsidios sobre impuestos, derechos, productos,
aprovechamientos o aportaciones y cuotas de seguri-
dad social, en general sobre los ingresos fiscales, y so-
bre precios y tarifas de los bienes y servicios produ-
cidos o prestados en cualquiera de las instituciones
señaladas en la fracción I del artículo 212 de éste có-
digo;

IV. Obtenga contrato sobre obras públicas, deuda,
adquisiciones, arrendamientos, enajenaciones de
bienes o servicios, o colocaciones de fondos y valores
con recursos económicos públicos.

A quien cometa el delito de uso ilícito de atribuciones
y facultades, se le impondrán las siguientes penas:

Cuando el monto a que asciendan las operaciones a
que se hace referencia en este artículo no exceda del
equivalente de quinientas veces el salario mínimo
diario vigente en el Distrito Federal en el momento
de cometerse el delito, se impondrán de un mes a un
año seis meses de prisión y de treinta a trescientos
días multa, e inhabilitación de tres meses a dos años
para desempeñar un empleo cargo o comisión públi-
co.

Cuando el monto a que asciendan las operaciones a
que hace referencia este artículo, exceda del equiva-
lente a quinientas veces el salario mínimo diario vi-
gente en el Distrito Federal en el momento de come-
terse el delito, se impondrán de un año seis meses a
ocho años de prisión y de treinta a trescientos días
multa, e inhabilitación de dos a doce años para des-
empeñar un empleo cargo o comisión público.

Artículo 224 Bis 1. A quien promueva o incite a la co-
misión del delito de ejercicio ilegal de servicio público u
obtenga un beneficio al que no tenga derecho con cono-
cimiento de esta circunstancia, se aplicarán las penas si-
guientes:

De tres a un año de prisión, y de treinta a trescientos dí-
as multa e inhabilitación de un mes a dos años para des-
empeñar empleo, cargo o comisión públicos, cuando se
trate de alguno de los delitos tipificados en las fraccio-
nes I y II del artículo 214, y

De dos a siete años de prisión, y de treinta a trescientas
días multa, en el momento de la comisión del delito e in-



habilitación de dos años a siete años para desempeñar
empleo, cargo o comisión públicos, cuando se trate de
alguno de los delitos tipificados en las fracciones III y
VI del artículo 214.

Las mismas penas señaladas en el párrafo segundo de
este artículo se aplicarán a quien utilice, comparta o di-
funda documentación o información reservada o confi-
dencial de cualquier tipo; la destruya o inutilice cuando
sea original y deba ser conservada, o la oculte indebi-
damente, con el conocimiento de que fue obtenida ile-
galmente de instituciones públicas.

Las penas previstas en este artículo se incrementarán
hasta en una mitad cuando se cause daño o perjuicio a
persona alguna, o cuando la documentación o informa-
ción a que hace referencia el párrafo anterior sea obje-
to del delito y provenga de expediente de averiguación
previa o proceso penal.

Artículo 224 Bis 2. A quien de manera espontánea dé u
ofrezca dinero o cualquier dádiva a persona alguna, pa-
ra que un servidor público haga u omita un acto a que
esté obligado en relación a sus funciones, se le impon-
drán las sanciones siguientes:

I. Cuando la cantidad de dinero o el valor de la dá-
diva no excedan del equivalente de quinientas veces
el salario mínimo diario vigente en el Distrito Fede-
ral en el momento de cometerse el delito, o no sea va-
luable, se impondrán de tres meses a dos años de pri-
sión, de treinta a trescientos días multa e
inhabilitación de tres meses a dos años para desem-
peñar un empleo, cargo o comisión públicos, y

II. Cuando la cantidad de dinero o el valor de la dá-
diva excedan del equivalente de quinientas veces el
salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal
en el momento de cometerse el delito, se impondrán
de dos a catorce años de prisión, de trescientos a mil
días multa e inhabilitación de tres meses a dos años
para desempeñar un empleo, cargo o comisión pú-
blicos.

Artículo 224 Bis 3. A quien acuda a un servidor público
extranjero y le requiera o le proponga llevar a cabo la
tramitación o resolución de cualquier asunto relaciona-
do con las funciones inherentes al empleo, cargo o co-
misión de este último, con el propósito de obtener o re-
tener para sí o para otra persona ventajas ilegales, en el

desarrollo o conducción de transacciones comerciales
internacionales, ofrezca, prometa o dé dinero o cual-
quiera otra dádiva, ya sea en bienes o servicios, se le im-
pondrán las sanciones siguientes: 

I. Cuando la cantidad o el valor de la dádiva o pro-
mesa no exceda del equivalente de quinientas veces
el salario mínimo diario vigente en el Distrito Fede-
ral en el momento de cometerse el delito, o no sea va-
luable, se impondrán de un mes a un año cuatro me-
ses de prisión y de diez a doscientos días multa.

II. Cuando la cantidad o el valor de la dádiva, pro-
mesa o prestación exceda de quinientas veces el sala-
rio mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el
momento de cometerse el delito, se impondrán de un
año cuatro meses a nueve años tres meses de prisión
y de trescientos a mil días multa.

III. Cuando alguno de los delitos comprendidos en
este artículo se cometa en los supuestos a que se re-
fiere el artículo 11 de este Código, el juez impondrá
a la persona moral hasta mil días multa y podrá de-
cretar su suspensión o disolución, tomando en consi-
deración el grado de conocimiento de los órganos de
administración respecto del cohecho en la transac-
ción internacional y el daño causado o el beneficio
obtenido por la persona moral.

Artículo 224 Bis 4. A quien estando legalmente obliga-
do a la custodia, administración o aplicación de recur-
sos públicos federales, los distraiga de su objeto para
usos propios o ajenos o les dé una aplicación distinta a
la que se les destinó se le aplicará:

I. Cuando el monto de lo distraído o de los fondos
utilizados ilegalmente no exceda del equivalente de
quinientas veces el salario mínimo diario vigente en
el Distrito Federal en el momento de cometerse el de-
lito, o no sea valuable, se impondrán de tres meses a
dos años de prisión y de treinta a trescientos días
multa e inhabilitación de tres meses a dos años para
desempeñar empleo, cargo o comisión públicos. 

II. Cuando el monto de lo distraído o de los fondos
utilizados ilegalmente exceda de quinientas veces el
salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal
en el momento de cometerse el delito, se impondrán
de dos años a catorce años de prisión, multa de tres-
cientas a quinientas veces el salario mínimo diario
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vigente en el Distrito Federal en el momento de co-
meterse el delito e inhabilitación de dos años a ca-
torce años para desempeñar empleo, cargo o comi-
sión públicos.

Las mismas sanciones se aplicarán a quien distraiga de
su objeto, reciba o utilice ilegalmente fondos o bienes
públicos, o se beneficie del desvío de los mismos para
promover la imagen política o social propia o de otro, o
para denigrar a cualquier persona. 

Artículo 224 Bis 5. A quien haga figurar como suyos
bienes que el servidor público adquiera o haya adquiri-
do en contravención de lo dispuesto en la Ley, a sabien-
das de esta circunstancia.

I. Cuando el monto a que asciendan los bienes, no ex-
ceda del equivalente de cinco mil veces el salario mí-
nimo diario vigente en el Distrito Federal, de un mes
a un año cuatro meses de prisión y de diez a doscien-
tos días multa.

II. Cuando el monto a que asciendan los bienes exce-
da del equivalente de cinco mil veces el salario míni-
mo diario vigente en el Distrito Federal, se impon-
drán de un año tres meses a nueve años tres meses de
prisión y de doscientos a quinientos días multa.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. A partir de la entrada en vigor de este decreto,
para el caso en que esta reforma contemple una descripción
típica que antes de la entrada en vigor de este decreto, se
contemplaba como delito y por virtud de las presentes re-
formas, se denomina, penaliza o agrava de forma diversa,
siempre y cuando las conductas respondan a la descripción
que ahora se establece y no se contraponga con el propio
código sustantivo, se estará a lo siguiente:

I. En los procesos iniciados en los que aún no se formu-
len conclusiones acusatorias, el Ministerio Público las
formulará de conformidad con la traslación del tipo que
resulte;

II. En los procesos pendientes de dictarse sentencia en
primera y segunda instancia, el Juez o el Tribunal, res-

pectivamente, podrán efectuar la traslación del tipo de
conformidad con la conducta que se haya probado y sus
modalidades; y

III. La autoridad ejecutora, al aplicar alguna modalidad
de beneficio para el sentenciado, considerará las penas
que se hayan impuesto, según la traslación del tipo que
hubiese determinado el juez de la causa.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de abril de 2009.

La Comisión de Justicia, diputados: César Camacho Quiroz (rúbri-
ca), presidente; Carlos Alberto Navarro Sugich, Miguel Ángel Arella-
no Pulido, Jorge Mario Lescieur Talavera, Gerardo Sosa Castelán (rú-
brica), Verónica Velasco Rodríguez, secretarios; Mónica Arriola, Alliet
Mariana Bautista Bravo, Luis Enrique Benítez Ojeda (rúbrica), Liliana
Carbajal Méndez (rúbrica), Patricia Castillo Romero, Claudia Lilia
Cruz Santiago (rúbrica), Jesús de León Tello, Antonio de Jesús Díaz
Athié (rúbrica), Arturo Flores Grande (rúbrica), Silvano Garay Ulloa
(rúbrica), Moisés Gil Ramírez (rúbrica), Andrés Lozano Lozano (rú-
brica), Omeheira López Reyna (rúbrica), Victorio Rubén Montalvo
Rojas, Jesús Ricardo Morales Manzo (rúbrica), Mario Eduardo More-
no Álvarez (rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Luis
Gustavo Parra Noriega (rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena, Yad-
hira Yvette Tamayo Herrera (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DE AGUAS NACIONALES

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Dictamen de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con
proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diver-
sas disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Recursos Hidráulicos fue turnada para su
estudio y dictamen la minuta proyecto de decreto que re-
forma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley
de Aguas Nacionales, enviada por la honorable Cámara de
Senadores, en términos de lo dispuesto en el inciso e) del
artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Esta comisión dictaminadora, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e), f) y
g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-



dos Unidos Mexicanos; así como en los artículos 57, 60,
65, 87, 88, 90 y 93 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, y habiendo analizado el contenido del documento de
referencia, somete a la consideración de esa honorable
asamblea, el presente dictamen, al tenor de los siguientes:

I. Antecedentes

1. En sesión ordinaria de la Cámara de Senadores, celebra-
da el 25 de abril de 2006, los integrantes de la Comisión de
Recursos Hidráulicos presentaron iniciativa de reformas a
la Ley de Aguas Nacionales.

2. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
turnó la iniciativa a las Comisiones Unidas de Recursos Hi-
dráulicos y de Estudios Legislativos Segunda, para su aná-
lisis y dictamen.

3. El 25 de abril de 2006, las comisiones unidas dictamina-
doras, aprobaron el dictamen con proyecto de decreto que
reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la
Ley de Aguas Nacionales.

4. En sesión ordinaria del 26 de abril de 2006, el dictamen
fue presentado a la consideración del Pleno de la Cámara de
Senadores, y sometido a votación el proyecto de decreto co-
rrespondiente, el cual fue aprobado.

5. El 26 de abril de 2006, la Cámara de Diputados recibió
del Senado de la República la minuta proyecto de decreto
que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la
Ley de Aguas Nacionales, la cual fue turnada por la Presi-
dencia de la Mesa Directiva a la Comisión de Recursos Hi-
dráulicos, para su revisión, análisis y dictamen.

6. El 11 de septiembre de 2007, la Cámara de Diputados
aprobó con modificaciones el proyecto de decreto que refor-
ma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley de
Aguas Nacionales enviado por el Senado de la República.

7. El 14 de septiembre de 2007, el Senado de la República
recibió la minuta proyecto de decreto que reforma, adicio-
na y deroga diversas disposiciones de la Ley de Agua Na-
cionales, misma que fue turnada a las Comisiones Unidas
de Recursos Hidráulicos y de Estudios Legislativos, para
su análisis y dictamen.

8. El 14 de septiembre de 2007, la Mesa Directiva del Se-
nado de la República, modificó el trámite dictado sobre la

minuta, turnándola a las Comisiones Unidas de Agricultu-
ra y Ganadería; de Desarrollo Rural; Recursos Hidráulicos;
Reforma Agraria y de Estudios Legislativos Segunda.

9. El 11 de diciembre de 2008, la Cámara de Senadores
aprobó con modificaciones el proyecto de decreto que re-
forma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley
de Aguas Nacionales, enviado por la Cámara de Diputados.

10. En la misma fecha, el Senado de la República remitió
a la Cámara de Diputados, la minuta proyecto de decreto
que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la
Ley de Aguas Nacionales.

11. El 31 de marzo de 2009, en reunión en conferencia, ce-
lebrada en las instalaciones de la Cámara de Senadores, las
Comisiones de Recursos Hidráulicos de la Cámara de Di-
putados y de la Cámara de Senadores, convinieron en im-
pulsar el acuerdo entre ambas Cámaras del Congreso, para
que conforme a lo dispuesto en la parte final de la fracción
E del artículo 72 constitucional, se expida el decreto co-
rrespondiente al proyecto que nos ocupa, sólo con los artí-
culos aprobados por ambas colegisladoras.

12. El 14 de abril de 2009, la Mesa Directiva de la Cáma-
ra de Diputados dictó trámite a la minuta proyecto de de-
creto, turnándola a la Comisión de Recursos Hidráulicos
para su análisis y dictamen.

13. En sesión ordinaria celebrada el 15 de abril de 2009, la
Cámara de Senadores aprobó el Acuerdo para que el pro-
yecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas
disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales se remita al
Ejecutivo federal, para su promulgación, únicamente con
los artículos que ya han sido aprobados por ambas Cáma-
ras y se retiren de él las reformas a los artículos 29 Bis 2,
119, 120 y 122, para los efectos del inciso e) del artículo 72
constitucional. Asimismo, que dicho acuerdo se comuni-
que, para los efectos correspondientes.

II. Contenido de la minuta 

Una vez analizado el contenido de la minuta proyecto de
decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposi-
ciones de la Ley de Aguas Nacionales, enviado por el Se-
nado de la República, y comparándolo con el proyecto de
decreto aprobado por la Cámara de Diputados el 11 de sep-
tiembre de 2007, los integrantes de esta Comisión Dicta-
minadora, observamos:
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1. Que la Cámara de Senadores aprobó, en los términos
del proyecto de decreto enviado por la Cámara de Di-
putados, las reformas, adiciones o derogaciones sobre
las disposiciones contenidas en los artículos de la Ley
de Aguas Nacionales, siguientes: 

Reformas: Artículos 3, fracciones VI, XII, XIX, XX
y XXXIX; 5, fracción I; 6, fracciones I y IX; 9, pá-
rrafos cuarto y quinto, fracciones I, III, IX, X, XII,
XX, XXIX, XXXIII, XXXIV, XXXVII, XLIV y L;
9 Bis; artículo 10, párrafo segundo; 11, fracciones
VI, VII y IX; 11 Bis 1; 12, fracciones IV, VIII, X y
XI; 12 Bis, párrafo primero; 12 Bis 1, párrafos pri-
mero, segundo y tercero; 12 Bis 3, párrafo primero,
fracciones III y V; 12 Bis 5; 12 Bis 6, párrafo pri-
mero, fracciones I, V, X, XVII, XX y XXIV; 13, pá-
rrafo primero; 14 Bis, párrafos primero y tercero,
fracción II; 14 Bis 3, fracción I; 14 Bis 5, fracción
VI; 14 Bis 6, fracción II; 20, párrafo cuarto; 24, pá-
rrafo primero; 29 Bis 3, fracción VI y párrafos se-
gundo, quinto y sexto; artículo 30, párrafo primero y
su fracción IV y párrafos segundo y tercero; 31, pá-
rrafos segundo y tercero; 32, párrafo segundo; 33,
párrafo primero y fracciones I y II del párrafo se-
gundo; 35; 44, párrafos primero y séptimo; 86, frac-
ción IV; 92, párrafo segundo; 111 Bis, párrafo pri-
mero; 113 Bis, párrafos segundo y tercero; 117,
párrafo primero, y 118, párrafos primero y tercero.

Adiciones: Fracciones XIV, y XXII al artículo 3; XI
al artículo 6, recorriendo la fracción XI vigente para
que pase a ser fracción XII; fracciones LIV y LV al
artículo 9, recorriendo la fracción LIV vigente para
quedar como fracción LVI; fracciones XXXIII y
XXXIV, al artículo 12 Bis 6, recorriendo la fracción
XXXIII vigente, para quedar como fracción XXXV;
párrafo segundo al artículo 13, recorriendo el párra-
fo segundo vigente, para que pase a ser párrafo ter-
cero, y TÍTULO DÉCIMO, con sus artículos 118 Bis
1, 118 Bis 2 y 118 Bis 3, recorriendo el TÍTULO
DÉCIMO vigente, para que pase a ser TÍTULO DE-
CIMO PRIMERO.

Derogaciones: Fracciones XXIV y XLVIII del artí-
culo 9; párrafo segundo del artículo 12 Bis 4; frac-
ciones XVI y XXX del artículo 12 Bis 6; fracción II
del artículo 14 Bis 3; numerales 3 y 4, párrafo se-
gundo, de la fracción VI del artículo 29 Bis 3, y frac-
ción III del artículo 121.

2. Que el Senado de la República propone modificar di-
versas disposiciones del proyecto de decreto enviado
por la Cámara de Diputados; modificaciones que co-
rresponden a las disposiciones contenidas en los artícu-
los siguientes: 

Reformas: Artículos 3, fracciones XL, inciso a., y
XLIV; 5, fracción III; 10, párrafo primero; 12, frac-
ción IX; 12 Bis 6, fracción XIII; 20, párrafo prime-
ro; 24, párrafo segundo; 29 Bis 5, fracción V, y 33,
párrafo segundo. 

3. Que el Senado de la República propone modificar di-
versas disposiciones del proyecto de decreto enviado
por la Cámara de Diputados, para que queden en los tér-
minos de la ley vigente, en los siguientes artículos:

Artículos 3, fracciones VIII, XIII, XL inciso b, y
LVI; 10, párrafo tercero; 12 Bis, párrafo segundo; 12
Bis 6, fracción XIX; 29 Bis 3, fracción VI, numeral
4, párrafo primero.

4. Que el Senado de la República, reincorpora al pro-
yecto, la propuesta de adiciones al artículo 29 Bis 2,
planteada en el proyecto de decreto aprobado por la pro-
pia colegisladora el 26 de abril de 2006, propuesta que
fue desechada por la Cámara de Diputados por conside-
rarla improcedente, en el proyecto de decreto aprobado
el 11 de septiembre de 2007.

Asimismo, propone reformar la fracción VII y adicionar
una fracción VIII al artículo 119, recorriendo los nume-
rales de las fracciones VIII y subsecuentes vigentes, pa-
ra que pasen a ser fracciones IX y subsecuentes, a pesar
de que la discusión del proyecto de decreto enviado por
la Cámara de Diputados debió versar únicamente sobre
lo desechado o sobre las reformas o adiciones plantea-
das, y que las fracciones reformada y adicionada, no for-
maban parte del proyecto.

Como consecuencia de la propuesta de recorrimiento de
las fracciones del artículo 119, el Senado de la Repúbli-
ca propone reformar los artículos 120 y 122, para modi-
ficar los números de las fracciones del artículo 119, re-
feridos en ellos, para ubicarlos en cada uno de los
rangos de multas establecidos en el artículo 120, así co-
mo para señalar las faltas que en caso de reincidencia
ameritan clausura, conforme a lo dispuesto en el artícu-
lo 122.



Sobre las observaciones anteriores, los Diputados integran-
tes de esta Comisión de Recursos Hidráulicos expresamos
las siguientes:

III. Consideraciones

Esta comisión dictaminadora estima que el objetivo principal
que persigue el proyecto de decreto que nos ocupa, es el de
brindar mayor certeza jurídica a los concesionarios, asignata-
rios y permisionarios de aguas nacionales, así como el de pro-
porcionar a la Autoridad del Agua los instrumentos legales
que le permitan una mejor administración, regulación, con-
trol y protección del dominio público hídrico, mediante dis-
posiciones que establezcan sus atribuciones en congruencia
con la naturaleza de Órgano Desconcentrado de la Secreta-
ría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, que le es in-
herente.

1. De tal manera, y en virtud de que con esta segunda re-
visión del proyecto de decreto por esta Cámara de Di-
putados, concluyen las etapas del proceso legislativo a
cargo del Congreso de la Unión, conforme a lo previsto
en el artículo 72 constitucional, esta comisión dictami-
nadora estima que es un gran acierto la aprobación de
las reformas, adiciones y derogaciones señaladas en el
numeral 1 del apartado II, contenido de la minuta, las
cuales no son objeto de discusión en la elaboración del
presente dictamen.

2. Consideramos procedentes las modificaciones pro-
puestas por el Senado de la República, a las disposicio-
nes a que nos referimos en el numeral 2 del apartado II,
contenido de la minuta, en virtud de que guardan la con-
gruencia necesaria con la finalidad que se persigue con
el proyecto de decreto, así como con las demás disposi-
ciones en el contexto de la ley.

3. Asimismo, apreciamos válidas y procedentes las pro-
puestas planteadas por el Senado de la República, para
que las disposiciones enunciadas en el numeral 3 del
aparatado II, contenido de la minuta, no sean objeto de
modificación alguna y se mantengan en los términos
de la Ley de Aguas Nacionales vigente. En consecuen-
cia, los textos correspondientes, no deben ser enuncia-
dos en el proyecto de decreto que reforma, adiciona y
deroga diversas disposiciones de la Ley de Aguas Na-
cionales. 

4. Por otra parte, esta comisión dictaminadora no está de
acuerdo con las reformas y adiciones a los artículos 29

Bis 2, 119, 120 y 122, propuestas por el Senado de la
República, en virtud de su notoria improcedencia.

En efecto, para el artículo 29 Bis 2, la Cámara de Senado-
res propone adicionar una fracción VI, para establecer que
se suspenderá la concesión, cuando el usufructuario del Tí-
tulo: … “VI. Utilice volúmenes mayores a una quinta par-
te de los concesionados, sin la autorización previa de la
“Autoridad del Agua”.

Resulta evidente la improcedencia, pues sería ilógico sus-
pender una concesión, cuando el titular de ésta utilice entre
el 21% y el 100% del volumen autorizado.

Aún en el supuesto de que la propuesta fuera: “VI. Utilizar
volúmenes que exceden en una quinta parte a los autoriza-
dos”, se contravendría lo dispuesto en la fracción V del
propio artículo 29 Bis 2, a saber: “V. que el concesionario
no cumpla con las condiciones o especificaciones del títu-
lo de concesión o asignación, salvo que acredite que dicho
incumplimiento no le es imputable.”, sobre todo si obser-
vamos que el título de concesión debe expresar el volumen
de extracción y consumo autorizados, según lo dispuesto
en el párrafo primero del artículo 23 de la Ley de Aguas
Nacionales, vigente.

De tal manera, de las disposiciones en vigor, se desprende
que procederá la suspensión de una concesión cuando su ti-
tular utilice volúmenes mayores a los autorizados, cuales-
quiera que sean los volúmenes excedentes.

Adicionalmente, es pertinente observar el grave problema
que representa para los mexicanos la cada vez menor dis-
ponibilidad de agua en el país, así como atender la necesi-
dad de una estricta aplicación y observancia de la ley, par-
ticularmente en lo relativo a que la autoridad concesione
las aguas nacionales, autorizando su explotación, uso o
aprovechamiento en volúmenes acordes a la disponibilidad
del recurso.

De ahí que la adición de una fracción VI al artículo 29 Bis
2, planteada, lejos de generar un beneficio, agravaría el
problema de la escasa disponibilidad y dificultaría la apli-
cación y observancia de la ley.

El Senado propone también, reformar el último párrafo del
artículo 29 Bis 2 de la ley vigente, para establecer:

“La suspensión a que se refiere este artículo tendrá el
carácter de medida cautelar y será independiente de la
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imposición de las sanciones que procedan conforme a
esta ley, sus disposiciones reglamentarias y demás apli-
cables en materia hídrica.”

Esta propuesta se considera inviable, en virtud de que el
carácter de medida cautelar, está implícito en lo previsto en
los tres párrafos finales del artículo 29 Bis 2, vigente. En
cuanto a que la suspensión será independiente de la impo-
sición de sanciones que procedan…, el párrafo primero del
mismo artículo, establece que “se suspenderá la conce-
sión…, independientemente de las sanciones que proce-
den, cuando…”.

En cuanto a la adición de un párrafo último al artículo 29
Bis 2, propuesta por la colegisladora, para establecer: “La
autoridad procederá a la colocación de sellos, una vez que
se dicte la resolución de la suspensión a que se refiere este
artículo o bien, en el momento en que se configuren los su-
puestos que se prevén en la fracción III del mismo.”

Consideramos que la adición planteada, contravendría lo
dispuesto en el párrafo segundo del artículo vigente que
nos ocupa, en virtud de que con la colocación de sellos, una
vez que se dicte la suspensión, no se observaría la disposi-
ción de que “No se aplicará la suspensión si dentro de los
diez hábiles siguientes a aquel en que la autoridad… haya
notificado al usufructuario del título y éste acredite haber
cubierto los pagos o los créditos a que se refieren las frac-
ciones I y II respectivamente, o demuestre que el incum-
plimiento que prevén las fracciones IV y V no le son im-
putables…”

En cuanto a la propuesta de que la autoridad coloque sellos
en el momento en que se configuren los supuestos que se
prevén en la fracción III…, no es viable jurídicamente, ya
que al colocar sellos en ese momento, se estará aplicando
una suspensión cuyo acto de emisión no se ha realizado.

Por otro lado, el desacuerdo de esta comisión dictaminado-
ra con las propuestas de la colegisladora, para reformar la
fracción VII y adicionar una fracción VIII al artículo 119
de la Ley de Aguas Nacionales, resulta de observar:

Que la disposición de la fracción VII, vigente, establece:

“Artículo 119. “La Autoridad del Agua” sancionará con-
forme a lo previsto por esta ley, las siguientes faltas:

I. a VI. …;

VII. No instalar, no conservar, no reparar o no sustituir,
los dispositivos necesarios para el registro o la medición
de la cantidad y calidad de las aguas, en los términos
que establece esta ley, sus reglamentos y demás disposi-
ciones aplicables, o modificar o alterar las instalaciones
y equipos para medir los volúmenes de agua explotados,
usados o aprovechados, sin permiso correspondiente,
incluyendo aquellos que en ejercicio de sus facultades
hubiere instalado “La Autoridad del Agua”.”

La propuesta de reforma planteada por el Senado consiste
en señalar como sujetos de esta infracción, a usos del agua
determinados, para que la fracción VII, diga:

“VII. No instalar, no conservar, …y demás disposicio-
nes aplicables, cuando se trate de los siguientes usos:
Industrial, para generación de energía eléctrica para
uso público o privado, lavado y entarquinamiento de
terrenos, para turismo, recreación y fines terapéuti-
cos; o modificar o alterar las instalaciones y equipos…
hubiere instalado la ‘Autoridad del Agua’.”

A su vez, la adición de una fracción VIII propuesta por el
Senado, consiste también en retomar la disposición de la
fracción VII, vigente, señalando como sujetos de la infrac-
ción a otros usos, para que diga:

“VIII. No instalar, no conservar, …y demás disposicio-
nes aplicables, cuando se trate de los siguientes usos:
doméstico, público urbano, pecuario, agrícola, acua-
cultura, para conservación ecológica o uso ambien-
tal, o modificar las instalaciones o equipos… hubiere
instalado la ‘Autoridad del Agua’.”

Es de observarse que los sujetos de las infracciones a que
se refiere el artículo 119 de la ley vigente, son los titulares
de concesiones o asignaciones.

En particular, la fracción VII vigente, se refiere a dispositi-
vos para el registro o medición de la calidad y cantidad de
las aguas nacionales, y a instalaciones y equipos para me-
dir los volúmenes de aguas nacionales explotadas, usadas
o aprovechadas.

Tales dispositivos, instalaciones y equipos son para la me-
dición de las aguas autorizadas a concesionarios y asigna-
tarios.

No se trata de los aparatos de medición de los consumos en
casa habitación o en hoteles, restaurantes, comercios, cen-



tros de espectáculos, pequeñas industrias, etc., usos atendi-
dos, en general, por el servicio de agua público urbano, a
cargo de los municipios, estados o el Distrito Federal, por
mandato previsto en el artículo 115 constitucional.

De tal manera, la regulación sobre la instalación, conserva-
ción, reparación o sustitución de los dispositivos para la
medición de las aguas suministradas por los sistemas loca-
les para los distintos usos atendidos por el servicio público
de agua potable, es facultad de los gobiernos de las entida-
des federativas y los municipios; en todo caso, dicha regu-
lación no es materia de la Ley de Aguas Nacionales ni
competencia de la Comisión Nacional del Agua.

Por último, el Senado de la República, con la adición de la
fracción VIII al artículo 119, propone recorrer los numera-
les de las fracciones VIII y demás subsecuentes, vigentes y,
por consiguiente, propone reformar los artículos 120 y 122,
para incorporar en ellos los números modificados de las
fracciones cuyas infracciones corresponden a cada uno de
los rangos de multas establecidas en el artículo 120, así co-
mo los correspondientes a los casos de reincidencia que
ameritan clausura en el artículo 122.

De ahí que las reformas propuestas para los artículos 120 y
122, también resultan improcedentes.

Finalmente, estimamos pertinente señalar que el Acuerdo
del Senado de la República señalado en el numeral 13 del
Capítulo I. Antecedentes, cuya finalidad es manifestar su
acuerdo para que el proyecto de decreto que nos ocupa, se
remita al Ejecutivo federal, para su promulgación, única-
mente con los artículos aprobados por ambas Cámaras, re-
sulta procedente, sobre todo por el considerando expresado
en él por la colegisladora, señalando que los artículos sobre
los que se mantienen diferencias son el 29 Bis 2, el 119, el
120 y el 122, y que se excluyen del proyecto.

Por lo anterior expuesto y fundado, y para los efectos de lo
dispuesto en la parte final de la fracción E del artículo 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, la Comisión de Recursos Hidráulicos somete a la con-
sideración del Honorable Pleno de la Cámara de Diputa-
dos, el siguiente

Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados expresa su común
acuerdo con la Cámara de Senadores, para que el proyecto
de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-

siciones de la Ley de Aguas Nacionales, se envíe al Ejecu-
tivo federal, únicamente con los artículos aprobados por
ambas Cámaras, con fundamento la última parte de la frac-
ción E del artículo 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Segundo. La Cámara de Diputados aprueba el proyecto de
decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposi-
ciones de la Ley de Aguas Nacionales, enviado por el Se-
nado de la República, el 11 de diciembre de 2008, excepto
los artículos 29 Bis 2, 119, 120 y 122.

Tercero. Remítase el decreto que reforma adiciona y dero-
ga diversas disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales,
al Ejecutivo federal, para los efectos constitucionales.

Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de la Ley de Aguas Nacionales.

Artículo Único. Se reforman los artículos: 3, fracciones
VI, XII, XIX, XX, XXXIX, XL, inciso a. y LXIV; 5, frac-
ciones I y III; 6, fracciones I y IX; 9, párrafos cuarto y
quinto, fracciones I, III, IX, X, XII, XX, XXIX, XXXIII,
XXXIV, XXXVII, XLIV y L; 9 Bis; 10, párrafos primero
y segundo; 11, fracciones VI, VII y IX; 11 Bis 1; 12, frac-
ciones IV, VIII, IX, X y XI; 12 Bis, párrafo primero; 12 Bis
1; 12 Bis 3, párrafo primero, fracciones III y V; 12 Bis 5;
12 Bis 6, párrafo primero, fracciones I, V, X, XIII, XVII,
XX y XXIV; 13, párrafo primero; 14 Bis, párrafos primero
y tercero, fracción II; 14 Bis 3, párrafo segundo, fracción I;
14 Bis 5, fracción VI; 14 Bis 6, fracción II; 20, párrafos
primero y cuarto; 24, párrafos primero y segundo; 29 Bis
3, fracción VI y párrafos segundo, quinto y sexto; 29 Bis 5,
fracción V; 30, párrafos primero y su fracción IV, segundo
y tercero; 31, párrafos segundo y tercero; 32, párrafo se-
gundo; 33, párrafos primero y segundo, fracciones I y II;
35; 44, párrafos primero y séptimo; 86, fracción IV; 92, pá-
rrafo segundo; 111 Bis, párrafo primero; 113 Bis, párrafos
segundo y tercero; 117, párrafo primero, y 118, párrafos
primero y tercero. Se adicionan: los artículos 3, con las
fracciones XIV Bis y XXII Bis; 6, con la fracción XI, re-
corriendo la fracción XI vigente, para que sea fracción XII;
9, con las fracciones LIV y LV, recorriendo la fracción LIV
vigente, para que sea fracción LVI; 12 Bis 6, con las frac-
ciones XXXIII y XXXIV, recorriendo la fracción XXXIII
vigente, para que sea fracción XXXV; 13, con un párrafo
segundo, recorriendo el párrafo segundo vigente, para que
sea párrafo tercero, y Título Noveno Bis, denominado
“Medidas de Apremio y Seguridad”, que comprende los ar-
tículos 118 Bis 1, 118 Bis 2 y 118 Bis 3. Se derogan: de
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los artículos 9, las fracciones XXIV y XLVIII; 12 Bis 4, el
párrafo segundo; 12 Bis 6, las fracciones XVI y XXX; 14
Bis 3, la fracción II; 29 Bis 3, el numeral 3 y el párrafo se-
gundo del numeral 4, de la fracción VI, y del 121, la frac-
ción III, todos de la Ley de Aguas Nacionales, para quedar
como sigue:

Ley de Aguas Nacionales

Artículo 3. ...

I. a la V. ... 

VI. “Aguas Residuales”: Las aguas de composición va-
riada generadas con las descargas provenientes de los
usos público urbano, doméstico, industrial, comercial,
de servicios, agrícola, pecuario, de las plantas de trata-
miento y en general, de cualquier uso, así como la mez-
cla de ellas;

VII a XI...

XII. “Comisión Nacional del Agua”: Órgano Adminis-
trativo Desconcentrado de la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, con funciones de Derecho
Público en materia de gestión de las aguas nacionales y
sus bienes públicos inherentes, con autonomía técnica,
ejecutiva, administrativa y de gestión, para la consecu-
ción de su objeto, la realización de sus funciones y la
emisión de los actos de autoridad que conforme a esta
ley corresponde, tanto a ésta como a los órganos de au-
toridad a que la misma se refiere; 

XIII a XIV. ...

XIV Bis. “Consejo Científico y Tecnológico Nacional
del Sector Agua”: Órgano colegiado sectorial que tiene
por objeto fomentar y fortalecer la concertación y parti-
cipación entre las instituciones y organismos dedicados
a la investigación científica y el desarrollo tecnológico
en materia de agua y su gestión, a fin de impulsar la
transversalidad e integralidad de las tareas y apoyos ne-
cesarios entre los actores vinculados con estas activida-
des a nivel nacional;

XV. a XVIII. ... 

XIX. “Cuota Natural de Renovación de las Aguas”: El
volumen medio anual de escurrimiento virgen en el ca-
so de las aguas superficiales, así como el volumen me-

dio de recarga natural del acuífero en el caso de las
aguas subterráneas;

XX. “Delimitación de cauce, vaso de depósito natural y
zona federal”: Trabajos y estudios topográficos, batimé-
tricos, fotogramétricos, hidrológicos e hidráulicos, ne-
cesarios para la determinación de los límites del cauce,
vaso y la zona federal; 

XXI. a XXII. ...

XXII Bis. “Dilución”: Disminución de la concentración
de contaminantes que se da por el efecto del mezclado
de descargas o afluentes en un cuerpo de agua;

XXIII. a XXXVIII. ... 

XXXIX. “Organismo de Cuenca”: unidad técnica, Ad-
ministrativa y jurídica especializada, con carácter autó-
nomo en sus decisiones, adscrita directamente a “La Co-
misión”, cuyas atribuciones se establecen en la presente
Ley y sus Reglamentos, y cuyos recursos y presupuesto
específico son determinados por “La Comisión”; 

XL. ...

a. “Permisos”: Son los que otorga el Ejecutivo fede-
ral, a través de “La Comisión” o del Organismo de
Cuenca que corresponda, conforme a sus respectivas
competencias, para la explotación, uso o aprovecha-
miento de aguas nacionales, así como para la cons-
trucción de obras hidráulicas y otras de índole diver-
sa, relacionadas con el agua y los bienes nacionales
a los que se refiere el artículo 113 de la presente ley.
Éstos permisos tendrán carácter provisional para el
caso de la explotación, uso o aprovechamiento de
aguas nacionales en tanto se expide el título respec-
tivo, sólo podrán otorgarse por una sola ocasión y
por un término no mayor de 90 días naturales y ex-
clusivamente en los casos en que se esté solicitando
prórroga; 

b. ...

XLI. a LXIII. ...

LXIV. “Zona de reserva”: Aquellas áreas específicas de
los acuíferos, cuencas hidrológicas, o regiones hidroló-
gicas, en las cuales se establecen limitaciones en la ex-
plotación, uso o aprovechamiento de una porción o la



totalidad de las aguas disponibles, con la finalidad de
prestar un servicio público urbano o doméstico, implan-
tar un programa de restauración, conservación o preser-
vación o cuando el Estado resuelva explotar dichas
aguas por causa de utilidad pública; 

LXV. a LXVI. ...

...

Artículo 5. ... 

I. Promoverá la coordinación de acciones con los go-
biernos de las entidades federativas y de los municipios,
sin afectar sus facultades en la materia y en el ámbito de
sus correspondientes atribuciones. La coordinación para
la planeación, realización y administración de las accio-
nes de gestión de los recursos hídricos por cuenca hi-
drológica o por región hidrológica será a través de los
Consejos de Cuenca, en cuyo seno convergen los tres
órdenes de gobierno, y participan y asumen compromi-
sos los usuarios, los particulares y las organizaciones de
la sociedad, conforme a las disposiciones contenidas en
esta ley y sus reglamentos; 

II. ... 

III. Favorecerá la descentralización de la gestión de los
recursos hídricos conforme a lo previsto en esta ley.

Artículo 6. ...

I. Expedir en los términos del Título Quinto de la pre-
sente ley, Reglamentos para la extracción y utilización
de las aguas nacionales, a fin de establecer, modificar o
suprimir zonas reglamentadas en acuíferos, cuencas hi-
drológicas, o regiones hidrológicas. 

II. a VIII. ...

IX. Nombrar al Director General de “La Comisión”. 

X. Establecer distritos de riego o de temporal tecnifica-
do, así como unidades de riego o drenaje, cuando impli-
que expropiación por causa de utilidad pública.

XI. Emitir el Reglamento Interior de “La Comisión”, y

XII. Las demás atribuciones que señale la presente ley.

Artículo 9. ... 

... 

... 

a. ... 

b. ... 

Las funciones y actividades técnico-operativas y ejecu-
tivas en materia de aguas nacionales en el nivel regional
hidrológico-administrativo, se realizarán a través de los
organismos de cuenca, con las salvedades asentadas en
la presente ley.

... 

I. Fungir como la Autoridad en materia de la cantidad y
de la calidad de las aguas y su gestión en el territorio na-
cional y ejercer en consecuencia aquellas atribuciones
que conforme a la presente ley corresponden a la auto-
ridad en materia hídrica, excepto las que debe ejercer di-
rectamente el Ejecutivo federal o “la Secretaría” y las
que estén bajo la responsabilidad de los Gobiernos de
los estados, del Distrito Federal o Municipios;

II. ... 

III. Integrar, formular y, por conducto de “la Secretaría”,
proponer al Titular del Poder Ejecutivo federal, el Pro-
grama Nacional Hídrico, actualizarlo y vigilar su cum-
plimiento;

IV. a VIII. ...

IX. Programar, estudiar, construir, operar, conservar y
mantener las obras hidráulicas federales directamente o
a través de contratos o concesiones con terceros, y rea-
lizar acciones que correspondan al ámbito federal para
el aprovechamiento integral del agua, su regulación y
control y la preservación de su cantidad y calidad, así
como emitir los actos de autoridad, en los casos que co-
rrespondan o afecten a dos o más regiones hidrológico -
administrativas, o que repercutan en tratados y acuerdos
internacionales en cuencas transfronterizas, o cuando
así lo disponga el Ejecutivo federal, a través de “La Co-
misión” por causas debidamente justificadas que esta-
blezcan los Reglamentos de esta ley. 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 21 de abril de 2009187



Año III, Segundo Periodo, 21 de abril de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados188

X. Apoyar, concesionar, contratar, convenir y normar
las obras de infraestructura hídrica que se realicen con
recursos totales o parciales de la federación, en coordi-
nación con otras dependencias y entidades federales,
con el gobierno del Distrito Federal, con gobiernos de
los estados que correspondan y, por medio de éstos, con
los gobiernos de los municipios beneficiados con dichas
obras, en los casos establecidos en la fracción anterior;

XI. ...

XII. Participar en los términos de las disposiciones apli-
cables, en la concertación de créditos y otros mecanis-
mos financieros, incluso sobre la participación de terce-
ros en el financiamiento de obras y servicios, que
apoyen la construcción y el desarrollo de las obras y ser-
vicios federales hidráulicos; igualmente podrá fomentar
y apoyar gestiones de crédito y otros mecanismos fi-
nancieros en favor de estados, Distrito Federal y muni-
cipios conforme a sus atribuciones y a solicitud de par-
te; 

XIII. a XIX. ... 

XX. Expedir títulos de concesión, asignación o permiso
de descarga, autorizar las prórrogas, modificaciones,
rectificaciones, correcciones, suspensiones, extinciones
y trasmisiones de derechos, así como reconocer dere-
chos y llevar el Registro Público de Derechos de Agua,
auxiliándose para ello en sus Organismos de Cuenca;

XXI. a XXIII. ... 

XXIV. Se deroga.

XXV. a XXVIII. ... 

XXIX. Ejercer con el apoyo de sus Organismos de
Cuenca, las atribuciones fiscales en materia de adminis-
tración, determinación, liquidación, cobro, recaudación
y fiscalización de las contribuciones y aprovechamien-
tos que se le destinen o en los casos que señalen las le-
yes respectivas, conforme a lo dispuesto en el Código
Fiscal de la Federación, y demás disposiciones aplica-
bles;

XXX. a XXXII. ...

XXXIII. Emitir la normatividad a que deberán apegarse
sus Organismos de Cuenca en el ejercicio de sus fun-

ciones, en congruencia con las disposiciones contenidas
en la presente ley y verificar su cumplimiento;

XXXIV. Estructurar, operar y ejercer las funciones en
materia del Registro Público de Derechos de Agua, a ni-
vel nacional y regional hidrológico-administrativo, rea-
lizando al efecto, las gestiones necesarias conforme a la
ley y con cargo a su presupuesto aprobado; 

XXXV. a XXXVI. ...

XXXVII. Actuar con autonomía técnica-operativa, ad-
ministrativa, de gestión y ejecutiva en el manejo de los
recursos que se le destinen y de los bienes que tenga en
los términos de esta ley, para el cabal cumplimiento de
su objeto y de los objetivos y metas señaladas en sus
programas y presupuesto;

XXXVIII. a XLIII. ... 

XLIV. Coordinar y operar el servicio meteorológico na-
cional y ejercer las funciones en dicha materia; 

XLV. a XLVII. ... 

XLVIII. Se deroga.

XLIX. ...

L. En situaciones de emergencia, escasez extrema, o so-
breexplotación, tomar las medidas necesarias, las cuales
cesarán en su aplicación cuando “La Comisión” así lo
determine, para garantizar el abastecimiento del uso do-
méstico y público urbano, a través de la expedición de
acuerdos de carácter general;

LI. y LII. ... 

LIII. Adquirir los bienes necesarios para los fines que le
son propios;

LIV. Verificar el cumplimiento de “la ley”, sus disposi-
ciones reglamentarias y las demás aplicables en la ma-
teria hídrica, en los casos a que se refiere la fracción IX
de este artículo, por parte de los concesionarios, asigna-
tarios o permisionarios, así como de las personas físicas
o morales que aun de hecho, usen exploten o aprove-
chen aguas nacionales o sus bienes públicos inherentes,
a través de: 



a) Visitas de inspección en el domicilio, estableci-
mientos o lugar o lugares en que se realicen los ac-
tos citados; 

b) Revisión en las oficinas de dicha comisión, de los
expedientes que obren en su poder; 

c) Revisión de los datos o informes que le exhiban
los sujetos citados, en su domicilio, establecimien-
tos, en las oficinas de la propia Comisión o en el lu-
gar o lugares en que realicen dicho uso, aprovecha-
miento o explotación, dentro de una visita de
inspección o con base en los requerimientos que al
efecto formule; y 

d) Los datos que obtenga o le proporcionen otras au-
toridades o entidades, federales, locales o municipa-
les, que le permitan conocer situaciones referentes al
cumplimiento de las disposiciones mencionadas.

LV. Ordenar y proveer lo necesario para la adopción,
imposición y ejecución de las medidas correctivas de
urgente aplicación y cautelares previstas en dichos or-
denamientos y en la Ley Federal de Procedimiento Ad-
ministrativo, y

LVI. Realizar las demás que señalen las disposiciones
legales o reglamentarias.

Artículo 9 Bis. Los recursos a cargo de “La Comisión” y
las disposiciones para su manejo y rendición de cuentas, se
sujetarán a las disposiciones aplicables a la materia; “La
Secretaria” respetará los presupuestos anuales que se de-
terminen para aquélla en el Presupuesto de Egresos de la
Federación, y actuará conforme a las disposiciones que es-
tablezca la Autoridad en la materia.

Artículo 10. El Consejo Técnico de “La Comisión” estará
integrado por los titulares de las Secretarías de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, quien lo presidirá; de Hacien-
da y Crédito Público; de Desarrollo Social; de Energía; de
Economía; de la Función Pública; de Salud; y de Agricul-
tura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación,
de la Comisión Nacional Forestal, así como del Instituto
Mexicano de Tecnología del Agua. Por cada representante
propietario se designará a los suplentes necesarios con ni-
vel de Subsecretario o equivalente. El Consejo Técnico so-
licitará a los gobiernos de las entidades federativas que de
manera conjunta designen a dos representantes y sus res-
pectivos suplentes. El Consejo Técnico se organizará y

operará conforme a las reglas que expida para tal efecto.
Los representantes referidos en el presente párrafo partici-
parán con voz y voto en las sesiones del Consejo, excepto
el Instituto Mexicano de Tecnología del Agua quien parti-
cipará con voz pero sin voto.

El Consejo Técnico cuando así lo considere conveniente,
podrá invitar a sus sesiones a los titulares de las demás de-
pendencias y entidades de la Administración Pública Fede-
ral, así como a los representantes de los gobiernos de las
entidades federativas, y de los municipios, de los usuarios
y de la sociedad organizada, los cuales podrán intervenir
con voz, pero sin voto. En las sesiones del Consejo Técni-
co, participará con voz, pero sin voto, el Director General
de “La Comisión”.

...

Artículo 11. ...

I. a V. ... 

VI. Participar en la gestión y concertación de los crédi-
tos y otros mecanismos de financiamiento que requiera
“La Comisión”, conforme a las disposiciones aplicables
en la materia; 

VII. Coadyuvar, fomentar y acordar la creación de Con-
sejos de Cuenca, así como modificaciones a los existen-
tes;

VIII. ... 

IX. Aprobar de conformidad con las disposiciones apli-
cables, el Manual de Integración, Estructura Orgánica y
Funcionamiento de “La Comisión” a propuesta de su
Director General, así como las modificaciones, en su ca-
so, y

X. ...

Artículo 11 Bis 1. La Comisión Nacional contará con un
Comité Técnico de Obras Hidráulicas, mismo que se inte-
grará en la forma y términos que se determinen en su Re-
glamento interior; fungirá como órgano de consulta y de-
cisión, en su caso, en materia de seguridad de obras
hidráulicas, y contará con las siguientes atribuciones:

I. Definir la operación del sistema de presas que confor-
man la Infraestructura Hidráulica Nacional, consideran-
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do la opinión de las áreas sustantivas de la Comisión
Nacional del Agua en dicha materia;

II. Determinar conjuntamente con la Comisión Federal
de Electricidad y otros Organismos competentes la ope-
ración de las presas que suministran aguas para la gene-
ración de energía eléctrica, incluyendo las que hubieren
construido particulares;

III. Asesorarse de las áreas técnicas y operativas com-
petentes para determinar el estado que guarda la in-
fraestructura hidráulica del país;

IV. Asesorarse del Sistema Meteorológico Nacional en
todo lo concerniente a fenómenos hidrometeorológicos
a efecto de estar en condiciones de definir el manejo de
las presas y control de avenidas, así como los usos de las
aguas;

V. Analizar fenómenos tales como sequías, lluvias ex-
traordinarias y pronósticos de ciclones tropicales y sus
efectos, así como de lluvias a mediano y largo plazo; co-
nocer el registro histórico por regiones hidrológicas y
por entidades federativas, tanto de precipitaciones como
de las sequías;

VI. Establecer en lo posible los modelos necesarios pa-
ra la toma de decisiones en cuanto a los volúmenes de
agua disponibles, tanto superficiales como subterráneas,
aplicadas a todos los usos del agua, considerando siem-
pre mitigar los efectos de sequías o inundaciones. 

En los casos en que existan volúmenes disponibles en las
presas y demás obras hidráulicas cuya administración
corresponda a la Comisión Nacional del Agua o a sus or-
ganismos de Cuenca, dichas autoridades dentro del ám-
bito de sus respectivas competencias, podrán otorgar los
volúmenes sin previa autorización del Comité Técnico
de Obras Hidráulicas, cuando ello no implique afecta-
ción a terceros o sea necesario para garantizar la seguri-
dad de las obras de infraestructura;

VII. Comunicar a los Titulares de los Organismos de
Cuenca las medidas de seguridad para la operación de
las presas de las regiones hidrológicas correspondientes.

VIII. Recomendar la elaboración de estudios para el
buen desempeño y desarrollo de la infraestructura hi-
dráulica, así como de los adecuados usos de las aguas
nacionales.

IX. Las demás que señalen otras disposiciones jurídicas
aplicables.

Artículo 12. ... 

I. a III. ...

IV. Delegar facultades en el ámbito de su competencia;

V. a VII. ...

VIII. Emitir los actos de autoridad en la materia en su
ámbito de competencia y fungir como presidente del
Comité Técnico de Obras Hidráulicas;

IX. Expedir los títulos de concesión, asignación, permi-
sos de descarga, además de los permisos provisionales
referidos en la presente ley;

X. Apoyar y verificar el cumplimiento del carácter au-
tónomo en la toma de decisiones de los Organismos de
Cuenca, en los términos dispuestos en la presente ley y
en sus reglamentos, conforme a los procesos de descen-
tralización de la gestión de los recursos hídricos;

XI. Las señaladas en el artículo 9 de esta ley para la
atención expresa de “La Comisión”, y 

XII. ...

Artículo 12 Bis. En el ámbito de las cuencas hidrológicas,
regiones hidrológicas y regiones hidrológico - administra-
tivas, “La Comisión” realizará sus funciones técnico-ope-
rativas a través de sus Organismos de Cuenca de índole gu-
bernamental y se apoyará en Consejos de Cuenca de
integración mixta en términos de ley. 

...

Artículo 12 Bis 1. Los Organismos de Cuenca, en las re-
giones hidrológico-administrativas son unidades técnicas,
administrativas y jurídicas especializadas, con carácter au-
tónomo en la toma de sus decisiones, adscritas directamen-
te a “La Comisión”, cuyas atribuciones, naturaleza y ámbito
territorial de competencia se establecen en la presente ley y
se detallan en sus reglamentos, y cuyos recursos y presu-
puesto específicos son determinados por “La Comisión”.

Con base en las disposiciones de la presente ley, “La Co-
misión” organizará sus actividades y normará la integra-



ción, organización y funcionamiento al establecimiento de
sus Organismos de Cuenca referidos, que tendrán el perfil
de unidades técnico-operativas regionales especializadas
para cumplir con sus funciones. Dichos Organismos de
Cuenca funcionarán armónicamente con los Consejos de
Cuenca en la consecución de la gestión integrada de los re-
cursos hídricos en las cuencas hidrológicas y regiones hi-
drológicas.

Los Organismos de Cuenca conforme a su carácter especia-
lizado y atribuciones específicas que la presente ley les con-
fiere, actuarán con autonomía en sus decisiones y en el ma-
nejo de los bienes y recursos, excepto los recursos
presupuestarios que se les destinen y ejercerán en el ámbito
de la cuenca hidrológica o en el agrupamiento de varias
cuencas hidrológicas que determine “La Comisión” como
de su competencia, las facultades establecidas en esta ley,
sus reglamentos y el Reglamento Interior de “La Comi-
sión”, sin menoscabo de la actuación directa por parte de
“La Comisión” cuando le competa, y del Titular del Poder
Ejecutivo federal. 

Artículo 12 Bis 3. El Consejo Consultivo de cada Organis-
mo de Cuenca tendrá las siguientes facultades técnico-ope-
rativas, las cuales se ejercerán de acuerdo a lo previsto en
el Programa Nacional Hídrico: 

I. a II. ... 

III. Conocer los programas y presupuesto del Organismo
de Cuenca, aprobados por “La Comisión”, así como dar
seguimiento a su ejecución y conocer los informes que
presente el Director General del Organismo de Cuenca; 

IV. ...

V. Las demás que se señalen en la presente ley o en sus
Reglamentos. 

Artículo 12 Bis 4. ... 

Párrafo segundo se deroga. 

Artículo 12 Bis 5. Los recursos al cargo de los Organismos
de Cuenca, su ejecución y rendición de cuentas se sujeta-
rán a las disposiciones aplicables en la materia. 

Artículo 12 Bis 6. Los Organismos de Cuenca, ejercerán en
el ámbito técnico-operativo y dentro de su espacio territo-
rial de competencia, las atribuciones siguientes: 

I. Realizar la administración y custodia de las aguas na-
cionales y de sus bienes públicos inherentes; 

II. a IV. ...

V. Apoyar, concesionar, contratar, o convenir las obras
de infraestructura hídrica, que se realicen con recursos
totales o parciales de la federación, en coordinación con
otras dependencias y entidades federales y, por medio
de los gobiernos estatales, con los gobiernos de los mu-
nicipios beneficiados con dichas obras; para lo anterior
observará las disposiciones que dicte la autoridad en la
materia y las correspondientes a las leyes y reglamentos
respectivos; 

VI. a IX. ...

X. Regular los servicios de riego en distritos, unidades
de riego y distritos de temporal tecnificado conforme a
las disposiciones que establezca “la Comisión” para es-
te efecto y llevar actualizados los censos de infraestruc-
tura, los volúmenes entregados y aprovechados, así co-
mo los padrones de usuarios, el estado que guarda la
infraestructura y los servicios. Esto no afectará las dis-
posiciones, facultades y responsabilidades estatales y
municipales, así como de asociaciones, sociedades y
otras organizaciones de usuarios de riego, en la coordi-
nación y prestación de los servicios referidos;

XI. a XII. ... 

XIII. Expedir los títulos de concesión, asignación o per-
misos a que se refiere la presente ley; otorgar sus pró-
rrogas, modificaciones, rectificaciones, transmisiones
de derechos, suspensiones y extinciones; así como reco-
nocer derechos en su ámbito geográfico de acción;

XIV. y XV. ...

XVI. Se deroga.

XVII. Instrumentar y operar el Sistema Financiero del
Agua en la cuenca o cuencas que correspondan, confor-
me a las leyes y reglamentos correspondientes, así como
a las disposiciones y autorizaciones que emita la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público; 

XVIII. y XIX. ...
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XX. Instrumentar y operar los mecanismos establecidos
por “La Comisión” para la recaudación de los derechos
en materia de agua, conforme a las disposiciones fisca-
les aplicables; 

XXI. a XXIII. ...

XXIV. Actuar, conforme a su naturaleza y carácter es-
pecializado que la presente ley les confiere, con autono-
mía técnica, administrativa y jurídica en el manejo de
los recursos, excepto los recursos presupuestarios que se
le destinen, y de los bienes que tengan en los términos
de esta ley, y actuar con autonomía de gestión para el ca-
bal cumplimiento de su objeto y de los objetivos y me-
tas señaladas en sus programas y presupuesto, obser-
vando lo dispuesto en el presente artículo, en los
artículos 9 Fracción XXXIII, 12 Fracción X, 12 Bis 1,
12 Bis 2, 12 Bis 3 y 12 Bis 4 y en las demás disposicio-
nes aplicables contenidas en la presente ley y en sus re-
glamentos; 

XXV. a XXIX. ... 

XXX. Se deroga.

XXXI. ... 

XXXII. Regular la transmisión de los derechos de agua;

XXXIII. Verificar el cumplimiento de “la ley”, sus dis-
posiciones reglamentarias y las demás aplicables en la
materia hídrica, por parte de los concesionarios, asigna-
tarios o permisionarios, así como de las personas físicas
o morales que aun de hecho, usen exploten o aprove-
chen aguas nacionales o sus bienes públicos inherentes,
a través de: 

a) Visitas de inspección en el domicilio, estableci-
mientos o lugar o lugares en que se realicen los ac-
tos citados; 

b) Revisión en las oficinas de dicha Comisión, de los
expedientes que obren en su poder;

c) Revisión de los datos o informes que le exhiban
los sujetos citados, en su domicilio, establecimien-
tos, en las oficinas de la propia Comisión o en el lu-
gar o lugares en que realicen dicho uso, aprovecha-
miento o explotación, dentro de una visita de

inspección o con base en los requerimientos que al
efecto formule; y

d) Los datos que obtenga o le proporcionen otras au-
toridades o entidades federales, locales o municipa-
les, que le permitan conocer situaciones referentes al
cumplimiento de las disposiciones mencionadas. 

XXXIV. Ordenar y proveer lo necesario para la adop-
ción, imposición y ejecución de las medidas correctivas
de urgente aplicación y cautelares previstas en dichos
ordenamientos y en la Ley Federal de Procedimiento
Administrativo, y

XXXV. Realizar las demás que señalen las disposicio-
nes legales o reglamentarias.

Artículo 13. “La Comisión”, previo acuerdo de su Consejo
Técnico, establecerá Consejos de Cuenca, como órganos
consultivos colegiados de integración mixta, conforme a la
Fracción XV del artículo 3 de esta ley. La coordinación,
concertación, apoyo, consulta y asesoría referidas en la
mencionada fracción están orientadas a proponer progra-
mas y acciones para la mejor administración de las aguas,
el desarrollo de la infraestructura hidráulica y de los servi-
cios respectivos y la preservación de los recursos de la
cuenca, así como las demás que se establecen en este Ca-
pítulo y en los Reglamentos respectivos. Los Consejos de
Cuenca no están subordinados a “La Comisión” o a sus Or-
ganismos de Cuenca. 

Los acuerdos producidos mediante la concertación en los
Consejos de Cuenca, se considerarán básicos para la toma
de decisiones por la “Autoridad del Agua”.

...

Artículo 14 Bis. “La Comisión”, con la participación de los
Gobiernos de los estados, del Distrito Federal y de los mu-
nicipios, los organismos de cuenca, los consejos de cuenca
y el Consejo Consultivo del Agua, promoverá y facilitará la
participación de la sociedad en la planeación, toma de de-
cisiones, ejecución, evaluación y vigilancia de la política
nacional hídrica. 

... 

... 



I. ... 

II. Apoyará las organizaciones e iniciativas surgidas de
la participación pública, encaminadas a la mejor distri-
bución de tareas y responsabilidades entre las autorida-
des de los tres órdenes de gobierno y la sociedad, para
contribuir a la gestión integrada de los recursos hídri-
cos;

III. a V . ... 

Artículo 14 Bis 3. ...

... 

I. Coordinar, fomentar y llevar a cabo las acciones de in-
vestigación y desarrollo tecnológico en materia de agua; 

II. Se deroga.

III. a XIV. ...

...

...

Artículo 14 Bis 5. ... 

I. a V. ... 

VI. Los usos del agua en las cuencas hidrológicas, in-
cluyendo los acuíferos y los trasvases entre cuencas, de-
ben ser regulados por el Ejecutivo federal directamente
o a través de “La Comisión”. 

VII. a XXII ... 

... 

Artículo 14 Bis 6. ... 

I. ... 

II. El régimen de concesiones, asignaciones y permisos
referentes a los derechos por explotación, uso o aprove-
chamiento del agua o por el uso de los bienes naciona-
les conforme a lo dispuesto en el artículo 113 de la pre-
sente ley, así como los permisos de descarga;

III a VIII. ... 

Artículo 20. De conformidad con el carácter público del re-
curso hídrico, la explotación, uso o aprovechamiento de las
aguas nacionales se realizará mediante concesión o asigna-
ción otorgada por el Ejecutivo federal a través de “La Co-
misión” por medio de los Organismos de Cuenca, o direc-
tamente por ésta cuando así le competa, de acuerdo con las
reglas y condiciones que dispone la presente ley y sus re-
glamentos. Las concesiones y asignaciones se otorgarán
atendiendo a la disponibilidad del recurso de la cuenca y de
la región hidrológico-administrativa y el costo económico
y ambiental de las obras proyectadas.

... 

... 

La explotación, uso o aprovechamiento de aguas naciona-
les por dependencias y organismos descentralizados de la
administración pública federal, estatal o municipal, o el
Distrito Federal y sus organismos descentralizados se rea-
lizará mediante concesión otorgada por el Ejecutivo fede-
ral a través de “la Comisión” por medio de los Organismos
de Cuenca, o por ésta cuando así le competa, de acuerdo
con las reglas y condiciones que establece esta ley y sus re-
glamentos. Cuando se trate de la prestación de los servicios
de agua con carácter público urbano o doméstico, incluidos
los procesos que estos servicios conllevan, la explotación,
uso o aprovechamiento de aguas nacionales, se realizará
mediante asignación otorgada por el Ejecutivo federal a
través de “la Comisión” por medio de los Organismos de
Cuenca, o por ésta cuando así le competa, a los municipios,
a los estados o al Distrito Federal, en correspondencia con
la Fracción VIII del artículo 3 de la presente ley. Los dere-
chos amparados en las asignaciones no podrán ser objeto
de transmisión, salvo que ésta implique que se transmitan
volúmenes para el mismo uso. 

... 

... 

... 

... 

Artículo 24. El término de la concesión o asignación para
la explotación, uso o aprovechamiento de las aguas nacio-
nales no será menor de cinco ni mayor de treinta años, de
acuerdo con la prelación del uso específico del cual se tra-
te, las prioridades de desarrollo, el beneficio social y el ca-
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pital invertido o por invertir en forma comprobable en el
aprovechamiento respectivo. En la duración de las conce-
siones y asignaciones, “la Autoridad del Agua” tomará en
consideración las condiciones físicas en cantidad y calidad
del agua del acuífero o cuenca que corresponda, la prela-
ción de usos vigentes en la región que corresponda y las
expectativas de crecimiento de dichos usos.

Las concesiones o asignaciones en los términos del artícu-
lo 22 de esta ley, serán objeto de prórroga hasta por igual
término y características del título vigente por el que se hu-
bieren otorgado, siempre y cuando sus titulares no incurran
en las causales de extinción previstas en la presente ley, se
cumpla con lo dispuesto en el Párrafo Segundo del artícu-
lo 22 de esta ley y en el presente artículo y lo soliciten den-
tro de los dos años previos al término de su vigencia, al me-
nos 90 días antes de su vencimiento.

...

...

...

Artículo 29 Bis 3. ... 

I. a V. ...

VI. Caducidad parcial o total declarada por “la Autori-
dad del Agua” cuando se deje parcial o totalmente de
explotar, usar o aprovechar aguas nacionales durante
tres años consecutivos, sin mediar causa justificada ex-
plícita en la presente ley y sus reglamentos. 

... 

... 

1. a 2. ... 

3. Se deroga.

4. ...

Párrafo segundo se deroga. 

5. a 6. ... 

El concesionario o asignatario que se encuentre en al-
guno de los supuestos previstos en este artículo, deberá

presentar escrito fundamentado a “la Autoridad del
Agua” dentro de los sesenta días hábiles siguientes a
aquel en que se surta el supuesto respectivo.

...

...

Con independencia de la aplicación de las sanciones que
procedan, la falta de presentación del escrito a que se re-
fiere el párrafo anterior dará lugar a que no se tenga por
suspendido el plazo para la caducidad y se compute el
mismo en la forma prevista a que se refiere la Fracción
VI de este artículo, salvo que el concesionario o asigna-
tario acredite que los supuestos cesaron antes del plazo
de tres años. 

No operará la caducidad si antes del vencimiento del
plazo de tres años, el titular de la concesión, transmite
de manera total y definitiva sus derechos conforme a las
disponibilidades de agua y así lo acredita ante “la Auto-
ridad del Agua”. En tal caso prevalecerá el período de
concesión asentado en el título original; 

VII. a IX. ... 

Artículo 29 Bis 5. ...

I. a IV ... 

V. Cuando se trate de una transmisión de derechos en
trámite y se cuente con elementos suficientes para de-
terminar que existe un acaparamiento o concentración
del recurso agua tendiente a prácticas monopólicas con-
trarias al interés social.

VI. a IX. ... 

Artículo 30. “La Comisión “ llevará el “Registro Público de
Derechos de Agua”, a través de una unidad administrativa,
autónoma y especializada en materia de registro, que será
depositaria de la fe pública registral y autorizará con firma
autógrafa, o bien mediante firma electrónica avanzada y se-
llo correspondiente los documentos y constancias y certifi-
caciones que deba expedir dicho Registro y estará adscrito
directamente al Titular de la propia Comisión y se encarga-
rá de estructurarlo, operarlo y ejercer las funciones corres-
pondientes, tanto en el nivel nacional como en el regional
hidrológico-administrativo, de conformidad con las dis-
posiciones reglamentarias correspondientes, así como con



la normatividad que al efecto expida dicho Titular. En el Re-
gistro a que se refiere este artículo se inscribirán: 

I. a III. ... 

IV. La transmisión de los derechos consignados en los
títulos de concesión, asignación o permisos en los tér-
minos establecidos por la presente ley y sus reglamen-
tos; 

V. a X. ... 

El Registro Público de Derechos de Agua proporcionará
por región hidrológico - administrativa, el servicio de ac-
ceso a la información y difusión de la misma, acerca de los
títulos de concesión, asignación y permisos de descarga a
que se refiere la presente ley, así como a los actos jurídicos
que, conforme a la misma y sus reglamentos, precisen de la
fe pública para que surtan sus efectos ante terceros. La
prestación de este servicio causará los derechos correspon-
dientes en términos de ley. 

“La Comisión” dispondrá lo necesario para que opere el
Registro Público de Derechos de Agua por región hidroló-
gico - administrativa, a través de las unidades administrati-
vas que correspondan, debiendo la unidad a que se refiere
el primer párrafo de este artículo integrar el “Registro Pú-
blico de Derechos de Agua” en el ámbito nacional, de con-
formidad con las disposiciones reglamentarias de esta ley y
la normatividad que con base en ellas expida el Titular de
la Comisión.

... 

Artículo 31. ... 

Toda persona podrá consultar el Registro Público de Dere-
chos de Agua y solicitar a su costa certificaciones de las
inscripciones y documentos que dieron lugar a las mismas,
así como sobre la existencia o inexistencia de un registro o
de una inscripción posterior en relación con una determi-
nada. 

“El Registro Público de Derechos de Agua” podrá modi-
ficar o rectificar una inscripción cuando sea solicitada por
el afectado o por “la Autoridad del Agua”, se acredite la
existencia de la omisión o del error y no se perjudiquen
derechos de terceros o medie consentimiento de parte le-
gítima en forma auténtica. Las reclamaciones por negati-
va, rectificación, modificación y cancelación de inscrip-

ciones que perjudiquen a terceros, así como las que se re-
fieran a nulidad de éstas, se resolverán por “la Autoridad
del Agua” en los términos de la presente ley y sus regla-
mentos.

...

...

...

Artículo 32. ... 

La unidad administrativa a que se refiere el párrafo prime-
ro del artículo 30 de esta ley, será competente para solici-
tar datos a los propietarios de tierras, independientemente
de que éstas se localicen dentro o fuera de una zona regla-
mentada o de veda. Los propietarios estarán obligados a
proporcionar esta información y la relativa a las obras de
perforación o alumbramiento que hayan efectuado. 

Artículo 33. Los títulos de concesión para la explotación,
uso o aprovechamiento de aguas nacionales, legalmente vi-
gentes y asentados en el “Registro Público de Derechos de
Agua”, así como los permisos de descarga, podrán trans-
mitirse en forma temporal o definitiva, total o parcial, con
base en las disposiciones del presente Capítulo y aquellas
adicionales que prevea la ley y sus reglamentos. 

Los títulos de concesión para la explotación, uso o aprove-
chamiento de aguas nacionales, para su transmisión se su-
jetarán a lo siguiente:

I. En el caso de cambio de titular, cuando no se modifi-
quen las características del título de concesión, procede-
rá la transmisión mediante una solicitud por escrito pre-
sentada ante la unidad administrativa a que se refiere el
artículo 30 de esta ley, quien emitirá el acuerdo corres-
pondiente a la inscripción y comunicará la existencia de
dicha transmisión a “la Autoridad del Agua”; 

II. En el caso de que, conforme a los reglamentos de es-
ta ley, se puedan afectar los derechos de terceros o se
puedan alterar o modificar las condiciones hidrológicas
o ecológicas de las respectivas cuencas o acuíferos, se
requerirá autorización previa de “la Autoridad del
Agua”, quien podrá, en su caso, otorgarla, negarla o ins-
truir los términos y condiciones para otorgar la autori-
zación solicitada, y

III. ... 
... 
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Artículo 35. La transmisión de los derechos para explotar
usar o aprovechar aguas del subsuelo en zonas de veda o
reglamentadas, se podrá convenir conjuntamente con la
transmisión de la propiedad de los terrenos respectivos o en
forma separada de este derecho de propiedad, en las zonas
en que “La Comisión” determine y publique en el Diario
Oficial de la Federación, será en forma temporal o defini-
tiva, total o parcial; asimismo existirá responsabilidad soli-
daria entre quien trasmite y quien adquiere los derechos,
para sufragar en su caso, los gastos que ocasione la clausu-
ra del pozo que no se utilizará. 

En ningún caso se permitirá el cambio de los usos público
urbano o doméstico, a un uso diverso. 

Una vez efectuada la transmisión de derechos, “la Autori-
dad del Agua” expedirá, a favor del adquirente, previo avi-
so o autorización, el título de concesión que proceda.

Artículo 44. La explotación, uso o aprovechamiento de
aguas nacionales superficiales o del subsuelo por parte de
los municipios, estados o el Distrito Federal, directamente
o a través de sus sistemas de agua potable y alcantarillado,
se efectuará mediante asignación que otorgue “la Autori-
dad del Agua”, en los términos dispuestos por el Título
Cuarto de esta ley. 

... 

... 

... 

... 

... 

Los municipios, los estados y, en su caso, el Distrito Fede-
ral, podrán convenir con “La Comisión”, con el concurso
de los Organismos de Cuenca, el establecimiento de siste-
mas regionales de tratamiento de las descargas de aguas re-
siduales que se hayan vertido a un cuerpo receptor de pro-
piedad nacional y su reuso, conforme a los estudios que al
efecto se realicen y en los cuales se prevea la parte de los
costos que deberá cubrir cada uno de los municipios, de los
estados y, en su caso, el Distrito Federal. 

...

...

Artículo 86. ... 

I. a III. ... 

IV. Establecer y vigilar el cumplimiento de las condi-
ciones particulares de descarga que deben satisfacer las
aguas residuales, de los distintos usos y usuarios, que se
depositen o viertan en: 

a. a d. ...

V. a XIV. ... 

Artículo 92. ... 

I. a V. ... 

La suspensión de actividades que den origen a las descar-
gas de aguas residuales, tendrá el carácter de medida ur-
gente y su aplicación se ordenará en forma inmediata en los
casos a que se refieren la fracciones I y II del presente ar-
tículo; en los demás casos, “la Autoridad del Agua” otor-
gará un plazo máximo de 15 días para que se acredite que
se regularizó la situación; dicha suspensión será sin perjui-
cio de la responsabilidad civil, penal o administrativa en
que se incurra.

...

Artículo 111 Bis. El Ejecutivo federal proveerá los medios
y marco adecuados para definir, crear e instrumentar sus-
tentablemente el Sistema Financiero del Agua; su opera-
ción quedará al cargo de “La Comisión”, bajo la supervi-
sión y conforme a las autorizaciones de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público en los términos de las disposi-
ciones aplicables. 

...

...

Artículo 113 Bis. ... 

Será obligatorio contar con concesión o permiso provisio-
nal para el aprovechamiento de los materiales referidos,
salvo que se celebre Acuerdo de Coordinación con las En-
tidades Federativas y con la participación de los Munici-
pios, en su caso, para que los mismos coadyuven en el de-
sazolve de bienes públicos inherentes, siempre que
conforme a tales Acuerdos utilicen los materiales para el
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cumplimiento de sus funciones, ya sea directamente o a
través de terceros. El título correspondiente será expedido
por “la Autoridad del Agua” en un plazo que no excederá
de sesenta días a partir de la solicitud, conforme a las dis-
posiciones de esta ley y sus reglamentos.

“La Autoridad del Agua” vigilará la explotación de dichos
materiales y revisará periódicamente la vigencia y cumpli-
miento de las concesiones y de los permisos con carácter
provisional otorgados. 

...

...

...

Artículo 117. El Ejecutivo federal por sí o a través de “La
Comisión” podrá reducir o suprimir mediante declaratoria
la zona federal de corrientes, lagos y lagunas de propiedad
nacional, así como la zona de protección de la infraestruc-
tura hidráulica, en las porciones comprendidas dentro del
perímetro de las poblaciones. 

...

...

Artículo 118. Los bienes nacionales a que se refiere el pre-
sente Título, podrán explotarse, usarse o aprovecharse por
personas físicas o morales mediante concesión que otorgue
“la Autoridad del Agua” para tal efecto, salvo los terrenos
de los cauces y vasos de las presas. Para el caso de mate-
riales pétreos se estará a lo dispuesto en el artículo 113 Bis
de esta ley.

... 

Para el otorgamiento de las concesiones de la zona federal
a que se refiere este artículo, en igualdad de circunstancias,
tendrá preferencia el propietario o poseedor colindante a
dicha zona federal.

Título Noveno Bis
Medidas de Apremio y Seguridad

Artículo 118 Bis. 1 “La Comisión” para hacer cumplir sus
determinaciones podrá solicitar a las autoridades federales,
estatales o municipales, el auxilio de la fuerza pública.

Artículo 118 Bis. 2 En caso de existir riesgo inminente, da-
ño, deterioro grave a la salud o seguridad pública, a las
aguas nacionales, a los bienes a que se refiere el artículo
113 de esta ley, a la biodiversidad o a los ecosistemas vin-
culados al agua, “la Autoridad del Agua”, o “la Procuradu-
ría”, en el ámbito de sus respectivas competencias, podrán
realizar de manera inmediata alguna o algunas de las si-
guientes medidas: 

I. Clausura temporal del aprovechamiento de aguas na-
cionales; 

II. Suspensión de las actividades que dan origen al pro-
ceso generador de las descargas de aguas residuales. 

III. Remoción o demolición de obras de infraestructura;

IV. El aseguramiento de bienes, vehículos, utensilios e
instrumentos directamente relacionados con la conducta
que da lugar a la imposición de las medidas de seguridad. 

Artículo 118 Bis. 3. Cuando “la Autoridad del Agua” apli-
que las medidas de seguridad a que se refiere el artículo an-
terior, indicará al usuario, concesionario, asignatario o per-
misionario, las acciones que debe llevar a cabo para
subsanar las irregularidades que motivaron la imposición
de la medida, así como los plazos para su realización, a fin
de que una vez cumplidas éstas, se ordene el retiro de la
medida de seguridad impuesta. 

Artículo 121. ...

I. a II. ... 

III. Se deroga.

IV. ...

... 

... 

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La unidad administrativa a que se refiere el artí-
culo 30 de esta ley, deberá iniciar sus funciones en un pla-
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zo que no excederá de tres meses contados a partir de la
puesta en marcha de cada uno de los Organismos de Cuen-
ca, que se constituyan de conformidad con lo establecido
en esta ley, y de tres meses contados a partir de la fecha en
que quede constituido el último de dichos organismos, en
lo concerniente a sus funciones en el Nivel Nacional. En
tanto se constituye dicha Unidad en la forma y términos
previstos en este Decreto, continuará ejerciendo las funcio-
nes registrales la Unidad Administrativa competente al
efecto, a la que conforme vaya iniciando sus funciones en
las diferentes regiones hidrológico-administrativas, le se-
rán asignadas en su totalidad las instalaciones, equipo, re-
cursos y programas destinados al ejercicio de la función re-
gistral.

Tercero. Para los efectos de lo dispuesto en la fracción XII
del artículo 14 Bis 3, “la Secretaría”, “la Comisión” y el
Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, publicarán el
Reglamento del Consejo Científico y Tecnológico Nacio-
nal del Sector Agua, dentro de los 180 días siguientes a la
publicación de este Decreto en el Diario Oficial de la Fe-
deración; asimismo, integrarán y pondrán en funciones a
dicho Consejo, dentro de los 90 días siguientes a la publi-
cación de su Reglamento.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de abril de 2009

La Comisión de Recursos Hidráulicos, diputados: Jesús Manuel Pa-
trón Montalvo (rúbrica), presidente; Antonio Medellín Varela, Lourdes
Alonso Flores (rúbrica), Víctor Manuel Torres Herrera (rúbrica), Apo-
lonio Méndez Meneses (rúbrica), Cuitláhuac Condado Escamilla, José
Rubén Escajeda Jiménez (rúbrica), Gustavo Ildefonso Mendívil Am-
parán (rúbrica), secretarios; Pedro Armendáriz García, Edmundo Ja-
vier Bolaños Aguilar (rúbrica), Modesto Brito González, Aurora Cer-
vantes Rodríguez, Diego Cobo Terrazas, Felipe González Ruiz
(rúbrica), David Lara Compeán (rúbrica), Alma Lilia Luna Munguía
(rúbrica), Fausto Fluvio Mendoza Maldonado (rúbrica), Irineo Mendo-
za Mendoza (rúbrica), Héctor Hugo Olivares Ventura, Antonio Ortega
Martínez (rúbrica), María Dolores Lucía Ortega Tzitzihua (rúbrica),
José Inés Palafox Núñez, Francisco Javier Paredes Rodríguez (rúbri-
ca), Santiago Gustavo Pedro Cortés (rúbrica), Héctor Manuel Ramos
Covarrubias (rúbrica), Ramón Salas López, Martín Stefanonni Maz-
zocco (rúbrica), Gerardo Octavio Vargas Landeros (rúbrica), César Au-
gusto Verástegui Ostos.»

Es de primera lectura.

ESTATUTO DE LAS ISLAS MARIAS

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública, con pro-
yecto de decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sos artículos del Estatuto de las Islas Marías

Honorable Asamblea

A la Comisión de Seguridad Pública de la Cámara de Di-
putados del Honorable Congreso de la Unión de la LX Le-
gislatura fueron turnadas, para su estudio, análisis y dicta-
men correspondiente, dos iniciativas con Proyecto de
Decreto que reforman y adicionan diversas disposiciones
del Estatuto de las Islas Marías. 

Esta Comisión, con fundamento en lo dispuesto por los ar-
tículos 70, 71, 72 y fracciones XXIII y XXX del artículo 73
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 39, 45, numeral 6, incisos e) a g), de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y
55, 56, 60, 65, 87, 88 y 93, del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, somete a consideración de los integrantes
de esta honorable asamblea el presente dictamen. 

Antecedentes

1. En sesión de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, celebrada en fecha 2 de septiem-
bre de 2008, la diputada Yary del Carmen Gebhardt
Garduza, integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional, presentó iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones del Estatuto de las Islas Marías.

2. En sesión de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, celebrada en fecha 7 de octubre
de 2008, los diputados Mario Eduardo Moreno Álvarez,
Omeheira López Reina y Delber Medina Rodríguez, in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, presentaron iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma y adiciona diversas disposiciones del Es-
tatuto de las Islas Marías.

3. La Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados acordó se turnaran dichas iniciativas a la Co-
misión de Seguridad Pública.
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4. En sesión plenaria celebrada en fecha 15 de abril de
2009, se sometió a consideración de los diputados y di-
putadas integrantes de la Comisión de Seguridad Públi-
ca de la LX Legislatura el proyecto de dictamen, siendo
aprobado.

Contenido de las iniciativas

Con relación a la iniciativa presentada por la diputada
Yary del Carmen Gebhardt Garduza.

1. La diputada proponente se refiere en su exposición de
motivos al Estatuto de las Islas Marías, el cual fue pro-
mulgado el 29 de diciembre de 1939 y publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 30 de ese mismo mes
y año, estableciéndose con ello las bases para la opera-
ción de las Islas Marías como colonia penal.

Dicho instrumento jurídico, faculta a la Secretaría de
Gobernación dependiente del Ejecutivo federal; del Re-
gistro Civil y la Procuraduría General de Justicia del
ahora Gobierno del Distrito Federal; del Tribunal Supe-
rior de Justicia del Distrito Federal; y, al Juzgado de
Distrito en el Estado de Nayarit.

2. La diputada proponente menciona, que el 22 de agos-
to de 1996, se publicó en el Diario Oficial de la Federa-
ción, el Decreto que reforma la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, que establece entre
otros aspectos los relativos a los titulares de los órganos
político-administrativos en las demarcaciones territoria-
les del Distrito Federal y otorgando la facultad a la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal para legislar
en materias civil y penal para el Distrito Federal.

3. Señala la proponente que, en observancia de los dis-
positivos aludidos en la reforma constitucional de 1996,
el legislador federal, publicó las reformas correspon-
dientes en el Diario Oficial de la Federación al: a) Códi-
go Penal Federal, publicadas el 18 de mayo de 1999; b)
Código Federal de Procedimientos Penales, publicadas
el 18 de mayo de 1999; c) Código Civil Federal, publi-
cadas el 29 de mayo de 2000 y en la Gaceta Oficial del
Distrito Federal el 30 de mayo de 2000, y d) Código Fe-
deral de Procedimientos Civiles, publicadas el 29 de ma-
yo de 2000.

Asimismo, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal
aprobó y publicó en la Gaceta Oficial del Distrito Fede-
ral: a) Código Penal para el Distrito Federal, publicado

el 16 de junio de 2002 y reformada su denominación, el
9 de junio de 2006; b) Código de Procedimientos Pena-
les para el Distrito Federal, publicado el 11 de noviem-
bre de 2002; c) Código Civil para el Distrito Federal,
publicado el 25 de mayo de 2000, y d) Código de Pro-
cedimientos Civiles para el Distrito Federal, reformada
su denominación, por publicación en el Diario Oficial
de la Federación de 23 de diciembre de 1974.

4. La proponente, en su exposición de motivos, se refie-
re a lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, párrafos cuarto,
el cual establece lo relativo al dominio directo de la na-
ción, sobre los recursos naturales de la plataforma con-
tinental y los zócalos submarinos de las islas; quinto,
donde se señalan como propiedad de la nación las aguas
de los mares territoriales en la extensión y términos que
fije el derecho internacional; y octavo, donde se esta-
blece que la nación ejerce en una zona económica ex-
clusiva situada fuera del mar territorial y adyacente a és-
te, los derechos de soberanía y las jurisdicciones que
determinen las leyes del Congreso.

5. Asimismo, respecto de los bienes nacionales, la pro-
ponente se refiere al artículo 42, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el
cual establece que el territorio nacional comprende, en-
tre otros, el de las islas, incluyendo los arrecifes y cayos
en los mares adyacentes, además el artículo 48 constitu-
cional, señala que: “Las islas, los cayos y arrecifes de
los mares adyacentes que pertenezcan al territorio na-
cional, la plataforma continental, los zócalos submari-
nos de las islas, de los cayos y arrecifes, los mares terri-
toriales, las aguas marítimas interiores y el espacio
situado sobre el territorio nacional, dependerá directa-
mente del gobierno de la federación, con excepción de
aquellas islas sobre las que hasta la fecha hayan ejerci-
do jurisdicción los Estado”.

6. De igual manera, la proponente se refiere a la Ley Ge-
neral de Bienes Nacionales, publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 20 de mayo de 2004, donde se
precisa que los bienes nacionales están sujetos al régi-
men de las disposiciones de carácter federal, según se
establece en sus artículos 3, fracción I; 4; 5; 6, fracción
I, III y XX; 9; 10; 11, fracción I; 13; y, 15.

7. Asimismo, la proponente se refiere a la Ley Federal
del Mar, publicada en el Diario Oficial de la Federación
el 8 de enero de 1986, reglamentaria de los párrafos
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cuarto, quinto, sexto y octavo del artículo 27 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo
relativo a las zonas marinas nacionales. 

8. Por otra parte la proponente, se refiere a las atribu-
ciones de la Secretaría de Gobernación, entre otras, la
relativa a la administración de las islas de jurisdicción
federal, contenida en el artículo 27, fracción XI de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

9. Posteriormente, expresa que el artículo 30 Bis, frac-
ciones I, XXIII y XXIV, de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, señala que la Secretaría de
Seguridad Pública tiene entre otras funciones las si-
guientes: I) Desarrollar las políticas de seguridad públi-
ca y proponer la política criminal en el ámbito federal,
que comprendan las normas, instrumentos y acciones
para prevenir de manera eficaz la comisión de delitos;
XXIII) Ejecutar las penas por delito del orden federal y
administrar el sistema federal penitenciario; así como
organizar y dirigir las actividades de apoyo a liberados;
y XXIV) Participar, conforme a los tratados respectivos,
en el traslado de los reos a que se refiere el tercer párra-
fo del artículo 18 constitucional.

10. De acuerdo con lo anterior, señala la proponente,
que ahora corresponde a la Secretaría de Seguridad Pú-
blica, como dependencia del poder Ejecutivo federal,
administrar la readaptación social de sentenciados en
los centros de reclusión establecidos, entre lo que se en-
cuentra la Colonia Penal Federal Islas Marías, y no a la
Secretaría de Gobernación como lo prevé el Estatuto de
las Islas Marías.

11. Por lo expuesto, la diputada propone reformar y adi-
cionar diversas disposiciones del Estatuto de las Islas
Marías, con la finalidad de actualiza el marco normati-
vo que impide el funcionamiento de la Colonia Penal
Federal Islas Marías en los temas que a continuación se
resumen: a) Fijar la competencia y atribuciones que tie-
ne actualmente la Secretaría de Seguridad Pública como
responsable de la Política Penitenciaria Nacional y en-
cargada de la supervisión y administración de todos los
Centros de Reclusión Federales, entre ellos el gobierno,
la administración y demás actividades que se realizan en
la Colonia Penal Federal Islas Marías; b) incorporar la
protección y el cuidado del medio ambiente; c) fijar la
competencia de las autoridades que conocerán de los ac-
tos relacionados con el estado civil de las personas; d)
Delimitar como legislación aplicable la del fuero fede-

ral; e) Facultar al Poder Judicial de la Federación para
que establezca un juez mixto de distrito en materia civil,
penal y administrativa con una estructura determinada
en función al número de los asuntos así como la inter-
vención de los tribunales unitario y colegiados de cir-
cuito de Nayarit para conocer de los recursos interpues-
tos contra las resoluciones que se dicten; Dar la
competencia al Ministerio Público de la Federación y no
al Ministerio Público dependiente de la Procuraduría
General de Justicia del Distrito Federal.

Con relación a la iniciativa presentada por los diputa-
dos Mario Eduardo Moreno Álvarez, Omeheira López
Reina y Delber Medina Rodríguez.

1. Los diputados proponentes señalan, en su exposición
de motivos, que las Islas Marías son un archipiélago de
cuatro islas localizadas en el Océano Pacífico a 112 ki-
lómetros del estado mexicano de Nayarit, del cual for-
man parte. La mayor de las islas, María Madre (126.4
kilómetros cuadrados) tiene una altura de 616 metros
sobre el nivel del mar, y alberga la Colonia Penal Fede-
ral Islas Marías, establecida en 1905.

2. Manifiestan los proponentes que, en sus inicios, a la
Isla Madre fueron enviados los peores criminales, des-
pués presos no afines al gobierno o que habían luchado
en contra del Estado, y posteriormente los que eran sim-
plemente rateros, viciosos o pandilleros contumaces;
cuya presencia en otras instituciones alteraba la paz car-
celaria.

Sin embargo, actualmente la Colonia Penal Federal Is-
las Marías es una prisión que alberga a sentenciados de
baja peligrosidad, con la posibilidad de que sus familias
vivan allí. 

3. Que el estatuto que se analiza señala que el gobierno
y administración de las Islas Marías quedará a cargo del
Ejecutivo de la Unión, a través de la Secretaría de Go-
bernación.

En ese mismo sentido, el Reglamento de la Colonia Pe-
nal Federal, determina la organización, administración y
funcionamiento, a cargo de la Dirección General de Pre-
vención y Readaptación Social, dependiente de la Se-
cretaría de Gobernación.

4. Por otra parte, los diputados proponentes, se refieren
a las modificaciones a la ley Orgánica de la Administra-
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ción Pública Federal, publicadas en el Diario Oficial de
la Federación el 30 de noviembre de 2000, mediante las
cuales se crea la Secretaría de Seguridad Pública Fede-
ral.

5. Que el 6 de abril de 2006, se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación, el Reglamento de los Centros Fe-
derales de Readaptación Social, el cual tiene por objeto
regular la organización, operación y administración de
los centros federales de readaptación social; aplicación
que corresponde a la Secretaría de Seguridad Pública, a
través del órgano desconcentrado Prevención y Readap-
tación Social, que en principio asumió las funciones y
actividades de las Direcciones Generales de Prevención
y Readaptación Social, Prevención y Tratamiento de
Menores y del Patronato para la Reincorporación Social
por el Empleo en el Distrito Federal, que hasta el mes de
noviembre de 2000 dependían de la Secretaría de Go-
bernación.

6. Que la fracción V del artículo 6 del Reglamento cita-
do, señala a la Colonia Penal Federal Islas Marías, co-
mo integrante del Sistema Penitenciario Federal.

7. Que el pasado 5 de marzo de 2008, legisladores inte-
grantes de las Comisiones de Derechos Humanos y Jus-
ticia, realizaron una visita a la Colonia Penal Federal Is-
las Marías, visita en la que se pudo tener una plática con
funcionarios de la Subsecretaría del Sistema Penitencia-
rio Nacional, en donde se informó de la ineficacia, entre
otras cosas, que en la colonia penal intervengan autori-
dades de diferentes entidades federativas; por lo que su-
gerían que se unificara a una sola entidad; además de
que resultaba conveniente esclarecer que la secretaría
que hacía lo concerniente era la de Seguridad Pública y
no la de Gobernación como se menciona en los estatu-
tos.

8. Por lo expuesto, los proponentes consideran que el
Estatuto de las Islas Marías es inadecuado para la actual
realidad de la Isla; por lo que se debe modificar para
darle mayor eficacia a los trámites administrativos y ju-
diciales, pero sobre todo para actualizar la información
que actualmente se encuentra de manera incorrecta e
imprecisa, dado que todavía se señala a la Secretaría de
Gobernación y no a la Secretaría de Seguridad Pública,
actual responsable de la administración del Sistema Pe-
nitenciario Federal.

Consideraciones de la comisión dictaminadora

1. Que el artículo 18 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, establece que el sistema pe-
nitenciario se organizará sobre la base del trabajo, la ca-
pacitación para el mismo, la educación, la salud y el de-
porte como medios para lograr la reinserción del
sentenciado a la sociedad y procurar que no vuelva a de-
linquir, observando los beneficios que para él prevé la
ley. La Federación, los Estados y el Distrito Federal po-
drán celebrar convenios para que los sentenciados por
delitos del ámbito de su competencia extingan las penas
en establecimientos penitenciarios dependientes de una
jurisdicción diversa.

2. Que la fracción II, del artículo 42 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, señala que
las islas, incluyendo los arrecifes y cayos en los mares
adyacentes, comprenden el territorio nacional.

3. Que el artículo 48 del multicitado texto constitucio-
nal, señala que las islas, los cayos y arrecifes de los ma-
res adyacentes que pertenezcan al territorio nacional, la
plataforma continental, los zócalos submarinos de las is-
las, de los cayos y arrecifes, los mares territoriales, las
aguas marítimas interiores y el espacio situado sobre el
territorio nacional, dependerán directamente del gobier-
no de la federación.

4. Que el artículo 90 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos señala que la administración
pública federal será centralizada y paraestatal conforme
a la Ley Orgánica que expida el Congreso, distribuyen-
do los negocios del orden administrativo de la federa-
ción en secretarías de estado.

5. Que a partir de las reformas y adiciones a la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal, publicadas
en el Diario Oficial de la Federación en fecha 30 de no-
viembre del año 2000 se crea la Secretaría de la Seguri-
dad Pública Federal.

6. Que el artículo 30 Bis de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal faculta a la Secretaría de
Seguridad Pública Federal para el desarrollo de políticas
de seguridad pública y proponer la política criminal en
el ámbito federal, así como administrar el Sistema Peni-
tenciario Federal.
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7. Que de conformidad con el artículo 13 del Regla-
mento Interior de la Secretaría de Seguridad Pública,
corresponde a la Subsecretaría del Sistema Penitencia-
rio Federal proponer políticas, estrategias y programas
que garanticen el adecuado funcionamiento del sistema
penitenciario, supervisar y evaluar al órgano adminis-
trativo desconcentrado Prevención y Readaptación So-
cial así como verificar los programas de readaptación
social de sentenciados. 

8. Que el artículo 8 del Reglamento del órgano adminis-
trativo desconcentrado Prevención y Readaptación So-
cial faculta al comisionado de dicho órgano, para organi-
zar y administrar los establecimientos dependientes de la
Federación.

9. Que el órgano administrativo desconcentrado Preven-
ción y Readaptación Social es el responsable de la orga-
nización, operación y administración del Sistema Peni-
tenciario Federal, el cual se integra, según los artículos
5 y 6 del Reglamento de los Centros Federales de Rea-
daptación Social, con los Centros Federales de Readap-
tación Social números 1 “Altiplano”, 2, “Occidente”, 3
“Noreste” y 4 “Noroeste”, así como del Centro Federal
de Rehabilitación Psicosocial y la Colonia Penal Fede-
ral Islas Marías.

10. Que por decreto presidencial, publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 12 de mayo de 1905, quedan
destinadas al establecimiento de una colonia penitencia-
ria el archipiélago de las Islas María Madre, María Mag-
dalena y María Cleofas, adquiridas por el gobierno fe-
deral, desde ese entonces, al territorio de Tepic.

11. Que el 30 de diciembre de 1939 se publicó en el Dia-
rio Oficial de la Federación el Estatuto de las Islas Ma-
rías, el cual regula el gobierno interno y su administra-
ción.

12. Que el 12 de septiembre de 1991 fue publicado el
Reglamento de la Colonia Penal Federal de Islas Marí-
as para establecer su organización, administración y
funcionamiento.

13. Que esta Comisión dictaminadora coincide y se
identifica con las iniciativas que fueron presentadas y
que son materia de este dictamen ya que es necesario ac-
tualizar y dotar de mayor precisión y claridad al Estatu-
to de las Islas Marías, así como armonizarlo con las di-

versas reformas constitucionales y legales que se han
venido dando a partir del año 2000 a la fecha.

14. Que las modificaciones propuestas a las iniciativas
son de gran trascendencia ya que forman parte de la mo-
dernización normativa que viene realizando tanto el Po-
der Legislativo como el Poder Ejecutivo, en materia de
seguridad pública y justicia penal, siendo indispensable
la actualización del Estatuto de las Islas Marías, no solo
en lo que corresponde a la competencia y jurisdicción de
las autoridades federales y de las entidades federativas
sino también pensando en la generación de un modelo
de industria penitenciaria que permita la reinserción so-
cial de los individuos que por alguna razón han violen-
tado la norma.

15. Que de acuerdo con las propuestas de los diputados
es importante armonizar el actual texto del Estatuto de
las Islas Marías con las reformas a la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal que da origen a la Se-
cretaría de Seguridad Pública y con el Reglamento Inte-
rior de la Secretaría de Seguridad Pública que crea la
Subsecretaría del Sistema Penitenciario Federal.

16. Que la propuesta de los legisladores no solo surge de
un análisis técnico jurídico o de algún estudio histórico
comparativo sino de la visita in situ que hicieron el 5 de
marzo de 2008 en la propia Colonia Penal Federal Islas
Marías. 

17. Que en dicha visita personal de la Subsecretaría del
Sistema Penitenciario Federal, expresó a los legislado-
res la necesidad de actualizar el Estatuto de las Islas Ma-
rías para mejorar las condiciones de operación, coordi-
nación y colaboración con otras autoridades.

18. Que el Estatuto de las Islas Marías que se encuentra
vigente es inadecuado para cubrir las necesidades de go-
bierno y administración, así como lo relacionado con el
estado civil de las personas, la procuración e imparti-
ción de justicia así como lo relacionado con la protec-
ción al ambiente y el modelo de reinserción social que
mandata el artículo 18 constitucional.

19. Que esta comisión considera procedente la dictami-
nación en sentido positivo la actualización del Estatuto
de las Islas Marías de los diputados proponentes ya que
actualiza competencias y funciones como parte del nue-
vo sistema de reinserción que deriva de la reforma al ar-
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tículo 18 constitucional publicada en el Diario Oficial
de la Federación del 18 de junio de 2008.

20. Que la reforma constitucional mencionada en el nu-
meral anterior exige, para su entrada en vigor, la actua-
lización de toda la legislación secundaria que regula el
nuevo modelo de reinserción previsto en el artículo 18
constitucional.

21. Que después de haber hecho un estudio a la legisla-
ción secundaria que regula el nuevo modelo de reinser-
ción previsto en el artículo 18 constitucional resulta ne-
cesario modificar el Estatuto de las Islas Marías
tomando como base las propuestas que realizan los le-
gisladores, fortaleciéndolas con algunos conceptos que
permitan desarrollar los mecanismos para la reinserción
a través del trabajo, la capacitación para el mismo, la sa-
lud, la educación y el deporte.

22. Que uno de los principales problemas que sufre
nuestro sistema penitenciario es la sobrepoblación exis-
tente. Lo que genera motines, hacinamientos, indiscipli-
na, corrupción e insalubridad entre los internos.

23. En este sentido el dictamen busca: 1) que las Islas
Marías se conviertan en un modelo exitoso para la rein-
serción social; 2) que permita desarrollar y dar soporte
normativo a la industria penitenciaria; 3) que exista in-
dependencia de jurisdicción entre las autoridades de la
Federación y las de los estados; 3) que permita actuali-
zar la manera de organización de los llamados “campa-
mentos”, en estructuras más sólidas y con proyección a
futuro; 4) que considere el nivel operativo del personal
directivo, administrativo y técnico; 5) que clarifique la
competencia y jurisdicción entre la federación y las en-
tidades federativas; 6) que visualice la despresurización
del Sistema Penitenciario Nacional con miras a un equi-
librio penitenciario; y 7) que respete el tema ecológico.

24. Que atendiendo a los resultados del foro organizado
por esta Comisión, los días 24 y 25 de marzo de 2009,
donde se analizaron y recibieron propuestas respecto a
la adecuación del sistema penitenciario nacional, en tér-
minos de la reforma constitucional en materia de justi-
cia penal y seguridad pública, se recuperaron en el pre-
sente dictamen diferentes conceptos para contribuir a
los procesos de reinserción social del sentenciado. 

25. De la misma forma se recuperaron, con la finalidad
de enriquecer el presente dictamen, los resultados del

foro Industria penitenciaria, que se llevo a cabo el 11 de
marzo del 2009.

26. Que durante la vigésima sexta reunión plenaria de
fecha 31 de marzo de 2009, la diputada Ma. de los Án-
geles Jiménez del Castillo, secretaria de la comisión,
propuso diversas modificaciones a los artículos 3, 5, 6,
7 y 8 del Dictamen con la finalidad de dar mayor preci-
sión a la iniciativa. 

A partir de las modificaciones propuestas los artículos
quedarían en los siguientes términos:

Artículo 3. El desarrollo del Complejo se establece-
rá con base en las políticas y estrategias que esta-
blezca la Secretaría para eficientar el sistema pe-
nitenciario nacional. 

Artículo 5. La Secretaría, implementará los progra-
mas, acciones y estrategias necesarias para garanti-
zar el adecuado funcionamiento del Complejo. 

Artículo 6. La administración, organización y con-
trol del Complejo estará a cargo del servidor pú-
blico, nombrado a través de la Secretaría.

Asimismo, contará con los órganos de dirección y
operación necesarios, conforme a las disposiciones
reglamentarias que emita la Secretaría. 

Artículo 7. En el Complejo regirá la legislación fe-
deral. 

Los actos del registro civil, estarán a cargo del ser-
vidor público nombrado por la Secretaría, quien
podrá celebrar los convenios de colaboración res-
pectivos con las instancias competentes en la mate-
ria, de las entidades federativas. 

Artículo 8. Como parte de los tratamientos de rein-
serción social, la Secretaría organizará el trabajo, el
desarrollo productivo autosostenible y autosustenta-
ble, el aprovechamiento de las riquezas naturales de
las Islas Marías, el comercio y demás actividades re-
lacionadas a las anteriores.

Para efectos de lo anterior, promoverá y coordinará
el desarrollo de la industria penitenciaria en el Com-
plejo, fomentando la participación de los sectores
público, privado y social. 
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En términos de la legislación de la materia, la Se-
cretaría realizará las acciones necesarias para la pro-
tección de la reserva de la biosfera, con la asistencia
y apoyo, en su caso, de las instancias competentes en
materia ambiental.

27. Asimismo, con el objeto de enriquecer el dictamen
la diputada Yary del Carmen Gebhardt Garduza, inte-
grante de la Comisión hizo llegar a la Presidencia las si-
guientes modificaciones

Artículo 5. La Secretaría, implementará los progra-
mas, acciones y estrategias necesarias para garanti-
zar el adecuado funcionamiento del complejo.

Artículo 6. La administración, organización y con-
trol del Complejo estará a cargo de un Director Ge-
neral, nombrado a través de la Secretaría, quien se
auxiliara con las áreas de administrativas y de
operación necesarias que determine la Secreta-
ría.

Artículo 7. En el Complejo Penitenciario Islas Marí-
as regirá la legislación federal.

Los actos del registro civil, estarán a cargo del di-
rector general.

Artículo 8. …

…

En términos de la legislación de la materia, la Se-
cretaría realizará las acciones necesarias para la
protección de la reserva de la biosfera, con la asis-
tencia y apoyo, en su caso, de las instancias compe-
tentes en materia ambiental.

Artículo 11. El Consejo de la Judicatura Federal de-
terminará el establecimiento del órgano jurisdic-
cional que deba conocer de los asuntos que se susci-
ten en el Complejo.

El Instituto Federal de Defensoría Pública, asig-
nará al defensor público federal y asesor jurídico
que brindarán los servicios respectivos en el
Complejo.

Artículo 12. La Procuraduría General de la Repúbli-
ca, establecerá la Agencia del Ministerio Público de

la Federación y fijara su competencia para cono-
cer de los asuntos que se susciten en el Complejo.

Artículo 14. En términos de la legislación vigente en
materia de presupuesto, la Secretaría preverá la
asignación de los recursos financieros para el desa-
rrollo, funcionamiento y operación del Complejo.

Transitorios

Cuarto. 

En un plazo de noventa días el Consejo de la Judicatu-
ra, el Instituto Federal de Defensoría Pública y la Pro-
curaduría General de la República, establecerán sus áre-
as respectivas en el Complejo, por lo que durante dicho
periodo las áreas del fuero común seguirán conociendo
de los asuntos en trámite.

Las autoridades responsables del estado civil de las
personas continuarán atendiendo los asuntos de su
competencia hasta que se formalicen los convenios
de colaboración respectivos.

28. Que las modificaciones y adiciones propuestas for-
talecen el sentido del dictamen, además de que lo armo-
nizan con otras disposiciones legales aplicables, como
lo es la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la
República y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fe-
deración. 

Por lo anteriormente expuesto y después del estudio y aná-
lisis hecho al contenido de las iniciativas presentadas, de la
legislación que regula la materia y de las propuestas ema-
nadas de los foros antes citados, los integrantes de la Co-
misión de Seguridad Pública de la Cámara de diputados so-
metemos a consideración de esta honorable asamblea el
siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversos ar-
tículos del Estatuto de las Islas Marías

Artículo Único. Se reforman los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6,
7, 8, 9, 10, 11 y 12, se adicionan los artículos 13, 14, y 15
del Estatuto de las Islas Marías para quedar como sigue:

Estatuto de las Islas Marías

Artículo 1. Se destina el archipiélago Islas Marías para
el establecimiento de un m como parte del Sistema Pe-
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nitenciario Federal, a fin de que puedan en él cumplir
la pena de prisión los sentenciados federales o del or-
den común que determine la Secretaría de Seguridad
Pública.

El complejo penitenciario tendrá como objeto fortale-
cer el Sistema Penitenciario Nacional, a través de la re-
distribución planificada de sentenciados federales o del
orden común.

En términos de lo dispuesto en el artículo 18 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el
Complejo Penitenciario favorecerá los tratamientos de
reinserción social, en base al trabajo, la capacitación
por el mismo, la educación, la salud y el deporte.

Artículo 2. Para los efectos del presente Estatuto se en-
tenderá por:

I. Complejo. El complejo penitenciario Islas Marías.

II. Secretaría. Secretaría de Seguridad Pública.

Artículo 3. El desarrollo del Complejo se establecerá
con base a las políticas y estrategias que establezca la
Secretaría para eficientar el Sistema Penitenciario Na-
cional. 

Artículo 4. La Secretaría, determinará los perfiles clíni-
co criminológicos y de personalidad, así como los estu-
dios que deberán aplicarse para determinar la asigna-
ción o traslado de un sentenciado al complejo.

Artículo 5. La Secretaría, implementará los programas,
acciones y estrategias necesarias para garantizar el ade-
cuado funcionamiento del complejo. 

Artículo 6. La administración, organización y control del
Complejo estará a cargo del servidor público, nombrado
a través de la Secretaría por conducto del titular del área
facultado para ello, quién contará con las áreas adminis-
trativas y de operación necesarias, conforme a las dispo-
siciones reglamentarias que emita la Secretaría.

Artículo 7. En el complejo regirá la legislación federal. 

Los actos del registro civil, estarán a cargo del servidor
público designado pare ello. 

Artículo 8. Como parte de los tratamientos de reinser-
ción social, la Secretaría organizará el trabajo, el desa-
rrollo productivo autosostenible y autosustentable, el
aprovechamiento de las riquezas naturales de las Islas
Marías, el comercio y demás actividades relacionadas a
las anteriores.

Para efectos de lo anterior, promoverá y coordinará el
desarrollo de la industria penitenciaria en el complejo,
fomentando la participación de los sectores público,
privado y social. 

En términos de la legislación de la materia, la Secreta-
ría realizará las acciones necesarias para la protección
de la reserva de la biósfera, con la asistencia y apoyo, en
su caso, de las instancias competentes en materia am-
biental.

Artículo 9. La Secretaría, por conducto del titular del
área facultada para ello, podrá autorizar la residencia
temporal en el Complejo de familiares de los sentencia-
dos.

Asimismo, se podrá autorizar el ingreso y, en su caso, la
permanencia temporal en éste de personas o empresas
prestadoras de servicios, cuyas actividades se relacio-
nen con los tratamientos de reinserción, de capacitación
para el trabajo, educación, salud, deporte, desarrollo
productivo o de industria penitenciaria. 

La misma autorización se requerirá para las personas
que, habiendo cumplido su sentencia, deseen continuar
laborando o prestando sus servicios en el Complejo.

En todos los casos, las personas deberán cumplir la nor-
matividad interna del complejo.

Artículo 10. El servidor público designado para la ad-
ministración, organización y control del complejo, pre-
via autorización del titular del área facultado para ello,
celebrará los convenios de colaboración necesarios pa-
ra el adecuado funcionamiento del complejo.

Artículo 11. El Consejo de la Judicatura Federal deter-
minará el establecimiento del órgano jurisdiccional que
deba conocer de los asuntos que se susciten en el com-
plejo.
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El Instituto Federal de Defensoría Pública, asignará al
defensor público federal y asesor jurídico que brinda-
rán los servicios respectivos en el complejo.

Artículo 12. La Procuraduría General de la República,
establecerá la Agencia del Ministerio Público de la Fe-
deración y fijará su competencia para conocer de los
asuntos que se susciten en el complejo.

Artículo 13. La seguridad interna del Complejo estará
a cargo de elementos de la Secretaría.

Artículo 14. En términos de la legislación vigente en
materia de presupuesto, la Secretaría preverá la asig-
nación de los recursos financieros para el desarrollo,
funcionamiento y operación del complejo.

Artículo 15. El titular del Ejecutivo federal, emitirá las
disposiciones reglamentarias necesarias para el funcio-
namiento del complejo penitenciario y, de manera par-
ticular, aquéllas que normen el trabajo de los internos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. El Ejecutivo federal expedirá las disposiciones
reglamentarias del presente estatuto en un plazo no mayor
a noventa días a partir de la entrada en vigor de este decre-
to.

Tercero. Se abrogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Cuarto. En un plazo de noventa días el Consejo de la Ju-
dicatura, el Instituto Federal de Defensoría Pública y la
Procuraduría General de la República, establecerán sus
áreas respectivas en el complejo, por lo que durante dicho
periodo las áreas del fuero común seguirán conociendo de
los asuntos en trámite.

Las autoridades responsables del estado civil de las perso-
nas continuarán atendiendo los asuntos de su competencia
hasta que se formalicen los convenios de colaboración res-
pectivos.

Quinto. Las referencias realizadas en el presente estatuto a
la reinserción social, quedarán entendidas al término vi-

gente readaptación social, hasta en tanto se expida la legis-
lación secundaria correspondiente.

Palacio Legislativo en San Lázaro, a 15 de abril de 2009.

La Comisión de Seguridad Pública, diputados: Juan Francisco Ri-
vera Bedoya (rúbrica), presidente; Ma. de los Ángeles Jiménez del
Castillo (rúbrica), Gerardo Octavio Vargas Landeros (rúbrica), Luis
Gerardo Serrato Castell, Armando Barreiro Pérez (rúbrica), David
Mendoza Arellano (rúbrica), secretarios; Jesús Sergio Alcántara Nú-
ñez, Miguel Ángel Arellano Pulido, Roberto Badillo Martínez (rúbri-
ca), Gregorio Barradas Miravete, Manuel Cárdenas Fonseca, Yary del
Carmen Gebhardt Garduza, Jorge Justiniano González Betancourt,
Agustín Leura González (rúbrica), Andrés Lozano Lozano (rúbrica),
Miguel Ángel Macedo Escartín (rúbrica), Carlos Madrazo Limón,
Efraín Morales Sánchez, José Luis Murillo Torres (rúbrica), Manuel
Salvador Salgado Amador (rúbrica), Josefina Salinas Pérez (rúbrica),
Francisco Javier Santos Arreola, José de Jesús Solano Muñoz, Martín
Stefanonni Mazzocco (rúbrica), Carlos Alberto Torres Torres (rúbri-
ca).»

Es de primera lectura.

LEY ORGANICA DE LA
ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL - 

LEY GENERAL DE POBLACION

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Dictamen de las Comisiones Unidas de Poblacion, Fron-
teras y Asuntos Migratorios, de Gobernación, y de Rela-
ciones Exteriores, con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la
Administración Pública, y de la Ley General de Población

Honorable Asamblea:

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migrato-
rios de la LX Legislatura, con fundamento en las atribu-
ciones conferidas en los artículos 39, fracciones 1 y 2, y 45,
fracción 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, emite y so-
mete a consideración del Pleno de esta honorable Cámara
de Diputados dictamen respecto con la iniciativa que refor-
ma diversas disposiciones de las Leyes Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, de Nacionalidad, y General
de Población con base en los siguientes antecedentes y
consideraciones.
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Antecedentes

Que en fecha 6 de marzo de 2008, se presentó la iniciativa
que reforma diversas disposiciones de las Leyes Orgánica
de la Administración Pública Federal, de Nacionalidad, y
General de Población, a cargo de la diputada Aurora Cer-
vantes Rodríguez, del Grupo Parlamentario del PRD.  

Que en fecha 30 de abril de 2008, la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados turnó la iniciativa a las Comisiones
Unidas de Gobernación, de Relaciones Exteriores, y de Po-
blación, Fronteras y Asuntos Migratorios para estudio y
dictamen.

Contenido de la iniciativa

La iniciativa en comento propone reformas a la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal, con la finalidad
de establecer claramente la facultad de la Secretaría de Re-
laciones Exteriores para que pueda con plena certidumbre
expedir la matrícula consular a los connacionales que así lo
soliciten, y a través de la oficina consular que corresponda
por el domicilio de éste.

De igual manera, se propone reformar la Ley General de
Población para efectos de establecer a la matrícula consu-
lar como un medio de identificación personal ante todas las
autoridades mexicanas, no sólo en el extranjero sino en te-
rritorio nacional, con el propósito de brindar a nuestros
connacionales la posibilidad de que, en su retorno a nues-
tro país, tengan mayores elementos para identificarse ofi-
cialmente y efectuar trámites de todo tipo.

Consideraciones

El 12 de enero de 2005 se publicó en el Diario Oficial de
la Federación el decreto que adiciona la Ley de Nacionali-
dad, mediante el cual se considera a la matrícula consular
como un documento probatorio de la nacionalidad mexica-
na.

Esta comisión considera que es importante dictaminar esta
iniciativa a fin de hacer adecuaciones a las Leyes de la Ad-
ministración Pública Federal, y General de Población, con
objeto de dar mayor certidumbre y quede plenamente reco-
nocida la expedición, utilización y validez de la matrícula
consular.

La matrícula consular es un documento de gran valor, so-
bre todo para nuestros migrantes y connacionales en el ex-

terior, ya que con mayor frecuencia les permite identificar-
se ante una cantidad cada vez mayor de autoridades y para
un mayor número de trámites y servicios, por lo que es im-
portante afianzar y consolidar este mecanismo.  

Por lo expuesto, la Comisión de Población, Fronteras y
Asuntos Migratorios somete a consideración de esta asam-
blea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de las Leyes Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, y General de Población

Artículo Primero. Se adiciona el artículo 28 con una frac-
ción XII, pasando la actual XII a ser XIII, de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal, para quedar co-
mo sigue:  

Artículo 28. A la Secretaría de Relaciones Exteriores co-
rresponde el despacho de los siguientes asuntos:

XII. En los casos que así lo solicite el interesado, y si
éste cumple con los requisitos estipulados por la auto-
ridad, matricular a los mexicanos en el registro co-
rrespondiente por la oficina consular que correspon-
da a su domicilio, independientemente de su condición
migratoria, en el país que se localice.  

XIII. Las demás que le atribuyan expresamente las leyes
y reglamentos.

Artículo Segundo. Se reforman el artículo 96, la denomi-
nación del Capítulo VII y el artículo 105;  y se adiciona el
artículo 97, con un segundo párrafo, todos de la Ley Gene-
ral de Población para quedar como sigue:

Artículo 96. La Secretaría de Relaciones Exteriores infor-
mará a la de Gobernación sobre la expedición y cancela-
ción de cartas de naturalización, certificados de nacionali-
dad, matrículas consulares y renuncias a la nacionalidad
que reciba. De igual manera, proporcionará la información
necesaria para que los mexicanos residentes en el extranje-
ro, queden incorporados al Registro Nacional de Pobla-
ción, en los términos establecidos por el reglamento.

Capítulo VII

Registro nacional de ciudadanos, cédula de identidad ciu-
dadana y matrícula consular
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Artículo 97. El registro nacional de ciudadanos y la expe-
dición de la cédula de identidad ciudadana son servicios de
interés público que presta el Estado, a través de la Secreta-
ría de Gobernación.

La expedición de la matrícula consular corresponde a
la Secretaría de Relaciones Exteriores, en los términos
de la ley correspondiente y de acuerdo a los criterios y
requisitos estipulados para ello.

Artículo 105. La cédula de identidad ciudadana y la ma-
trícula consular tendrán valor como medio de identifica-
ción personal ante todas las autoridades mexicanas ya sea
en el país o en el extranjero, y las personas físicas y mora-
les con domicilio en el país.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Palacio Legislativo, a 10 de septiembre de 2008.

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, di-
putados: José Nicolás Morales Ramos (rúbrica), presidente; Andrés
Bermúdez Viramontes (rúbrica), José Jacques y Medina (rúbrica), Jo-
sé Edmundo Ramírez Martínez (rúbrica), secretarios; Carlos Augusto
Bracho González (rúbrica), Daniel Chávez García (rúbrica), Rosaura
Virginia Denegre Vaught Ramírez (rúbrica), Elia Hernández Núñez
(rúbrica), Omeheira López Reyna (rúbrica), María Dolores González
Sánchez, Francisco Javier Gudiño Ortiz (rúbrica), Cruz Pérez Cuellar
(rúbrica), Antonio Valladolid Rodríguez (rúbrica), Silbestre Álvarez
Ramón, Alberto Amaro Corona (rúbrica), Miguel Ángel Arellano Puli-
do, Joaquín Conrado de los Santos Molina (rúbrica), Érick López Ba-
rriga, Camerino Eleazar Márquez Madrid, Cuauhtémoc Sandoval Ra-
mírez, Antonio de Jesús Díaz Athié, Lilia Guadalupe Merodio Reza,
Guillermina López Balbuena (rúbrica), Isael Villa Villa, José Luis
Aguilera Rico, Irma Piñeyro Arias, Pascual Bellizza Rosique.

La Comisión de Gobernación, diputados: Diódoro Humberto Ca-
rrasco Altamirano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodrí-
guez (rúbrica), Cristián Castaño Contreras (rúbrica), Valentina Valia
Batres Guadarrama, Narcizo Alberto Amador Leal (rúbrica), Alfonso
Rolando Izquierdo Bustamante (rúbrica), Antonio Xavier López Ada-
me, Layda Elena Sansores San Román (rúbrica), Ricardo Cantú Garza,
secretarios; Carlos Armando Biebrich Torres, César Octavio Camacho
Quiroz, Ariel Castillo Nájera (rúbrica), Jesús de León Tello, María del
Carmen Fernández Ugarte (rúbrica), Javier Hernández Manzanares
(rúbrica), Juan Darío Lemarroy Martínez, Miguel Ángel Monraz Iba-

rra, Mario Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Adolfo Mota Hernán-
dez, María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Luis Gustavo Parra
Noriega (rúbrica), Gerardo Priego Tapia (rúbrica), Raciel Pérez Cruz,
José Jesús Reyna García, Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica), Francisco
Javier Santos Arreola, Rosa Elva Soriano Sánchez (rúbrica), Alberto
Vázquez Martínez (rúbrica), Gerardo Villanueva Albarrán, Javier Mar-
tín Zambrano Elizondo (rúbrica).

La Comisión de Relaciones Exteriores, diputados: Gerardo Bugan-
za Salmerón (rúbrica), presidente; María Eugenia Campos Galván (rú-
brica), Óscar Miguel Mohamar Dainitin, Cuauhtémoc Sandoval Ramí-
rez (rúbrica), Mario Enrique del Toro (rúbrica), Antonio de Jesús Díaz
Athié (rúbrica), Alejandro Olivares Monterrubio (rúbrica), Rodolfo
Solís Parga, secretarios; Samuel Aguilar Solís, Alliet Mariana Bautista
Bravo, César Camacho Quiroz, María Elena Álvarez Bernal (rúbrica),
Ariel Castillo Nájera, Alejandro Chanona Burguete, Felipe Díaz Gari-
bay (rúbrica), Édgar Mauricio Duck Núñez, María Dolores González
Sánchez, José Jacques y Medina (rúbrica), Alejandro Landero Gutié-
rrez, Jesús Sesma Suárez, José Murat (rúbrica), José Edmundo Ramí-
rez Martínez (rúbrica), Miguel Ángel Peña Sánchez, Cruz Pérez Cue-
llar (rúbrica), Lourdes Quiñones Canales (rúbrica), Laura Angélica
Rojas Hernández, Rosaura Virginia Denegre Vaught Ramírez (rúbrica),
Antonio Soto Sánchez, Artemio Torres Gómez (rúbrica), Jesús Hum-
berto Zazueta Aguilar (rúbrica).»

Es de primera lectura.

REGISTRO DE ASISTENCIA

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se pide a
la Secretaría que instruya el cierre del sistema electrónico
de asistencia y dé cuenta del registro de diputadas y de di-
putados.

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
¿Falta algún diputado o alguna diputada de registrar su
asistencia?

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Beltrán
Montes, ahí está.

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
¿Falta algún diputado o alguna diputada de registrar su
asistencia?

Ciérrese el sistema electrónico.

Año III, Segundo Periodo, 21 de abril de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados208



Se informa que hasta el momento hay una asistencia de 420
diputadas y diputados, señor presidente.

Quienes no han registrado su asistencia disponen de 15 mi-
nutos para hacerlo por cédula.

LEY DE COORDINACION FISCAL

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que reforma el artículo 40 de la
Ley de Coordinación Fiscal.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea si se dis-
pensa la lectura del dictamen.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea,
en votación económica, si se dispensa la lectura. Las dipu-
tadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse
manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén por
la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura.

«Dictamen de las Comisiones Unidas de Hacienda y Cré-
dito Público, y de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con proyecto de decreto que reforma el artículo 40 de
la Ley de Coordinación Fiscal

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción I, y 72, inciso h) de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, los diputados Itzcóatl Tonatiuh
Bravo Padilla y Javier González Garza del Grupo Parlamen-
tario del PRD, Emilio Gamboa Patrón del Grupo Parlamen-
tario del PRI, Aída Marina Arvizu y María del Carmen Sal-
vatori del Grupo Parlamentario de Convergencia, Ricardo
Cantú y Rubén Aguilar Jiménez del Grupo Parlamentario del
PT, presentaron la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona el artículo 40 de la Ley de Coordinación
Fiscal, en materia de financiamiento a la educación media
superior.

Los integrantes de estas Comisiones Unidas, con base en
las facultades que nos confieren los artículos 39, 45 y de-
más relativos de la Ley Orgánica del Congreso de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como los artículos 60, 65, 87,
88 y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, sometemos a la consideración de esta Honorable
Asamblea el siguiente:

Dictamen

Antecedentes

1. Con fecha 10 de marzo de 2009, en sesión plenaria en la
Cámara de Diputados se presentó la iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma y adiciona el artículo 40 de la
Ley de Coordinación Fiscal, en materia de Financiamiento
a la educación media superior, a cargo de los diputados Itz-
cóatl Tonatiuh Bravo Padilla y Javier González Garza del
Grupo Parlamentario del PRD, Emilio Gamboa Patrón del
Grupo Parlamentario del PRI, Aída Marina Arvizu y María
del Carmen Salvatori del Grupo Parlamentario de Conver-
gencia, Ricardo Cantú y Rubén Aguilar Jimenez del Grupo
Parlamentario del PT.

2. En la misma sesión, la Mesa Directiva turnó la iniciati-
va en comento a las Comisiones Unidas de Hacienda y
Crédito Público y de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos para su análisis y discusión.

Descripción de la iniciativa

La iniciativa justifica en su primera parte que la educación
constituye una pieza clave en el desarrollo económico de la
sociedad. Posteriormente, describe el contenido de las po-
líticas necesarias para que el Estado considere como una de
sus prioridades la inversión en educación.

Asimismo, se expone brevemente la problemática que en-
frenta el nivel medio superior en términos de financia-
miento y presiones demográficas. Finalmente, menciona el
presupuesto que se ha asignado al nivel en la presente Le-
gislatura, justificando el sentido de la redacción propuesta
en la Ley de Coordinación Fiscal.

Consideraciones de las comisiones unidas

1. Que los indicadores educativos en México reflejan que
de cada 100 alumnos que entran a nivel primaria, sólo
egresan de nivel superior alrededor de 12. Es decir, dada la
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insuficiencia y poca eficiencia en el uso de los recursos in-
vertidos en educación, 88 de cada 100 alumnos que ingre-
san a primaria se quedan en el camino sea por deserción,
reprobación y no matriculación, y no logran culminar estu-
dios de nivel superior, esto se muestra en la Gráfica 1.1 En
particular de los mencionados 100 alumnos solo se gradú-
an 25 del nivel medio superior según estadísticas del Siste-
ma Educativo Mexicano (SEM).

2. Que el Consejo Nacional de Población (CONAPO) y el
INEGI advierten que la población en edad de cursar edu-
cación básica, de 5 a 14 años, mostrará una disminución
importante hacia el año 2010. En este sentido, la cohorte
poblacional de 5 a 9 años, que afecta la educación prima-
ria, mostrará un decremento de 9 por ciento, lo anterior
permitirá la concentración de esfuerzos de cobertura en las
áreas sociales de mayor rezago2 como lo es la educación
media superior.

La cohorte de 10 a 14 años, correspondiente a la población
que cursa primaria y secundaria, disminuirá 2 por ciento,
sin embargo, la mejora de la eficiencia terminal en el nivel
de primaria hará que la matrícula en secundaria se incre-
mente en 33 por ciento. Esto, obligará a este nivel a mejo-
rar la eficiencia para garantizar, hacia el año 2010, que la
población de 15 años tenga al menos 9 años de escolaridad.
El mencionado incremento en la educación secundaria
ejercerá una presión importante en la demanda de servi-
cios de enseñanza media superior y superior.
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100 alumnos
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3. Que los datos de 2006 de la Secretaría de Educación Pú-
blica y del Consejo de Especialistas de la Educación3,
muestran que la cobertura en Educación media superior al-
canzó 3.7 millones de estudiantes, incluidas las modalida-
des propedéutica, bivalente y terminal, de los cuales el 82.8
por ciento de la matrícula es atendida por la educación pú-
blica.

La población escolar de este nivel educativo equivale al
58.6 por ciento del grupo de edad entre 15 y 17 años; sin
embargo, únicamente 58 por ciento de los inscritos logran
concluir estudios, y aproximadamente el 25 por ciento del
primer ingreso se pierde en la transición del primero al se-
gundo grado.

Al respecto, es importante mencionar que la UNESCO re-
comienda tasas de cobertura de entre el 40 y 50 por ciento
de educación superior, como mínimo, para alcanzar el de-
sarrollo sostenido. Sin embargo, con las actuales tasas de

cobertura de y una deserción por arriba del 50 por ciento en
la educación media superior, difícilmente se alcanzaría esa
meta.

4. Que persiste el problema de la inequidad y la centraliza-
ción en la cobertura en educación media superior en el pa-
ís. Datos de la SEP4 muestran la desigualdad entre entida-
des federativas, mientras que la cobertura en este nivel
educativo es de 88.5 por ciento en el Distrito Federal, en
Michoacán es de tan solo 37.1 por ciento. Estas desigual-
dades no permiten la consolidación del sistema educativo.

5. Que en el marco de la Ley para la Reforma del Estado,
se está procesando en el Congreso de la Unión una reforma
constitucional al artículo tercero que, entre otros aspectos
hace obligatoria la educación media superior. Lo anterior,
constituye la base para reconocer como prioridad para el
desarrollo nacional un financiamiento creciente para este
nivel educativo.
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Gráfica 2. Pirámide Poblacional 2000 y 2005

Fuente: INEGI (2005). II Conteo de Población y Vivienda 2005. Estados Unidos Mexicanos. Síntesis de resultados. México.



6. Que las entidades federativas estarán en mejores condi-
ciones que la Federación para atender el mandato constitu-
cional con un mayor conocimiento de las necesidades par-
ticulares de cada región, lo anterior justifica que se recurra
a un Fondo perteneciente al Ramo 33 de aportaciones fe-
derales a las entidades federativas como lo es el Fondo de
Aportaciones Múltiples (FAM).

El FAM es fondo que contiene recursos para las aportacio-
nes federales que se destinarán al otorgamiento de desayu-
nos escolares, apoyos alimentarios y de asistencia social a
la población en condiciones de pobreza extrema, apoyos a
la población en desamparo. Además dichos recursos, se uti-
lizan para la construcción, equipamiento y rehabilitación
de infraestructura física de los niveles de educación básica,
y superior.

En términos del destino de los recursos totales del FAM,
estos consistentemente han crecido por encima de la infla-
ción, permitiendo la expansión de la inversión a rubros co-
mo la infraestructura del nivel medio superior. La mencio-
nada tendencia se muestra en la Gráfica 3.

Gráfica 3. Cambio porcentual 
en los recursos asignados al FAM

Fuente: PEF 2000 a 2009

Aún cuando la Cámara de Diputados ha aprobado recursos
crecientes a la educación media superior, sobre todo a par-
tir de 2007, como muestra la Gráfica 4, la participación de
este nivel educativo como porcentaje del total gastado en
educación es considerablemente baja, alrededor de 12 por
ciento.

Gráfica 4. Presupuesto Federal Aprobado 
en Educación Media Superior

Fuente: PEF 2005-2009

7. Que la agenda pendiente en la inversión en este nivel
educativo está marcada por la necesidad de incrementar los
recursos que se le destinan. En 2009 el presupuesto Fede-
ral para media superior alcanzó 0.41 por ciento del PIB
comparado con 2.17 por ciento que recibirá la educación
básica, y 0.69 en educación superior y posgrado.

Los datos demográficos presentados antes, junto con los
presupuestales, dejan claro que se deben encontrar nuevos
mecanismos de inversión pública, definidos con las necesi-
dades de la población como premisa. La pirámide pobla-
cional, el desarrollo social y económico del país, demandan
mayor atención para el nivel medio superior y así mejorar
sustantivamente los indicadores de cobertura, calidad y
equidad.

8. Que debe tomarse en cuenta que incluir a la educación
media superior como objetivo en el FAM tiene un carácter
descentralizador, lo anterior por la composición y los fines
del Ramo 33 del Presupuesto de Egresos de la Federación.
Sumado a lo anterior es importante destacar que:

• La Ley de Coordinación Fiscal tiene por objeto, según
su artículo 1º:

“...coordinar el sistema fiscal de la Federación con los
de los Estados, Municipios y Distrito Federal, esta-
blecer la participación que corresponda a sus hacien-
das públicas en los ingresos federales; distribuir entre
ellos dichas participaciones; fijar reglas de colabora-
ción administrativa entre las diversas autoridades fis-
cales; constituir los organismos en materia de coordi-
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nación fiscal y dar las bases de su organización y fun-
cionamiento.”

• Según el artículo 39º de la Ley de Coordinación Fis-
cal, el FAM se determinará:

“anualmente en el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración por un monto equivalente, sólo para efectos
de referencia, al 0.814% de la recaudación federal
participable a que se refiere el artículo 2o. de esta
Ley, según estimación que de la misma se realice en
el propio presupuesto, con base a lo que al efecto es-
tablezca la Ley de Ingresos de la Federación para ese
ejercicio. Para el entero de estos recursos, no proce-
derán los anticipos a que se refiere el segundo párra-
fo del artículo 7o. de esta Ley.”

9. Que resulta de la mayor importancia que la inversión en
infraestructura educativa en el nivel medio superior se rea-
lice a partir del año 2010, ello para hacer frente a las nece-
sidades educativas que la pirámide poblacional, y los indi-
cadores educativos muestran. Para lo anterior, se considera
importante incluir un transitorio para que el decreto entre
en vigor el primero de septiembre de 2009. Esto para que
se pueda incluir el Proyecto de Decreto de Presupuesto de
Egresos de la Federación, cuyo límite de entrega a esta
Cámara de Diputados es el ocho de septiembre, incluya re-
cursos para la educación media superior a través del FAM.

Con base en las Consideraciones expuestas, estas Comisio-
nes Dictaminadoras concluyen que el Estado reconozca la
prioridad que representa la inversión en la educación me-
dia superior para el desarrollo del país. Asimismo, las Dic-
taminadoras consideran que los factores demográficos,
económicos, de desarrollo social y de competitividad justi-
fican una mayor atención a la demanda de educación en es-
te nivel educativo y que el Ramo 33, por medio del FAM,
constituye una vía factible y eficiente para hacerlo.

Asimismo, para precisar la entrada en vigor de esta refor-
ma, las Comisiones Unidas consideran necesario incluir en
las disposiciones transitorias la siguiente redacción:

“Primero. El presente decreto entrará en vigor el 1 de
enero de 2010.

Segundo. En la aprobación del Presupuesto de Egresos
de la Federación para los ejercicios 2010, 2011, 2012,
2013 y 2014, la Cámara de Diputados proveerá lo con-
ducente a fin de que la asignación de recursos no distri-

buibles geográficamente del Fondo de Aportaciones
Múltiples, se incremente para el nivel medio superior.”

Por lo expuesto, las Comisiones Unidas de Hacienda y
Crédito Público las y de Educación Pública y Servicios
Educativos ponen a consideración del Pleno el siguiente:

Proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 40
de la Ley de Coordinación Fiscal

Artículo Único. Se reforma el artículo 40 de la Ley de Co-
ordinación Fiscal para quedar como sigue:

Artículo 40. Las aportaciones federales que con cargo al
Fondo de Aportaciones Múltiples reciban los Estados de la
Federación y el Distrito Federal se destinarán exclusiva-
mente al otorgamiento de desayunos escolares, apoyos ali-
mentarios y de asistencia social a la población en condi-
ciones de pobreza extrema, apoyos a la población en
desamparo, así como a la construcción, equipamiento y re-
habilitación de infraestructura física de los niveles de edu-
cación básica, media superior y superior en su modalidad
universitaria según las necesidades de cada nivel.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 1 de ene-
ro de 2010.

Segundo. En la aprobación del Presupuesto de Egresos de
la Federación para los ejercicios 2010, 2011, 2012, 2013 y
2014, la Cámara de Diputados proveerá lo conducente a fin
de que la asignación de recursos no distribuibles geográfi-
camente del Fondo de Aportaciones Múltiples, se incre-
mente para el nivel medio superior.

Notas:

1 Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos (2007). Ela-
boración con datos del Informe anual de la SEP 2006. Metodología de
González-Romero V. M., Navarro Rodríguez M., Cabral Araiza, J. y
López Ramírez E. O. (2005), Reflexiones sobre la educación superior
mexicana, en Tecnologías para Internacionalizar el Aprendizaje, Uni-
versidad de Guadalajara.

2 Ibídem.

3 Consejo de Especialistas para la Educación, 2006

4 6to. Informe. Secretaría de Educación Pública, 2006.
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Sala de Comisiones de la H. Cámara de Diputados, a 14 de abril de
2009.

Por la Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Char-
bel Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), presidente; Emilio Ramón Ramiro
Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodríguez Jiménez (rúbrica),
Carlos Alberto García González (rúbrica), Hugo Eduardo Martínez Pa-
dilla, José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez
(rúbrica), Ismael Ordaz Jiménez (rúbrica), Horacio Garza Garza (rú-
brica), Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica), Juan Ignacio Samperio
Montaño, Joaquín Humberto Vela González, Manuel Cárdenas Fonse-
ca (rúbrica), Aída Marina Arvizu Rivas (rúbrica), secretarios; Samuel
Aguilar Solís (rúbrica), José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), María del
Consuelo Argüelles Arellano (rúbrica), Valentina Valia Batres Guada-
rrama, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francisco Javier Cal-
zada Vázquez (rúbrica), Ramón Ceja Romero (rúbrica), José de la To-
rre Sánchez (rúbrica), Javier Guerrero García, Mariano González
Zarur, Juan Nicasio Guerra Ochoa (rúbrica), José Martín López Cisne-
ros, Lorenzo Daniel Ludlow Kuri (rúbrica), Luis Xavier Maawad Ro-
bert (rúbrica), Octavio Martínez Vargas, José Murat, Dolores María del
Carmen Parra Jiménez (rúbrica), María Guadalupe Salazar Anaya (rú-
brica), Mario Alberto Salazar Madera (rúbrica), Jorge Alejandro Salum
del Palacio (rúbrica), Pablo Trejo Pérez (rúbrica).

Por la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, dipu-
tados: Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), presidente; Constantino
Acosta Dávila (rúbrica), Ariel Castillo Nájera, Leobardo Curiel Preciado
(rúbrica), Delber Medina Rodríguez (rúbrica), Víctor Manuel Lizárraga
Peraza (rúbrica), Adrián Pedrozo Castillo (rúbrica), Abundio Peregrino
García, Enrique Rodríguez Uresti (rúbrica), Odilón Romero Gutiérrez
(rúbrica), Arnoldo Ochoa González, Sergio Sandoval Paredes (rúbrica),
secretarios; José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), Daniel Amador Ga-
xiola (rúbrica), Raymundo Cárdenas Hernández (rúbrica), Faustino Ja-
vier Estrada González, Jesús Vicente Flores Morfín (rúbrica), María
Gabriela González Martínez (rúbrica), Benjamín Ernesto González
Roaro (rúbrica), Sergio Hernández Hernández (rúbrica), Ramón Igna-
cio Lemus Muñoz Ledo (rúbrica), Adolfo Mota Hernández, Francisco
Javier Murillo Flores (rúbrica), Concepción Ojeda Hernández (rúbri-
ca), Ignacio Alberto Rubio Chávez (rúbrica), Sagrario María del Rosa-
rio Ortiz Montoro (rúbrica), Miguel Ángel Solares Chávez (rúbrica),
Gerardo Sosa Castelán (rúbrica), José Luis Varela Lagunas (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: En conse-
cuencia, está a discusión en lo general y en lo particular el
artículo único del proyecto de decreto.

No habiendo quien haya registrado el uso de la palabra,
consulte la Secretaría a la asamblea si el proyecto de de-
creto se encuentra suficientemente discutido en lo general
y en lo particular.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se encuentra suficientemente dis-
cutido el proyecto de decreto, en lo general y en lo parti-
cular. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los
diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Suficien-
temente discutido.

Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por
ocho minutos para proceder a la votación, en lo general y
en lo particular, del proyecto de decreto.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos. Ábrase el sistema elec-
trónico por ocho minutos para proceder a la votación, en lo
general y en lo particular, del proyecto de decreto.

(Votación)

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Está
abierto el sistema. Les pido que nos hagan el favor de vo-
tar, señores diputados. Está a punto de cerrarse.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
¿Falta algún diputado o alguna diputada de emitir su voto?
Continúa abierto.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Diputado
José Murat, continúa abierto el sistema.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
Ciérrese el sistema electrónico.

De viva voz:

La diputada Gabriela Ortiz Martínez de Kores (desde
la curul): A favor.

El diputado Carlos Rodríguez Guevara (desde la curul):
A favor.

La diputada Érika Galván Rivas (desde la curul): A fa-
vor.
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La diputada Lorena Martínez Rodríguez (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado José Ascención Orihuela Bárcenas (desde la
curul): A favor.

El diputado Alberto Amaro Corona (desde la curul): A
favor.

La diputada María Soledad López Torres (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Antonio de Jesús Díaz Athié (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Víctor Samuel Palma César (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Antonio Soto Sánchez (desde la curul): A fa-
vor.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Di-
putado presidente, se emitieron 343 votos en pro, 0 en con-
tra y 0 abstenciones.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
do en lo general y en lo particular por unanimidad.

Aprobado en lo general y en lo particular, por 343 vo-
tos, el proyecto de decreto que reforma el artículo 40 de
la Ley de Coordinación Fiscal. Pasa al Senado para sus
efectos constitucionales.

Informamos a los señores diputados que vamos a tener de
inmediato votaciones, para que nos hagan favor de no reti-
rarse del pleno.

LEY DE AMPARO

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que reforma el artículo 3o. Bis de
la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea si se dis-
pensa la lectura del dictamen.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la
asamblea, en votación económica, si se dispensa la lectura.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Ciudadano presidente, mayoría por la afirmativa. Se dis-
pensa la lectura.

«Dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de de-
creto que reforma el párrafo primero y deroga el tercero del
artículo 3 Bis de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los
Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Justicia fue turnada la minuta con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 3 Bis de la Ley de
Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para los efectos del inciso e) del artículo 72 de la Constitu-
ción.

Esta Comisión de Justicia, de conformidad con lo dispues-
to en los artículos 70, 71, 72, inciso e), y 73 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45
numeral 6, incisos f) y g), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60
y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración de los integrantes de esta honorable asam-
blea el presente dictamen de la minuta con proyecto de
decreto por el que se reforma el artículo 3 Bis de la Ley
de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos.

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada en la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, en fecha 14 de julio
de 2004, el diputado Jorge Uscanga Escobar, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentó la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
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los párrafos primero y tercero del artículo 3 Bis de la Ley
de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Segundo. La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
en esa fecha, mediante oficio número CP2R1AE.1028,
acordó que se turnara dicha iniciativa a la Comisión de Jus-
ticia y Derechos Humanos.

Tercero. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión en fecha 18 de octu-
bre de 2005, se dio cuenta con el oficio número
D.G.P.L.59-II-1-1517, mediante el cual se remite a la Cá-
mara de Senadores la minuta con proyecto de decreto por
el que se reforma el artículo 3 Bis de la Ley de Amparo,
Reglamentaria del Artículo 103 y 107 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Cuarto. En sesión ordinaria celebrada por el Senado de la
República el 20 de octubre de 2005, se recibió de la Cá-
mara de Diputados para los efectos del inciso a) del artícu-
lo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, la minuta proyecto de decreto que reforma el
artículo 3 Bis de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los
Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Quinto. Recibida la minuta en la Cámara de Senadores, la
Presidencia de la Mesa Directiva dispuso su turno a las Co-
misiones Unidas de Justicia y de Estudios Legislativos,
Primera, para su análisis y dictamen correspondiente.

Sexto. En sesión celebrada por la Cámara de Senadores del
honorable Congreso de la Unión en fecha 23 de octubre de
2007, se dio cuenta con el oficio número DGPL/2.1253,
mediante el cual la Cámara de Senadores remite la minuta
proyecto de decreto que reforma el artículo 3 Bis de la Ley
de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos pa-
ra los efectos de lo dispuesto en el inciso e) del artículo 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. 

Séptimo. El 25 de octubre de 2007, la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados, mediante oficio número
D.G.P.L.60-II-1-956, acordó que se turnara dicha minuta a
la Comisión de Justicia, la cual presenta este dictamen al
tenor de las siguientes consideraciones:

Análisis de la minuta

Primera. En la minuta proyecto de decreto, la Cámara de
Senadores, la cual es Cámara revisora, establece modifica-
ciones que vendrán a enriquecer y fortalecer un proyecto
que esta Cámara de origen le remitió con reformas a enun-
ciados que son ya inaplicables en el derecho vigente. Tal es
el caso del tercer párrafo del artículo 3 Bis de la Ley de
Amparo, para establecer que, cuando con el fin de fijar la
competencia se aluda al salario mínimo, deberá entenderse
el salario mínimo general vigente al momento y en el lugar
donde se presente la demanda de amparo o se interponga el
recurso. Esta reforma no solamente es inatendible, sino lo
que procede también es la derogación del enunciado en el
que se inserta, sin embargo, se aprobó la propuesta de re-
formar el párrafo primero del artículo en cita.

Segunda. En el dictamen elaborado por las Comisiones
Unidas del Senado a las que fue turnada la iniciativa, se ex-
presa que: 

Las reformas que se insertan en el artículo 3 Bis de la Ley
de Amparo, se fundan en un principio de justicia social y
de equidad, al establecer que el cálculo de las multas que
prevé esta disposición legal deberá determinarse en razón
del salario mínimo general vigente que rija en la zona geo-
gráfica en la que se ordene su imposición, o bien, cuando
con el fin de fijar la competencia del juicio de garantías o
de los recursos que en éste se contemplan se aluda al sala-
rio mínimo, deberá entenderse también el que rija en la zo-
na geográfica donde se presente la demanda o se interpon-
gan aquéllos. Bajo esa tesitura, en tal precepto, que trata
del tema de las multas en la materia y determina el cálculo
de su importe con base en el salario mínimo general vigen-
te en el Distrito Federal, se dejará sin efecto la obligación
de considerar a este último salario para fijar las multas o la
competencia de referencia. 

Asimismo, es dable arribar a la conclusión de que sólo es
atendible la primera de ellas, es decir, la que se refiere al
salario mínimo que se tendrá como base para calcular el
importe de las multas previstas en la Ley de Amparo; re-
forma que adecua racionalmente el factor –el tipo de sala-
rio– al que se acudirá para determinar las multas que ha-
brán de imponerse a los infractores que, a juicio del
juzgador, hubieren actuado de mala fe.

Ciertamente, si reconocemos que entre los derechos y obli-
gaciones que toda persona tiene como gobernado debe
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obrar una cierta igualdad proporcional, y sabemos que en
el territorio nacional hay tres niveles distintos de salario
mínimo, clasificados por áreas geográficas determinadas
por la Dirección Técnica y el Consejo de Representantes de
la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos, es una con-
secuencia, natural y legítima, que las multas que se impon-
gan en el juicio de amparo, se calculen con base en el sala-
rio mínimo general que rija en el área geográfica en que se
encuentre el órgano jurisdiccional que las ordenó, y no con
base en el salario mínimo general vigente en el Distrito Fe-
deral, al momento de realizarse la conducta por sancionar.

Por otra parte, con relación a la diversa reforma que se in-
voca para tener por entendido que el salario mínimo al que
se aluda con el fin de fijar la competencia del juicio de ga-
rantías o de los recursos que en éste se interpongan, lo sea
también el que rija en el área geográfica donde aquéllos se
tramiten. Porque si bien esta inquietud del legislador se
sustenta en los mismos principios de justicia y de equidad
que animaron la adecuación del factor que habrá de consi-
derarse para calcular el importe de las multas previstas en
la Ley de Amparo, en el caso particular, resultaría estéril al-
canzar esa finalidad, o alguna otra distinta, en virtud de las
reformas que tratándose de este ordenamiento jurídico y de
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, entra-
ron en vigor después del 15 de enero de 1988; vigencia, a
partir de la cual, para fijar la competencia de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación y de los Tribunales Colegia-
dos de Circuito, dejó de tomarse como criterio el relativo a
la cuantía del negocio.

Por lo expuesto, y con fundamento en el inciso e) del artí-
culo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, la minuta proyecto de decreto que reforma el
artículo 3 Bis de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los
Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, se devuelve a esta Cámara de ori-
gen con las observaciones que la revisora plantea en la mi-
nuta y con las que esta Comisión de Justicia coincide, en
cuanto a derogar el párrafo tercero del artículo 3 Bis de la
Ley de Amparo, apoyando los términos y consideraciones
realizadas. 

Por ello, es de aprobarse la minuta en estudio, para los
efectos del inciso e) del artículo 72 constitucional, toda vez
que la reforma planteada hará que se tome como base el sa-
lario mínimo general vigente en el área geográfica al mo-
mento de realizarse la conducta ilícita.

Por lo expuesto, la Comisión de Justicia somete a conside-
ración de esta asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto que reforma el párrafo primero y deroga el pá-
rrafo tercero del artículo 3 Bis de la Ley de Amparo,
Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se reforma el párrafo primero y se deroga
el párrafo tercero del artículo 3 Bis de la Ley de Amparo,
Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que-
dar como sigue:

Artículo 3 Bis. Las multas previstas en esta ley se impon-
drán a razón de días de salario. Para calcular su importe se
tendrá como base el salario mínimo general vigente en la
zona geográfica que corresponda al momento de reali-
zarse la conducta sancionada.

El juzgador sólo aplicará las multas establecidas en esta ley
a los infractores que, a su juicio, hubieren actuado de mala
fe.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de marzo de 2009.

Por la Comisión de Justicia, diputados: César Camacho Quiroz (rú-
brica), presidente; Carlos Alberto Navarro Sugich (rúbrica), Miguel
Ángel Arellano Pulido, Jorge Mario Lescieur Talavera (rúbrica), Ge-
rardo Sosa Castelán, Verónica Velasco Rodríguez (rúbrica), secreta-
rios; Mónica Arriola, Alliet Mariana Bautista Bravo, Luis Enrique Be-
nítez Ojeda (rúbrica), Liliana Carbajal Méndez (rúbrica), Patricia
Castillo Romero (rúbrica), Raúl Cervantes Andrade, Claudia Lilia
Cruz Santiago (rúbrica), Jesús de León Tello (rúbrica), Antonio de Je-
sús Díaz Athié (rúbrica), Arturo Flores Grande (rúbrica), Silvano Ga-
ray Ulloa (rúbrica), Violeta del Pilar Lagunes Viveros (rúbrica), Andrés
Lozano Lozano, Omeheira López Reyna (rúbrica), Victorio Rubén
Montalvo Rojas, Jesús Ricardo Morales Manzo, Mario Eduardo More-
no Álvarez (rúbrica), Édgar Armando Olvera Higuera, María del Pilar
Ortega Martínez, Luis Gustavo Parra Noriega, Alfredo Adolfo Ríos
Camarena, Yadhira Yvette Tamayo Herrera.»
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El Presidente diputado César Duarte Jáquez: En conse-
cuencia, está a discusión en lo general y en lo particular el
artículo único del proyecto de decreto.

No habiendo quien haya solicitado el uso de la palabra,
consulte la Secretaría a la asamblea si se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general y en lo particular.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Por instrucciones de la Presidencia, en votación
económica se consulta a la asamblea si se encuentra sufi-
cientemente discutido el proyecto de decreto, en lo general
y en lo particular. Las diputadas y los diputados que estén
por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los
diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Suficien-
temente discutido.

Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por
ocho minutos para proceder a la votación, en lo general y
en lo particular, del proyecto de decreto.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento para el Gobierno Interior. Ábrase el siste-
ma electrónico por ocho minutos para proceder a la vota-
ción, en lo general y en lo particular, del proyecto de de-
creto.

(Votación)

Está abierto el sistema, compañeras y compañeros. ¿Falta
alguna diputada o algún diputado de emitir su voto? Está
abierto el sistema todavía.

Ciérrese el sistema electrónico de votación.

De viva voz:

La diputada Gabriela Ortiz Martínez de Kores (desde
la curul): A favor.

El diputado Carlos Rodríguez Guevara (desde la curul):
A favor.

La diputada Érika Galván Rivas (desde la curul): A fa-
vor.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Se emitieron 352 votos a favor, 0 en contra y 0 abs-
tenciones, señor presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
do en lo general y en lo particular por unanimidad.

Aprobado en lo general y en lo particular, por 352 vo-
tos, el proyecto de decreto que reforma el artículo 3o.
Bis de la Ley de Amparo, Reglamentaria del los Artícu-
los 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. Pasa al Ejecutivo para sus efectos
constitucionales.

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL
SOBRE PRODUCCION Y SERVICIOS

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se recibió
solicitud de la Junta de Coordinación Política, para diferir
el dictamen con proyecto de decreto que adiciona y deroga
diversas disposiciones de la Ley del Impuesto Especial so-
bre Producción y Servicios. Se pospone.

LEY DEL INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: El si-
guiente punto del orden del día es la primera lectura de dic-
tamen.

En virtud de que ha sido publicado en la Gaceta Parlamen-
taria, consulte la Secretaría a la asamblea, en votación eco-
nómica, si se dispensa la lectura.

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la asam-
blea, en votación económica, si se dispensa la lectura. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa, diputado presidente.
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«Dictamen de la Comisión de Equidad y Género, con pro-
yecto de decreto que expide la Ley del Instituto Nacional
de las Mujeres

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Equidad y Género fue turnada, para es-
tudio y dictamen, iniciativa presentada por las integrantes
de la mesa directiva de la Comisión de Equidad y Género
por el que se expide la Ley del Instituto Nacional de las
Mujeres.

La Comisión de Equidad y Género, con fundamento en los
artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como en los artículos 56, 87, 88 y 94 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
esta honorable asamblea el presente dictamen, el cual se re-
aliza de acuerdo con la siguiente 

Metodología

I. En el capítulo “Antecedentes” se da constancia del
trámite de inicio del proceso legislativo, del recibo de
turno para el dictamen de referida iniciativa y de los tra-
bajos previos de la comisión.

II. En el capítulo correspondiente a “Contenido de la
iniciativa” se exponen los motivos y alcance de la pro-
puesta en estudio, asimismo se hace una breve referen-
cia de los temas que la componen.

III. En el capítulo de “Consideraciones”, la comisión
expresa los argumentos de valoración de la propuesta y
los motivos que sustentan el resolutivo del dictamen de
la iniciativa en análisis.

I. Antecedentes

En sesión celebrada con fecha 21 de enero de 2009 por la
Comisión Permanente del honorable Congreso de la
Unión, las integrantes de la mesa directiva de la Comisión
de Equidad y Género presentaron iniciativa con proyecto
de decreto por el que se expide la Ley del Instituto Nacio-
nal de las Mujeres.

En esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Comisión Per-
manente turnó la iniciativa en comento a la Comisión de

Equidad y Género, con opinión de la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública, para estudio y posterior dicta-
men.

II. Contenido de la iniciativa

En el texto de la iniciativa se menciona que el objeto de
ésta es expedir la Ley del Instituto Nacional de las Muje-
res para que se haga la adecuación en la integración, atri-
buciones, organización y competencia del Instituto Na-
cional de las Mujeres (Inmujeres) a las necesidades de
desarrollo y fortalecimiento del propio organismo, de
acuerdo a los ordenamientos legales en materia de igual-
dad, no discriminación y de acceso de las mujeres a una
vida libre de violencia, generando mejores condiciones
para robustecer sus estrategias y líneas de acción a favor
de las mujeres de nuestro país. 

Además señala que esta iniciativa retoma las propuestas de
reforma y adición que diputadas y diputados de la LIX y
LX Legislatura han presentado de manera que se retoman
las aportaciones hechas para lograr el fortalecimiento del
instituto.

Destacan el trabajo realizado para la integración de la pro-
puesta del Instituto Nacional de las Mujeres, del Centro de
Estudios para el Adelanto de las Mujeres y la Equidad de
Género, así como de todos los diputados y diputadas de la
Comisión de Equidad y Género en diversas mesas de tra-
bajo, para finalmente concluir la estructura del proyecto de
iniciativa.

III. Consideraciones

La comisión dictaminadora estima viable la iniciativa que
expide la Ley del Instituto Nacional de las Mujeres, ya que
fortalece las acciones que dicha instancia realiza a en la
transversalización de la perspectiva de género en nuestro
país.

Antes de abordar en el análisis del articulado propuesto, es
importante mencionar lo siguiente respecto con el presu-
puesto asignado al Instituto Nacional de las Mujeres: 

El proyecto de presupuesto de 2009 del Inmujeres se pre-
sentó a la Cámara de Diputados con una cantidad de 410.1
millones de pesos para ejecutar los programas de esta ins-
titución.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 21 de abril de 2009219



Durante la discusión y la aprobación, la Comisión de Equi-
dad y Género realizó ampliaciones al Inmujeres por una can-
tidad de 295.0 millones de pesos, para que estuviera en posi-
bilidad de cumplir con los compromisos. 

Por esta razón, el presupuesto aprobado del Inmujeres cre-
ció en 67.2 por ciento respecto al proyecto de Presupuesto
de Egresos de la Federación (PEF) de 2009. 

La Comisión de Equidad y Género argumentó durante el
análisis, discusión y aprobación del PEF de 2009,  que di-
cho incremento responde a la urgente necesidad dar cum-
plimiento a las diferentes obligaciones del Inmujeres para
coordinar y ejecutar a la política nacional de igualdad en-
tre mujeres y hombres.

Con los elementos anotados, los integrantes de esta comi-
sión han coincidido en las modificaciones a la Ley del Ins-
tituto Nacional de las Mujeres para dotarlo de mejores fa-
cultades para el cumplimiento de los compromisos que
tiene el gobierno mexicano en materia de los derechos hu-
manos de las mujeres y lograr la igualdad entre los géne-
ros.

Por lo anterior, propusieron la asignación de recursos adi-
cionales al instituto con el objeto de que tenga los recursos
suficientes para comenzar a operar los cambios que impli-
carían las modificaciones a su ley.

De esta forma, en el análisis de la propuesta de mérito, la
dictaminadora considera que el Inmujeres cuenta con los
recursos suficientes para atender dichos cambios, e incluso
prever que un porcentaje de estas ampliaciones podría ser
regularizado con objeto de dar cumplimiento cabal a las
modificaciones propuestas para los siguientes ejercicios
fiscales.

Es importante destacar sobre este respecto, la opinión de la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública emitida el 3 de
marzo de 2009, a partir del impacto presupuestal que ela-

boró el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas sobre
la iniciativa de mérito, mismo que a continuación se cita:

“Primero. La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública,
con fundamento en los artículos 39, 42 y 45, numeral 6, in-
ciso e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, y en el artículo 18, párrafo
tercero, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria, y con base en la valoración realizada por
el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, opina que
la iniciativa por la que se expide la Ley del Instituto nacio-
nal de las Mujeres, presentada por la diputada Maricela
Contreras Julián, a nombre de la mesa directiva de la Co-
misión de Equidad y Género, no implica impacto presu-
puestario.”

De igual forma, esta dictaminadora estima oportuno citar el
estudio elaborado por el Centro de Estudios de las Finan-
zas Públicas al que se refiere la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública.

“Impacto presupuestario: La presente iniciativa supo-
ne la generación de impacto presupuestario, toda vez
que la unidad administrativa para la implantación del
presente dictamen, el Instituto Nacional de las Mujeres
(Inmujeres), fue creada y ya cuenta con asignación pre-
supuestal, como se indica en el cuadro siguiente.

Sin embargo, dicho dictamen considera cambios en su es-
tructura actual y funcionamiento, al fortalecerlo y contar
con un marco normativo adecuado. 

Para el presente ejercicio de 2009, la Comisión de Equidad
y Género estima que el instituto contará con los recursos
suficientes para atender dichos cambios, por lo cual en el
presente año la aprobación de este dictamen no generará
impacto presupuestario. 
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Para los siguientes ejercicios, con la finalidad de poder es-
tar en condiciones de cumplir con dichas funciones y atri-
buciones, se deberá, al menos,  mantener dicho incremen-
to en su presupuesto actual. 

Bajo el escenario de manteniendo dicho incremento en el
presupuesto del instituto, únicamente ajustando por el in-
cremento inflacionario, para 2010 y los años posteriores, el
impacto presupuestario, sería el siguiente:”

En cuanto a la valoración del cuerpo del artículo contenido
en el proyecto de decreto, la dictaminadora procede a rea-
lizarla uno por uno.

Artículo 1

Se estima viable la propuesta en función de que correspon-
de al objeto  de la ley, además de la referencia del artículo
cuarto constitucional que establece el principio de igualdad
entre mujeres y hombres.

Artículo 2

Se establece la naturaleza jurídica del Instituto lo que es
correcto conforme a las disposiciones aplicables.

Artículo 3

Es procedente en función de que establece los sujetos de
derecho de la ley a partir el principio de no discriminación
establecido en el artículo primero constitucional y en la ley
de la materia. La dictaminadora estima viable ampliar las
condiciones que se describen en dicho numeral de la pro-
puesta original, respecto a los sujetos de la ley, de tal suer-
te que se agregarían las siguientes: condición jurídica o
económica, apariencia física, condiciones de salud, carac-
terísticas genéticas, embarazo o cualquier otra análoga.

Artículo 4

Es viable la propuesta pues actualiza los objetivos el insti-
tuto referidos a la igualdad de género, no discriminación y
referente a la atención, prevención y erradicación de la vio-
lencia hacia las mujeres. Además armoniza las definiciones
de transversalidad y no discriminación con otros ordena-
mientos jurídicos de la materia. La dictaminadora estima
oportuno cambiar la denominación “igualdad de género”,
por “igualdad entre mujeres y hombres”, por corresponder
a la ley en la materia; además de incluir el concepto de
igualdad para tener un numeral 5 en dicho artículo, de tal
suerte que quedaría de la siguiente manera:

“Artículo 4. …

Lo anterior, bajo los criterios de

1. a 4. …

5. Igualdad, como principio por el cual todas las perso-
nas gozan de los mismos derechos y libertades funda-
mentales sin distinciones de ningún tipo.”

Artículo 5

Es procedente en función de que define lo que debe enten-
derse por conceptos manejados en la Ley, además de que
armoniza los términos de género, equidad de género, igual-
dad de género y perspectiva de género con otros ordena-
mientos jurídicos de la materia.

Artículo 6

Se estima viable toda vez que adecua las funciones del Ins-
tituto a diversas actividades que viene realizando y que no
se encontraban reguladas de manera específica; además de
que se enmarcan dentro de las facultades establecidas en
las Leyes Generales para la Igualdad entre Mujeres y Hom-
bres, y de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia. Las propuestas robustecen al instituto en su función
normativa y rectora de la transversalización de la perspec-
tiva de género en nuestro país. 

De la propuesta original se hacen ajustes a la fracción II pa-
ra que especificar que los tratados internacionales a los que
se refiere son en materia de derechos humanos de las mu-
jeres y la igualdad de género. De igual forma, se sugiere
eliminar la fracción IV, ya que es una atribución del insti-
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tuto y no un objetivo, razón por la cual pasa al artículo 7 de
la propia ley.

Se estima también adicionar dos fracciones: una que pro-
mueva la institucionalización de la perspectiva de género
en la administración pública federal y en los poderes de los
tres órdenes de gobierno; y otra una fracción que especifi-
que como objetivo del Instituto los contenidos en las dis-
posiciones legales e instrumentos internacionales en mate-
ria de derechos humanos de las mujeres; de tal suerte que
se recorrería la numeración de las fracciones para incorpo-
rar una V y XIV.

Artículo 7

Es procedente la propuesta de atribuciones del instituto, ya
que corresponden a las actividades que realiza como órga-
no rector de la transversalización de la perspectiva de gé-
nero; además se establecen las bases de coordinación con
entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios
para coadyuvar en el proceso de reconocimiento de los de-
rechos de las mujeres en dichos ámbitos. Un aspecto adi-
cional es que se adecuan sus atribuciones de conformidad
a lo que establecen las Leyes Generales para la Igualdad
entre Mujeres y Hombres, y de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia.

La dictaminadora estima oportuno realizar modificaciones
a la fracción I del citado precepto, con la finalidad de esta-
blecer la coordinación del Instituto con las autoridades res-
pectivas para la formulación, instrumentación, seguimien-
to y verificación de las políticas públicas en materia de no
violencia contra las mujeres, a efecto de no trastocar ámbi-
to de competencias.

Por otra parte, en la fracción II del mismo artículo propone
eliminar la palabra “vigilar”, ya que no corresponde a un
órgano descentralizado como el Instituto esta facultad. Por
lo que hace a la fracción II se refiere de manera específica
a la administración pública federal.

Se estima oportuno incluir la fracción IV que se eliminó
del artículo 6 referido en las consideraciones anteriores,
por lo que se recorren las fracciones.

Se propone que los artículos 32 y 33 de la propuesta ori-
ginal pasen a ser atribuciones del Instituto, para conver-
tirse en las fracciones VII y VIII del artículo 7, reco-
rriéndose  las fracciones de la propuesta original.

De igual forma, en la fracción IV de la propuesta original
y IX del proyecto de dictamen se propone incluir la cola-
boración del Instituto para la elaboración del programa in-
tegral que hace referencia la ley, conjuntamente con la Se-
cretaría de Gobernación, para no invadir esfera de
competencias.

También se fortalecen la redacción de las fracciones V, IX,
X, XV y XXVI de la propuesta original  que con el orden
propuesto en el presente dictamen son las fracciones VI,
XII, XVIII y XXIX, con la finalidad de precisar las atribu-
ciones del Instituto, de manera particular la fracción XXIX
incluye la colaboración con lo órganos político administra-
tivos del Distrito Federal.

La dictaminadora estima adicionar una fracción XXXIV
para establecer que las atribuciones se ejercerán sin me-
noscabo de las facultades que las leyes aplicables a la ma-
teria, confieran a las autoridades federales, estatales y mu-
nicipales; de tal suerte que se recorrerían las fracciones de
la propuesta original.

Artículo 8

Es procedente que se establezca el domicilio legal del ins-
tituto para los efectos correspondientes.

Artículo 9

Es viable la propuesta, ya que señala cuáles los órganos de
gobierno del instituto, así como su estructura administrati-
va.

Artículo 10

Se estima procedente, toda vez que se pone especial aten-
ción a las mujeres indígenas en las acciones que realice el
Instituto para el cumplimiento de sus obligaciones, desta-
cando que debe velar por el respeto de sus derechos huma-
nos reconocidos en nuestra Constitución y los tratados in-
ternacionales suscritos por México en términos del artículo
133 constitucional.

Artículo 11

Es procedente toda vez que de conformidad con la legisla-
ción aplicable, señala cuál es la estructura organizativa del
instituto, donde se destaca que los consejos social y con-
sultivo son órganos auxiliares de carácter honorífico.
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Artículo 12

Es viable en función de que establece la supletoriedad los
ordenamientos jurídicos aplicables.

Artículo 13

Se estima oportuna la propuesta, en función de que esta-
blece la integración de la Junta de Gobierno, así como el
método para suplir la ausencia de sus integrantes y la for-
ma de designación de las personas que funjan como voca-
les propietarias. Además se actualiza el nombre de algunas
dependencias de la administración pública federal. La dic-
taminadora estima oportuno cambiar en la fracción XVI de
la iniciativa la denominación de la dependencia que se se-
ñala, toda vez que de acuerdo a la Ley Federal para preve-
nir y erradicar la Discriminación lo correcto es “Consejo
Nacional para prevenir la Discriminación” y no “Comisión
Nacional para prevenir la Discriminación”, como se señala
en la iniciativa.

De igual forma se incluye un párrafo para especificar que
cuando exista algún conflicto de intereses, las personas in-
tegrantes de los consejos y que formen parte de la Junta de
Gobierno deben excusarse de conocer el mismo.

Artículo 14

Es procedente toda vez que señala las atribuciones de la
Junta de Gobierno entre las que destacan el integrar la ter-
na de personas candidatas a ocupar la presidencia del Ins-
tituto, la aprobación del  presupuesto del Instituto y la de-
signación o remoción de los mandos superiores de dicha
instancia. Se hace puntualizaciones en las fracciones VI  y
VIII de la propuesta original, respecto a los términos ad-
ministrativos que deben ser los correctos.

Artículo 15

Es viable ya que establece la metodología para las sesiones
de la Junta de Gobierno.

Artículo 16

Se estima viable, ya que establece los requisitos para la
persona que ocupe la presidencia del Instituto; además se
reagrupan diversas disposiciones que se encontraban con-
tenidas en otros artículos de la ley vigente. Se estima opor-
tuno agregar una fracción V para establecer como requisi-
to el no haber sido condenada por delito intencional
alguno, o inhabilitada por la autoridad competente.

Artículo 17

Es procedente la propuesta ya que considera las atribuciones
de la persona que ocupe la presidencia del instituto y que tie-
nen que ver con la operatividad y funcionalidad del mismo.
Se agrega a la fracción I que la titular de la presidencia ten-
drá voto de calidad, se puntualiza en la fracción X de la pro-
puesta original y se propone adicionar una fracción XVII pa-
ra que se pueda entregar toda la información necesaria a los
órganos auxiliares del Instituto para el desarrollo de las atri-
buciones que le confiere la ley, de tal suerte que se recorre la
fracción XVII de la propuesta para quedar en XVIII.

Artículo 18

Es viable en el sentido de que establece el plazo que dura-
rá en su encargo la persona que ocupe la presidencia del
instituto.

Artículo 19

Se estima oportuno en función de que persona que ocupe la
presidencia del instituto sólo podrá permanecer en su en-
cargo durante el periodo constitucional de aquella que ocu-
pe la Presidencia de la República y le haya otorgado el
nombramiento.

Artículo 20

Es procedente ya que establece los requisitos que debe reu-
nir la persona que ocupe la secretaría ejecutiva del institu-
to y que van acordes con los solicitados para la que ocupe
la presidencia de éste. Se estima oportuno agregar una frac-
ción V para establecer como requisito el no haber sido con-
denada por delito intencional alguno, o inhabilitada por la
autoridad competente.

Artículo 21

Se estima viable toda vez que se le dan facultades a la se-
cretaría ejecutiva del instituto para la operatividad del mis-
mo y auxiliar a la persona que ocupe la presidencia.

Artículos 22 y 23

Se estiman procedentes ya que establece la conformación
del Consejo Consultivo, respetando lo que la ley vigente se-
ñala; además de que responden a la operatividad con los que
éste ha venido funcionando. La dictaminadora propone co-
rregir la redacción del artículo propuesto y agregar que las
consejeras no serán consideradas servidoras públicas, ade-
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más de que tendrán que rendir un informe anual de activida-
des donde se incluya el estado cualitativo del instituto.

Artículos 24 y 25

Se estiman procedentes ya que establece la conformación
del Consejo Social, respetando lo que la ley vigente seña-
la; además de que responden a la operatividad con los que
éste ha venido funcionando. La dictaminadora propone co-
rregir la redacción del artículo propuesto y agregar que las
consejeras no serán consideradas servidoras públicas, ade-
más de que tendrán que rendir un informe anual de activi-
dades donde se incluya el estado cualitativo del instituto.

Artículos 26 y 27

Son viables toda vez que se establecen las facultades del
Consejo Consultivo y del Consejo Social  y que coadyuvan
con las tareas del instituto; además de que permiten la par-
ticipación de la sociedad civil en el cumplimiento de los
objetivos del propio instituto. Se puntualiza la fracción III
del artículo 26 de la propuesta para impulsar la organiza-
ción de las mujeres indígenas.

Artículos 28 y 29

Se estiman procedentes en función de que establece la co-
laboración de los Poderes de la Unión, así como de las en-
tidades federativas, del Distrito Federal y de los municipios
con el Instituto para tener información sobre el proceso de
la transversalización de la perspectiva de género.

Adicionalmente la dictaminadora propone incluir el artí-
culo 28 al Capítulo VI, “De la Colaboración de los Tres
Poderes de la Unión”, pues del contenido de éste se des-
prende que corresponde formar parte de este apartado y
no del Capítulo V Del Consejo Consultivo y del Consejo
Social del Instituto Nacional de las Mujeres, como se en-
cuentra en la propuesta original.

Por lo que hace al artículo 29 se puntualiza a las instancias
que proporcionarán información al instituto.

Artículo 30

Es viable toda vez que se refiere a la incorporación de la
perspectiva de género en los tres Poderes de la Unión y la
facultad del Instituto de emitir opinión sobre las acciones
que realicen para cumplir con dicha obligación.

Artículos 31, 32, 33 y 34

Se estiman procedentes, toda vez que el instituto ha cola-
borado en el proceso de construcción de presupuestos con
enfoque de género; además de que en los ordenamientos de
la materia se le establecen ciertas obligaciones al respecto,
por lo que se hace necesario actualizar la ley que rige el
instituto para dotarlo de facultades, a efecto de que pro-
mueva la incorporación de la perspectiva de género en los
programas que la administración pública federal presente
en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación.
Es preciso señalar que parte de las atribuciones que se se-
ñalan en la propuesta están contenidas en el decreto de Pre-
supuesto de Egresos de la Federación para 2008 y 2009 en
el artículo 25; sin embargo, se estima viable la propuesta de
incluirse en la ley del instituto pues ésta, a diferencia del
decreto señalado, no se encuentra sujeta a la vigencia de un
año, sino que es permanente.

En el caso del artículo 31 se agrega a su redacción la pala-
bra “corresponda” para puntualizar las atribuciones del
Instituto en la materia que se señala el precepto de referen-
cia.

Por lo que hace a los artículos 32 y 33 de la propuesta ori-
ginal pasan a ser atribuciones del Instituto, para convertir-
se en las fracciones VII y VIII del artículo 7, recorriéndo-
se  las fracciones de la propuesta original, por lo que se
recorren los artículos subsecuentes de manera descendente,
por lo que el artículo 34 de la propuesta original pasa a ser
32.

Artículo 35

Se convierte en artículo 33.

Es viable en función de que se establece la forma de inte-
gración del patrimonio del instituto. Sin embargo, en la
fracción II se estima oportuno cambiar las referencias que
hace dicha fracción a otras del artículo 7 de la iniciativa, to-
da vez que las fracciones correctas deben ser XIX y XXVI,
ya que estás establecen lo siguiente:

“XIX. Promover, difundir y publicar obras relacionadas
con las materias objeto de esta ley;

XXVI. Impulsar e informar sobre las aportaciones de re-
cursos provenientes de dependencias e instituciones pú-
blicas, organizaciones privadas y sociales, organismos
internacionales y regionales, gobiernos de otros países y
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particulares interesados en apoyar el logro de la igual-
dad de género.”

Por lo que la fracción III del artículo 33 quedaría de la
siguiente manera:

“Artículo 33

III. Recursos que obtenga de las actividades a que se re-
fiere el artículo 7 fracciones XVI y XXIII de esta ley; y”

Artículo 36

Se convierte en artículo 34.

Es procedente toda vez que señala que en el Presupuesto de
Egresos de la Federación se debe contener los recursos ne-
cesarios para la operación del Instituto y el cumplimiento
de las atribuciones en su Ley. Se estima oportuno cambiar
la leyenda “partidas y previsiones necesarias” por “los re-
cursos necesarios”.

Artículos 37 y 38

Se convierten en artículos 35 y 36.

Son procedentes ya que la gestión del instituto, así como lo
relativo a la contabilidad y ejercicio e presupuesto quedan
regidos bajo las leyes en la materia.

Artículo 39

Se convierte en artículo 37.

Es viable en función de que señala el régimen laboral al
que están sujetas las personas que laboran en el instituto.

Disposiciones transitorias

Primera

Se estima que en los términos como se plantea la entrada
en vigor del decreto no es viable, toda vez que el, plazo que
señala es del primero de enero de 2009, por lo que esta dic-
taminadora propone su modificación para que quede de la
siguiente manera:

“Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor
el día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.”

Segunda

Es procedente la abrogación de la Ley del Instituto Nacio-
nal de las Mujeres publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 12 de enero del 2001, toda vez que se expedirá
una nueva ley del instituto.

Tercera

Es viable en función de que se da certeza sobre la perma-
nencia de las personas que ocupan la estructura organizati-
va del instituto y garantiza la operatividad de éste.

Cuarta

Se estima que en los términos en los que está plantada la
propuesta no es viable, ya que la entrada en vigor de la pro-
puesta original ya quedaría rebasada y con la modificación
propuesta por la dictaminadora no se tendría un plazo para
que la persona que ocupe la presidencia del instituto pre-
sente a la Junta de Gobierno las modificaciones al estatuto
orgánico y al reglamento interior necesarias, a fin de pro-
veer al debido cumplimiento de éste.

En ese sentido, la dictaminadora propone conceder un pla-
zo de 60 días naturales a la persona que ocupe la presiden-
cia del instituto para cumplir con esta disposición transito-
ria, por lo que quedaría la redacción de la siguiente
manera:

“Artículo Cuarto. La titular de la Presidencia del Institu-
to Nacional de las Mujeres contará con 60 días naturales
contados a partir de la entrada en vigor del presente decre-
to para presentar a la actual Junta de Gobierno las pro-
puestas de modificación al estatuto orgánico y al regla-
mento interior necesarias a fin de proveer al debido
cumplimiento de éste.”

De manera adicional, se destaca la incorporación de las
propuestas incluidas en la iniciativa que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, de la Ley Ge-
neral para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, y de la
Ley del Instituto Nacional de las Mujeres, presentadas por
las diputadas Yolanda Rodríguez Ramírez y Martha Angé-
lica Tagle Martínez.

Con las valoraciones expuestas y las modificaciones señala-
das, la Comisión de Equidad y Género somete a considera-
ción de esta asamblea el siguiente proyecto de
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Decreto por el que se expide la Ley del Instituto Nacio-
nal de las Mujeres

Único. Se expide la Ley del Instituto Nacional de las Mu-
jeres para quedar como sigue:

Ley del Instituto Nacional de las Mujeres

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto establecer las
atribuciones y competencia del Instituto Nacional de las
Mujeres. Sus disposiciones son de orden público y de ob-
servancia general en toda la república, en materia de igual-
dad de género y de derechos entre mujeres y hombres, en
los términos del artículo cuarto, párrafo primero, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 2. Se crea el Instituto Nacional de las Mujeres co-
mo un organismo público descentralizado de la administra-
ción pública federal, con personalidad jurídica, patrimonio
propio y autonomía técnica y de gestión para el cumpli-
miento de sus atribuciones, objetivos y fines.

Artículo 3. Son sujetos de los derechos que esta ley garan-
tiza todas las mujeres mexicanas y extranjeras que se en-
cuentren en el territorio nacional, y las mexicanas en el ex-
tranjero, sin importar origen étnico, nacional, lengua,
identidad de género, expresión de rol de género, edad, es-
tado civil, idioma, cultura, condición social, jurídica o eco-
nómica, discapacidad, preferencia sexual, condiciones de
salud, características genéticas, embarazo, religión o dog-
ma o cualquier otra análoga, quienes podrán participar en
los programas, servicios y acciones que se deriven del pre-
sente ordenamiento.

Artículo 4. El instituto tiene por objeto promover la igual-
dad entre mujeres y hombres, así como el ejercicio pleno de
todos los derechos humanos y libertades fundamentales de
las mujeres y su participación igualitaria en la vida política,
económica, cultural y social del país; fomentar la no discri-
minación hacia las mujeres, así como las acciones que per-
mitan la atención, prevención, sanción y erradicación de la
violencia contra las mujeres, en términos de las facultades
que se derivan de la presente ley y de la legislación de la
materia.

Lo anterior, bajo los criterios de

I. Transversalidad. Proceso que permite garantizar la in-
corporación de la perspectiva de género con el objetivo
de valorar las implicaciones que tiene para las mujeres
y los hombres cualquier acción que se programe, tratán-
dose de legislación, políticas públicas, actividades ad-
ministrativas, económicas y culturales en las institucio-
nes públicas y privadas;

II. Federalismo. En lo que hace al desarrollo de progra-
mas y actividades para el fortalecimiento institucional
de las dependencias y de los mecanismos para el ade-
lanto de las mujeres en las entidades federativas, el Dis-
trito Federal y municipios responsables de promover y
fomentar la igualdad de género en los tres órdenes de
gobierno;

III. Fortalecimiento de vínculos con los Poderes Legis-
lativo y Judicial, tanto federales como de las entidades
federativas y del Distrito Federal;

IV. No discriminación. En los términos de la Ley Fede-
ral para Prevenir y eliminar la Discriminación; y

V. Igualdad. Como principio por el cual todas las perso-
nas gozan de los mismos derechos y libertades funda-
mentales sin distinciones de ningún tipo.

Artículo 5. Para los efectos de esta ley se entenderá por

I. Instituto. El Instituto Nacional de las Mujeres;

II. Junta de Gobierno. La Junta de Gobierno del Institu-
to Nacional de las Mujeres;

III. Presidencia. La Presidencia del Instituto Nacional
de las Mujeres;

IV. Secretaria ejecutiva. La persona titular de la Secre-
taría Ejecutiva del Instituto Nacional de las Mujeres;

V. Consejo Consultivo: El Consejo Consultivo, órgano
auxiliar del Instituto Nacional de las Mujeres, de carác-
ter honorífico;

VI. Consejo Social. El Consejo Social, órgano auxiliar
del Instituto Nacional de las Mujeres, de carácter hono-
rífico;
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VII. Género. Concepto que refiere a los valores, atribu-
tos, roles y representaciones que la sociedad asigna a
mujeres y hombres;

VIII. Equidad de Género. Principio conforme al cual
mujeres y hombres tienen condiciones iguales para ejer-
cer plenamente sus derechos y su potencial para contri-
buir a la evolución política, económica, social y cultural
del país para beneficiarse por igual de los resultados. Lo
anterior con la finalidad de lograr la participación igua-
litaria de las mujeres en la toma de decisiones;

IX. Ley. La Ley del Instituto Nacional de las Mujeres;

X. Igualdad de género. La eliminación de toda forma de
discriminación en cualquiera de los ámbitos de la vida,
que se genere por pertenecer a cualquier sexo;

XI. Perspectiva de género. Es una visión científica, ana-
lítica y política sobre las mujeres y los hombres. Se pro-
pone eliminar las causas de la opresión de género como
la desigualdad, la injusticia y la jerarquización de las per-
sonas basada en el género. Promueve la igualdad entre los
géneros a través de la equidad, el adelanto y el bienestar
de las mujeres; contribuye a construir una sociedad en
donde las mujeres y los hombres tengan el mismo valor,
la igualdad de derechos y oportunidades para acceder a
los recursos económicos y a la representación política y
social en los ámbitos de toma de decisiones;

XII. Programa. Programa Nacional para la Igualdad en-
tre Mujeres y Hombres; y

XIII. Programa integral. Programa Integral para preve-
nir, atender, sancionar y erradicar la Violencia contra las
Mujeres.

Artículo 6. El Instituto tendrá como objetivos específicos
los siguientes:

I. Promover, proteger y difundir los derechos de las mu-
jeres y de las niñas consagrados en la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados
internacionales ratificados por nuestro país, en particu-
lar los derechos humanos y libertades fundamentales de
las mujeres durante todas las etapas de su vida;

II. Proponer la adopción de medidas para el cumpli-
miento de los tratados internacionales en materia de de-

rechos humanos de las mujeres y la igualdad entre mu-
jeres y hombres en los que nuestro país sea parte;

III. Promover la incorporación de la perspectiva de gé-
nero en el Plan Nacional del Desarrollo;

IV. Ejecutar la política de coordinación permanente entre
las dependencias y entidades de la administración públi-
ca federal, así como de las autoridades estatales, del Dis-
trito Federal y municipales de los sectores social y pri-
vado en relación con las mujeres;

V. Promover la institucionalización de políticas transver-
sales con perspectiva de género en la administración pú-
blica federal y contribuir a su adopción en los poderes en
sus diferentes órdenes de gobierno;

VI. Coadyuvar en la formulación e impulso de políticas
públicas nacionales destinadas a asegurar la prevención,
atención, sanción y erradicación de la violencia contra
las mujeres, así como la igualdad de género;

VII. Diseñar, implantar y funcionar bajo mecanismos de
coordinación permanente con las autoridades de los tres
órdenes de gobierno, especialmente con los mecanismos
para el adelanto de las mujeres en las entidades federa-
tivas, Distrito Federal y municipios, para concertar con
la sociedad la participación de las mujeres mexicanas en
todos los sectores productivos del país;

VIII. Diseñar e incidir en la ejecución de programas y
acciones en la materia, cuando no correspondan a las
atribuciones de otras entidades o dependencias de la ad-
ministración pública federal;

IX. Promover entre los poderes en sus diferentes órde-
nes de gobierno, la ejecución de acciones dirigidas a la
igualdad de género, así como para prevenir, atender,
sancionar y erradicar la violencia de género en todos los
ámbitos de la vida nacional;

X. Promover la cultura por una vida libre de violencia y
la igualdad de género para el fortalecimiento de la de-
mocracia y el estado de derecho;

XI. Fomentar e impulsar la participación de las mujeres
en los ámbitos político, económico, cultural y social, ba-
jo el principio de igualdad de género, que contribuya al
pleno goce de sus derechos humanos y libertades fun-
damentales;
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XII. Ejecutar programas de difusión e información para
las mujeres de carácter gratuito y alcance nacional, que
informen acerca de sus derechos humanos y libertades
fundamentales, procedimientos de impartición de justi-
cia y orientación sobre el conjunto de políticas públicas
y programas de organismos no gubernamentales y pri-
vados para la igualdad de género, pudiendo utilizar los
tiempos oficiales previstos en la ley de la materia;

XIII. Representar al gobierno federal en materia de
igualdad de género ante los gobiernos estatales, munici-
pales y del Distrito Federal, organizaciones privadas,
sociales y organismos internacionales;

XIV. Los contenidos en las disposiciones legales e ins-
trumentos internacionales en materia de los derechos
humanos de las mujeres; y

XV. Las demás disposiciones legales en materia de
igualdad entre mujeres y hombres.

Artículo 7. El Instituto tendrá las siguientes atribuciones:

I. Promover, en coordinación con las autoridades res-
pectivas, la formulación, instrumentación, seguimiento
y verificación de las políticas públicas en materia de
igualdad de género y de no violencia contra las mujeres
en todas sus formas y modalidades;

II. Impulsar, promover y coadyuvar en la efectiva incor-
poración de la perspectiva de género en:

a) El Plan Nacional de Desarrollo;

b) El Presupuesto de Egresos de la Federación;

c) La programación para el ejercicio del gasto públi-
co;

d) La elaboración y ejecución de reglas de opera-
ción de los programas sectoriales, regionales y es-
peciales; y

e) El programa operativo anual y las acciones corres-
pondientes de cada dependencia o entidad de la ad-
ministración pública federal; 

III. Coadyuvar para la efectiva incorporación de la pers-
pectiva de género en la planeación, programación y eje-

cución de acciones programáticas de la administración
pública federal, así como de los poderes en sus diferen-
tes órdenes de gobierno, de conformidad con los conve-
nios y acuerdos que se suscriban, por lo que hace a las
entidades federativas, el Distrito Federal y municipios;

IV. Participar en la elaboración del informe anual sobre
el cumplimiento de los objetivos del Programa  que se
remite al honorable Congreso de la Unión;

V. Procurar, impulsar y apoyar el ejercicio pleno de los
derechos humanos de las mujeres y libertades funda-
mentales, así como el fortalecimiento de los mecanis-
mos para el adelanto de las mujeres en las entidades fe-
derativas, el Distrito Federal y municipios;

VI. Impulsar en la administración pública federal la cul-
tura y los procesos de gestión a favor de la igualdad en-
tre mujeres y hombres, así como las normas que asegu-
ren la igualdad de trato, acciones afirmativas y la
conciliación de la vida laboral y familiar, eliminando las
disposiciones o mecanismos administrativos que discri-
minen por razón de género y, proponer las medidas ne-
cesarias para eliminar todas las acciones que afecten el
pleno ejercicio de los derechos de las mujeres;

VII. Coordinar y fomentar que las dependencias y enti-
dades de la administración pública federal consideren
en sus programas o actividades que corresponda, lo si-
guiente:

a) Incorporar la perspectiva de género y reflejarla en
su matriz de indicadores;

b) Identificar la población objetivo, diferenciada por
sexo, grupo de edad, región del país, municipio o de-
marcación territorial, y entidad federativa;

c) Establecer las metodologías o sistemas para que en
el diseño, aplicación y evaluación de los programas, se
generen indicadores con perspectiva de género; y

d) Fomentar que en lo relativo a los programas de co-
municación social incluyan en sus contenidos la pro-
moción de la igualdad de género, la prevención, aten-
ción, sanción y  erradicación de la violencia contra
las mujeres, y la eliminación de roles y estereotipos
que fomenten cualquier forma de discriminación por
razones de género.
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VIII. Establecer coordinadamente con las dependencias
y entidades de la administración pública federal, la me-
todología de rendición de cuentas sobre las acciones re-
alizadas en materia de igualdad de género, detallando
objetivos específicos, población objetivo, indicadores
utilizados, la programación de las erogaciones y el ejer-
cicio de los recursos.

IX. Colaborar en la elaboración del Programa Integral,
en el marco de la Ley General de Acceso de las Mujeres
a una Vida Libre de Violencia, la elaboración del mismo
y, en coordinación con las autoridades competentes,
promover las modificaciones correspondientes, en los
términos de la legislación aplicable;

X. Establecer y concertar acuerdos y convenios con las
autoridades de los tres órdenes de gobierno y, en su ca-
so, con los sectores social y privado, para promover las
políticas, programas y acciones que se establezcan en el
Programa;

XI. Establecer vínculos de colaboración con el honora-
ble Congreso de la Unión, los Congresos estatales y la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, para impul-
sar acciones legislativas que promuevan y fomenten la
igualdad de género, la erradicación de la discriminación
y la violencia contra de las mujeres, así como el reco-
nocimiento y respeto de sus derechos humanos y liber-
tades fundamentales;

XII. Establecer relaciones permanentes con las autori-
dades responsables de la procuración e impartición de
justicia y de seguridad pública en los tres órdenes de go-
bierno, para incorporar la perspectiva de género en el
desempeño de sus funciones, así como medidas de pre-
vención, atención, sanción y erradicación de cualquier
forma de violencia y discriminación contra las mujeres;

XIII. Impulsar y fortalecer vínculos de colaboración y,
en su caso, suscribir convenios con organismos de la so-
ciedad civil y privados, nacionales e internacionales y
con la banca multilateral, para el desarrollo de proyec-
tos que fomenten y fortalezcan la autosuficiencia eco-
nómica, la ampliación de oportunidades y la potencia-
ción de capacidades de las mujeres, particularmente las
que se encuentren en situación de pobreza;

XIV. Crear, mantener y fortalecer las relaciones de in-
tercambio y cooperación, en las materias de su compe-

tencia, con los organismos internacionales que se ocu-
pan de la promoción y defensa de los derechos humanos
y libertades fundamentales de las mujeres, sin perjuicio
de las atribuciones que correspondan a la Secretaría de
Relaciones Exteriores;

XV. Impulsar y propiciar, en su caso, en coordinación
con la Secretaría de Relaciones Exteriores la firma y el
cumplimiento de los instrumentos acordados en el ám-
bito internacional y regional, relacionados con la igual-
dad de género, el acceso de las mujeres a una vida libre
de violencia y, en general todos aquellos referentes a de-
rechos humanos y libertades fundamentales de las mu-
jeres, sin contravenir las atribuciones que correspondan
a dicha dependencia;

XVI. Actuar como órgano de consulta, capacitación y
asesoría de las dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal, así como de las entidades fede-
rativas, el Distrito Federal y municipios, de los sectores
social y privado, en materia de género, cuando así lo re-
quieran;

XVII. Promover la ejecución de acciones para el reco-
nocimiento y la visibilidad pública de las mujeres, así
como para la difusión a nivel nacional e internacional de
las actividades que las benefician;

XVIII. Promover estudios e investigaciones con pers-
pectiva de género, para conocer la condición de las mu-
jeres en los distintos ámbitos de la vida nacional, así co-
mo coadyuvar en la instrumentación de los sistemas de
información, registro, seguimiento y evaluación con los
resultados obtenidos, a fin de darlos a conocer, propi-
ciando la participación de la sociedad civil y de la aca-
demia;

XIX. Promover, difundir y publicar obras relacionadas
con las materias objeto de esta ley;

XX. Dar seguimiento a las investigaciones promovidas
por las dependencias de la administración pública fede-
ral sobre las causas, características y consecuencias de
la violencia contra las mujeres, así como la evaluación
y aplicación de las medidas de prevención, atención,
sanción y erradicación, y la información derivada de ca-
da una de las instituciones encargadas de promover los
derechos humanos de las mujeres en las entidades fede-
rativas, el Distrito Federal y municipios; 
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XXI. Colaborar en el diseño e integración de los siste-
mas de las entidades federativas y el Distrito Federal de
prevención, atención, sanción y erradicación de la vio-
lencia contra las mujeres;

XXII. Coordinar las acciones que el Sistema Nacional
para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, genere de
acuerdo a lo establecido en la ley de la materia;

XXIII. Impulsar políticas públicas que coadyuven en la
creación de unidades de atención y protección a las víc-
timas de violencia de género en concordancia con las
disposiciones legales de la materia;

XXIV. Colaborar en el diseño de los programas reedu-
cativos integrales que permita la participación activa de
las víctimas de violencia de género en la vida pública,
privada y social, así como de los agresores;

XXV. Participar y organizar reuniones y eventos para el
intercambio de experiencias e información, tanto de ca-
rácter nacional como internacional, sobre los temas de
género;

XXVI. Impulsar e informar sobre las aportaciones de re-
cursos provenientes de dependencias e instituciones pú-
blicas, organizaciones privadas y sociales, organismos
internacionales y regionales, gobiernos de otros países y
particulares interesados en apoyar el logro de la igual-
dad de género;

XXVII. Emitir informes de evaluación periódica para
dar cuenta de resultados en el cumplimiento de los ob-
jetivos, estrategias y políticas derivadas de las atribu-
ciones conferidas al Instituto; así como emitir opiniones
a las autoridades participantes, con base en el Programa;

XXVIII. Actualizar periódicamente el diagnóstico sobre
la situación de las mujeres, en relación con los avances
del Programa y la operatividad del mismo;

XXIX. Establecer esquemas de coordinación y coadyu-
vancia con los mecanismos para el adelanto de las mu-
jeres en las entidades federativas, el Distrito Federal,
sus órganos político-administrativos y  municipios; 

XXX. Fungir como Secretaría Ejecutiva del Sistema
Nacional de Prevención, Atención, Sanción y Erradica-
ción de la Violencia contra las Mujeres; 

XXXI. Coordinar el Sistema Nacional para la Igualdad
entre Mujeres y Hombres, en términos de la ley de la
materia; 

XXXII. Promover, dar seguimiento y verificar las polí-
ticas públicas de la administración pública federal en la
materia y fomentar la participación de la sociedad, cu-
yas acciones estén destinadas a asegurar la prevención,
atención, sanción y erradicación de la violencia contra
las mujeres y la igualdad de género; 

XXXIII. Colaborar con las instituciones del Sistema
Nacional para prevenir, atender, sancionar y erradicar la
Violencia contra las Mujeres, en el diseño, evaluación y
aplicación del modelo de atención a víctimas en los re-
fugios;

XXXIV. Las anteriores atribuciones se ejercerán sin me-
noscabo de las facultades que las leyes aplicables a la
materia, confieran a las autoridades federales, estatales,
del Distrito Federal y municipales; y

XXXV. Las demás disposiciones legales aplicables.

Artículo 8. Las oficinas centrales del Instituto Nacional de
las Mujeres tendrán su domicilio legal en el Distrito Fede-
ral. 

Artículo 9. El Instituto Nacional de las Mujeres se inte-
grará con una Junta de Gobierno, una Presidencia, una Se-
cretaría Ejecutiva y las estructuras administrativas que es-
tablezca su estatuto orgánico. Asimismo, contará con dos
órganos auxiliares de carácter honorífico, que serán el
Consejo Consultivo y el Consejo Social.

Artículo 10. En el cumplimiento de los objetivos y ejerci-
cio de las atribuciones contenidas en la presente ley, el Ins-
tituto pondrá especial atención en el caso de mujeres indí-
genas, en el respeto de sus derechos humanos y libertades
fundamentales reconocidos en la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados y convenios
internacionales de los que México es parte, de conformidad
con el artículo 133 constitucional.

Capítulo II
Estructura Orgánica y Funcional del 

Instituto Nacional de las Mujeres

Artículo 11. El Instituto contará con la siguiente estructu-
ra organizativa:
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I. La Junta de Gobierno;

II. La Presidencia;

III. La Secretaría Ejecutiva; 

IV. El Consejo Consultivo;

V. El Consejo Social; y

VI. El Órgano Interno de Control.

El Consejo Consultivo y el Consejo Social son dos órganos
auxiliares de carácter honorífico, de consulta, asesoría téc-
nica y análisis cuyas atribuciones y forma de integración se
ajustarán a las disposiciones previstas en la presente ley.

La Presidencia y la Secretaría Ejecutiva contarán con las
estructuras administrativas que establezca el Estatuto Or-
gánico del Instituto.

Artículo 12. En las situaciones de orden legal no previstas
en el presente ordenamiento o en los Convenios y Tratados
Internacionales suscritos por el Gobierno Mexicano en la
materia y ratificados por el Senado de la República, de
conformidad con el artículo 133 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, en lo que no se opon-
gan a la presente ley se aplicarán de manera supletoria la
Ley Federal de las Entidades Paraestatales, el Código Civil
Federal, así como los principios generales de derecho.

Artículo 13. La Junta de Gobierno estará integrada por

I. La persona titular de la Presidencia del Instituto Na-
cional de las Mujeres, quien tendrá voz y voto de cali-
dad;

II. Las personas que ocupen el cargo de vocal propieta-
rio, quienes tendrán derecho a voz y voto, que se men-
cionan a continuación:

a) Las personas titulares de las siguientes dependen-
cias y entidades de la administración pública federal:

1. Secretaría de Gobernación;

2. Secretaría de Relaciones Exteriores;

3. Secretaría de Seguridad Pública;

4. Secretaría de Economía;

5. Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

6. Secretaría de Desarrollo Social;

7. Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales;

8. Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación;

9. Secretaría de Educación Pública;

10. Secretaría de la Función Pública;

11. Secretaría de Salud;

12. Secretaría de Trabajo y Previsión Social;

13. Secretaría de la Reforma Agraria;

14. Procuraduría General de la República;

15. Comisión Nacional para el Desarrollo de los
Pueblos Indígenas;

16. Consejo Nacional para Prevenir la Discrimina-
ción; y

17. Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de
la Familia.

b) Ocho integrantes del Consejo Consultivo y ocho
del Consejo Social, quienes durarán en su encargo
tres años.

En ambos casos, se tratará de ciudadanas mexicanas en
pleno ejercicio de sus derechos, se garantizará que proven-
gan de los diferentes ámbitos de la sociedad civil organiza-
da, reflejando su pluralidad, en los términos a los que ha-
cen referencia los artículos 22 y 24 de esta ley.

Cuando se trate de algún asunto que genere conflicto de in-
tereses, las personas que integren los Consejos, deberán ex-
cusarse de conocer y emitir opinión sobre éste.

La Junta de Gobierno, con la aprobación de la mayoría de
sus asistentes, de acuerdo al tema que se trate en su agen-
da, podrá invitar a representantes de otras dependencias e
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instituciones públicas federales, estatales, del Distrito Fe-
deral o municipales, así como a organizaciones privadas y
sociales, no comprendidas en el artículo anterior, los que
tendrán derecho a voz y no a voto en la sesión o sesiones
correspondientes.

En la primera sesión de la Junta de Gobierno se establece-
rán los lineamientos para designar a las mujeres vocales
propietarias señaladas en la fracción II, inciso b) y se defi-
nirá la duración de su encargo y los casos en que podrán ser
reelectas.

En la segunda sesión de la Junta de Gobierno, la Presiden-
cia del Instituto propondrá una Secretaria Técnica y una
Prosecretaria.

Las personas integrantes de la Junta de Gobierno que seña-
la el inciso a) de la fracción II del presente artículo, podrán
ser suplidas por representantes que al efecto designen, que
deben ser del nivel administrativo inmediato inferior al del
titular de la dependencia o entidad de que se trate.

Las personas integrantes de la Junta de Gobierno, podrán
ser suplidas por los representantes que al efecto designen. 

Artículo 14. Para el cumplimiento de las atribuciones del
Instituto, la Junta de Gobierno tendrá las siguientes facul-
tades:

I. Integrar por consenso y de no alcanzar el mismo, por
acuerdo de las tres quintas partes de la totalidad de sus
integrantes, una terna que someterá a la consideración
de la persona titular del Ejecutivo Federal, a efecto de
que designe a la persona titular que ocupará la Presi-
dencia del Instituto Nacional de las Mujeres;

II. Establecer, en congruencia con los programas secto-
riales, las políticas generales y definir las prioridades a
las que deberá sujetarse el Instituto, con apego a este or-
denamiento y a las demás disposiciones legales que re-
gulen su funcionamiento;

III. Analizar y, en su caso, aprobar el proyecto de presu-
puesto, los informes de actividades y los estados finan-
cieros anuales del Instituto, y autorizar su publicación
conforme a las disposiciones legales aplicables;

IV. Autorizar la creación de comités de apoyo y grupos
de trabajo temporales;

V. Aprobar, de acuerdo con las disposiciones legales
aplicables, las políticas, bases y programas generales
que regulen los convenios, contratos y acuerdos que de-
ba celebrar el Instituto;

VI. Establecer conforme a la legislación aplicable, las
normas necesarias para la adquisición, arrendamiento y
enajenación de los bienes muebles e  inmuebles que el
Instituto requiera;

VII. Designar y remover, a propuesta de la Presidencia
del Instituto a las personas que ocupen los cargos si-
guientes:

a) Secretaría ejecutiva del Instituto;

b) Direcciones generales del Instituto; y

c) Secretaría técnica y prosecretaría de la Junta de
Gobierno.

VIII. Aprobar en términos de ley, el estatuto orgánico, el
reglamento interior, el reglamento interior de trabajo y
los manuales de procedimientos;

IX. Analizar y, en su caso, aprobar los informes periódi-
cos que rinda la Presidencia del Instituto, con la inter-
vención que corresponda al comisario;

X. Aprobar la aceptación de herencias, legados, dona-
ciones y demás liberalidades;

XI. Conocer y aprobar los convenios de colaboración
que hayan de celebrarse con dependencias y entidades
públicas;

XII. Expedir la convocatoria para la integración del
Consejo Consultivo y del Consejo Social; y

XIII. Las demás que le atribuya esta ley y la legislación
aplicable.

Artículo 15. La Junta de Gobierno celebrará sesiones ordi-
narias por lo menos cuatro veces por año y las extraordina-
rias que convoque la persona titular de la Presidencia o,
cuando menos, una tercera parte de sus integrantes. 

La convocatoria será notificada formalmente con una ante-
lación de cuando menos tres días hábiles, para sesiones or-
dinarias, y de un día para las extraordinarias.
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La inasistencia de sus integrantes deberá comunicarse a la
persona titular de la Presidencia con cuarenta y ocho horas
antes de la celebración del evento, en el caso de sesiones
ordinarias, y para las extraordinarias, doce horas antes.

La Junta de Gobierno sesionará válidamente con la asis-
tencia de por lo menos la mitad más uno de sus integran-
tes. Las resoluciones se tomarán por mayoría de votos de
los presentes y la Presidencia tendrá voto de calidad en ca-
so de empate.

Asistirán a las sesiones de la Junta de Gobierno, con voz
pero sin voto, la secretaria ejecutiva del Instituto, la secre-
taria técnica y la prosecretaria de la Junta de Gobierno, así
como la o el comisario público del Instituto.

Los acuerdos de la Junta de Gobierno versarán sobre los
asuntos incluidos en el orden del día y aquéllos urgentes que
se darán a conocer a la Junta de Gobierno con ese carácter.

Capítulo III
De la Presidencia del 

Instituto Nacional de las Mujeres

Artículo 16. La persona que ocupe la Presidencia de la
República nombrará de una terna integrada por consenso a
la persona titular de la Presidencia del Instituto, de no al-
canzar éste, por acuerdo de las tres quintas partes de la to-
talidad de los integrantes de la Junta de Gobierno, debien-
do reunir los requisitos siguientes:

I. Ser de nacionalidad mexicana por nacimiento, mayor
de edad con un modo honesto de vivir, en pleno goce y
ejercicio de sus derechos civiles y políticos;

II. Tener conocimiento y experiencia en actividades re-
lacionadas con la promoción de la igualdad de género, a
favor de los derechos humanos y libertades fundamen-
tales de las mujeres, y por su trabajo activo en políticas
públicas con perspectiva de género y demás materias
objeto de esta ley, así como por su participación con las
organizaciones de la sociedad civil;

III. Haber desempeñado cargos de alto nivel decisorio,
cuyo ejercicio requiere conocimiento y experiencia en
materia administrativa; 

IV. No encontrarse en uno o varios de los impedimentos
establecidos en la fracción III del artículo 21 de la Ley
Federal de Entidades Paraestatales; y

V. No haber sido condenada por delito intencional algu-
no, o inhabilitada por la autoridad competente.

Artículo 17. La persona titular de la Presidencia del Insti-
tuto tendrá las siguientes facultades:

I. Presidir la Junta de Gobierno, con derecho a voz y vo-
to de calidad;

II. Administrar y representar legalmente al Instituto;

III. Celebrar toda clase de actos y otorgar documentos
inherentes al objeto del Instituto;

IV. Instrumentar, ejecutar y vigilar el cumplimiento de
los acuerdos de la Junta de Gobierno;

V. Presentar a la Junta de Gobierno, para revisión y en
su caso aprobación, la normatividad administrativa in-
terna que aplica el Instituto;

VI. Coadyuvar en la formulación de los programas ins-
titucionales de las entidades y dependencias de la admi-
nistración pública federal, estableciendo los indicadores
de cumplimiento a corto, mediano y largo plazos;

VII. Elaborar anualmente el anteproyecto de presupues-
to de egresos del Instituto para someterlo a considera-
ción y, en su caso, a la de la Junta de Gobierno;

VIII. Ejercer el presupuesto del Instituto con sujeción a
las disposiciones legales reglamentarias y administrati-
vas aplicables;

IX. Presentar a la Junta de Gobierno a consideración y,
en su caso, aprobación los proyectos de programas, in-
formes y estados financieros del Instituto y los que es-
pecíficamente le solicite aquélla;

X. Proponer a la Junta de Gobierno el nombramiento o
remoción de la secretaria ejecutiva y los dos primeros
niveles de servidores del Instituto, la fijación de sueldos
y demás prestaciones, conforme a su presupuesto apro-
bado y de acuerdo a las disposiciones aplicables por el
propio órgano y nombrar al resto del personal adminis-
trativo del Instituto;

XI. Suscribir los contratos que regulen las relaciones la-
borales de la entidad con sus trabajadores;
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XII. Establecer los sistemas de control necesarios para
alcanzar las metas u objetivos propuestos;

XIII. Establecer los mecanismos de evaluación que
destaquen la eficiencia y la eficacia con que se desem-
peñe el Instituto, debiendo incluir aspectos e indicado-
res de calidad y presentar a la Junta de Gobierno, una
vez al año la evaluación de gestión, con el detalle que
previamente se acuerde por la propia Junta de Gobier-
no, escuchando al comisario público; 

XIV. Someter a la Junta de Gobierno el informe anual
sobre las actividades realizadas en el año inmediato an-
terior invitando a dicha sesión a la persona titular de la
presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, de las Mesas Directivas del Senado de la Repúbli-
ca y de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión y a las presidencias de las Comisiones de
Equidad y Género de ambas Cámaras; y dar a conocer
dicho informe a la sociedad mediante su publicación;

XV. Proporcionar la información que soliciten las comi-
sionarías o los comisarios públicos propietario y su-
plente;

XVI. Recabar información y elementos estadísticos sobre
las funciones del Instituto para mejorar su desempeño;

XVII. Entregar la información necesaria a los órganos
auxiliares para el desarrollo de las atribuciones que les
confiere la presente ley; y

XVIII. Las demás que le confiera la presente ley y la le-
gislación aplicable.

Artículo 18. La persona titular de la Presidencia durará en
su cargo tres años, pudiendo ser ratificada únicamente por
un segundo periodo de tres años.

Artículo 19. La persona titular de la Presidencia sólo po-
drá permanecer en su encargo durante el periodo de ejerci-
cio constitucional de aquélla que ocupe la Presidencia de la
República y que le haya otorgado el nombramiento.

Capítulo IV
De la Secretaría Ejecutiva del 

Instituto Nacional de las Mujeres

Artículo 20. La Presidencia del Instituto propondrá a la
Junta de Gobierno el nombramiento o remoción de la se-

cretaria ejecutiva, la cual debe reunir para su designación
los siguientes requisitos:

I. Ser de nacionalidad mexicana, mayor de edad y con
un modo honesto de vivir, en pleno goce y ejercicio de
sus derechos civiles y políticos;

II. Haber recibido título de nivel licenciatura debida-
mente acreditado por las universidades y demás institu-
ciones de educación superior; 

III. Haber desempeñado cargos de nivel técnico y deci-
sorio, cuyo ejercicio requiera conocimientos y experien-
cia en materia administrativa;

IV. Tener conocimiento y experiencia en actividades re-
lacionadas con la promoción de la igualdad de género, a
favor de los derechos humanos y libertades fundamen-
tales de las mujeres, y por su trabajo activo en políticas
públicas con perspectiva de género y demás materias
objeto de esta ley; y

V. No haber sido condenada por delito intencional algu-
no, o inhabilitada por la autoridad competente.

Artículo 21. La Secretaría Ejecutiva tendrá las siguientes
facultades y obligaciones: 

I. Proponer a la Presidencia del Instituto las políticas
generales que en materia de igualdad de género, acceso
de las mujeres a una vida libre de violencia y no discri-
minación habrá de seguir el Instituto ante los órganos
gubernamentales y las organizaciones privadas o no gu-
bernamentales, nacionales e internacionales; 

II. Someter a la consideración de la Presidencia del Ins-
tituto proyectos de informes anuales, así como los espe-
ciales que serán presentados a la Junta de Gobierno;

III. Auxiliar a la Presidencia del Instituto en la adminis-
tración, organización y operación del Instituto, en los
términos que establezca el estatuto orgánico; y

IV. Las demás que le confiera el estatuto orgánico del
Instituto y disposiciones legales aplicables.
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Capítulo V
Del Consejo Consultivo y del Consejo Social 

del Instituto Nacional de las Mujeres

Artículo 22. El Consejo Consultivo será un órgano asesor
y promotor de las acciones que se emprendan en beneficio
de las mujeres en el marco de esta ley. 

Se integrará por un número no menor de diez ni mayor de
veinte mujeres, cuyas participantes no percibirán retribu-
ción, emolumento o compensación alguna, y no serán con-
sideradas servidoras públicas.

Las integrantes del Consejo Consultivo se seleccionarán
entre las mujeres representativas de los diferentes sectores
de la sociedad, de organizaciones políticas y privadas, de
asociaciones civiles, así como de instituciones académicas,
quienes serán designadas por las organizaciones represen-
tativas de defensa de los derechos humanos y libertades
fundamentales de las mujeres y propuestas a la Junta de
Gobierno del Instituto¸ conforme a la convocatoria que se
emita.

La Junta de Gobierno determinará en el estatuto orgánico
del Instituto, la estructura, organización y funciones del
Consejo Consultivo, el cual será dirigido por una conseje-
ra presidenta.

Artículo 23. Las integrantes del Consejo Consultivo dura-
rán en su encargo tres años, pudiendo permanecer única-
mente por otro periodo igual, para lo cual participarán en la
convocatoria que emita la Junta de Gobierno.

Las nuevas integrantes deben representar a organizaciones
distintas a las representadas en el periodo inmediato ante-
rior. El Consejo Consultivo debe presentar anualmente, an-
te la Junta de Gobierno, un informe de actividades en el
que se incluya la opinión cualitativa del estado que guarda
el Instituto.

Artículo 24. El Consejo Social será un órgano de análisis,
evaluación y seguimiento de las políticas públicas, progra-
mas, proyectos y acciones que se emprendan en beneficio
de las mujeres en el marco de esta ley. 

Se integrará por un número no menor de diez ni mayor de
veinte mujeres, quienes no percibirán retribución, emolu-
mento o compensación alguna, y no serán consideradas
servidoras públicas.

Las integrantes del Consejo Social deberán ser representa-
tivas de los sectores público, privado y social, que se hayan
distinguido por sus tareas a favor del impulso de la igual-
dad de género, conforme a la convocatoria que la Junta de
Gobierno emita para su conformación.

La Junta de Gobierno determinará en el estatuto orgánico
del Instituto la estructura, organización y funciones del
Consejo Social, el cual será dirigido por una consejera pre-
sidenta.

Artículo 25. Las integrantes del Consejo Social durarán en
su encargo tres años, pudiendo permanecer únicamente por
otro periodo igual, para lo cual participarán en la convoca-
toria que emita la Junta de Gobierno.

Las nuevas integrantes deberán representar a organizacio-
nes distintas de las representadas en el periodo inmediato
anterior. El Consejo Social debe presentar anualmente, an-
te la Junta de Gobierno, un informe de actividades en el
que se incluya la opinión cualitativa del estado que guarda
el Instituto.

Artículo 26. El Consejo Consultivo tendrá las siguientes
atribuciones: 

I. Fungir como órgano de asesoría y consulta del Insti-
tuto en lo relativo al Programa y en los demás asuntos
en materia de igualdad de género y el acceso de las mu-
jeres a una vida libre de violencia, que sean sometidos a
su consideración;

II. Impulsar y favorecer la participación de la sociedad
en las acciones relacionadas con el objeto de esta ley, así
como promover vínculos de coordinación con las ins-
tancias de gobierno;

III. Impulsar la organización de mujeres indígenas para
el acceso igualitario de oportunidades;

IV. Impulsar y apoyar el fortalecimiento de las organi-
zaciones de mujeres y de las que trabajen a favor de sus
derechos humanos y libertades fundamentales; y

V. Las que determine el estatuto orgánico del Instituto y
demás disposiciones aplicables.

Artículo 27. El Consejo Social tendrá las siguientes atri-
buciones:
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I. Dar seguimiento al cumplimiento de las políticas pú-
blicas, programas, proyectos y acciones que se empren-
dan en beneficio de las mujeres, en el marco de esta ley,
proponiendo las medidas para su mejoramiento;

II. Vigilar el cumplimiento de los compromisos del Es-
tado a nivel nacional e internacional, relacionados con
la igualdad de género, el acceso de las mujeres a una vi-
da libre de violencia, y en general, todos aquellos rela-
tivos a los derechos humanos y libertades fundamenta-
les de las mujeres;

III. Elaborar y presentar a la Junta de Gobierno los in-
formes de evaluación en las materias objeto de esta ley;

IV. Proponer medidas para modificar las políticas, estra-
tegias, programas, proyectos y acciones derivados de la
presente ley;

V. Proponer mecanismos que propicien el fortaleci-
miento y actualización de los sistemas de información
de los distintos sectores de la sociedad, desagregados
por sexo; y

VI. Las demás que determine el Estatuto Orgánico del
Instituto y otras disposiciones aplicables.

Capítulo VI 
De la Colaboración de los 
Tres Poderes de la Unión

Artículo 28. El Instituto solicitará a las personas titulares de
las dependencias y entidades de la administración pública
federal, información relativa a la ejecución de las políticas
tendentes a aplicar la transversalidad de la perspectiva de gé-
nero en sus programas; a las personas titulares de los órga-
nos de impartición de Justicia tanto federal como locales, su
colaboración para fomentar la observancia de la legislación
nacional e internacional en materia de género, y a las perso-
nas que presidan las Mesas Directivas de ambas Cámaras del
honorable Congreso de la Unión, información sobre los
asuntos legislativos relacionados con el tema de género.

Artículo 29. Las autoridades y personal de los Poderes Le-
gislativo y Judicial, de los organismos e instituciones autó-
nomas de las entidades federativas, el Distrito Federal y
municipios, proporcionarán al Instituto la información y
datos que éste les solicite, en los términos de los acuerdos
que al efecto se celebren.

Capítulo VII
Del Programa Nacional para la Igualdad

entre Mujeres y Hombres

Artículo 30. Las dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal, los órganos de impartición de jus-
ticia federal, así como las Cámaras del honorable Congre-
so de la Unión, en el ejercicio de sus atribuciones y
funciones incorporarán el enfoque de género en sus políti-
cas, programas y acciones institucionales.

Como resultado de la evaluación del Programa, el Instituto
podrá emitir opiniones y propuestas dirigidas a las perso-
nas u órganos a que se refiere el artículo 28, de la presente
ley.

Capítulo VIII
Del Presupuesto de Egresos de la Federación

Artículo 31. El titular del Poder Ejecutivo federal, por
conducto del Instituto, será el encargado de impulsar la
igualdad entre mujeres y hombres, a través de la incorpo-
ración de la perspectiva de género en el diseño, elaboración
y aplicación de los programas y actividades que correspon-
da, presentadas por la administración pública federal en el
Presupuesto de Egresos de la Federación correspondiente. 

Artículo 32. El Instituto deberá presentar los informes en
los términos y plazos que establecen las disposiciones le-
gales aplicables ante la Camara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión, detallando, entre otros, objeti-
vos, estrategias población, modificaciones, programación y
ejercicio de las erogaciones, modalidades y criterios de
evaluación; así como aquellos que establezca la legislación
en la materia.

Capítulo IX
Del Patrimonio y de los Recursos del 

Instituto Nacional de las Mujeres

Artículo 33. El Instituto contará con patrimonio propio y
se integrará:

I. Con los derechos y bienes muebles e inmuebles que le
sean asignados por el sector público, los que les sean
transmitidos por el sector privado y las aportaciones que
se adquieran por cualquier título;
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II. Con los fondos nacionales o extranjeros obtenidos
para el financiamiento de programas específicos;

III. Los recursos que obtenga de las actividades a que se
refiere el artículo 7 fracciones XIX y XXVI de esta ley;
y 

IV. Las aportaciones, donaciones, legados y demás libe-
ralidades que reciba de personas físicas y morales.

Artículo 34. El Presupuesto de Egresos de la Federación
deberá contener los recursos necesarios para sufragar los
gastos derivados de la operación del Instituto, sin perjuicio
de que le sean asignadas partidas adicionales.

Artículo 35. La gestión del Instituto estará sometida al ré-
gimen del presupuesto anual de la administración pública
federal. 

Artículo 36. El Instituto queda sometido a las reglas de
contabilidad, presupuesto y gasto público aplicables a la
administración pública federal.

Capítulo X
Del Régimen Laboral

Artículo 37. Las relaciones laborales entre el Instituto y
sus trabajadores se regirán por el Apartado A del artículo
123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos. 

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Se abroga la Ley del Instituto Nacional
de las Mujeres publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 12 de enero del 2001.

Artículo Tercero. La Presidencia, la Junta de Gobierno y
los órganos auxiliares conservarán su actual conformación
e integración hasta el término de su nombramiento.

Artículo Cuarto. La titular de la Presidencia del Instituto
Nacional de las Mujeres contará con 60 días naturales, con-
tados a partir de la entrada en vigor del presente decreto para
presentar a la actual Junta de Gobierno las propuestas de mo-

dificación al estatuto orgánico y al reglamento interior nece-
sarias a fin de proveer al debido cumplimiento de éste.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de abril de 2009.

La Comisión de Equidad y Género, diputados: Maricela Contreras
Julián (rúbrica), presidenta; Nelly Asunción Hurtado Pérez, Mirna Ce-
cilia Rincón Vargas, Guadalupe Socorro Flores Salazar (rúbrica), Ber-
tha Yolanda Rodríguez Ramírez (rúbrica), Martha Angélica Tagle Mar-
tínez (rúbrica), Ana María Ramírez Cerda (rúbrica), secretarias; Alma
Xóchil Cardona Benavídez, María Mercedes Corral Aguilar, Beatriz
Eugenia García Reyes, María Hilda Medina Macías, Lizbeth Evelia
Medina Rodríguez (rúbrica), Rocío del Carmen Morgan Franco, María
Soledad Limas Frescas, Gerardo Priego Tapia, Ivette Jacqueline Corral
Ramírez, Laura Angélica Rojas Hernández (rúbrica), Maribel Luisa
Alva Olvera (rúbrica), Irene Aragón Castillo (rúbrica), Aurora Cervan-
tes Rodríguez (rúbrica), Claudia Lilia Cruz Santiago, Holly Matus To-
ledo, David Sánchez Camacho (rúbrica), Guillermina López Balbuena
(rúbrica), Lilia Guadalupe Merodio Reza (rúbrica), Mayra Gisela Pe-
ñuelas Acuña, Martha Rocío Partida Guzmán (rúbrica), Blanca Luna
Becerril (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL PARA LA IGUALDAD 
ENTRE MUJERES Y HOMBRES

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que reforma diversas disposicio-
nes de la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y
Hombres.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea si se dis-
pensa la lectura del dictamen.

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta la asamblea,
en votación económica, si se dispensa la lectura. Las dipu-
tadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse
manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén por
la negativa sírvanse manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa, diputado presidente. Se dispen-
sa la lectura.
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«Dictamen de la Comisión de Equidad y Género, con pro-
yecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la
Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Equidad y Género fue turnada, para su
estudio y posterior dictamen, la minuta proyecto de decre-
to por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley
General para la igualdad entre Mujeres y Hombres.

Las y los integrantes de esta dictaminadora, con funda-
mento en los artículos 39, numerales 1o. y 3o., 43, 44, 45,
y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60, 87, 88,
89, 93 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete-
mos a consideración de los miembros de esta honorable
asamblea, el presente dictamen, que se realiza conforme a
la siguiente

Metodología

I. En el capítulo “Antecedentes” se da constancia del
proceso legislativo, en su trámite de inicio, recibo de
turno para el dictamen de la referida minuta y de los tra-
bajos previos de la comisión.

II. En el capítulo “Contenido” se exponen los motivos y
alcance de la propuesta de reforma en estudio.

III. En el capítulo “Consideraciones” la comisión dicta-
minadora expresa los argumentos de valoración de la
propuesta y de los motivos que sustentan la decisión de
respaldar o desechar la minuta en análisis.

I. Antecedentes

Con fecha 20 de septiembre de 2007, el senador Manuel
Velasco Coello, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, presentó una iniciativa por la que se
reforman diversas disposiciones de la Ley General para la
Igualdad entre Mujeres y Hombres.

En la sesión plenaria del Senado de la República celebrada
el 22 de abril de 2008  se aprobó el dictamen presentado
por las Comisiones Unidas de Equidad y Género, y de Es-
tudios Legislativos Segunda.

En esa misma fecha se turnó a la Cámara de Diputados pa-
ra los efectos del inciso a) del artículo 72 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El 24 de abril de 2008 se dio cuenta de la minuta en la Cá-
mara de Diputados y fue remitida para su análisis y poste-
rior dictamen a la Comisión de Equidad y Género.

II. Contenido

La minuta objeto de estudio tiene por objeto establecer la
obligación del Estado de implementar medidas que asegu-
ren la conciliación del trabajo y de la vida personal y fami-
liar de las mujeres y los hombres, así como el fomento de
la corresponsabilidad en las labores domésticas y en la
atención a la familia.

Asimismo, establecer la implementación de acciones y
programas tendientes a fomentar el respeto de los dere-
chos, las libertades, la igualdad entre mujeres y hombres,
así como el ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro
de los principios democráticos de convivencia; y la elimi-
nación de los obstáculos que dificultan la igualdad efectiva
entre hombres y mujeres.

Para efectos de estudio, esta dictaminadora estima oportu-
no realizar un cuadro comparativo entre las disposiciones
vigentes y las propuestas contenidas en la minuta:
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III. Consideraciones

La igualdad de género se logra cuando mujeres y hombres
tienen el mismo poder para ir construyendo la sociedad y
sus propias vidas; deben tener posibilidades, derechos y
responsabilidades iguales en todas las áreas de la vida, la
desigualdad no solamente cimienta un sistema no demo-
crático, sino contribuye también a un mal aprovechamien-
to de los recursos. 

El artículo 4o. constitucional establece que “el varón y la
mujer son iguales ante la ley”, éste es un principio general
que, entre otros, aspira a alcanzar el valor de la justicia le-
gal, es decir, que la legislación nacional debe observarlo
para que las leyes secundarias establezcan las disposicio-
nes necesarias que avanzar hacia la igualdad, subsanando
las deficiencias o lagunas existentes en el cuerpo normati-
vo de que se trate, o bien, reconociendo que hay una des-
igualdad existente por razones de género, que de manera
tradicional ha permeado en la sociedad mexicana y que se
ha visto reflejada en los diversos esquemas jurídicos, so-
ciales, económicos y culturales. 

Producto de la aprobación y adopción de diversos instru-
mentos internacionales que buscan eliminar la desigualdad
existente y discriminación por razones de género, se apro-
bó la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hom-
bres.

Esta disposición tiene como objetivo regular y garantizar la
igualdad entre mujeres y hombres, además de proponer los
lineamientos y mecanismos institucionales que orienten a
la nación hacia el cumplimiento de una igualdad sustantiva
en los ámbitos público y privado.

La importancia de este instrumento jurídico estriba en que
sienta las bases para el diseño de una política nacional en
materia de igualdad entre los géneros, donde las instancias
y dependencias de la administración pública federal así co-
mo los estados y los municipios, en coordinación con or-
ganizaciones de la sociedad civil, deben realizar acciones
para promover la igualdad entre mujeres y hombres.

Con este ordenamiento, nuestro país ha estado dando los
pasos para dar cumplimiento a diversos instrumentos inter-
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nacionales que llaman a los estados a realizar acciones pa-
ra eliminar la brecha de desigualdad que aun existe por ra-
zones de género.

Por ello, coincidimos con la colegisladora de que las pro-
puestas contenidas en la minuta objeto del presente dicta-
men, amplíen los fines de la Ley de referencia.

Por lo que se procede a emitir valoración de cada una de las
reformas y adiciones contenidas en la minuta:

Artículo 1

Incorporar la igualdad de oportunidades y de trato como
objetivo de la Ley es acertado en función de que permi-
te ampliar los fines que persigue; de igual forma el es-
tablecer la lucha contra la discriminación basada en el
sexo.

Artículo 3

No se estima viable, toda vez que el artículo 1o. de la
ley ya establece que sus disposiciones son de orden pú-
blico, de observancia general en todo el territorio nacio-
nal, lo cual obliga a todas las personas, ya sean físicas o
morales que se encuentren dentro del territorio mexica-
no.

Artículo 5

Se coincide en la necesidad de introducir conceptos en
la ley, a efecto de homologar la legislación en la mate-
ria, con la finalidad de evitar confusiones en la aplica-
ción de la norma y que representen un menoscabo a los
derechos de las mujeres.

Sin embargo, no se estima viable modificar el concepto de
acciones afirmativas, ya que el vigente se retoma de lo es-
tablecido  en el artículo 4o., primer párrafo, de la Conven-
ción sobre la Eliminación de todas las Formas de Discri-
minación contra la Mujer; de igual forma, es innecesario
incluir el concepto de discriminación directa por razón de
sexo como lo propone la colegisladora, toda vez que la ley
que se reforma sólo hace mención de manera genérica al
concepto de discriminación.

Respecto al concepto de equidad de género que se propone
en la minuta objeto del presente dictamen, se considera in-
necesaria su inclusión, ya que la Ley de referencia no hace
referencia a dicho término, además de que en cumplimien-

to de las recomendaciones del Comité de Expertas de la
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de
Discriminación contra la Mujer, esta LX Legislatura ha ve-
nido utilizando el término de igualdad en sustitución del de
equidad de género.

Por lo que hace a los conceptos de “igualdad sustantiva” y
“principio de igualdad”, se estima innecesaria su inclusión,
en función de que en el artículo 1o. de la Ley se encuentran
contemplados y en el artículo 6o. del mismo ordenamien-
to.

En otras definiciones se proponen las siguientes modifica-
ciones:

• Acoso sexual, se sugiere homologarlo a lo que esta-
blece la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vi-
da Libre de Violencia, en su artículo 13, por lo que la de-
finición quedaría de la siguiente manera: 

“Acoso sexual. Es una forma de violencia en la
que, si bien no existe la subordinación, hay un
ejercicio abusivo de poder que conlleva a un esta-
do de indefensión y de riesgo para la víctima, in-
dependientemente de que se realice en uno o va-
rios eventos.”

• Discriminación, se sugiere homologarla a lo que dis-
pone el artículo 4o. de la Ley Federal para Prevenir y
Eliminar la Discriminación, de tal suerte que quedaría
de la siguiente manera:

“Discriminación. Toda distinción, exclusión o res-
tricción que, basada en el origen étnico o nacional,
sexo, edad, discapacidad, condición social o eco-
nómica, condiciones de salud, embarazo, lengua,
religión, opiniones, preferencias sexuales, estado
civil o cualquier otra, tenga por efecto impedir o
anular el reconocimiento o el ejercicio de los dere-
chos y la igualdad real de oportunidades de las
personas.”

• Perspectiva de género, se sugiere armonizarla con lo
establecido en la Ley del Instituto Nacional de las Mu-
jeres y en la Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia, de tal forma quedaría de la
siguiente manera:

“Perspectiva de Género. Es una visión científica,
analítica y política sobre las mujeres y los hom-
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bres. Se propone eliminar las causas de la opre-
sión de género como la desigualdad, la injusticia y
la jerarquización de las personas basada en el gé-
nero. Promueve la igualdad entre los géneros a
través de la equidad, el adelanto y el bienestar de
las mujeres; contribuye a construir una sociedad
en donde las mujeres y los hombres tengan el mis-
mo valor, la igualdad de derechos y oportunidades
para acceder a los recursos económicos y a la re-
presentación política y social en los ámbitos de to-
ma de decisiones.”

En las demás adiciones que se realizan al artículo en men-
ción se está de acuerdo, ya que se retoman elementos de
definiciones que se establecen en otras leyes de la materia.

Artículo 6

Se considera que no es necesaria, ya que dicho artículo
se refiere “a todas las formas de discriminación” en con-
tra de la mujer, por lo que dicho concepto engloba la
discriminación directa e indirecta.

Artículo 17

Se estima viable las adiciones propuestas para que la po-
lítica nacional en materia de igualdad entre mujeres y
hombres considere la adopción de medidas para logar
una conciliación de la vida laboral y las actividades de
las personas, con el fin de  brindar igualdad de oportu-
nidades en el empleo.

De igual forma es importante que se pueda avanzar en la
erradicación del lenguaje sexista en todos los ámbitos de la
vida; se incorporen en los principios con los que se impar-
te la educación el respeto de los derechos humanos, así co-
mo la erradicación de cualquier forma de discriminación.

Por lo que hace a la fracción VII propuesta en la minuta, se
considera que no es viable, ya que las acciones para preve-
nir y erradicar cualquier forma y modalidad de violencia de
género son facultades propias del sistema Nacional creado
en el marco de la Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia.

Se coincide en la necesidad de que en la formulación de las
políticas para la atención de la salud, se tomen en cuenta
las necesidades diferenciadas entre mujeres y hombres,
aunque se sugiere ampliar el contexto, de tal suerte la re-
dacción quedaría de la siguiente manera:

“Incluir en la formulación, desarrollo y evaluación
de las políticas en materia de salud, educación, de los
ámbitos laboral, económico, cultural y de cualquier
otro, las diversas necesidades de mujeres y hombres,
así como los mecanismos para abordarlas de manera
eficaz”

Artículo 33 y 34

Se considera oportuno introducir como uno de los obje-
tivos de la Política Nacional para el fortalecimiento de
la igualdad de género, el establecimiento de medidas
que aseguren el acceso de las mujeres al ámbito laboral
y el respeto de sus derechos; además de que se ponga es-
pecial atención en la promoción de medidas en contra
del acoso sexual y su prevención.

Sin embargo, por lo que hace al artículo 34, se propone re-
forzar la redacción para quedar de la siguiente manera:

“Artículo 34. Para los efectos de lo previsto en el ar-
tículo anterior, las autoridades correspondientes ga-
rantizarán el principio de igualdad de trato y de
oportunidades entre mujeres y hombres en el ámbi-
to del empleo, así como el derecho fundamental a la no
discriminación de aquellas en las ofertas laborales, en
la formación y promoción profesional, en las condi-
ciones de trabajo, incluidas las retributivas, y en la
afiliación y participación en las organizaciones sindi-
cales, empresariales, o en cualquier organización cu-
yos miembros ejerzan una profesión concreta, para lo
cual desarrollarán las siguientes acciones:”

Artículo 37

Por lo que respecta a la Política nacional en materia de
igualdad para la promoción del acceso a los derechos
sociales, se estima conveniente que uno de sus objetivos
sea la modificación de patrones culturales que asignan
roles a las mujeres y hombres, basados en una idea de
inferioridad o superioridad o de estereotipos.

Artículo 40

De acuerdo con los objetivos de garantizar una igualdad
de trato en el ámbito laboral, se estima oportuna la adi-
ción propuesta en la minuta por lo que hace a este artí-
culo, a efecto de contribuir al reparto equilibrado de res-
ponsabilidades que surjan de las relaciones familiares, a
efecto de conceder permisos de paternidad.
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Artículo 42

Las adiciones para este artículo se estiman viables, ya
que sólo a través de la utilización de un lenguaje inclu-
yente y que tome en cuenta la perspectiva de género, es
como se pueden hacer visible las diferencias entre mu-
jeres y hombres: además de que se debe velar que los
medios de comunicación  no transmitan mensajes o di-
fundan imágenes con base a estereotipos o roles que se
le asignan a las personas en función de su sexo.

Por todo lo anteriormente expuesto, las y los integrantes de
la Comisión de Equidad y Género, con fundamento en lo
dispuesto por el artículo 72 fracción e) de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a
consideración de esta Honorable Asamblea el siguiente

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y
Hombres

Artículo Único. Se reforman los artículos 1; 5, fracciones
II, III y IV; 34, primer párrafo; y se adicionan los artículos
5, con las fracciones V, VI y VII; 17, con las fracciones VII,
VIII, IX y X; 33, con la fracción IV; 34, con la fracción
XII; 37, con la fracción IV; 40, con la fracción XI y 42, con
las fracciones IV y V a la Ley General para la Igualdad en-
tre Mujeres y Hombres, para quedar como sigue:

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto regular y ga-
rantizar la igualdad de oportunidades y de trato entre mu-
jeres y hombres, proponer los lineamientos y mecanismos
institucionales que orienten a la Nación hacia el cumpli-
miento de la igualdad sustantiva en los ámbitos público y
privado, promoviendo el empoderamiento de las mujeres y
la lucha contra toda discriminación basada en el sexo.
Sus disposiciones son de orden público e interés social y de
observancia general en todo el territorio nacional.

Artículo 5. ...

I. …

II. Acoso sexual. Es una forma de violencia en la que,
si bien no existe la subordinación, hay un ejercicio
abusivo de poder que conlleva a un estado de inde-
fensión y de riesgo para la víctima, independiente-
mente de que se realice en uno o varios eventos.

III. Discriminación. Toda distinción, exclusión o res-
tricción que, basada en el origen étnico o nacional,
sexo, edad, discapacidad, condición social o econó-
mica, condiciones de salud, embarazo, lengua, reli-
gión, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o
cualquier otra, tenga por efecto impedir o anular el
reconocimiento o el ejercicio de los derechos y la
igualdad real de oportunidades de las personas.

IV. Perspectiva de género. Es una visión científica,
analítica y política sobre las mujeres y los hombres.
Se propone eliminar las causas de la opresión de gé-
nero como la desigualdad, la injusticia y la jerarqui-
zación de las personas basada en el género. Promue-
ve la igualdad entre los géneros a través de la
equidad, el adelanto y el bienestar de las mujeres;
contribuye a construir una sociedad en donde las
mujeres y los hombres tengan el mismo valor, la
igualdad de derechos y oportunidades para acceder
a los recursos económicos y a la representación polí-
tica y social en los ámbitos de toma de decisiones.

V. Transversalidad. Es el proceso que permite garan-
tizar la incorporación de la perspectiva de género
con el objetivo de valorar las implicaciones que tiene
para las mujeres y los hombres cualquier acción que
se programe, tratándose de legislación, políticas pú-
blicas, actividades administrativas, económicas y
culturales en las instituciones públicas y privadas.

VI. Sistema Nacional. Sistema Nacional para la
Igualdad entre Mujeres y Hombres.

VII. Programa Nacional. Programa Nacional para la
Igualdad entre Mujeres y Hombres.

Artículo 17. ...

...

I. a IV. ...

V. Promover la igualdad entre mujeres y hombres en
la vida civil;

VI. Promover la eliminación de estereotipos estable-
cidos en función del sexo;

VII. El establecimiento de medidas que aseguren la
conciliación del trabajo y de la vida personal y fami-
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liar de las mujeres y hombres, así como el fomento de
la corresponsabilidad en las labores domésticas y en
la atención a la familia;

VIII. La implementación de un lenguaje no sexista
en el ámbito administrativo y su fomento en la tota-
lidad de las relaciones sociales;

IX. En el sistema educativo, la inclusión entre sus fi-
nes de la formación en el respeto de los derechos y li-
bertades y de la igualdad entre mujeres y hombres,
así como en el ejercicio de la tolerancia y de la liber-
tad dentro de los principios democráticos de convi-
vencia; así como la inclusión dentro de sus principios
de calidad, de la eliminación de los obstáculos que di-
ficultan la igualdad efectiva entre hombres y muje-
res, y

X. Incluir en la formulación, desarrollo y evaluación
de las políticas en materia de salud, educación, de los
ámbitos laboral, económico, cultural y de cualquier
otro, las diversas necesidades de mujeres y hombres,
así como los mecanismos para abordarlas de manera
eficaz.

Artículo 33....

I. ...

II. Desarrollo de acciones para fomentar la integra-
ción de políticas públicas con perspectiva de género
en materia económica;

III. Impulsar liderazgos igualitarios, y

IV. Establecimiento de medidas para fortalecer el ac-
ceso de las mujeres al empleo y la aplicación efectiva
del principio de igualdad de trato y no discrimina-
ción en las condiciones de trabajo entre mujeres y
hombres.

Artículo 34. Para los efectos de lo previsto en el artículo
anterior, las autoridades correspondientes garantizarán
el principio de igualdad de trato y de oportunidades en-
tre mujeres y hombres en el ámbito del empleo, así co-
mo el derecho fundamental a la no discriminación de
aquellas en las ofertas laborales, en la formación y pro-
moción profesional, en las condiciones de trabajo, in-
cluidas las retributivas, y en la afiliación y participa-
ción en las organizaciones sindicales, empresariales, o

en cualquier organización cuyos miembros ejerzan una
profesión concreta, para lo cual desarrollarán las si-
guientes acciones:

I. a IX. ...

X. Diseñar políticas y programas de desarrollo y de
reducción de la pobreza con perspectiva de género;

XI. Establecer estímulos y certificados de igualdad
que se concederán anualmente a las empresas que
hayan aplicado políticas y prácticas en la materia, y

XII. Promover condiciones de trabajo que eviten el
acoso sexual y su prevención por medio de la elabo-
ración y difusión de códigos de buenas prácticas,
campañas informativas o acciones de formación.

Artículo 37....

I. ...

II. Supervisar la integración de la perspectiva de gé-
nero al concebir, aplicar y evaluar las políticas y ac-
tividades públicas, privadas y sociales que impactan
la cotidianeidad;

III. Revisar permanentemente las políticas de pre-
vención, atención, sanción y erradicación de la vio-
lencia de género, y

IV. Modificar los patrones socioculturales de con-
ducta de hombres y mujeres con miras a alcanzar la
eliminación de los prejuicios y las prácticas consue-
tudinarias y de cualquier otra índole que estén basa-
dos en la idea de la inferioridad o superioridad de
cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas
de hombres y mujeres.

Artículo 40. ...

I. a VIII. ...

IX. Establecer los mecanismos para la atención de
las víctimas en todos los tipos de violencia contra las
mujeres; 

X. Fomentar las investigaciones en materia de pre-
vención, atención, sanción y erradicación de la vio-
lencia contra las mujeres, y 
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XI. Contribuir a un reparto más equilibrado de las
responsabilidades familiares reconociendo a los pa-
dres el derecho a un permiso y a una prestación por
paternidad.

Artículo 42. ...

I. ...

II. Desarrollar actividades de concientización sobre
la importancia de la igualdad entre mujeres y hom-
bres; 

III. Vigilar la integración de una perspectiva de gé-
nero en todas las políticas públicas; 

IV. Promover la utilización de un lenguaje con pers-
pectiva de género en la totalidad de las relaciones so-
ciales, y

V. Velar por que los medios de comunicación trans-
mitan una imagen igualitaria plural y no estereoti-
pada de mujeres y hombres en la sociedad, promue-
van el conocimiento y la difusión del principio de
igualdad entre mujeres y hombres y eviten la utiliza-
ción no sexista del lenguaje.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2009.

La Comisión de Equidad y Género, diputados: Maricela Contreras
Julián (rúbrica), presidenta; Nelly Asunción Hurtado Pérez, Mirna Ce-
cilia Rincón Vargas (rúbrica), Guadalupe Socorro Flores Salazar (rú-
brica), Bertha Yolanda Rodríguez Ramírez (rúbrica), Martha Angélica
Tagle Martínez (rúbrica), Ana maría Ramírez Cerda, secretarias; Alma
Xóchil Cardona Benavídez, María Mercedes Corral Aguilar, Beatriz
Eugenia García Reyes, María Hilda Medina Macías, Lizbeth Evelia
Medina Rodríguez (rúbrica), Rocío del Carmen Morgan Franco, María
Soledad Limas Frescas (rúbrica), Gerardo Priego Tapia, Ivette Jacque-
line Corral Ramírez (rúbrica), Laura Angélica Rojas Hernández, Mari-
bel Luisa Alva Olvera (rúbrica), Irene Aragón Castillo (rúbrica), Auro-
ra Cervantes Rodríguez, Claudia Lilia Cruz Santiago (rúbrica), Holly
Matus Toledo, David Sánchez Camacho (rúbrica), Guillermina López
Balbuena (rúbrica), Lilia Guadalupe Merodio Reza, Mayra Gisela Pe-

ñuelas Acuña (rúbrica), Martha Rocío Partida Guzmán (rúbrica), Blan-
ca Luna Becerril (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Está a dis-
cusión en lo general.

En virtud de que nadie ha solicitado el uso de la palabra, la
Presidencia lo considera suficientemente discutido.

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General, se pregunta a la
asamblea si se va a reservar algún artículo para discutirlo
en lo particular.

No habiendo artículo reservado se pide a la Secretaría que
abra el sistema electrónico por cinco minutos para proce-
der a la votación en lo general y en lo particular.

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema elec-
trónico por cinco minutos para proceder a la votación en lo
general y en lo particular del proyecto de decreto, en un so-
lo acto.

(Votación)

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Saludo a
la escuela Josefa Ortiz de Domínguez, de Ixmiquilpan, Hi-
dalgo.

Damos la más cordial bienvenida a este salón de sesiones
a los delegados de la Cuarta Misión San Diego, Baja Cali-
fornia, integrada por empresarios y servidores públicos de
Estados Unidos y de México, quienes realizan importantes
esfuerzos por el adecuado desempeño de esta zona fronte-
riza y hoy nos visitan para tener una reunión con nuestros
diputados representantes en esa región, encabezados por el
diputado Antonio Valladolid.

Les saludamos y hacemos votos porque las reuniones sos-
tenidas hoy tengan frutos benéficos para ambas naciones.
De nueva cuenta, bienvenidos. Felicidades.

Damos la más cordial bienvenida a la asociación de colo-
nos de la delegación Plutarco Elías Calles, que nos visitan
hoy. Bienvenidos.
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El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
¿Falta algún diputado o alguna diputada de emitir su voto?
Está abierto el sistema.

Ciérrese el sistema electrónico de votación.

De viva voz:

La diputada Gabriela Ortiz Martínez de Kores (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Carlos Rodríguez Guevara (desde la curul): A
favor.

La diputada Érika Galván Rivas (desde la curul): A fa-
vor.

La diputada Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez (des-
de la curul): A favor.

El diputado Héctor Larios Córdova (desde la curul): A
favor.

La diputada María del Pilar Ortega Martínez (desde la
curul): A favor.

El diputado Adrián Fernández Cabrera (desde la curul):
A favor.

El diputado Ector Jaime Ramírez Barba (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Cristián Castaño Contreras (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Mercedes Morales Utrera (desde la curul):
A favor.

La diputada Irma Piñeyro Arias (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez
(desde la curul): A favor.

El diputado Iñigo Antonio Laviada Hernández (desde la
curul): A favor.

La diputada Alma Edwviges Alcaraz Hernández (desde
la curul): A favor.

La diputada María Esther Jiménez Ramos (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Carlos Alberto Navarro Sugich (desde la
curul): A favor.

La diputada María Mercedes Corral Aguilar (desde la
curul): A favor.

La diputada María Eugenia Patiño Sánchez (desde la
curul): A favor.

El diputado Alejandro Chanona Burguete (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Patricio Flores Sandoval (desde la curul): A
favor.

El diputado José Francisco Melo Velázquez (desde la
curul): A favor.

El diputado Javier Guerrero García (desde la curul): A
favor.

El diputado Juan Manuel Parás González (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada María Eugenia Campos Galván (desde la
curul): A favor.

El diputado Ricardo Cantú Garza (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Carlos Altamirano Toledo (desde la curul):
A favor.

El diputado Jesús Ricardo Morales Manzo (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Carlos Alberto Puente Salas (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Guadalupe Socorro Flores Salazar (desde
la curul): A favor.

El diputado José Rosas Aispuro Torres (desde la curul):
A favor.

La diputada Alma Xóchil Cardona Benavídez (desde la
curul): A favor.
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El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
Se emitieron 347 votos en pro, 0 en contra y 1 abstención,
diputado presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
do en lo general y en lo particular por 347 votos.

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley
General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres. Se
devuelve al Senado para los efectos del apartado E del
artículo 72 constitucional.

CODIGO FISCAL DE LA FEDERACION - 
LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones del Código Fiscal de la Federación y de la
Ley del Impuesto sobre la Renta.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea si se dis-
pensa la lectura del dictamen.

El Secretario diputado Manuel Portilla Diéguez: En vo-
tación económica se pregunta si se dispensa la lectura del
dictamen. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa, presidente. Se dispensa la lectu-
ra.

«Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones del Código Fiscal de la Federación y de la
Ley del Impuesto sobre la Renta

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción I, y 72, inciso h) de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, el Ejecutivo federal sometió a
consideración del honorable Congreso de la Unión la ini-

ciativa de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones del Código Fiscal de la Federación y de la Ley del
Impuesto sobre la Renta.

Los integrantes de la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, con base en las facultades que nos confieren los artí-
culos 39, 45 y demás relativos de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como
60, 65, 87, 88 y demás aplicables del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, sometemos a consideración de esta ho-
norable asamblea el siguiente dictamen:

Antecedentes

1. El 27 de marzo de 2009, el Ejecutivo federal presentó la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones del Código Fiscal de la Federación
y de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

2. El 31 de marzo de 2009, la Mesa Directiva de la Cáma-
ra de Diputados turnó a la Comisión de Hacienda y Crédi-
to Público la iniciativa en comento para estudio y dicta-
men.

Exposición de motivos de la iniciativa

A. Código Fiscal de la Federación

1. Declaraciones

La iniciativa del Ejecutivo federal señala que, a fin de con-
tinuar con las medidas de simplificación que se han venido
aplicando en los últimos años, se propone reformar al artí-
culo 32 del Código Fiscal de la Federación para establecer
que las declaraciones complementarias sustituirán a la de-
claración presentada anteriormente, por lo que dichas de-
claraciones complementarias deben contener no sólo la in-
formación que se modifica sino todos los demás datos
requeridos en la declaración original, lo cual permitirá al
contribuyente contar con un solo documento para conocer
su última declaración.

El Ejecutivo federal destaca que lo anterior no implicaría
mayor carga para el contribuyente, puesto que al presentar
su declaración por vía electrónica podrá recuperar la decla-
ración que pretende modificar sin que sea necesario volver
a capturar la información ni borrar los demás datos que no
pretende modificar.
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2. Exportaciones

En la iniciativa que se dictamina se expone que se ha ob-
servado que uno de los casos más importantes de solicitu-
des de devolución fraudulentas es la aplicación de la tasa
de 0 por ciento del impuesto al valor agregado, al valor de
la enajenación de bienes que no se exportan o que se ex-
portan por valores menores a los declarados, por lo que a
fin de combatir esta práctica fiscal indebida, se propone
modificar el artículo 59 del Código Fiscal de la Federación
con la finalidad de que las presunciones contempladas en
dicho artículo también sean aplicables para la comproba-
ción de la realización de los actos o actividades por los que
se deban pagar contribuciones y, por ende, la actualización
de las hipótesis para la aplicación de las tasas establecidas
en las disposiciones fiscales.

Agrega la iniciativa que con las modificaciones señaladas
en el párrafo anterior, se propone establecer supuestos en
los que se presume que los bienes que el contribuyente de-
clare haber exportado fueron enajenados en territorio na-
cional, independientemente de que cuente con el pedimen-
to de exportación, ya que este último documento sólo
servirá para probar que el contribuyente cumplió las for-
malidades relativas a la salida de bienes del territorio na-
cional; sin embargo, la existencia material de la operación
de exportación recaerá en el propio contribuyente, cuando
exista requerimiento de las autoridades fiscales.

3. Participación en delitos fiscales

En la iniciativa sujeta a dictamen se señala que aun cuando
la autoría y participación de los sujetos activos en los deli-
tos fiscales se encuentra prevista en el artículo 95 del Có-
digo Fiscal de la Federación, actualmente muchos conta-
dores, abogados, agentes aduanales y otros profesionistas,
técnicos o sus auxiliares, evaden la acción de la justicia ba-
jo la excusa de la “reserva en la información o secreto pro-
fesional” o de que su intervención se limita a una sugeren-
cia u opinión, que puede o no ser tomada en cuenta por el
contribuyente.

Asimismo, en la citada iniciativa se indica que dichas con-
ductas constituyen un querer y entender el incumplimiento
de obligaciones fiscales de carácter patrimonial, por lo que
tal incumplimiento al amparo de la opinión, sugerencia, in-
ducción, ayuda o auxilio de las mencionadas personas de-
be ser reprochada penalmente a efecto de salvaguardar co-
mo bien jurídico tutelado a la hacienda pública o al sistema
tributario, ya que incluso se ha detectado que las referidas

personas han propuesto a los contribuyentes la utilización
de sociedades cooperativas a efecto de aplicar de manera
inadecuada el concepto de previsión social.

De acuerdo con lo anterior, el Ejecutivo federal propone
contar con un tipo penal específico que no sólo inhiba la
participación de asesores, consultores, agentes aduanales u
otros profesionistas, técnicos o auxiliares de los mismos,
en la comisión de los delitos de contrabando y defrauda-
ción fiscal y sus respectivos equiparables, sino también que
a los mismos se les aplique la pena prevista para dichos de-
litos.

B. Ley del Impuesto sobre la Renta

1. Previsión social

En la iniciativa sujeta a dictamen se señala que (i) la previ-
sión social como gasto estrictamente indispensable de las
empresas se sujeta a requisitos, modalidades y límites para
su deducción y, por otra parte, a montos máximos respecto
de la exención del ingreso que por dicho concepto perciben
los trabajadores; (ii) en 2002 se incorporó en la Ley del Im-
puesto sobre la Renta la definición de previsión social pa-
ra precisar su alcance, y (iii) conforme a lo que prevé el ar-
tículo 8o. de la citada Ley se considera como previsión
social a las erogaciones efectuadas por los patrones a favor
de sus trabajadores que tengan por objeto satisfacer contin-
gencias o necesidades presentes o futuras, así como el otor-
gar beneficios a favor de dichos trabajadores, tendientes a
su superación física, social, económica o cultural, que les
permitan el mejoramiento en su calidad de vida y en la de
su familia.

En la propia iniciativa se indica que para alcanzar el obje-
tivo de las sociedades cooperativas, la Ley General de So-
ciedades Cooperativas establece la constitución, entre
otros, del “fondo de previsión social” respecto del cual se
han venido aplicando en forma inadecuada las disposicio-
nes fiscales relacionadas con la previsión social; ya que no
se consideran los límites, requisitos y condiciones estable-
cidos en la Ley del Impuesto sobre la Renta para la deduc-
ción del gasto de la sociedad cooperativa y la exención del
ingreso de los socios.

La iniciativa que se dictamina agrega que lo señalado en el
párrafo anterior se ha instrumentado a través de la consti-
tución de sociedades cooperativas, que ofrecen la presta-
ción de sus servicios en forma directa o indirecta a las em-
presas, y que en dichas cooperativas los trabajadores de las
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mencionadas empresas se convierten en socios cooperati-
vistas.

De igual forma, la iniciativa del Ejecutivo federal destaca
que los referidos fondos de previsión social se crean y en-
tregan a los socios cooperativistas periódicamente (sema-
nal, quincenal o mensualmente), sin contar con un periodo
razonable de permanencia de la reserva que se crea para
ello y sin que se acredite que los mismos se destinan a los
conceptos que en ellos se incluyen como previsión social;
asimismo, la propia iniciativa destaca el hecho de que las
cantidades entregadas a los socios regularmente son muy
superiores a las que por concepto de anticipos por rendi-
mientos reciben en los mismos periodos.

Aunado a lo anterior, en la iniciativa se señala que la ope-
ración antes descrita tiene una consecuencia fiscal adversa
para el socio cooperativista que recibe cantidades prove-
nientes de los fondos de previsión social, ya que para que
pueda considerarlas como ingresos exentos, además de es-
tar comprendidos en el límite previsto en el artículo 109 de
la Ley del Impuesto sobre la Renta, se debe acreditar que
el ingreso percibido se destinó efectivamente a las eroga-
ciones de los distintos conceptos a que se refieren los fon-
dos de previsión social, de lo contrario, el ingreso es gra-
vable para el socio.

Asimismo, en la iniciativa se señala que se ha aplicado en
forma inadecuada lo establecido en los artículos 8o., 31,
fracción XII y 109, fracción VI y penúltimo párrafo, de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, argumentando que al re-
ferirse tales preceptos al término “trabajadores”, los requi-
sitos señalados para la deducción del gasto y el límite de la
exención no son aplicables a los “socios cooperativistas”.

En este sentido, en la iniciativa se propone aclarar el alcan-
ce que hoy en día tienen las disposiciones fiscales aplicables
a los fondos de previsión social de las sociedades cooperati-
vas, mediante la incorporación de un tratamiento fiscal es-
pecífico para dichos fondos; aún y cuando las disposiciones
fiscales vigentes, incluyendo los requisitos y límites que és-
tas contienen, son las aplicables a los referidos fondos.

Asimismo, en la iniciativa que se comenta se indica que,
atendiendo al mandato del artículo 5o. del Código Fiscal de
la Federación y a lo señalado por el Poder Judicial de la Fe-
deración en materia de la interpretación y aplicación de las
disposiciones fiscales, la adecuada interpretación de las
disposiciones fiscales en materia de previsión social es que
el ingreso por los servicios personales prestados por los so-

cios cooperativistas se regula dentro del Capítulo I, “De los
Ingresos por Salarios y en General por la Prestación de un
Servicio Personal Subordinado”, Título IV, “De las Perso-
nas Físicas”, de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

En la iniciativa se agrega que el artículo 110 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta asimila a los ingresos por la pres-
tación de un servicio personal subordinado a los rendi-
mientos y anticipos que obtengan los socios cooperativis-
tas, por lo que no obstante que los socios cooperativistas no
son trabajadores, por disposición expresa de la ley los in-
gresos percibidos por los mismos, incluidas las prestacio-
nes, tienen el tratamiento de ingresos por la prestación de
un servicio personal subordinado.

En ese contexto, en la iniciativa se indica que, en resumen,
las reglas señaladas en la Ley del Impuesto sobre la Renta
para la previsión social son las siguientes:

i. Se considera previsión social a las erogaciones efec-
tuadas que tengan por objeto satisfacer contingencias o
necesidades presentes o futuras, así como el otorgar be-
neficios a favor de los trabajadores, tendientes a su su-
peración física, social, económica o cultural, que les
permitan el mejoramiento en su calidad de vida y en la
de su familia (artículo 8o.).

ii. Que las prestaciones correspondientes se otorguen en
forma general en beneficio de todos los trabajadores (ar-
tículo 31, fracción XII).

iii. Es ingreso exento del impuesto sobre la renta el per-
cibido con motivo de subsidios por incapacidad, becas
educacionales para los trabajadores o sus hijos, guarde-
rías infantiles, actividades culturales y deportivas, y
otras prestaciones de previsión social de naturaleza aná-
loga, que se concedan de manera general, de acuerdo
con las leyes o por contratos de trabajo (artículo 109,
fracción VI).

iv. La exención señalada en el inciso que antecede se li-
mita a siete veces el salario mínimo general del área ge-
ográfica del contribuyente, elevado al año (artículo 109,
sexto párrafo).

2. Alimentos

En la iniciativa que se dictamina, se indica que el artículo
109, fracción XXII de la Ley del Impuesto sobre la Renta
establece que no se pagará el impuesto sobre la renta por la
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obtención de ingresos por concepto de alimentos, en los
términos de ley; sin embargo, se señala que es importante
precisar que la acepción a que se refiere la ley fiscal es la
relativa a la obligación de los adoptantes, adoptados, cón-
yuges, concubinos, padres, hijos, hermanos y parientes co-
laterales de otorgar alimentos al acreedor alimentario de
que se trate, contenida en el Código Civil Federal y en los
códigos civiles de las entidades federativas.

Asimismo, en la iniciativa se destaca que con la reforma
que se propone a la fracción XXII del artículo 109, de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, se pretende evitar confu-
siones y otorgar certeza a los contribuyentes, en el sentido
de que no deben pagar el impuesto sobre la renta los acre-
edores alimentistas que perciban ingresos por concepto de
alimentos en términos del Libro Primero, Título Sexto, Ca-
pítulo II, del Código Civil Federal y sus correlativos de los
códigos civiles de las entidades federativas y evitar que las
sociedades en nombre colectivo u otras personas morales o
figuras jurídicas, haciendo una incorrecta interpretación de
las disposiciones fiscales entreguen a sus socios ingresos
por los que no cubren el impuesto sobre la renta al deno-
minarles “alimentos”.

Así pues, el Ejecutivo federal aclara que las cantidades que
las personas morales eroguen por concepto de “alimentos”
en favor de otras personas no son ingresos exentos en tér-
minos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al no ser ése
el alcance que dicho concepto tiene para el Código Civil
Federal y para los códigos civiles de las entidades federati-
vas, sino que, por el contrario, en este caso constituyen
cantidades que se entregan a cuenta de utilidades de la so-
ciedad, tal como lo establece la Ley General de Sociedades
Mercantiles, las cuales, por ende, son cantidades sujetas al
impuesto sobre la renta.

Por las anteriores consideraciones, el Ejecutivo federal
propone reformar la fracción XXII antes señalada para pre-
cisar que los ingresos que se encuentran exentos del im-
puesto sobre la renta únicamente corresponden a los ali-
mentos a los que se refiere el Libro Primero, Título Sexto,
Capítulo II, del Código Civil Federal y sus correlativos de
los códigos civiles de las entidades federativas, es decir, los
que se dan entre personas físicas con alguna relación fami-
liar o de parentesco.

3. Erogaciones superiores a los ingresos declarados

En la iniciativa se plantea reformar el segundo párrafo del
artículo 107 de Ley del Impuesto sobre la Renta, relativo a

la facultad de las autoridades fiscales de determinar pre-
suntivamente ingresos omitidos, con la finalidad de otorgar
certeza jurídica al aclarar el alcance del término erogación
contenido en el mismo, ya que se ha interpretado que ese
concepto se limita únicamente a los gastos, a las adquisi-
ciones de bienes y a los depósitos en cuentas bancarias o en
inversiones financieras, cuando en realidad aplica a cual-
quier tipo de erogación que realice el contribuyente. Asi-
mismo, se propone reformar el tercer párrafo del referido
artículo a efecto de precisar que con independencia de que
el contribuyente presente su declaración, las autoridades
fiscales podrán determinar presuntivamente ingresos omi-
tidos en los términos previstos en dicho precepto.

4. Dividendos o utilidades

En la iniciativa que se dictamina se propone reformar el ar-
tículo 165, fracción I, de la Ley del Impuesto sobre la Ren-
ta a fin de considerar como dividendos o utilidades a los in-
tereses que perciban los socios respecto de sus
aportaciones dentro de una sociedad de responsabilidad li-
mitada durante el inicio de operaciones, cuando así se esti-
pule en el contrato social, haciendo remisión para esos
efectos al artículo 85 de la Ley General de Sociedades
Mercantiles, así como para aclarar que, por ende, les resul-
ta aplicable el mismo tratamiento que se prevé en dicha
fracción I.

Consideraciones de la comisión

A. Código Fiscal de la Federación

1. Declaraciones

Los integrantes de la comisión dictaminadora concuerdan
con la iniciativa objeto de dictamen en que es necesario
continuar con las medidas de simplificación tributaria, por
lo que se considera adecuado reformar el artículo 32 del
Código Fiscal de la Federación, a fin de establecer que las
declaraciones complementarias sustituyen a la declaración
presentada anteriormente por lo que deben contener todos
los demás datos requeridos en la declaración original y no
solamente la información que se modifica.

2. Exportaciones

Esta comisión dictaminadora coincide con la propuesta del
Ejecutivo federal, en el sentido de que el propio contribu-
yente debe acreditar la existencia material de la operación
de exportación cuando exista requerimiento de las autori-
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dades fiscales y con ello combatir la práctica fiscal indebi-
da consistente en aplicar, para los efectos del impuesto al
valor agregado, la tasa del 0 por ciento a mercancías que
fueron enajenadas y no exportadas. Así las cosas, la que
dictamina considera adecuada la propuesta del Ejecutivo
federal para modificar el artículo 59 del Código Fiscal de
la Federación, con la finalidad de que las presunciones
contempladas en dicho artículo también sean aplicables pa-
ra la comprobación de la realización de los actos o activi-
dades por los que se deba pagar contribuciones y, por ende,
la actualización de las hipótesis para la aplicación de las ta-
sas establecidas en las disposiciones fiscales, así como es-
tablecer supuestos en los que se presuma que los bienes
que el contribuyente declare haber exportado fueron enaje-
nados en territorio nacional, independientemente de que
cuente con el pedimento de exportación.

3. Participación en delitos fiscales

La que dictamina no coincide con la propuesta del Ejecuti-
vo federal en el sentido de adicionar al Código Fiscal de la
Federación el artículo 109 Bis y prever en el mismo san-
ciones para quien concierte, induzca, ayude o auxilie a los
contribuyentes a la realización de los delitos de contraban-
do y su equiparable o defraudación fiscal y su equiparable,
o a la presunción de estas conductas o hechos descritos en
tal ordenamiento.

Lo anterior, en virtud de que, como se indica en la propia
iniciativa, la autoría y participación de los sujetos activos
en los delitos fiscales ya se encuentra prevista en el artícu-
lo 95 del Código Fiscal de la Federación, por lo que quie-
nes concierten, induzcan, promuevan, recomienden o su-
gieran a los contribuyentes la realización de hechos
tipificados como delitos fiscales pueden y deben ser san-
cionados conforme a las disposiciones vigentes ya que el
recomendar, inducir, promover o sugerir a los contribuyen-
tes que apliquen algún esquema de elusión fiscal constitu-
ye un querer y entender el incumplimiento de obligaciones
fiscales de carácter patrimonial.

B. Ley del Impuesto sobre la Renta

1. Previsión social

En relación con la previsión social, se debe destacar que el
penúltimo párrafo del artículo 109 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta señala que la exención aplicable a los ingre-
sos por previsión social se limita a una cantidad equivalen-
te a un salario mínimo general del área geográfica del con-

tribuyente, elevado al año cuando la suma de los ingresos
por la prestación de servicios personales subordinados y el
monto de la exención exceda de siete veces el salario mí-
nimo general del área geográfica del contribuyente; de es-
ta manera, los ingresos que perciben los trabajadores por
dicho concepto fuera de dicho límite dan lugar al pago del
impuesto sobre la renta.

Por otra parte, la previsión social como gasto estrictamen-
te indispensable de las empresas se sujeta a requisitos, mo-
dalidades y límites para su deducción, en los términos del
artículo 31, fracción XII, de la Ley del Impuesto sobre la
Renta.

Así, la que dictamina coincide con el Ejecutivo federal en
que de una interpretación y aplicación correcta de las dis-
posiciones fiscales que regulan la previsión social se deri-
va que las mismas son aplicables a los fondos de previsión
social a que se refiere la Ley General de Sociedades Coo-
perativas, incluso las señaladas en los dos párrafos anterio-
res.

Ahora bien, se ha advertido que los recursos de los fondos
de previsión social son entregados en efectivo a los socios
cooperativistas, sin que se acredite que los mismos se des-
tinan y utilizan en los conceptos que en ellos se incluyen,
siendo que la previsión social no tiene un destino indefini-
do, como lo ha sustentado la Segunda Sala de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia
2ª./J.58/2007, que por su importancia se transcribe a conti-
nuación:

Despensas en efectivo. No constituyen gastos de previ-
sión social para efectos de su deducción en la determi-
nación del impuesto sobre la renta.

De los antecedentes legislativos de los artículos 31,
fracción XII y 109, fracción VI, de la Ley del Impuesto
sobre la Renta vigente (24, fracción XII y 77, fracción
VI, de la Ley abrogada), así como de las consideracio-
nes vertidas por la Segunda Sala en la ejecutoria que dio
lugar a la jurisprudencia 2a./J. 39/97, publicada en el
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, nove-
na época, tomo VI, septiembre de 1997, página 371, con
el rubro “Vales de despensa. Deben considerarse como
gastos de previsión social para efectos de su deducción,
conforme al artículo 24, fracción XII, de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta”, se advierte que el concepto de
previsión social, tanto a la luz de la normatividad abro-
gada como de la vigente, es el que se estableció en la
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ejecutoria referida y que fue adoptado por el legislador
en el artículo 8o. de la ley vigente. Así, para establecer
ese concepto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación tomó en cuenta que conforme a los
antecedentes legislativos del indicado artículo 24, frac-
ción XII, lo que inspiró al legislador para adicionar las
prestaciones de naturaleza análoga a las expresamente
previstas como de previsión social, esto es, a las becas
educacionales, servicios médicos y hospitalarios, fon-
dos de ahorro, guarderías infantiles y actividades cultu-
rales y deportivas, fueron los estímulos consagrados en
favor de los obreros en los contratos colectivos de tra-
bajo, consistentes en prestaciones en especie, tales co-
mo las “canastillas”, esto es, los productos de la canas-
ta básica; asimismo, estimó que los vales de despensa
son gastos análogos a los previstos en las normas cita-
das porque constituyen un ahorro para el trabajador que
los recibe al no tener que utilizar parte de su salario en
la adquisición de los bienes de consumo de que se trata,
pudiendo destinarla a satisfacer otras necesidades o fi-
nes. Por tanto, las despensas en efectivo no constituyen
una prestación análoga a las enumeradas en la ley para
efectos de su deducción en la determinación del im-
puesto sobre la renta a cargo de las personas morales,
pues sin desconocer que implican un beneficio econó-
mico para el trabajador, su destino es indefinido, ya que
no necesariamente se emplearán en la adquisición de los
alimentos y otros bienes necesarios que aseguren una
vida decorosa para el trabajador y su familia; por tanto,
no se traducen en un ahorro derivado de la no utilización
de parte del salario en su adquisición que produzca una
mejoría en su calidad de vida.

La comisión que dictamina coincide con el Ejecutivo fede-
ral respecto de que es necesario aclarar las disposiciones
fiscales relacionadas con la previsión social ya que se han
venido aplicando en forma inadecuada al no considerarse
los límites, requisitos y condiciones establecidos en la Ley
del Impuesto sobre la Renta para la deducción del gasto de
la sociedad cooperativa y la exención del ingreso de los so-
cios, así como en prever un tratamiento específico para el
fondo de previsión social constituido, en términos de la
Ley General de Sociedades Cooperativas, por dichas so-
ciedades.

La que dictamina coincide con el Ejecutivo federal en el
sentido de que los fondos de previsión social que se cons-
tituyen por ministerio de ley, comparten la misma natura-
leza de la previsión social definida y regulada en la Ley del
Impuesto sobre la Renta y en que, no obstante que los so-

cios cooperativistas no son trabajadores, por disposición
expresa de la ley, los ingresos percibidos por los socios co-
operativistas, incluidas las prestaciones, son asimilados a
ingresos por la prestación de un servicio personal subordi-
nado, por lo que los gastos de previsión social de dichas so-
ciedades se sujeta a los requisitos y condiciones de deduc-
ción previstos por la Ley del Impuesto sobre la Renta y a
los socios cooperativistas aplican los límites establecidos
en dicho ordenamiento respecto de la exención del ingreso
que reciben por concepto de previsión social.

De acuerdo con lo anterior, la que dictamina considera ade-
cuada la propuesta del Ejecutivo federal relativa a prever
en el quinto párrafo del artículo 8o de la Ley del Impuesto
sobre la Renta que en ningún caso se considerará previsión
social a las erogaciones efectuadas a favor de personas que
no tengan el carácter de trabajadores o, en su caso, de so-
cios o miembros de sociedades cooperativas; no obstante,
se considera conveniente eliminar la referencia a las perso-
nas morales, en virtud de que tales erogaciones tampoco se
consideran previsión social cuando se realicen por perso-
nas físicas, por lo que la reforma al quinto párrafo del artí-
culo 8o. de la Ley del Impuesto sobre la Renta quedaría co-
mo sigue:

Artículo 8o. …

Para los efectos de esta ley, se considera previsión social
las erogaciones efectuadas que tengan por objeto satis-
facer contingencias o necesidades presentes o futuras,
así como el otorgar beneficios a favor de los trabajado-
res o de los socios o miembros de las sociedades coope-
rativas, tendientes a su superación física, social, econó-
mica o cultural, que les permitan el mejoramiento en su
calidad de vida y en la de su familia. En ningún caso se
considerará previsión social a las erogaciones efectua-
das a favor de personas que no tengan el carácter de tra-
bajadores o de socios o miembros de sociedades coope-
rativas.

…

Esta comisión dictaminadora considera apropiada también
la propuesta del Ejecutivo federal relativa a adicionar la
fracción XXIII al artículo 31 de la Ley del Impuesto sobre
la Renta y prever los requisitos necesarios para deducir los
gastos que conforme a la Ley General de Sociedades Coo-
perativas se generen como parte del fondo de previsión so-
cial a que se refiere el artículo 58 de dicho ordenamiento y
se otorguen a los socios cooperativistas.
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Adicionalmente, la comisión que dictamina considera que,
en congruencia con las modificaciones propuestas, resulta
conveniente también modificar el último párrafo del artí-
culo 125 de la Ley del Impuesto sobre la Renta para agre-
gar en su último párrafo, la referencia a la fracción XXIII
que se plantea adicionar al artículo 31 del referido ordena-
miento, que establece los requisitos para la deducción de
los fondos de previsión social de las sociedades cooperati-
vas.

Lo anterior es así toda vez que el artículo 85-A de la Ley
del Impuesto sobre la Renta prevé la opción para que las
sociedades cooperativas de producción que estén integra-
das únicamente por personas físicas, puedan calcular el im-
puesto que les corresponda con base en lo establecido en la
Sección I del Capítulo II del Título IV de dicho ordena-
miento, esto es, conforme a las disposiciones aplicables al
régimen general de las personas físicas que realizan activi-
dades empresariales y dentro de tales disposiciones, en el
artículo 125 se establecen los requisitos que deben reunir
las deducciones autorizadas, de ahí que sea necesario que
cuando dichas sociedades cooperativas ejerzan la opción
citada también se sujeten a los requisitos que se establecen
en la fracción XXIII que se propone adicionar al artículo
31 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, por lo que se es-
tima conveniente reformar dicho precepto para quedar co-
mo sigue:

Artículo 125. …

Para los efectos de esta sección, se estará a lo dispuesto
en el artículo 31, fracciones III, IV, V, VI, VII, XI, XII,
XIV, XV, XVIII, XIX, XX y XXIII de esta ley.

Asimismo, en relación con las reformas que en materia de
previsión social se proponen, esta dictaminadora considera
adecuada la propuesta de adicionar un segundo párrafo a la
fracción VI del artículo 109 de la Ley del Impuesto sobre
la Renta, y reformar la fracción VIII de este precepto, así
como el penúltimo y último párrafo del mismo, y prever
que (i) la previsión social a que se refiere la fracción VI es
la establecida en el artículo 8o., quinto párrafo, de esta ley;
(ii) precisar que los ingresos exentos son los provenientes
de cajas de ahorro de trabajadores y de fondos de ahorros
establecidos por las empresas para sus trabajadores, siem-
pre que reúnan los requisitos de deducibilidad establecidos
en el Título II, o en su caso, en el Título IV de la citada ley;
y (iii) que en concordancia con las propuestas de reforma
antes dictaminadas, se estima necesario eliminar la refe-
rencia al término “subordinados” tratándose de los servi-

cios personales, con la finalidad de no limitarlo y contem-
plar todos aquéllos servicios que de facto ya en la actuali-
dad se proporcionan por los miembros o socios de las dis-
tintas sociedades.

No obstante lo anterior, esta dictaminadora estima conve-
niente ajustar la redacción del sexto párrafo del citado artí-
culo 109 a efecto de que quede claro que los servicios per-
sonales a que el mismo se refiere son los que realizan los
trabajadores o, en su caso, los socios o miembros de las so-
ciedades cooperativas, por lo que la modificación al referi-
do precepto quedaría en los siguientes términos:

Artículo 109. …

VI. …

La previsión social a que se refiere esta fracción es la es-
tablecida en el artículo 8o., quinto párrafo, de esta ley.

…

VIII. Los provenientes de cajas de ahorro de trabajado-
res y de fondos de ahorro establecidos por las empresas
para sus trabajadores cuando reúnan los requisitos de
deducibilidad del Título II de esta ley o, en su caso, de
este título.

…

XXII. Los percibidos en concepto de alimentos por las
personas físicas que tengan el carácter de acreedores ali-
mentarios en términos de la legislación civil aplicable.

…

La exención aplicable a los ingresos obtenidos por con-
cepto de prestaciones de previsión social se limitará
cuando la suma de los ingresos por la prestación de ser-
vicios personales subordinados o aquellos que reciban,
por parte de las sociedades cooperativas, los socios o
miembros de las mismas y el monto de la exención ex-
ceda de una cantidad equivalente a siete veces el salario
mínimo general del área geográfica del contribuyente,
elevado al año; cuando dicha suma exceda de la canti-
dad citada, solamente se considerará como ingreso no
sujeto al pago del impuesto un monto hasta de un sala-
rio mínimo general del área geográfica del contribuyen-
te, elevado al año. Esta limitación en ningún caso debe-
rá dar como resultado que la suma de los ingresos por la
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prestación de servicios personales subordinados o aque-
llos que reciban, por parte de las sociedades cooperati-
vas, los socios o miembros de las mismas y el importe
de la exención, sea inferior a siete veces el salario míni-
mo general del área geográfica del contribuyente, eleva-
do al año.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será aplicable tra-
tándose de jubilaciones, pensiones, haberes de retiro,
pensiones vitalicias, indemnizaciones por riesgos de tra-
bajo o enfermedades, que se concedan de acuerdo con
las leyes, contratos colectivos de trabajo o contratos ley,
reembolsos de gastos médicos, dentales, hospitalarios y
de funeral, concedidos de manera general de acuerdo
con las leyes o contratos de trabajo, seguros de gastos
médicos, seguros de vida y fondos de ahorro, siempre
que se reúnan los requisitos establecidos en las fraccio-
nes XII y XXIII del artículo 31 de esta ley, aun cuando
quien otorgue dichas prestaciones de previsión social no
sea contribuyente del impuesto establecido en esta ley.

2. Alimentos

Esta comisión dictaminadora considera adecuada la pro-
puesta del Ejecutivo federal de aclarar en el artículo 109,
fracción XXII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que
únicamente se encuentran exentos los ingresos percibidos
en concepto de alimentos por los adoptantes, adoptados,
cónyuges, concubinos, padres, hijos, hermanos y parientes
colaterales en su carácter de acreedores alimentarios, en
términos del Libro Primero, Título Sexto, Capítulo II, del
Código Civil Federal y sus correlativos de los códigos ci-
viles de las entidades federativas.

Adicionalmente, esta dictaminadora advierte que el régi-
men fiscal de exención de alimentos no fue diseñado para
favorecer a los socios o integrantes de sociedades en nom-
bre colectivo u otras personas morales o figuras jurídicas,
ya que sus percepciones tienen una asociación indisoluble
con la distribución de dividendos o utilidades que efectúan
dichos entes, siendo incorrecto que los pagos a los socios o
integrantes se simulen a través de la entrega de “alimen-
tos”.

3. Erogaciones superiores a los ingresos declarados

Con objeto de otorgar certeza jurídica a los contribuyentes,
la que dictamina considera adecuada la propuesta del Eje-
cutivo federal de aclarar en el segundo y tercer párrafos del
artículo 107 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, el al-

cance del término erogación contenido en dicho precepto,
así como aclarar que la autoridad fiscal tiene facultad para
determinar presuntivamente los ingresos omitidos en tér-
minos del citado artículo cuando no se haya presentado de-
claración.

4. Dividendos o utilidades

Los integrantes de esta comisión dictaminadora consideran
procedente la propuesta del Ejecutivo federal relativa a
prever en el artículo 165, fracción I, de la Ley del Impues-
to sobre la Renta que los intereses que perciban los socios
respecto de sus aportaciones dentro de una sociedad de res-
ponsabilidad limitada durante el inicio de operaciones,
cuando así se estipule en el contrato social deben conside-
rarse como dividendos o utilidades.

Por las razones expuestas, la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público somete a consideración del Pleno el siguiente

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Fiscal de la Federación y de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta

Artículo Primero. Se reforman los artículos 32, cuarto
párrafo, y 59, primer párrafo; y se adiciona una fracción
IX al artículo 59 del Código Fiscal de la Federación, para
quedar como sigue:

Artículo 32. …

La modificación de las declaraciones a que se refiere este
artículo se efectuará mediante la presentación de declara-
ción que sustituya a la anterior, debiendo contener todos
los datos que requiera la declaración aun cuando sólo se
modifique alguno de ellos.

…

Artículo 59. Para la comprobación de los ingresos, del va-
lor de los actos, actividades o activos por los que se deban
pagar contribuciones, así como de la actualización de las
hipótesis para la aplicación de las tasas establecidas en las
disposiciones fiscales, las autoridades fiscales presumirán,
salvo prueba en contrario:

…

IX. Que los bienes que el contribuyente declare haber
exportado fueron enajenados en territorio nacional y no
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fueron exportados, cuando éste no exhiba, a requeri-
miento de las autoridades fiscales, la documentación o
la información que acredite cualquiera de los supuestos
siguientes:

a) La existencia material de la operación de adquisi-
ción del bien de que se trate o, en su caso, de la ma-
teria prima y de la capacidad instalada para fabricar
o transformar el bien que el contribuyente declare
haber exportado.

b) Los medios de los que el contribuyente se valió
para almacenar el bien que declare haber exportado
o la justificación de las causas por las que tal alma-
cenaje no fue necesario.

c) Los medios de los que el contribuyente se valió
para transportar el bien a territorio extranjero. En ca-
so de que el contribuyente no lo haya transportado,
deberá demostrar las condiciones de la entrega ma-
terial del mismo y la identidad de la persona a quien
se lo haya entregado.

La presunción a que se refiere esta fracción operará aún
cuando el contribuyente cuente con el pedimento de expor-
tación que documente el despacho del bien.

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 8o., quinto
párrafo, 107, segundo y tercer párrafos, 109, fracciones
VIII y XXII, y sexto y séptimo párrafos, 125, segundo pá-
rrafo, y 165, fracción I; y se adicionan los artículos 31,
fracción XXIII, y 109, fracción VI, segundo párrafo, de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 8o. …

Para los efectos de esta ley, se considera previsión social
las erogaciones efectuadas que tengan por objeto satisfacer
contingencias o necesidades presentes o futuras, así como
el otorgar beneficios a favor de los trabajadores o de los so-
cios o miembros de las sociedades cooperativas, tendientes
a su superación física, social, económica o cultural, que les
permitan el mejoramiento en su calidad de vida y en la de
su familia. En ningún caso se considerará previsión social
a las erogaciones efectuadas a favor de personas que no
tengan el carácter de trabajadores o de socios o miembros
de sociedades cooperativas.

…

Artículo 31. …

XXIII. Tratándose de gastos que conforme a la Ley Ge-
neral de Sociedades Cooperativas se generen como par-
te del fondo de previsión social a que se refiere el artí-
culo 58 de dicho ordenamiento y se otorguen a los
socios cooperativistas, los mismos serán deducibles
cuando se disponga de los recursos del fondo corres-
pondiente, siempre que se cumpla con los siguientes re-
quisitos:

a) Que el fondo de previsión social del que deriven
se constituya con la aportación anual del porcentaje,
que sobre los ingresos netos, sea determinado por la
Asamblea General.

b) Que el fondo de previsión social esté destinado en
términos del artículo 57 de la Ley General de Socie-
dades Cooperativas a las siguientes reservas:

1. Para cubrir riesgos y enfermedades profesiona-
les.

2. Para formar fondos y haberes de retiro de socios.

3. Para formar fondos para primas de antigüedad.

4. Para formar fondos con fines diversos que cu-
bran: gastos médicos y de funeral, subsidios por in-
capacidad, becas educacionales para los socios o
sus hijos, guarderías infantiles, actividades cultura-
les y deportivas y otras prestaciones de previsión
social de naturaleza análoga.

Para aplicar la deducción a que se refiere este nume-
ral la sociedad cooperativa deberá pagar, salvo en el
caso de subsidios por incapacidad, directamente a
los prestadores de servicios y a favor del socio coo-
perativista de que se trate, las prestaciones de previ-
sión social correspondientes, debiendo contar con la
documentación comprobatoria expedida a nombre
de la sociedad cooperativa.

c) Acreditar que al inicio de cada ejercicio la Asam-
blea General fijó las prioridades para la aplicación
del fondo de previsión social de conformidad con las
perspectivas económicas de la sociedad cooperativa.

Artículo 107. …
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Para los efectos de este artículo también se consideran ero-
gaciones los gastos, las adquisiciones de bienes y los de-
pósitos en cuentas bancarias o en inversiones financieras.
No se tomarán en consideración los depósitos que el con-
tribuyente efectúe en cuentas que no sean propias, que ca-
lifiquen como erogaciones en los términos de este artículo,
cuando se demuestre que dicho depósito se hizo como pa-
go por la adquisición de bienes o de servicios, o como con-
traprestación para el otorgamiento del uso o goce temporal
de bienes o para realizar inversiones financieras ni los tras-
pasos entre cuentas del contribuyente o a cuentas de su
cónyuge, de sus ascendientes o descendientes, en línea rec-
ta en primer grado.

Cuando el contribuyente obtenga ingresos de los previstos
en este título y no los declare se aplicará este precepto co-
mo si hubiera presentado la declaración sin ingresos. Tra-
tándose de contribuyentes que tributen en el Capítulo I del
Título IV de la presente ley, se considerarán, para los efec-
tos del presente artículo, los ingresos que los retenedores
manifiesten haber pagado al contribuyente de que se trate.

…

Artículo 109. …

VI. …

La previsión social a que se refiere esta fracción es la es-
tablecida en el artículo 8o., quinto párrafo de esta ley.

…

VIII. Los provenientes de cajas de ahorro de trabajado-
res y de fondos de ahorro establecidos por las empresas
para sus trabajadores cuando reúnan los requisitos de
deducibilidad del Título II de esta ley o, en su caso, de
este título.

…

XXII. Los percibidos en concepto de alimentos por las
personas físicas que tengan el carácter de acreedores ali-
mentarios en términos de la legislación civil aplicable.

…

La exención aplicable a los ingresos obtenidos por con-
cepto de prestaciones de previsión social se limitará

cuando la suma de los ingresos por la prestación de ser-
vicios personales subordinados o aquellos que reciban,
por parte de las sociedades cooperativas, los socios o
miembros de las mismas y el monto de la exención ex-
ceda de una cantidad equivalente a siete veces el salario
mínimo general del área geográfica del contribuyente,
elevado al año; cuando dicha suma exceda de la canti-
dad citada, solamente se considerará como ingreso no
sujeto al pago del impuesto un monto hasta de un sala-
rio mínimo general del área geográfica del contribuyen-
te, elevado al año. Esta limitación en ningún caso debe-
rá dar como resultado que la suma de los ingresos por la
prestación de servicios personales subordinados o aque-
llos que reciban, por parte de las sociedades cooperati-
vas, los socios o miembros de las mismas y el importe
de la exención, sea inferior a siete veces el salario míni-
mo general del área geográfica del contribuyente, eleva-
do al año.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será aplicable tra-
tándose de jubilaciones, pensiones, haberes de retiro,
pensiones vitalicias, indemnizaciones por riesgos de tra-
bajo o enfermedades, que se concedan de acuerdo con
las leyes, contratos colectivos de trabajo o contratos ley,
reembolsos de gastos médicos, dentales, hospitalarios y
de funeral, concedidos de manera general de acuerdo
con las leyes o contratos de trabajo, seguros de gastos
médicos, seguros de vida y fondos de ahorro, siempre
que se reúnan los requisitos establecidos en las fraccio-
nes XII y XXIII del artículo 31 de esta ley, aun cuando
quien otorgue dichas prestaciones de previsión social no
sea contribuyente del impuesto establecido en esta ley.

Artículo 125. …

Para los efectos de esta sección, se estará a lo dispuesto en
el artículo 31, fracciones III, IV, V, VI, VII, XI, XII, XIV,
XV, XVIII, XIX, XX y XXIII, de esta ley.

Artículo 165. …

I. Los intereses a que se refieren los artículos 85 y 123
de la Ley General de Sociedades Mercantiles y las par-
ticipaciones en la utilidad que se paguen a favor de obli-
gacionistas u otros, por sociedades mercantiles residen-
tes en México o por sociedades nacionales de crédito.

…
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados, a 14 de abril de 2009.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Charbel
Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), presidente; Emilio Ramón Ramiro
Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodríguez Jiménez (rúbrica),
Carlos Alberto García González (rúbrica), Hugo Eduardo Martínez Pa-
dilla, José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez
(rúbrica), Ismael Ordaz Jiménez (rúbrica), Horacio Garza Garza (rú-
brica), Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica), Juan Ignacio Samperio
Montaño, Joaquín Humberto Vela González, Manuel Cárdenas Fonse-
ca (rúbrica), Aída Marina Arvizu Rivas (rúbrica), secretarios; Samuel
Aguilar Solís (rúbrica), José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), María del
Consuelo Argüelles Arellano (rúbrica), Valentina Valia Batres Guada-
rrama, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francisco Javier Cal-
zada Vázquez (rúbrica), Ramón Ceja Romero (rúbrica), José de la To-
rre Sánchez (rúbrica), Javier Guerrero García, Mariano González
Zarur, Juan Nicasio Guerra Ochoa (rúbrica), José Martín López Cisne-
ros, Lorenzo Daniel Ludlow Kuri (rúbrica), Luis Xavier Maawad Ro-
bert (rúbrica), Octavio Martínez Vargas, José Murat, Dolores María del
Carmen Parra Jiménez (rúbrica), María Guadalupe Salazar Anaya (rú-
brica), Mario Alberto Salazar Madera, Jorge Alejandro Salum del Pa-
lacio (rúbrica), Pablo Trejo Pérez (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: En conse-
cuencia, está a discusión en lo general.

No habiendo quien haya solicitado el uso de la palabra, lo
consideramos suficientemente discutido.

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General, se pregunta a la
asamblea si se va a reservar algún artículo para discutirlo
en lo particular, especificando la ley de la que se trate.

No habiendo quien haya reservado artículo alguno, se pide
a la Secretaría que abra el sistema electrónico por cinco mi-
nutos para proceder a la votación en lo general y en lo par-
ticular, en un solo acto.

El Secretario diputado Manuel Portilla Diéguez: Ábra-
se el sistema electrónico por cinco minutos para proceder a
la votación del proyecto de decreto en lo general y en lo
particular, en un solo acto.

(Votación)

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Queremos
dar la más cordial bienvenida y destacar la presencia de
alumnos de la escuela primaria Josefa Ortiz de Domínguez,
de Ixmiquilpan, Hidalgo, invitados por el diputado José
Edmundo Ramírez Martínez.

El Secretario diputado Manuel Portilla Diéguez: ¿Falta
algún diputado o alguna diputada de emitir su voto? Está
abierto el sistema.

La diputada Susana Monreal Ávila (desde la curul): Di-
putado.

El Secretario diputado Manuel Portilla Diéguez: Toda-
vía está abierto el sistema, diputada Monreal. Adelante.

Ciérrese el sistema electrónico de votación.

De viva voz:

La diputada Gabriela Ortiz Martínez de Kores (desde
la curul): A favor.

El diputado Carlos Rodríguez Guevara (desde la curul):
A favor.

La diputada Érika Galván Rivas (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Octavio Martínez Vargas (desde la curul): A
favor.

La diputada Elizabeth Morales García (desde la curul):
A favor.

El diputado Amador Campos Aburto (desde la curul): A
favor.

El diputado Othón Cuevas Córdova (desde la curul): A
favor.

El diputado Francisco Javier Calzada Vázquez (desde
la curul): A favor.

El diputado Ramón Almonte Borja (desde la curul): A
favor.

El diputado Javier Guerrero García (desde la curul): A
favor.
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El diputado Pedro Armendáriz García (desde la curul):
A favor.

El diputado Eduardo Elías Espinosa Abuxapqui (desde
la curul): A favor.

El diputado Juan Nicasio Guerra Ochoa (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Leticia Díaz de León Torres (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Carlos Alberto Puente Salas (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Joaquín Jesús Díaz Mena (desde la curul):
A favor.

La diputada Lariza Montiel Luis (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Ricardo Franco Cázarez (desde la curul): A
favor.

La diputada María Isabel Reyes García (desde la curul):
A favor.

La diputada Lourdes Alonso Flores (desde la curul): A
favor.

El Secretario diputado Manuel Portilla Diéguez: ¿Al-
guien más falta de emitir su voto?

Se emitieron 339 votos a favor, 0 en contra y 2 abstencio-
nes, diputada presidenta.

Presidencia de la diputada 
Martha Hilda González Calderón

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Aprobado en lo general y en lo particular por 339
votos.

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Fiscal de la Federación y de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta. Pasa al Senado para sus efectos
constitucionales.

LEY DEL SEGURO SOCIAL

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: El siguiente punto del orden del día es la discusión del
dictamen con proyecto de decreto que reforma diversas
disposiciones de la Ley del Seguro Social.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea si se dis-
pensa la lectura del dictamen.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea,
en votación económica, si se dispensa la lectura. Las dipu-
tadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse
manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén por
la negativa sírvanse manifestarlo.

Señora presidenta, mayoría por la afirmativa. Se dispensa
la lectura.

«Dictamen de las Comisiones Unidas de Hacienda y Cré-
dito Público, y de Seguridad Social, con proyecto de de-
creto que reforma diversas disposiciones de la Ley del Se-
guro Social

Honorable Asamblea

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como por los artículos 55, fracción I, y 56
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, se presentó inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se reforman diver-
sas disposiciones de la Ley del Seguro Social, por el
Ejecutivo federal.

Estas comisiones que suscriben, con base en las facultades
que les confieren los artículos 39, 44 y 45 de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
abocaron al análisis de la iniciativa antes señalada y con-
forme a las deliberaciones que de la misma realizaron los
miembros de las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédi-
to Público y de Seguridad Social, reunidos en Pleno some-
ten a la consideración de esta honorable asamblea el pre-
sente dictamen.
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Antecedentes

1. Con fecha 10 de febrero de 2009, el presidente de los Es-
tados Unidos Mexicanos Felipe de Jesús Calderón Hinojo-
sa, en uso de la facultad que le confiere el artículo 71, frac-
ción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, presentó la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley del
Seguro Social. 

2. El 12 de febrero de 2009, la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados, dispuso que la iniciati-
va fuera turnada, para su estudio y dictamen, a las Comi-
siones Unidas de Hacienda y Crédito Público y de
Seguridad Social.

Descripción de la iniciativa

Primero. Señala en su exposición de motivos el Ejecutivo
federal que al suscribir el Acuerdo Nacional en favor de la
Economía Familiar y el Empleo, asumió el compromiso de
ampliar la capacidad de retiro de ahorro en caso de desem-
pleo, con el fin de brindar un apoyo adicional para los me-
xicanos que se vean privados de su fuente de ingresos. En
este sentido, la iniciativa de reformas a la Ley del Seguro
Social tiene como propósito dar cumplimiento a dicho
compromiso y poner en marcha las modificaciones legales
necesarias para lograr este objetivo.

En tal tesitura, se establece que con las reformas propues-
tas, se lograrán, por un lado, fortalecer el retiro por desem-
pleo y, por el otro, incrementar los recursos de las cuentas
individuales de los trabajadores de menores ingresos. De
esta manera, los recursos depositados por el trabajador, su
patrón y el gobierno en su cuenta individual se podrán usar
de forma más eficiente para proveerle protección suficien-
te durante periodos de desempleo involuntario y reencau-
zar los recursos aportados por el gobierno federal a mejo-
rar las pensiones de los trabajadores de menores ingresos.

Asimismo, señala que existen al menos dos elementos del
esquema de seguridad social vigente que pueden mejorar-
se en beneficio del trabajador sin incrementar los costos de
manera sustancial, fortaleciendo así los incentivos para la
creación de empleos formales y bien remunerados:

1. No existe protección suficiente para hacer frente a pe-
riodos de desempleo. El sistema de ahorro para el retiro vi-
gente contempla la posibilidad de que el trabajador haga
retiros parciales durante estas contingencias; sin embargo,

cuando se estableció el sistema y el ahorro acumulado era
aún muy pequeño, se fijaron parámetros que limitaron los
montos que podía retirar el trabajador para preservar la in-
tegridad del sistema. Estos parámetros provocan que la
protección contra el desempleo resulte hoy insuficiente.

2. La cuota social que el gobierno federal deposita en las
cuentas individuales tiene como fin fomentar el empleo y
proteger a los trabajadores de menores ingresos, pero ac-
tualmente se canaliza también a los trabajadores de mayo-
res ingresos. Si se reduce o elimina la cuota social para
aquellos trabajadores que no la necesitan habrá más recur-
sos disponibles para los trabajadores para quienes fue con-
cebida originalmente.

Con base en las consideraciones antes mencionadas, la ini-
ciativa propone un incremento en el monto de los retiros
por desempleo, una cuota social más progresiva y un in-
cremento de la aportación del gobierno federal por concep-
to de cuota social, a efecto de que se facilite el acceso a los
recursos de su cuenta individual a aquellos trabajadores
que se encuentren en situación de desempleo en forma tem-
poral, así como de aumentar el monto del que podrán dis-
poner, buscando el equilibrio necesario entre estos nuevos
beneficios y la pensión que por ley les corresponde.

Segundo. En virtud de lo anterior, la iniciativa propone re-
formar los artículos 139, segundo párrafo, 165, primer pá-
rrafo, 168, fracción IV y último párrafo, y 191, fracción II,
de la Ley del Seguro Social, a fin de que:

1. Se incrementen los montos de los retiros por desempleo,
permitiéndole al trabajador que se encuentra desempleado:
(i) hacer uso de un monto mayor de los recursos que se en-
cuentran acumulados en su cuenta individual, y (ii) ampliar
el retiro a trabajadores que hoy no tienen derecho a ejer-
cerlo.

En este sentido, el esquema vigente permite al trabajador
que tenga por lo menos cinco años de haber abierto su
cuenta individual, retirar la cantidad que resulte menor en-
tre (i) setenta y cinco días de su salario base de cotización
de las últimas 250 semanas, y (ii) el diez por ciento del sal-
do de su subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y
vejez.

Con las reformas propuestas, se eleva el primer límite a no-
venta días de salario base de cotización y el segundo a on-
ce punto cinco por ciento del saldo de la subcuenta de reti-
ro, cesantía en edad avanzada y vejez.
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Asimismo, en relación a la ampliación del retiro a los tra-
bajadores que hoy no tienen derecho, se propone permitir a
los trabajadores con al menos tres años desde la apertura de
su cuenta, que tengan por lo menos 12 bimestres de cotiza-
ción, retirar hasta 30 días de su último salario con un lími-
te máximo de diez salarios mínimos mensuales.

2. Se cuente con una cuota social más progresiva, redistri-
buyendo dicha cuota hacia los trabajadores con menores
ingresos.

Por lo anterior, la cuota social se aumenta para el 89.2% de
los trabajadores activos que ganan menos de diez salarios
mínimos.

En este sentido, se incrementaría el monto que recibe cada
trabajador que gana hasta un salario mínimo en 20%, se in-
crementa en 15% la cuota social para los trabajadores que
ganan entre uno y cuatro salarios mínimos, 10% para aque-
llos que ganan entre cuatro y siete salarios mínimos y 5%
para los restantes que ganan hasta diez salarios mínimos,
permaneciendo sin cambio la cuota vigente para los traba-
jadores que ganan de diez a quince salarios mínimos.

3. Se incremente la aportación del gobierno federal por
concepto de cuota social casi en un 5%.

En este sentido, un trabajador con un ingreso de un salario
mínimo observará un incremento de la cuota social que le
corresponde de 20%, un trabajador con ingresos equiva-
lentes a tres salarios mínimos, observaría un incremento de
15% y un trabajador con ingresos mayores equivalentes a
diez salarios mínimos, observaría un aumento de 5% por el
mismo concepto.

Consideraciones de las comisiones unidas

Primera. Existen tres motivos principales por los cuales
un trabajador puede estar imposibilitado de percibir un in-
greso. Los dos más graves son la vejez y la incapacidad fí-
sica. El sistema de ahorro para el retiro y las pensiones de
la seguridad social están diseñados para proveer al trabaja-
dor bajo estas circunstancias. El tercer motivo es el desem-
pleo involuntario.

Derivado de que el desempleo tiene diversas causas, la ex-
periencia internacional indica que si simplemente se pro-
vee un ingreso al trabajador financiado en su totalidad con
recursos públicos, se introducen incentivos contraprodu-
centes en el mercado laboral que en el mediano y largo pla-

zo tienden a incrementar el nivel de desempleo y perjudi-
car al conjunto de los trabajadores.

El sistema de ahorro para el retiro ya contempla un meca-
nismo de ayuda para enfrentar un periodo de desempleo.
Sin embargo, la protección que ofrece es limitada porque
los parámetros que se establecieron originalmente fueron
conservadores para evitar cualquier vulnerabilidad al patri-
monio del trabajador en los inicios del sistema.

Como resultado de dichos parámetros, únicamente los tra-
bajadores que han estado afiliados al Seguro Social por
cinco años o más al ejercer el derecho al retiro parcial de
los recursos de su cuenta individual, en caso de desempleo
han podido obtener cantidades adecuadas para superar esa
contingencia.

La disposición hoy vigente establece que el trabajador só-
lo puede retirar lo que sea menor entre 75 días de su sala-
rio promedio de las últimas doscientas cincuenta semanas
y el 10% de la subcuenta de retiro, cesantía en edad avan-
zada y vejez, siendo este último monto el que resulta apli-
cable en prácticamente todos los casos y ha dado por re-
sultado que el retiro promedio sea de sólo 3 mil 856 pesos.

En este sentido, se considera que la propuesta de permitir-
le al trabajador que se encuentra desempleado el hacer uso
de un monto mayor de los recursos que se encuentran acu-
mulados en su cuenta individual, ampliando el derecho a
trabajadores de menores ingresos, es viable, toda vez que
en el corto plazo, la propuesta permite a los trabajadores
que enfrenten periodos de desempleo mantener su nivel de
consumo, dando un impulso a la demanda. 

A mediano plazo, la propuesta incrementa los incentivos a
participar en el sector formal creando un beneficio tangible
de su cuenta individual ligado a su salario base de cotiza-
ción, lo que también desincentiva la subdeclaración del
sueldo de los trabajadores al hacer que éstos sean los más
interesados en que su patrón pague sus cuotas del seguro
social con el sueldo real que perciben, pues de esto depen-
derá el monto de su retiro por desempleo.

La iniciativa permitirá que los trabajadores que tengan 3
años o más sin llegar a cinco con su cuenta individual y do-
ce bimestres cotizados retiren de su cuenta individual 30
días de su salario, planteamiento que incrementa notable-
mente el monto del retiro por desempleo si lo comparamos
con las disposiciones hoy vigentes, toda vez que bajo los
mismo supuestos actualmente no alcanzan a retirar una
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cantidad similar a la propuesta en la iniciativa, sino hasta
después de aportar continuamente durante más de siete
años.

En el caso de los trabajadores que tengan 5 años (o más)
con su cuenta individual, la iniciativa propone que podrán
retirar por lo menos, los mismos 30 días de su salario, pe-
ro sin que les sea aplicable un monto mínimo de bimestres
cotizados.

Con la propuesta, cualquier trabajador que cumpla con 3
años de antigüedad a partir de su afiliación al Instituto Me-
xicano del Seguro Social, ya sea que hubiere cotizado con-
tinuamente o no durante todo el plazo, podrá ejercer el de-
recho al retiro del importe equivalente a treinta días de su
salario por desempleo, con sólo acreditar doce bimestres co-
tizados, generándose por consecuencia un beneficio para 1.8
millones de trabajadores. Cabe reiterar que para los 28 mi-
llones de trabajadores con más de 5 años con su cuenta, cu-
yo monto promedio del retiro de desempleo actual es de 3
mil 204 pesos, el monto del retiro promedio propuesto su-
be a 5 mil 700 pesos, un aumento de 78%.

En lo que se refiere a los trabajadores cuya cuenta indivi-
dual tenga una antigüedad de cinco o más años, es impor-
tante destacar que la propuesta aclara que para efectos del
cálculo, para obtener el importe que puede retirar entre 90
días de su salario base de cotización, y el once punto cinco
por ciento del saldo de su cuenta individual, se utilizara co-
mo base las últimas 250 semanas de cotización o las que
tuviere, con lo que se subsana cualquier criterio de inter-
pretación y se otorga certeza jurídica tanto a los trabajado-
res como a los responsables del cálculo de la cantidad a re-
tirar.

Así, la reforma propuesta permitirá incrementar los montos
de los retiros en caso de desempleo, como a continuación
se expone:

Por último, cabe mencionar que el segundo párrafo del in-
ciso b) del artículo 191 de la Ley del Seguro Social pro-
puesto, debe prever que los trabajadores en este supuesto
tengan derecho a recibir como primera exhibición de su re-
tiro la cantidad de treinta días de su último salario base de
cotización, a efecto de ayudarlos de forma inmediata con
una cantidad más alta y el resto del retiro dividirlo en las cin-
co exhibiciones restantes. Asimismo, el tercer párrafo del
mismo inciso hace referencia a un requisito de “tiempo de
cotización” que no es aplicable en los términos de la pro-
puesta, por lo que a efecto de aclarar el contenido del artí-
culo y evitar futuros problemas de interpretación del mis-
mo, se considera necesario modificarlo para quedar como
sigue:

“Artículo 191. … 

I. … 

II. Retirar parcialmente por situación de desempleo los
recursos de la Subcuenta de Retiro, Cesantía en Edad
Avanzada y Vejez, a partir del cuadragésimo sexto día
natural contado desde el día en que quedó desempleado,
en los siguientes términos:

a) Si su cuenta individual tiene al menos tres años de ha-
ber sido abierta y tiene un mínimo de doce bimestres de
cotización al Instituto acreditados en dicha cuenta, po-
drá retirar en una exhibición la cantidad que resulte al
equivalente a treinta días de su último salario base de
cotización, con un límite de diez veces el salario míni-
mo mensual general que rija en el Distrito Federal, o

b) Si su cuenta individual tiene cinco años o más de ha-
ber sido abierta, podrá retirar la cantidad que resulte me-
nor entre noventa días de su propio salario base de coti-
zación de las últimas doscientas cincuenta semanas o las
que tuviere, o el once punto cinco por ciento del saldo
de la Subcuenta de Retiro, Cesantía en Edad Avanzada
y Vejez.

Las cantidades a que se refiere este inciso se entregarán
en un máximo de seis mensualidades, la primera de las
cuales podrá ser por un monto de treinta días de su últi-
mo salario base de cotización a solicitud del trabajador,
conforme a las reglas de carácter general que al efecto
expida la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro pa-
ra el Retiro. En caso de que el trabajador se reincorpore
a laborar durante el plazo de entrega de los recursos, las
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mensualidades posteriores a su reincorporación se sus-
penderán.

El trabajador que cumpla con los requisitos de antigüe-
dad de la cuenta a que se refiere el primer párrafo de es-
te inciso, podrá optar, en todo caso, por el beneficio se-
ñalado en el inciso a).

El derecho consignado en esta fracción sólo podrán
ejercerlo los trabajadores que acrediten con los estados
de cuenta correspondientes, no haber efectuado retiros
durante los cinco años inmediatos anteriores a la fecha
de la solicitud de retiro de recursos.”

Segunda. La disposición que realizan los trabajadores de
recursos de su cuenta individual por cualquiera de los su-
puestos previstos en la Ley del Seguro Social, les significa
que se disminuyan sus semanas de cotización conforme a
lo hoy dispuesto por el artículo 198 de la Ley del Seguro
Social.

Al respecto, se considera conveniente acotar los supuestos
en que se disminuyen las semanas de cotización a los tra-
bajadores, únicamente al del retiro por desempleo. De esta
forma, la disposición de recursos por ayuda de gastos de
matrimonio prevista en el artículo 165 de la Ley del Segu-
ro Social, ya no dará lugar a que se disminuyan las sema-
nas de cotización de los trabajadores, lo que constituye un
claro beneficio para los trabajadores que ejerzan este dere-
cho.

Asimismo, se propone que a los trabajadores que desde el
primero de julio de 1997, fecha de entrada en vigor de la
Ley del Seguro Social vigente, hasta la entrada en vigor del
Decreto que se dictamina, les hubieran sido disminuidas
sus semanas de cotización por haber recibido la ayuda de
gastos de matrimonio, les sean reintegradas, lo cual bene-
ficiará directamente a los más de 550,000 trabajadores que
han ejercido este derecho.

Además, se propone prever la posibilidad, hoy inexistente,
de que los trabajadores, cuando se empleen de nuevo, pue-
dan reintegrar los recursos que hubieren recibido, para que
las semanas de cotización que les hubieren sido disminui-
das les sean reintegradas.

Esta reintegración sería totalmente voluntaria para los tra-
bajadores, previéndose que podrá ser total o parcial, a efec-
to de que cada quien reintegre conforme a sus posibilida-
des y necesidades de semanas de cotización.

En ese sentido, se propone reformar el artículo 198 de la
Ley del Seguro Social y adicionar un artículo sexto transi-
torio, para quedar como sigue:

“Artículo 198. La disposición que realice el trabajador
de los recursos de su cuenta individual por concepto del
retiro por situación de desempleo previsto en el artículo
191 fracción II de la presente Ley, disminuirá en igual
proporción a las semanas de cotización efectuadas.

La mencionada disminución se calculará dividiendo el
monto acumulado de los recursos de la cuenta indivi-
dual entre el número de semanas cotizadas hasta el mo-
mento de realizarse la disposición de dichos recursos. El
monto retirado se dividirá entre el cociente resultante de
la anterior operación. El resultado se le restará a las se-
manas cotizadas.

Los trabajadores que retiren recursos de la Sub-
cuenta de Retiro, Cesantía en Edad Avanzada y Ve-
jez en los términos de lo dispuesto por el menciona-
do artículo 191 fracción II de la presente Ley,
podrán reintegrar total o parcialmente los recursos
que hubieren recibido conforme a las disposiciones
de carácter general que al efecto expida la Comisión
Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro, con el
voto favorable del Comité Consultivo y de Vigilan-
cia. En este caso, las semanas de cotización que hu-
bieren sido disminuidas conforme a lo dispuesto en el
presente artículo les serán reintegradas proporcio-
nalmente a los recursos que reintegren.”

“Sexto. A todos los trabajadores que hubieren recibido
la ayuda para gastos de matrimonio prevista en el artí-
culo 165 de la Ley del Seguro Social desde la entrada en
vigor de dicha Ley, les deberán ser reintegradas las se-
manas de cotización que por ese concepto les hubieran
sido disminuidas.”

Tercera. Estas Comisiones consideran que el aumento en
el monto del retiro por desempleo propuesto en la iniciati-
va objeto del presente dictamen debiera hacerse extensivo
a los trabajadores que ya han perdido su empleo y hubieren
ejercido el retiro por desempleo a partir del último trimes-
tre del año 2008 en que disminuyó el producto interno bru-
to en México.

En este sentido, se propone que dichos trabajadores puedan
solicitar que se les entregue la diferencia entre los recursos
que ya hubieren retirado y la nueva cantidad que prevea el
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artículo 191, fracción II, en los términos de la reforma ob-
jeto del presente dictamen.

A tal efecto, se considera adicionar un artículo quinto tran-
sitorio, como a continuación se indica:

“Quinto. Los trabajadores que hubieren quedado des-
empleados desde el día primero de octubre de 2008 y
que anteriormente a la entrada en vigor del presente De-
creto hubieren ejercido el retiro parcial por situación de
desempleo, podrán solicitar la diferencia entre la canti-
dad recibida y la que tengan derecho en los términos del
artículo 191, fracción II, de la Ley del Seguro Social,
que se reforma.”

Cuarta. La cuota social que el gobierno federal deposita
en las cuentas individuales tiene como característica prin-
cipal, el ser una aportación solidaria que tiene como fin, el
otorgarle mayores beneficios a los trabajadores que menos
ingresos perciben, pero actualmente se canaliza también a
los trabajadores de mayores ingresos. 

Por lo anterior, con la propuesta de contar con una cuota
social más progresiva, en la que se incrementaría el monto
que reciben los trabajadores con ingresos de al menos diez
salarios mínimos y no se modifica el monto que reciben los
trabajadores que tienen ingresos hasta de quince salarios
mínimos (eliminándose para aquellos con ingresos mayo-
res a este límite), se incrementaría la Tasa de Reemplazo de
dichos trabajadores, tal y como se describe en los siguien-
tes ejemplos:

1. En un trabajador que percibe un salario mínimo, se
incrementará de $1,333.996 a $1,791.309, es decir un
incremento de 22.9%.

2. En un trabajador que percibe tres salarios mínimos, se
incrementará de $2,779.824 a $3,876.177, es decir un
incremento de 18.3%.

3. En un trabajador que percibe cinco salarios mínimos,
se incrementará de $4,223.655 a $5,961.045, es decir un
incremento de 17.4%.

En este sentido, estas Comisiones Unidas consideran perti-
nente la propuesta de contar con una cuota social más pro-
gresiva, ya que al orientarse los recursos públicos a quién
más lo necesita, se cumple cabalmente con el imperativo
constitucional establecido en la fracción XXIX, aparatado

A, del artículo 123, Constitucional de proteger el interés
general sobre el particular, ya que ese es el sentido de que
el Constituyente haya declarado a la Ley del Seguro Social
como de utilidad pública.

Asimismo, se reafirma el objeto de la cuota social como un
elemento de redistribución del ingreso, que acrecienta el
ahorro de los trabajadores de menores ingresos, basado en
el principio de solidaridad social consagrado por la Ley del
Seguro Social, permitiendo que las tasas de reemplazo de
los trabajadores de menores ingresos aumenten como a
continuación se indica:

Quinta. Con la propuesta de Incrementar la aportación del
gobierno federal por concepto de cuota social, el gobierno
federal fortalecerá su aportación a la seguridad social de
los que menos tienen, incrementándose a los más de 14,000
millones de pesos que aportó en el año 2008, una aporta-
ción adicional de aproximadamente 630 millones de pesos.

Es importante señalar que dicho incremento de 630 millo-
nes de pesos se refiere a recursos adicionales que aportará
el gobierno federal por encima del incremento que obser-
varán los trabajadores de menores ingresos que provienen
de la redistribución de recursos de la cuota social que has-
ta hoy se otorga. Adicionalmente es de subrayarse que la
nueva regla implica que el monto de recursos adicionales
que aportará cada año el gobierno federal incrementará ca-
da años en términos reales al estar indexada la cuota social
al incremento en precios e incrementarse el número de tra-
bajadores que ingresan al sector formal. 

Así, se ofrecerá a los trabajadores que por causa de desem-
pleo llegarán a perder semanas de cotización, una aporta-
ción más alta de recursos a su cuenta individual que coad-
yuvará a compensar los recursos que retiren como ayuda
por desempleo.

En tal tesitura, el aumento a este tipo de retiros parciales
beneficiará a todas aquellas personas que sufran esta con-
tingencia pudiendo tener mayor liquidez para hacer frente
a sus obligaciones.
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Sexta. Por último, se propone aclarar la fuente de financia-
miento de las asignaciones familiares, las ayudas asisten-
ciales y la ayuda de gastos de matrimonio, previstas en los
artículos 139 y 165 de la Ley del Seguro Social que se pro-
ponen reformar, a efecto de que se contenga expresamente
la previsión de que dicha fuente de financiamiento será la
cuota social para los trabajadores que reciban ésta, y las
aportaciones patronales y del Estado a la Subcuenta de Re-
tiro, Cesantía en Edad Avanzada y Vejez para los trabaja-
dores que no reciban cuota social en sus cuentas individua-
les.

En tal virtud, se propone que dichos artículos se modifi-
quen como sigue:

“Artículo 139. ...

Los pensionados por retiro, cesantía en edad avanzada y
vejez recibirán, incluidas en la pensión que adquieran,
las asignaciones familiares y las ayudas asistenciales
que se establecen en esta sección, las cuales se financia-
rán con la cuota social que aporte el Estado en los tér-
minos de la fracción IV del artículo 168 de esta Ley pa-
ra los trabajadores que reciban ésta, y con las
aportaciones patronales y del Estado a la Subcuenta de
Retiro, Cesantía en Edad Avanzada y Vejez para los tra-
bajadores que no reciban cuota social en sus cuentas in-
dividuales.”

“Artículo 165. El asegurado tiene derecho a retirar, co-
mo ayuda para gastos de matrimonio, una cantidad equi-
valente a treinta días de salario mínimo general que rija
en el Distrito Federal, proveniente de la cuota social que
aporte el Estado en los términos de la fracción IV del ar-
tículo 168 de esta Ley para los trabajadores que reciban
ésta, y con las aportaciones patronales y del Estado a la
Subcuenta de Retiro, Cesantía en Edad Avanzada y Ve-
jez para los trabajadores que no reciban cuota social en
sus cuentas individuales, conforme a los siguientes re-
quisitos:

I. a III. …

...”

Por lo anteriormente expuesto, los miembros de estas Co-
misiones Unidas de Hacienda y Crédito Público y de Se-
guridad Social, someten a la consideración del Pleno de es-
ta honorable asamblea el siguiente: 

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley del Seguro Social

Artículo Único. Se reforman los artículos 139, segundo
párrafo, 165, primer párrafo, 168, fracción IV y último pá-
rrafo, 191, fracción II, y 198 de la Ley del Seguro Social,
para quedar como sigue:

Artículo 139. ...

Los pensionados por retiro, cesantía en edad avanzada y
vejez recibirán, incluidas en la pensión que adquieran, las
asignaciones familiares y las ayudas asistenciales que se
establecen en esta sección, las cuales se financiarán con la
cuota social que aporte el Estado en los términos de la frac-
ción IV del artículo 168 de esta Ley para los trabajadores
que reciban ésta, y con las aportaciones patronales y del
Estado a la Subcuenta de Retiro, Cesantía en Edad Avan-
zada y Vejez para los trabajadores que no reciban cuota so-
cial en sus cuentas individuales.

Artículo 165. El asegurado tiene derecho a retirar, como
ayuda para gastos de matrimonio, una cantidad equivalen-
te a treinta días de salario mínimo general que rija en el
Distrito Federal, proveniente de la cuota social que aporte
el Estado en los términos de la fracción IV del artículo 168
de esta Ley para los trabajadores que reciban ésta, y con las
aportaciones patronales y del Estado a la Subcuenta de Re-
tiro, Cesantía en Edad Avanzada y Vejez para los trabaja-
dores que no reciban cuota social en sus cuentas individua-
les, conforme a los siguientes requisitos:

I. a III. …

...

Artículo 168. Las cuotas y aportaciones a que se refiere el
artículo anterior serán:

I. a III. … 

IV. Una cantidad por cada día de salario cotizado, que
aporte mensualmente el gobierno federal por concepto
de cuota social para los trabajadores que ganen hasta
quince veces el salario mínimo general vigente en el
Distrito Federal, que se depositará en la cuenta indivi-
dual de cada trabajador asegurado conforme a la tabla
siguiente:
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Los valores mencionados del importe de la cuota social, se
actualizarán trimestralmente de conformidad con el Índice
Nacional de Precios al Consumidor, en los meses de mar-
zo, junio, septiembre y diciembre de cada año.

Estas cuotas y aportaciones al destinarse al otorgamiento
de pensiones y demás beneficios establecidos en esta Ley,
se entenderán destinadas al gasto público en materia de se-
guridad social.

Artículo 191. … 

I. … 

II. Retirar parcialmente por situación de desempleo los
recursos de la Subcuenta de Retiro, Cesantía en Edad
Avanzada y Vejez, a partir del cuadragésimo sexto día
natural contado desde el día en que quedó desempleado,
en los siguientes términos:

a) Si su cuenta individual tiene al menos tres años de
haber sido abierta y tiene un mínimo de doce bimes-
tres de cotización al Instituto acreditados en dicha
cuenta, podrá retirar en una exhibición la cantidad
que resulte al equivalente a treinta días de su último
salario base de cotización, con un límite de diez ve-
ces el salario mínimo mensual general que rija en el
Distrito Federal, o

b) Si su cuenta individual tiene cinco años o más de
haber sido abierta, podrá retirar la cantidad que re-
sulte menor entre noventa días de su propio salario
base de cotización de las últimas doscientas cincuen-
ta semanas o las que tuviere, o el once punto cinco
por ciento del saldo de la Subcuenta de Retiro, Ce-
santía en Edad Avanzada y Vejez.

Las cantidades a que se refiere este inciso se entre-
garán en un máximo de seis mensualidades, la pri-
mera de las cuales podrá ser por un monto de treinta
días de su último salario base de cotización a solici-
tud del trabajador, conforme a las reglas de carácter

general que al efecto expida la Comisión Nacional
del Sistema de Ahorro para el Retiro. En caso de que
el trabajador se reincorpore a laborar durante el pla-
zo de entrega de los recursos, las mensualidades pos-
teriores a su reincorporación se suspenderán.

El trabajador que cumpla con los requisitos de anti-
güedad de la cuenta a que se refiere el primer párra-
fo de este inciso, podrá optar, en todo caso, por el be-
neficio señalado en el inciso a). 

El derecho consignado en esta fracción sólo podrán
ejercerlo los trabajadores que acrediten con los estados
de cuenta correspondientes, no haber efectuado retiros
durante los cinco años inmediatos anteriores a la fecha
de la solicitud de retiro de recursos. 

Artículo 198. La disposición que realice el trabajador de
los recursos de su cuenta individual por concepto del reti-
ro por situación de desempleo previsto en el artículo 191
fracción II de la presente Ley, disminuirá en igual propor-
ción a las semanas de cotización efectuadas.

La mencionada disminución se calculará dividiendo el
monto acumulado de los recursos de la cuenta individual
entre el número de semanas cotizadas hasta el momento de
realizarse la disposición de dichos recursos. El monto reti-
rado se dividirá entre el cociente resultante de la anterior
operación. El resultado se le restará a las semanas cotiza-
das.

Los trabajadores que retiren recursos de la Subcuenta de
Retiro, Cesantía en Edad Avanzada y Vejez en los términos
de lo dispuesto por el mencionado artículo 191 fracción II
de la presente Ley, podrán reintegrar total o parcialmente
los recursos que hubieren recibido conforme a las disposi-
ciones de carácter general que al efecto expida la Comisión
Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro, con el voto
favorable del Comité Consultivo y de Vigilancia. En este
caso, las semanas de cotización que hubieren sido dismi-
nuidas conforme a lo dispuesto en el presente artículo les
serán reintegradas proporcionalmente a los recursos que
reintegren.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración, con excepción de lo dispuesto por el artículo 168,
fracción IV, de la Ley del Seguro Social que se reforma, el
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cual entrará en vigor a partir del bimestre de cotización si-
guiente a su publicación.

Segundo. Los bimestres y semanas de cotización de los
trabajadores anteriores a la fecha de entrada en vigor del
presente Decreto, así como la antigüedad de su cuenta in-
dividual, deberán ser reconocidos para efecto del cálculo
de los plazos a que se refiere el artículo 191, fracción II, de
la Ley del Seguro Social que se reforma.

Tercero. Las erogaciones que se requieran durante el ejer-
cicio fiscal 2009 para dar cumplimiento a lo previsto en el
presente decreto, se cubrirán con cargo a los ahorros que,
entre otros, se generen en los términos del artículo 16 del
decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal 2009.

Cuarto. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Quinto. Los trabajadores que hubieren quedado desemple-
ados desde el día primero de octubre de 2008 y que ante-
riormente a la entrada en vigor del presente decreto hubie-
ren ejercido el retiro parcial por situación de desempleo,
podrán solicitar la diferencia entre la cantidad recibida y la
que tengan derecho en los términos del artículo 191, frac-
ción II, de la Ley del Seguro Social, que se reforma.

Sexto. A todos los trabajadores que hubieren recibido la
ayuda para gastos de matrimonio prevista en el artículo 165
de la Ley del Seguro Social desde la entrada en vigor de di-
cha ley, les deberán ser reintegradas las semanas de cotiza-
ción que por ese concepto les hubieran sido disminuidas.

Sala de comisiones de la honorable Cámara de Diputados, a 15 de abril
de 2009.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Charbel
Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), presidente; Emilio Ramón Ramiro
Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodríguez Jiménez (rúbrica),
Carlos Alberto García González (rúbrica), Hugo Eduardo Martínez Pa-
dilla, José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez
(rúbrica), Ismael Ordaz Jiménez (rúbrica), Horacio Garza Garza (rú-
brica en contra), Carlos Alberto Puente Salas, Juan Ignacio Samperio
Montaño (rúbrica), Joaquín Humberto Vela González, Manuel Cárde-
nas Fonseca (rúbrica), Aída Marina Arvizu Rivas, secretarios; Samuel
Aguilar Solís (rúbrica), José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), María del
Consuelo Argüelles Arellano (rúbrica), Valentina Valia Batres Guada-
rrama, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla, Francisco Javier Calzada Váz-
quez, Ramón Ceja Romero (rúbrica), José de la Torre Sánchez (rúbri-

ca), Javier Guerrero García (rúbrica), Mariano González Zarur, Juan
Nicasio Guerra Ochoa, José Martín López Cisneros (rúbrica), Lorenzo
Daniel Ludlow Kuri (rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert (rúbrica),
Octavio Martínez Vargas, José Murat, Dolores María del Carmen Pa-
rra Jiménez (rúbrica), María Guadalupe Salazar Anaya (rúbrica), Ma-
rio Alberto Salazar Madera, Jorge Alejandro Salum del Palacio, Pablo
Trejo Pérez (rúbrica).

La Comisión de Seguridad Social, diputados: Miguel Ángel Nava-
rro Quintero (rúbrica), Efraín Arizmendi Uribe (rúbrica), Neftalí Gar-
zón Contreras (rúbrica), Rosario Ignacia Ortiz Magallón (rúbrica en
contra), Samuel Aguilar Solís (rúbrica), Sara Shej Guzmán (rúbrica),
Joel Arellano Arellano (rúbrica), Alfonso Othón Bello Pérez, Ángel
Humberto García Reyes, Benjamín Ernesto González Roaro, Addy Ce-
cilia Joaquín Coldwell, Agustín Leura González (rúbrica), Mario
Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Ricardo Rodríguez Jiménez (rú-
brica), Enrique Rodríguez Uresti (rúbrica), Juan Manuel Sandoval
Munguía (rúbrica), Ramón Almonte Borja (rúbrica), José Luis Gutié-
rrez Calzadilla (rúbrica), Adrián Pedrozo Castillo, Rafael Ramos Be-
cerril, Daniel Dehesa Mora (rúbrica), Patricio Flores Sandoval (rúbri-
ca), Juan Carlos Velasco Pérez (rúbrica), Joel Ayala Almeida, Lorena
Martínez Rodríguez (rúbrica), Ana María Ramírez Cerda, Ramón Val-
dés Chávez (rúbrica), Abundio Peregrino García.»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Tiene la palabra el diputado Miguel Ángel Navarro
Quintero por la Comisión de Seguridad Social, para funda-
mentar el dictamen, de conformidad con el artículo 108 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos.

El diputado Miguel Ángel Navarro Quintero: Con su
permiso, señora presidenta. Vengo a hablar en nombre de
la Comisión de Seguridad Social para fundamentar hoy el
dictamen a discusión.

En enero, el Ejecutivo federal hizo compromisos ante la
nación con base en la crisis económica que atraviesa el país
y que ha repercutido particularmente en el desempleo. Pa-
ra ello, el 10 de febrero envió a esta soberanía una iniciati-
va que pasó a la Comisión de Seguridad Social, a la Comi-
sión de Hacienda y a la Comisión de Vivienda.

Desde aquel entonces todos los partidos políticos represen-
tados en la Cámara de Diputados empezamos una ardua e in-
tensa investigación y discusión de la iniciativa que nos había
llegado. Afortunadamente esta iniciativa fue discutida la se-
mana pasada en la Comisión de Seguridad Social conjunta-
mente con la Comisión de Hacienda, y en lo general, insis-
to, todos los partidos políticos estuvimos de acuerdo.
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Hubo particularidades que seguramente aquí se expondrán,
que algunos diputados o algunas diputadas expusieron, por
lo cual se hicieron algunas reservas. Sin embargo, nosotros
consideramos que esta iniciativa, que fue enriquecida a
partir de las propuestas de todos los partidos políticos, es
necesaria, y aquí quiero hacer algunas precisiones.

No se trata de un seguro de desempleo. Consideramos que
es parte de la agenda política discutirse en un futuro en el
Congreso. Sin embargo, da posibilidades a los trabajadores
a la apertura, a penetrar en sus propios ahorros que tienen
en su cuenta individual, para poder disponer de ellos en ca-
so de desempleo.

En este caso, el año pasado alrededor de 600 mil trabaja-
dores retiraron cerca de 2 mil 100 millones de pesos por
circunstancias de desempleo.

La Ley del Seguro Social prevé que se puede retirar ac-
tualmente hasta 10 por ciento de esos fondos; sin embargo,
disminuirán en forma equitativa o equivalente en semanas
de cotización.

En las reformas que se proponen se podrán retirar 1.5 más
de lo que actualmente prevé la ley; sin embargo, con base
en la discusión que tuvimos en el Poder Legislativo, y tam-
bién en el entendimiento que tuvimos con el Poder Ejecu-
tivo, se podrán reintegrar los fondos retirados y se podrán
reintegrar también las semanas de cotización.

Otra manera en que se podía retirar era por matrimonio.
Por matrimonio el año pasado fueron alrededor —desde
1997— de 500 mil trabajadores los que han retirado de es-
tos fondos. También disminuían proporcionalmente las se-
manas de cotización. Con la reforma que estamos hacien-
do y con la adición que le hicimos los legisladores de todos
los partidos políticos, cuando sea el retiro por matrimonio
no podrá repercutir en disminución de semanas de cotiza-
ción, tanto en los trabajadores que habían retirado anterior-
mente como en los trabajadores que en un futuro vayan a
retirar.

La ley preveía que solamente los trabajadores que tuvieran
más de cinco años trabajando podrían retirar de sus fondos.
Hoy día la ley dicta que teniendo tres años trabajando y ha-
biendo cotizado 12 bimestres podrán retirar hasta 30 sema-
nas de salario base de cotización, y los que tengan 5 años o
más podrán retirar 90 días de salario base de cotización u
11.5 por ciento de su fondo de retiro, lo que sea menor. En

estas circunstancias será el retiro que podrán realizar hasta
en 6 meses los trabajadores.

Quiero también informarles que se modifica la cuota so-
cial. Actualmente la cuota social se distribuía entre todos
los trabajadores con Seguro Social. La ley prevé que sola-
mente los trabajadores que tengan de 1 a 15 salarios míni-
mos puedan ser beneficiados con la cuota social, gozando
de mayor proporción y de mayor apoyo los trabajadores
que únicamente gocen de un salario mínimo, serán los más
beneficiados. Con esta reforma se van a beneficiar con la
cuota social 94.5 por ciento, promedio, de los trabajadores
del país.

Yo creo que con esta reforma el Poder Legislativo y todos
los grupos políticos damos prueba de la sensibilidad y el
apoyo a los trabajadores que desafortunadamente han que-
dado en el desempleo.

Lo único que nos queda es solicitar a la Cámara de Sena-
dores que en tiempo y forma sea analizado y discutido el
dictamen que hoy se está poniendo a consideración de us-
tedes. Que la minuta que llegue al Senado sea analizada
con base en la prioridad, en la urgencia de los trabajadores
que hoy día en el país desafortunadamente han quedado
desempleados, pero que podrán hacer acopio de sus fondos
de ahorro para el retiro, y también podrán reintegrarlos sin
disminuir sus semanas de cotización. Es cuanto, señora
presidenta. Muchas gracias.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputado Navarro Quintero. En consecuen-
cia, está a discusión en lo general.

No habiendo oradores registrados, consulte la Secretaría a
la asamblea si el proyecto de decreto se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si el proyecto de decreto se encuen-
tra suficientemente discutido en lo general. Las diputadas y
los diputados…

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Permítame. 

Estamos en la discusión en lo general, pasaremos a la par-
te de la discusión en lo particular, diputada.
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Continúe la Secretaría... sonido a la curul del diputado Gar-
za Garza.

El diputado Horacio Emigdio Garza Garza (desde la cu-
rul): Presidenta, quise tomar la palabra ahorita para hacer
una pregunta al diputado y no fue posible. Le pregunto, a
su vez, a usted, si habrá oportunidad de que participemos
quienes no estamos de acuerdo en algunos términos de la
iniciativa.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Si nos permite, pasamos a la votación en lo general, y
si hay alguna observación a alguno de los artículos, le pe-
dimos por favor que nos lo haga saber, también por escri-
to. Continúe la Secretaría.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señora presidenta, mayoría por la afirmativa.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Suficientemente discutido.

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, se pregunta a la asamblea si se va a re-
servar algún artículo para discutirlo en lo particular.

Informo a la asamblea que se ha registrado la diputada Ro-
sario Ortiz Magallón, reservando dos artículos: el 168, úl-
timo párrafo, y el 198, para reformar el primer párrafo y
derogar el segundo y el tercero.

El diputado Horacio Emigdio Garza Garza (desde la cu-
rul): Señora presidenta.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Sonido a la curul del diputado Horacio Garza.

El diputado Horacio Emigdio Garza Garza (desde la cu-
rul): Si es tan amable, quisiera reservar el artículo 191.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Lo registramos. Sin embargo, le suplico que pase por
favor a entregar el texto de su reserva, señor diputado.

En consecuencia, se pide a la Secretaría que abra el siste-
ma electrónico por 10 minutos para proceder a la votación,
en lo general y en lo particular, de los artículos no impug-
nados.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema elec-
trónico por 10 minutos para proceder a la votación, en lo
general y en lo particular, de los artículos no impugnados
del proyecto de decreto.

(Votación)

¿Falta algún diputado o alguna diputada de emitir su voto?
Continúa abierto el sistema, diputados.

Ciérrese el sistema electrónico.

De viva voz:

La diputada Gabriela Ortiz Martínez de Kores (desde
la curul): Ortiz Martínez de Kores, a favor.

El diputado Carlos Rodríguez Guevara (desde la curul):
Rodríguez Guevara Carlos, a favor.

La diputada Érika Galván Rivas (desde la curul): A fa-
vor.

La diputada María del Carmen Pinete Vargas (desde la
curul). A favor.

La diputada María Soledad López Torres (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Octavio Fuentes Téllez (desde la curul): Oc-
tavio Fuentes, a favor.

La diputada Lucía Beristáin Enríquez (desde la curul):
A favor.

El diputado Armando García Méndez (desde la curul): A
favor.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Di-
putada presidenta, se emitieron 368 votos en pro, 0 en con-
tra y 3 abstenciones.
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La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, señora secretaria, diputada secretaria.

Aprobados en lo general y en lo particular los artículos no
impugnados, por 368 votos.

La Presidencia informa que se han reservado para la discu-
sión en lo particular los siguientes artículos:

Artículos 168 y 198, reservados por la diputada Rosario
Ortiz Magallón. Artículo 191, reservado por el diputado
Horacio Garza Garza.

En consecuencia, tiene la palabra la diputada Rosario Ortiz
Magallón para presentar las modificaciones a los artículos
168 y 198 del dictamen a discusión.

La diputada Rosario Ignacia Ortiz Magallón: Con su
venia, señora presidenta.

Compañeros diputados y compañeras diputadas, hemos ve-
nido discutiendo en el transcurso de esta legislatura un te-
ma sobre la seguridad social y las aportaciones individua-
les de los trabajadores y las trabajadoras de este país.

El dictamen en comento plantea que se propone aumentar
la cuota que reciben las trabajadoras y los trabajadores afi-
liados al Seguro Social para el seguro de retiro, cesantía en
edad avanzada y vejez. Este aumento, además, se otorga en
una cantidad mayor a quienes reciben un ingreso menor y
excluye a quienes ganan más de 15 salarios mínimos.

De acuerdo con el dictamen en comento, esto significaría
una aportación adicional del Estado de 630 millones de pe-
sos a los 14 mil millones presupuestados para el presente
año. Con base en los supuestos del mismo dictamen, esto
significaría un aumento a la pensión final del asegurado de
10 puntos porcentuales.

No obstante, los datos que aparecen en el dictamen son
contradictorios, ya que en la misma consideración cuarta se
dice que el incremento de la cuota social es de 22.9 por
ciento y más adelante que es de 20 por ciento.

La Comisión de Seguridad Social estima que la pensión se
incrementaría a 23 por ciento. El dictamen dice que 20 por
ciento. Y así, de manera sucesiva, existen datos que no con-
figuran una sola estructura del planteamiento.

Sin estos datos sólidos, el dictamen de por sí es inacepta-
ble, sin corridas actuariales que permitan confirmar lo que
se dice de que se incrementarían en 10 por ciento respecto
del último salario. Simplemente es un comentario, pero no
existen los datos que hayan sido aportados por Hacienda
sobre este planteamiento que se hace.

De acuerdo con nuestros cálculos, se coincide con los de la
Comisión de Seguridad Social, pero no con los del dicta-
men. Para un trabajador de un salario mínimo, el aumento
de la cuota diaria es de 0.72465 pesos, o sea, que es de 265
pesos anuales.

De aquí planteamos que en una vida laboral de 25 años la
aportación sería de 6 mil 612 pesos, a pesos actuales. El au-
mento tan ensalzado en el dictamen serviría para pagar
cuatro meses de una pensión mínima. Suponiendo una es-
peranza de vida del pensionado de 20 años, el aumento no
sería mayor a 1.7 por ciento, a menos que las cuentas indi-
viduales dieran tasas de rendimiento estratosféricas, pero
en el informe de la Consar no se refleja esta situación.

No se vale que engañemos a los trabajadores y las trabaja-
doras con soluciones ficticias, con cálculos a modo y eva-
diendo el problema de fondo, el cual es discutir la viabili-
dad del sistema pensionario basado en la capitalización
individual, y que hoy se coloca como un elemento para re-
sarcir el desempleo o la caída salarial de los trabajadores,
haciendo uso ellos mismos de su ahorro individual.

En la reserva que proponemos, adicionamos un párrafo al
artículo 168 del dictamen para eximir del pago de cuotas a
esta aportación. No es aceptable que una transferencia de
dinero público esté sujeta a que las Afore obtengan ganan-
cia de la misma.

Esta cuota es del todo insuficiente para acumular un ahorro
que preserve a la asegurada y al asegurado de la pobreza en
la vejez, y es perverso que además se permita que el capi-
tal financiero, que tantas malas cuentas entrega por el ma-
nejo de ahorro de los trabajadores, pueda obtener recursos
a costa de las finanzas públicas federales.

Por lo expuesto y fundado sometemos a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente

Reserva que reforma el último párrafo del artículo 168 de
la Ley del Seguro Social, del dictamen con proyecto de de-
creto que reforma diversas disposiciones de la Ley del Se-
guro Social.
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Artículo 168. Las cuotas y aportaciones a que se refiere el
artículo anterior serán:

IV. Una cantidad por cada día de salario cotizado, que
aporte mensualmente el gobierno federal por concepto de
cuota social para los trabajadores que ganen hasta 15 veces
el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal,
que se depositará en la cuenta individual de cada trabajador
asegurado conforme a la tabla siguiente:

—Y viene la tabla donde se establecen los salarios míni-
mos y la cuota social.

Los valores mencionados del importe de la cuota social no
se actualizarán trimestralmente de conformidad con el Ín-
dice Nacional de Precios al Consumidor en marzo, junio,
septiembre y diciembre de cada año.

Estas cuotas y aportaciones, al destinarse al otorgamiento
de pensiones y demás beneficios establecidos en esta ley,
se entenderán destinadas al gasto público en materia de se-
guridad social y estarán exentas de cobro de comisiones
por parte de las administradoras de fondos para el retiro.

Es decir, que si el trabajador puede hacer uso del porcenta-
je que corresponde, como establece la ley, de utilizar su
fondo de ahorro individual para pagar el desempleo o la de-
ficiencia económica que tienen, al final de su vida produc-
tiva no tengan que cubrir esta utilización que hacen por una
emergencia que no es responsabilidad del trabajador.

Pongo a su consideración esta propuesta, esperando contar
con su respaldo. Es cuanto, señora presidenta.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Consulte la Secretaría a la asamblea si se admiten a
discusión las modificaciones propuestas por la diputada
Rosario Ortiz Magallón, a los artículos 168 y 198.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
pregunta a la asamblea si se admiten a discusión las modi-
ficaciones propuestas a los artículos 168 y 198, de la dipu-
tada Rosario Ortiz Magallón. Las diputadas y los diputados
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las di-
putadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse
manifestarlo.

Presidenta, mayoría por la negativa.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Se desechan y se reservan para su votación en con-
junto, en lo particular, en los términos del dictamen.

Se concede el uso de la palabra al diputado Horacio Garza
Garza, para presentar modificaciones al artículo 191.

El diputado Horacio Emigdio Garza Garza: Gracias,
presidenta, con su permiso.

Compañeras diputadas y compañeros diputados, la reserva
que hacemos del artículo 191 tiene como origen la insufi-
ciencia de la propuesta y de la iniciativa que estamos dis-
cutiendo. Subir de 10 a 11.5 por ciento el porcentaje de
cantidad que se puede retirar del fondo de ahorros signifi-
ca subir de 3 mil 500 a 5 mil pesos y fracción el retiro de
los trabajadores, no obstante la propuesta que nosotros hi-
cimos, y que muy a la ligera se votó en la Comisión de Ha-
cienda. Porque en el dictamen nos decían que lo que está-
bamos proponiendo es alentar el comercio informal al
darles dinero a los trabajadores para que se retiren del tra-
bajo formal. Suena francamente ridículo.

Según datos de la Consar, 27 por ciento de los cuentaha-
bientes de las Afore tienen cinco años sin cotizar. Esto sig-
nifica más de 10 millones de trabajadores que tienen cinco
años sin empleo y ante las expectativas de un desempleo
creciente, menos posibilidades tienen de volverse a em-
plear y volver a cotizar.

Creemos que es hacer justicia no a una iniciativa, no a un
punto de vista de un diputado más, sino a más de 10 millo-
nes de trabajadores que no tienen posibilidades de incre-
mentar su fondo de retiro ni de comer el día de mañana.

Se propone una adición al artículo 191 de este dictamen:

“Los trabajadores podrán hacer retiros extraordinarios sin
cumplir el requisito de no haber efectuado retiros en los úl-
timos cinco años.”

La propuesta es: “Los que tengan un año sin cotizar podrán
retirar 30 por ciento; dos años, 30 por ciento; tres años, 40
por ciento; cuatro años, 50; y más de cinco años, 60 por
ciento”.

Esto significa devolverles hasta un promedio de 25 mil pe-
sos, ya que las cuentas son de 1 billón de pesos y el núme-
ro de cuentahabientes es de 40 millones, lo que da un pro-
medio de 25 mil pesos para que estos más de 10 millones
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de trabajadores puedan subsistir, hacerles justicia e inyec-
tar a la economía más de 100 mil millones de pesos.

Creo que se inserta en el plan anticrisis del propio presi-
dente Calderón y responde a hacer justicia a estos trabaja-
dores.

Es cuanto, presidenta.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Muchas gracias, diputado Horacio Garza.

Consulte la Secretaría a la asamblea si se admite a discu-
sión la modificación propuesta por el diputado Horacio
Garza Garza al artículo 191 del dictamen.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea,
en votación económica, si se admite a discusión la modifi-
cación propuesta por el diputado Horacio Garza Garza al
artículo 191 del dictamen. Las diputadas y los diputados
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las di-
putadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse
manifestarlo.

Presidenta, mayoría por la negativa.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Se desecha.

Consulte la Secretaría a la asamblea si se encuentran sufi-
cientemente discutidos los artículos reservados.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se encuentran suficientemente
discutidos los artículos reservados. Las diputadas y los di-
putados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo.
Las diputadas y los diputados que estén por la negativa sír-
vanse manifestarlo.

Presidenta, mayoría por la afirmativa.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Suficientemente discutido.

Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por
cinco minutos para proceder a la votación de los artículos
168, 191 y 198 en términos del dictamen.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema elec-
trónico por cinco minutos para proceder a la votación no-
minal de los artículos 168, 198 y 191 en los términos del
dictamen.

(Votación)

¿Falta algún diputado o alguna diputada de emitir su voto?
Continúa abierto el sistema, diputados. Continúa abierto.
No se ha cerrado el sistema. Allá atrás que le apoyen, por
favor. ¿Algún diputado o alguna diputada que falte de emi-
tir su voto? Está abierto, diputados.

Ciérrese el sistema electrónico.

De viva voz:

La diputada Gabriela Ortiz Martínez de Kores (desde
la curul): A favor.

El diputado Carlos Rodríguez Guevara (desde la curul):
A favor.

La diputada Érika Galván Rivas (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Tomás José Luis Varela Lagunas (desde la
curul): En contra.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Di-
putado presidente, se emitieron 255 votos en pro, 95 en
contra y 6 abstenciones.

Presidencia del diputado 
César Duarte Jáquez

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aprobado
en lo general y en lo particular el proyecto de decreto que
reforma diversas disposiciones de la Ley del Seguro So-
cial. Pasa al Senado para sus efectos constitucionales.
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